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ESTADO DEL ARTE O ANTECEDENTES DE LA INVESTIGACION  
 
Se hace necesario conocer las bases históricas y doctrinales que le han servido al 
Derecho Disciplinario en su construcción, admitiendo que aún se encuentra en 
proceso de consolidación. Del mismo modo es preciso recabar sobre los 
fundamentos constitucionales del Derecho Disciplinario y los límites que tiene el 
mismo en su condición de sistema sancionatorio, así como, su diferencia frente al 
derecho penal.  
 
En nuestro medio, José Rory Forero Salcedo ha estudiado el recorrido  histórico 
que ha seguido el Derecho Disciplinario y nos indica  que en principio éste se 
concibió como una forma de aplicación de instituciones de derecho privado para 
controlar la conducta de los servidores estatales dada la relación de dependencia 
laboral existente entre funcionarios y el Estado. Recuerda el autor “la anarquía 
normativa que imperaba en materia de sanciones disciplinarias antes de la 
expedición en Colombia de la ley 200 de 1995, cuando el derecho funcionarial era 
desarrollado por vía de instrucciones o del reglamento”1.   
 
El citado profesor nos revela que “el desarrollo de los valores del “Estado Social 
de Derecho”, acogidos en la Constitución de 1991”2, ha llevado a considerar la 
naturaleza sancionatoria que tiene el derecho disciplinario, que genera la 
necesidad de atender a los límites al ius puniendi, los cuales deben materializarse 
en garantías sustanciales y procesales3.  
 
                                                          
1
 Forero Salcedo José Rory, Principios y Garantías Constitucionales en el ámbito Disciplinario de los 
Servidores Estatales Ediciones Nueva Jurídica, 2003. Pg. 42.  
2
 Jaramillo Mabel Londoño, Deberes y Derechos procesales en el Estado Social de Derecho. 
3
 Forero Salcedo José Rory. Fundamentos Constitucionales de la Potestad Disciplinaria del Estado.  
7 
El mismo autor, como también lo hace Carlos Arturo Gómez Pavajeau4, da una 
mirada a la “teoría de las relaciones especiales de sujeción” esbozada por 
Mariano López Benítez en España5, desde la cual se pretende conseguir la 
consolidación de la autonomía del Derecho Disciplinario como disciplina de 
carácter sancionatorio de índole administrativo, pero que debe garantizar los 
derechos fundamentales inherentes al debido proceso construidos por la 
dogmática penal.  
 
Con el advenimiento de la “Ley 734 de 2002 (Código Único Disciplinario)”, la 
Jurisprudencia y la Doctrina “han considerado que se ha producido un avance en 
la evolución del derecho disciplinario colombiano al promulgarse dicha norma; por 
cuanto constituye un instrumento efectivo para la lucha contra la corrupción 
administrativa y una herramienta contra la impunidad frente a conductas 
violatorias de los derechos humanos y del derecho internacional humanitario 
realizadas por servidores públicos”. “Normativa que se promulga bajo los 
presupuestos del “Estado Social de Derecho” acogidos por la Constitución de 
1991”6.  
 
Desde la aparición del C.U.D. de 2002, se han presentado contra su articulado 
numerosas demandas de inconstitucionalidad. Respecto de la ““inhabilidad para el 
ejercicio de funciones  públicas””, la Corte Constitucional ha resuelto varias7, 
insistiendo en el amplio margen de facultad que tiene el legislador para imponer 
sanciones, haciendo énfasis en la necesidad de afrontar los altos índices de 
corrupción administrativa que tiene el Estado colombiano y los compromisos 
internacionales que ha asumido para conjurar esa situación.  
 
Al respecto expresa el profesor  Forero Salcedo:  
                                                          
4
 Gómez Pavajeau, Dogmática del Derecho Disciplinario, páginas 363 a 374. 
5
 López Benítez Mariano. Naturaleza y Presupuestos constitucionales de las relaciones especiales de 
sujeción. Editorial Civitas, S.A. 1994. Madrid, España.  
6
 Jaramillo, Mabel Londoño. Deberes y Derechos Procesales en el Estado Social de Derecho. 
7




“A  pesar de los beneficios que en criterio personal reporta esta intervención 
normativa, no han sido pocos los intentos por desarticularla o por sacarla del 
ordenamiento jurídico o en el mejor de los casos, flexibilizar sus sanciones, 
principalmente las que se imponen ante la verificación de faltas disciplinarias 
gravísimas que afectan al patrimonio del Estado, actitud propia de un Estado 
en crisis. Pretensiones que afortunadamente no han encontrado eco en el ente 
rector de la jurisprudencia, la Corte Constitucional, que a pesar del medio 
centenar de demandas de inconstitucionalidad que ha soportado la Ley, la ha 
encontrado ajustada en casi su totalidad a la Constitución de 1991, gracias en 
gran medida a la manera como la Doctrina ha venido perfilando la teoría de la 
autonomía del Derecho disciplinario, derivada entre otras de la categoría: 
relaciones especiales de sujeción”8 
 
La respetable visión del citado tratadista colombiano y de la Jurisprudencia 
constitucional obedece a la necesidad imperiosa de hacer frente a los elevados 
índices de corrupción en el Estado. Finalidad que desde los postulados 
constitucionales, se dirige a conseguir “el cumplimiento de los fines del Estado y 
de la función pública”, mediante un control ejercido a través de la potestad 
disciplinaria, fundada en la prevalencia del interés general, en la mayor 
responsabilidad que les atañe a los servidores públicos si se les compara con los 
particulares (artículo 6º C.P) y en la relación de sujeción que estos tienen con la 
Administración. Aspectos que constituyen los fundamentos de la teoría de la 
autonomía del derecho disciplinario que proclaman tanto la doctrina como la 
Jurisprudencia.  
 
Con todo, la persistente posición de la Corte Constitucional que avala la 
consagración de una sanción tan severa de índole administrativo disciplinario, se 
ve en estos días sometida a nuevo debate, en virtud del Fallo de la Procuraduría  
General de la Nación emitido el 13 de enero de 2014, mediante el cual se 
                                                          
8
 Forero Salcedo José Rory. Fundamentos Constitucionales de la Potestad Disciplinaria del Estado. Pág. 31  
9 
sanciona disciplinariamente al Alcalde Mayor de Bogotá Gustavo Francisco Petro 
Urrego.  
 
Dicha circunstancia ha suscitado en la actualidad una compleja discusión en 
relación con la consagración de “la “inhabilidad para el ejercicio de funciones  
públicas” establecida como sanción disciplinaria administrativa en la Ley 734  de 
2002”. Debate que incorpora, lógicamente, elementos de carácter político 
ideológico, pero no puede soslayarse que existen también sólidos argumentos de 
carácter jurídico, que ameritan ser estudiados para establecer si dicha sanción 
disciplinaria es realmente “razonable dentro del marco de los valores del “Estado 
Social de Derecho””.  
 
El caso del Alcalde Gustavo Francisco Petro Urrego, ha generado una crisis 
institucional que ha puesto en entredicho la seguridad jurídica en esta materia, por 
cuanto se han visto enfrentadas diferentes posiciones en las decisiones de los 
tribunales (participando incluso en el debate “La Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos9”). Posiciones que en unos casos avalan la tesis de la Corte 
Constitucional y otras la contrarían. Las decisiones judiciales y los efectos que 
ellas han producido en la orden de destitución del gobernante de la ciudad, se 
pueden sintetizar (seleccionando las más importantes), así: 
 
 El 14 de enero de 2014, “el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, en 
acción de tutela presentada por un ciudadano quien se consideraba 
afectado como elector por la destitución de Gustavo Francisco Petro 
Urrego como Alcalde de Bogotá”, resolvió suspender la sanción de 
destitución e inhabilidad impuesta por la Procuraduría al Alcalde, 
reincorporándolo, como consecuencia, a su cargo. 
                                                          
9
 “La Comisión Interamericana de Derechos Humanos es una institución judicial autónoma cuyo objetivo es 
la aplicación e interpretación de la Convención Americana sobre Derechos Humanos”. 
10 
 El 5 de marzo de 2014, “el Consejo de Estado, en segunda instancia de la 
acción de tutela fallada por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, 
revocó el fallo de tutela y dejó en firme la destitución”10. 
 “El 18 de marzo de 2014, La Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos” concede medidas cautelares al  doctor Gustavo Francisco Petro 
Urrego y, por tanto, solicita al Gobierno de Colombia que suspenda 
inmediatamente los efectos de la decisión del 9 de diciembre de 2013, 
emitida y ratificada por la Procuraduría General de la Nación el 13 de enero 
de 201411.  
 El 23 de abril de 2014, la Sala Civil de Restitución de Tierras del Tribunal 
Superior de Bogotá, en relación con una acción de tutela que solicitaba el 
cumplimiento de “las medidas cautelares decretadas por la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos”, ordenó al Presidente de la 
República aplicar las medidas cautelares y suspender la aplicación del acto 
administrativo de la Procuraduría que sancionó al burgomaestre. 
 “El 14 de mayo de 2014, el Consejo de Estado, en la acción de nulidad 
interpuesta por el Alcalde en la jurisdicción contencioso administrativa, 
decretó la suspensión provisional de la destitución, como medida cautelar a 
favor de Gustavo Francisco Petro Urrego”12. 
 
IMPORTANCIA DE LA TEMÀTICA 
Lo anterior demuestra que el tema que abordamos en nuestra investigación aún 
no es pacífico y que se hace necesario profundizar en él para conseguir, si es 




 Medida cautelar No, 374-13 de “La Comisión Interamericana de Derechos Humanos”, la cual 
señala: “La Comisión solicita al Gobierno de Colombia que suspenda inmediatamente los efectos de la 
decisión del 9 de diciembre de 2013, emitida y ratificada por la Procuraduría General de la Nación el 13 
de enero de 2014, a fin de garantizar el ejercicio político de los derechos del señor Gustavo Francisco 
Petro  Urrego  y pueda cumplir con el período para el cual fue elegido como Alcalde de la ciudad de 





posible, una base sólida que permita establecer los límites del poder punitivo por 
vía administrativa disciplinaria, a fin de evitar el desconcierto que han generado 
las decisiones reseñadas.    
 
En nuestra opinión, los planteamientos a los que se ha ceñido persistentemente la 
Corte Constitucional, que mantienen en vigor la severa sanción de inhabilidad 
disciplinaria, han servido para resaltar la importancia del derecho disciplinario 
como instrumento en la lucha contra la corrupción, haciendo énfasis en los 
elementos que sustentan el poder sancionador en el ámbito disciplinario 
administrativo; pero con tales planteamientos ha olvidado la Corte el estudio de 
los límites que ese poder tiene y hasta dónde puede llegar, “dentro del marco de 
los postulados del “Estado Social de Derecho””13.  
 
El propósito de los autores y de la Jurisprudencia de evitar la proliferación de los 
actos de corrupción no puede llevar a avalar cualquier medio para conseguir tan 
loable cometido de interés general. Esa finalidad debe perseguirse utilizando los 
diferentes instrumentos con que cuenta el Estado, cada uno de ellos ajustados a 
sus límites de proporcionalidad, para que no se vulneren los fundamentos de un 
Estado cuyo máximo fin es el respeto a la persona humana.   
 
Desde esa perspectiva, nuestro propósito no puede interpretarse como un ataque 
al florecimiento de la disciplina del derecho disciplinario y la consolidación de su 
autonomía. Consideramos, más bien, que nuestra investigación puede constituir 
un aporte en el propósito de cimentar la doctrina de la autonomía del derecho 
disciplinario, al determinar sus límites y establecer si el legislador puede a través 
de esta disciplina imponer sanciones tan severas, como son las de ““inhabilidad 
para el ejercicio de funciones  públicas”” que superan los diez años, sin contrariar 
“los principios propios del “Estado Social de Derecho””14, entre los cuales son 






relevantes los de democracia, participación, igualdad, proporcionalidad y dignidad 
humana.  
El propósito de nuestra investigación es establecer ese límite en la punición que 
tiene el derecho disciplinario respecto de las sanciones de inhabilidad, lo que 
constituye un aporte,  esperamos, a la discusión que sobre este tema tenemos en 
nuestro país.   
 
 
DELIMITACIÒN DE LA INVESTIGACIÒN  
 
La investigación comprende tres capítulos: 
En el primer capítulo se abordará el estudio de los límites del poder punitivo del 
Estado. Para ello se inicia con un referente histórico, partiendo de los fundamentos 
filosóficos racionalistas que sustentaron el Estado liberal de Derecho y que dieron 
lugar a los principios de legalidad y de separación de poderes. Seguidamente se 
estudiara el desarrollo del “““Estado Social y democrático de Derecho””acogido por 
la Constitución de 1991”, para destacar cuáles son los principios y valores que lo 
sustentan. 
 
A partir de lo anterior, en el primer capítulo se analizarán también “los principios 
del Derecho sancionatorio en el “Estado Social y democrático de Derecho””, lo que 
permitirá establecer los límites del poder de punición, entre los que sobresale el 
respeto a la  dignidad humana como principio autónomo,  que diferencia al Estado 
actual del simple Estado de Derecho liberal y coloca al Estado como instrumento 
de la persona humana.  
 
Siguiendo el esquema de axiomas diseñado por Ferrajoli para el derecho penal, se 
esbozarán los límites sustanciales y procesales del derecho sancionador: 
principios de justicia, legalidad, proporcionalidad, lesividad, derecho penal de acto, 




Finalmente, dentro del mismo primer capítulo, se estudiarán comparativamente los 
mencionados principios al ser aplicados bajo la égida del derecho disciplinario. 
Para ello habrá de establecerse, en primer lugar,  “las diferencias entre el Derecho 
Penal y el Derecho Disciplinario en cuanto a la naturaleza jurídica, el objeto y la 
finalidad que cada una de las disciplinas tiene”, para así determinar cuáles son las 
restricciones que sufren las garantías al momento de aplicarse el Derecho 
Disciplinario. En este punto se hará referencia, “con base en la doctrina y 
jurisprudencia”, a los matices que cobran en el derecho disciplinario las diferentes 
garantías procesales en razón de la relación de subordinación que tienen los 
funcionarios frente a la Administración y en razón del principio de prevalencia del 
interés general.   
 
En el Capítulo Segundo se estudiará el alcance que tiene la sanción disciplinaria 
de inhabilidad prevista en el orden jurídico colombiano. Partiremos de estudiar en 
éste capítulo los derechos que afecta dicha inhabilidad, la finalidad y función que 
persigue y la forma en que está consagrada en el orden  jurídico colombiano.  
 
Analizaremos también en el segundo capítulo la manera en que es concebida la 
sanción de inhabilidad desde la perspectiva del Bloque de Constitucionalidad, 
teniendo en cuenta que se trata de una “limitación al ejercicio de los derechos 
políticos”. Asimismo estudiaremos en el mismo capítulo el tratamiento que se le da 
a la mencionada sanción en el Derecho comparado. 
 
Los dos primeros capítulos  nos permitirán enfrentar -en un ejercicio dialéctico-, de 
un lado la manera como deben ser concebidas las garantías procesales en el 
derecho disciplinario -atendidas las restricciones que sufren comparadas con el 
derecho penal -, y de otro lado, la manera en que ha sido consagrada la 
inhabilidad disciplinaria en Colombia, para, por medio de esa contrastación, 
establecer la base para el tercer capítulo, que sería la síntesis donde se verificará 
14 
si la inhabilidad consagrada en el derecho colombiano rebasa los presupuestos 
esperados para el “Estado Social de Derecho”.   
El tercer capítulo, entonces, consistirá en la examen de cada uno de los valores y 
garantías que sustentan el “Estado Social de Derecho” y que limitan su poder 
sancionador, enfrentados al alcance que se le ha dado en Colombia a “la 
“inhabilidad para el ejercicio de funciones  públicas””, de donde se deducirá la 
conclusión para el objetivo propuesto, esto es, establecer si la mencionada 
inhabilidad disciplinaria desborda los límites de “los valores y principios del 
“Estado Social y democrático de Derecho””.  
 
Al finalizar éste tercer capítulo haremos una crítica al proyecto de modificación al 
Código Único Disciplinario que ha presentado la Procuraduría ante el Congreso, el 
cual ha superado todo el trámite legislativo  y está a punto de convertirse en Ley, 
donde esbozaremos si se dirige a eliminar los desafueros que tiene la 
normatividad actual o si por el contrario los mantiene.   
 
 
EL PORQUÉ DEL TÍTULO 
 
El título recoge el cometido perseguido con la investigación, cual es determinar si 
“la sanción disciplinaria de inhabilidad para el ejercicio de funciones  públicas” 
prevista en el orden jurídico colombiano desborda “los principios del “Estado 
Social de Derecho” que establecen límites al poder de punición”15.  
 
Podemos comprender que los términos escogidos para el título pueden ser 
percibidos como demasiado categóricos, sobre todo por quienes defienden la 
posición de la Corte Constitucional que hasta el momento ha considerado que el 
legislador tiene un margen amplio para establecer sanciones de carácter 
disciplinario, siempre que no afecten el derecho a la libertad.  
 




Sin embargo, el debate suscitado en Colombia en torno a la destitución del Alcalde 
de Bogotá, ha dejado en evidencia que existen consideraciones jurídicas 
adoptadas por otros órganos judiciales del país y en el ámbito internacional, que 
se oponen a la posición de la Corte Constitucional, lo que nos ha llevado a 
estudiar el tema, desde la perspectiva del principio de proporcionalidad, que 
necesariamente acarrea estudiar, con un criterio de ponderación,  hasta dónde se 
puede extender la facultad de sancionar por vía administrativa a los ciudadanos 
que cumplen función pública en aras de prevenir la corrupción administrativa, 
cuando con ello se afectan derechos, valores y garantías del “Estado Social y 
democrático de Derecho” que son elementos esenciales del mismo y sin los 
cuales, por definición, éste dejaría de ser tal.   
 
Se trata, entonces de responder a los siguientes interrogantes:  
 
 ¿Hasta dónde puede la Administración Pública afectar los derechos 
fundamentales de los funcionarios públicos y particulares que cumplen 
función pública, con la imposición de sanciones disciplinarias? 
 
 ¿Tiene el legislador y la Administración Pública facultad ilimitada para 
establecer e imponer cualquier tipo de sanciones de índole administrativo 
disciplinario, diferentes a las que afectan el derecho a la libertad de 
locomoción? 
 
 Son suficientes los criterios de prevalencia del interés general -que impele a 
evitar la corrupción administrativa- y la “teoría de las relaciones especiales 
de sujeción”, para que el legislador pueda establecer sanciones de 
“inhabilidad para el ejercicio de funciones  públicas” afectando de manera 
intensa los derechos fundamentales de los ciudadanos los cuales se 




Consideramos que si con la presente investigación logramos demostrar que la 
sanción disciplinaria de inhabilidad prevista en el orden jurídico colombiano 
afecta esos valores y principios de manera desproporcionada, genera un 
exceso en el poder de punición injustificado, lo que evidenciará la pertinencia 
































EL PUNTO DE PARTIDA DE LA INVESTIGACIÓN  
 
La investigación parte del presupuesto que ha sido desarrollado por la doctrina y la 
Jurisprudencia en el sentido de que la naturaleza del Derecho disciplinario lo 
inscribe en una disciplina con la doble condición de derecho administrativo y 
derecho público. Es derecho administrativo, por cuanto sus normas regulan 
relaciones entre sus servidores y el Estado, de donde se desprende la relación de 
sujeción que le es propia.  Y derecho público por su naturaleza sancionadora que 
ha llevado al requerimiento de que debe respetar las garantías sustantivas y 
procesales, aplicables a toda actuación de índole judicial o administrativa.   
 
Parte también la investigación del presupuesto construido por la doctrina16,17 y 
jurisprudencia18 según el cual al Derecho administrativo sancionador le son 
aplicables “los principios inspiradores del Derecho penal, aunque con ciertos 
matices, dado que ambos son manifestaciones del ordenamiento punitivo del 
Estado”19. Matices que se concretan en cierto languidecimiento de las garantías, 
que se justifican en el interés general de prevenir  los actos de corrupción 
administrativa, en la responsabilidad mayor que le atañe a los servidores públicos 
y en las relaciones especiales de sujeción a las que éstos se someten.  
 
Como base inicial, nuestro trabajo de investigación partirá de la posición que la 
Corte Constitucional ha mantenido “en virtud de la cual el interés de proteger la 
función administrativa”20 se constituye en el argumento prevalente para avalar “la 
                                                          
16
 “Forero Salcedo José Rory. Fundamentos Constitucionales de la Potestad Disciplinaria del Estado. Página 
43”. 
17
 Gómez Pavajeau Carlos Arturo, Fundamentos del Derecho Disciplinario Colombiano, Ediciones Nueva 
Jurídica, Vol. 4, 2012. Bogotá. Página  132. 
18
 Sentencias C-948 de 2002, C-948 de 2003, C-952 de 2001, C-468 de 2008, C-500 de 2014, entre otras. 
19
 www.cgfm.mil.co 
20 En la Sentencia C-948 de 2002 la Corte expresó: “Cabe recordar en ese sentido que constituye 
elemento básico de la organización estatal y de la realización efectiva de los fines esenciales del Estado 
social de derecho, la potestad del mismo de desplegar un control disciplinario sobre sus servidores, dada la 
especial sujeción de éstos al Estado, en razón de la relación jurídica surgida por la atribución de una función 
18 
posibilidad de que el Legislador establezca cualquier tipo de sanción disciplinaria 
diferente a la restrictiva de la libertad”21.  
 
Lo anterior sin dejar de lado que también la Corte Constitucional ha enunciado al 
menos tres condiciones que limitan la facultad del Legislador para establecer 
sanciones disciplinarias de inhabilidad, las cuales podemos resumir en: respeto al 
“principio de legalidad”, prohibición a modificar las inhabilidades previstas en la 
Constitución y respeto al principio de proporcionalidad22.  
 
Consideramos que los planteamientos de la Corte, se han limitado a resaltar la 
necesidad de conseguir el fin de evitar la corrupción con la imposición de 
sanciones severas administrativas, dejando enunciada la condición del respeto al 
principio de proporcionalidad, sin que la misma haya sido profundizada. Es 
precisamente ese análisis lo que pretendemos hacer en este trabajo. Para ello 
será necesario ponderar de un lado “los valores y principios del “Estado Social de 
Derecho”” -incluyendo los límites al poder sancionador que sustentan los derechos 
individuales y “la dignidad humana” de los servidores públicos-, frente a la 





                                                                                                                                                                                 
pública; de manera que, el cumplimiento de sus deberes y responsabilidades se efectúe dentro de una ética 
del servicio público y con sujeción a los principios de moralidad, eficacia y eficiencia que caracterizan la 
actuación administrativa y el cabal desarrollo de la función pública.” 
21 “La Corte también ha señalado como pauta definitoria del margen de configuración del Congreso, 
que este se encuentra habilitado prima facie para establecer inhabilidades permanentes no previstas 
expresamente en la Constitución. Sobre el particular, pueden consultarse las sentencias C-509 de 
1997, C-111 de 1997, C-1212 de 2001 y C-948 de 2003”.  
22
 Al respecto la Sentencia C-952 de 2001, expresa: “Entre los límites que la jurisprudencia constitucional ha 
enunciado se encuentran (i) el deber de respeto del principio de legalidad que demanda, en materia 
disciplinaria” “que la conducta sancionable, las sanciones, los criterios para su determinación y los 
procedimientos previstos para su imposición” “se definan con anterioridad a su aplicación; (ii) la prohibición 
de modificar las inhabilidades que para determinados supuestos ha previsto el constituyente; y (iii) la 
obligación de respetar el principio de proporcionalidad en la fijación de las inhabilidades de manera tal que, 
entre otras cosas, exista relación entre la gravedad de la restricción que con ella se produce y la importancia 
de las finalidades perseguidas”. 
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PROBLEMA DE INVESTIGACIÓN 
 
En el ámbito del derecho sancionador en general, aparece una tensión entre los 
derechos a los procesados que se afectan y los fines que se persiguen con las 
propias sanciones. La restricción a los derechos se justifica cuando los fines 
perseguidos tienen tal importancia que se explica la limitación de esos derechos. 
Cuando la afectación que sufren los derechos con la sanción impuesta por 
autoridades legítimas es intensa, en el marco de un Estado Constitucional, tales 
sanciones deben respetar los valores que fundan ese Estado.  
 
En Colombia se ha establecido una sanción de carácter administrativo disciplinario 
de “inhabilidad para el ejercicio de funciones  públicas de más de diez años” para 
las faltas más graves, lo que ha sido aceptado por la Corte Constitucional. Sin 
embargo, se ha evidenciado un debate tanto de orden político como jurídico, en 
donde se cuestiona la proporcionalidad de dicha sanción y su apego a “los 
principios fundantes del “Estado Social de Derecho””.    
 
A pesar de la posición que hasta ahora ha mantenido la Corte Constitucional, 
aparentemente no son suficientes los criterios de prevalencia del interés general y 
la “teoría de las relaciones especiales de sujeción”, para que el legislador pueda 
establecer sanciones disciplinarias de “inhabilidad para el ejercicio de funciones  
públicas” afectando de manera intensa los derechos fundamentales de los 
ciudadanos, teniendo en cuenta que el derecho disciplinario, con base en esos 
criterios, permite una disminución en las garantías de los procesados.   
 
En ese sentido, se mantiene aún la inquietud sobre si la mencionada inhabilidad 
disciplinaria se ajusta al postulado de proporcionalidad o si por el contrario dicha 
sanción debe ser objeto de regulación del derecho penal, para no contrariar los 
valores del “Estado Social de Derecho”. 
 
20 
Es por ello que la presente investigación se dedica a confrontar la sanción 
disciplinaria de inhabilidad consagrada, “con los principios de respeto a “la 
dignidad humana” - adoptado como principio fundante en un “Estado Social de 
Derecho””- y de proporcionalidad, que se erigen como límites al poder punitivo del 
Estado, tanto en el derecho penal como en el disciplinario. Tal confrontación 
permitirá  establecer si la aplicación de la mencionada sanción, se justifica en el 
marco de “Estado Social y democrático de Derecho”.   
 
Se sabe que las normas disciplinarias en su configuración tienen un componente 
normativo que contienen prohibiciones, mandatos y deberes que le son exigibles a 
los servidores públicos cuyo “incumplimiento o desconocimiento genera la 
respuesta represiva del Estado”. No obstante, dicha respuesta no puede ser 
arbitraria. Siendo ello así, se trata de establecer “sí en desarrollo de la correcta 
marcha de la administración pública el régimen disciplinario garantiza o no la 
observancia y cumplimiento de las garantías fundamentales” o sí por el contrario al 
imponer “la sanción de inhabilidad disciplinaria” se desbordan los límites del poder 
punitivo en el marco de un ““Estado Social de Derecho”, cuyo fin prevalente es el 
respeto a la persona humana”23. 
 
 
El problema de nuestra  investigación, entonces, se circunscribe a establecer si  la 
“inhabilidad para el ejercicio de funciones  públicas” consagrada como sanción en 
el Código Único Disciplinario de Colombia, vulnera los principios y valores del 
“Estado Social y democrático de Derecho” y, en caso de concluir que la 
mencionada sanción los vulnera, responder a la pregunta: ¿Debe ser la sanción 
de “inhabilidad para el ejercicio de funciones  públicas” de carácter penal y no 












Con sustento en el análisis normativo, jurisprudencial y doctrinal de la temática, se 
pretende determinar si la sanción disciplinaria de “inhabilidad para el ejercicio de 
funciones  públicas” prevista en el orden jurídico colombiano contradice los 
principios del “Estado Social de Derecho” y, en especial, los límites del poder de 




1. Establecer “los valores y principios del “Estado Social de Derecho”” que 
sostienen los límites que éste tiene para imponer sanciones en general.  
 
2. Establecer  los límites a los que se debe someter el “Estado Social de 
Derecho” y en especial el Legislador y las autoridades administrativas, en la 
consagración e imposición de sanciones de índole administrativo 
disciplinario.  
 
3. Establecer si con la consagración en Colombia de “la sanción disciplinaria 
de inhabilidad  para el ejercicio de derechos y funciones públicos” se 




La premisa que se plantea y se pretende demostrar con base en un análisis 
normativo, jurisprudencial y normativo es la siguiente:  
 
22 
El Estado acogido por el constituyente colombiano es uno de carácter social y 
democrático de derecho. Tipo de Estado que surge en razón del desarrollo de 
postulados reconocidos internacionalmente, los cuales reúnen preceptos propios 
de la revoluciones liberales, las que propendían por “los derechos y libertades 
individuales” y a la limitación de la potestad punitiva mediante los principios de 
legalidad y de separación de poderes; tipo de Estado  que además recoge 
preceptos surgidos de la influencia de las teorías que impelen por la justicia social 
y que en la actualidad no puede dejar de lado el respeto a “la dignidad del hombre 
y la aplicación de una justicia material”, no tan solo formal, y el reconocimiento del 
principio de proporcionalidad, como una forma de cristalizar esos preceptos.  
 
El Derecho Disciplinario es un instrumento que se ha desarrollado dentro del 
Estado con el fin de materializar el control a la función pública y se fundamenta en 
el interés general de asegurar el correcto y eficiente desempeño de la función 
pública, así como en la relación de sujeción especial que tienen los servidores 
públicos frente al Estado.  
 
En tanto que el Derecho Disciplinario es derecho sancionador y supone el ejercicio 
de la potestad para afectar los derechos del individuo, debe someterse a límites 
que han sido desarrollados a lo largo de la historia por la dogmática penal, pero 
que al trasladarse  al ámbito del derecho funcionarial sancionatorio se modulan, en 
razón a la especial relación de subordinación que le debe el funcionario al Estado, 
que justifica la exigencia de mayor responsabilidad.  
 
En esas condiciones se vislumbra una tensión entre la garantías que debe ofrecer 
el Derecho Disciplinario a los funcionarios que somete a su égida, y la necesidad 
de prevenir la corrupción administrativa y de asegurar una administración pública 
moral y eficiente a través de la prevención que ejercen las sanciones 
disciplinarias.   
 
23 
Al contrastar el alcance que tiene la sanción disciplinaria consagrada en Colombia 
de “inhabilidad para el ejercicio de funciones  públicas de entre diez y veinte años” 
–e indefinida cuando la falta afecta el patrimonio del Estado-, con los límites a los 
que deben someterse el Legislador y la autoridades administrativas, cuando 
consagran y aplican dicha sanción, nos llevará a concluir que “la sanción 
disciplinaria de inhabilidad para el ejercicio de funciones  públicas” prevista en el 





Para desarrollar nuestro tema de investigación utilizaremos la investigación básica 
jurídica con enfoque descriptivo y comparativo. 
 
En la presentación se ha manifestado la motivación, estado del arte o 
antecedentes de la investigación, la importancia de establecer si la sanción 
disciplinaria “inhabilidad para el ejercicio de funciones  públicas” consagrada en el 
Código Único Disciplinario de Colombia se ajusta a los postulados del “Estado 
Social y democrático de Derecho” y a los límites del poder sancionador, la 
delimitación de la investigación enunciando el contenido de cada uno de los 
capítulos y la justificación del título escogido.  
 
En el presente acápite de introducción hemos esbozado el punto de partida de la 
investigación, el planteamiento del problema, los objetivos y la hipótesis de 
trabajo.   
 
El primer capítulo hace una delimitación conceptual de los límites del poder 
punitivo del “Estado Social de Derecho”. Para ello empieza por estudiar el 
desarrollo histórico de los valores que dieron origen al Estado liberal y su 
evolución hasta la concepción de los presupuestos del “Estado Social y 
democrático de Derecho”.   
24 
 
A partir de allí el esfuerzo se dirige a identificar los límites que tiene esa clase de 
Estado en su poder sancionatorio, los cuales se analizarán a partir de la 
construcción que les ha dado la dogmática penal y posteriormente, se examinarán 
desde la perspectiva de la dogmática del derecho disciplinario, estableciendo los 
matices que allí cobran y sus razones.  
 
En este primer capítulo se hace un análisis comparativo, con base en la cadena de 
axiomas construida por Ferrajoli para el derecho penal, entre las garantías que 
limitan la potestad sancionadora del Estado desde las perspectiva penal frente a la 
disciplinaria, considerando la diferencia que éstas ramas del derecho adoptan, en 
razón de las distintas naturaleza, objeto y finalidades que las dos disciplinas 
tienen.   
 
En el segundo capítulo se busca determinar el alcance que tiene la inhabilidad 
disciplinaria en cuanto a la afectación de derechos que genera y a las finalidades 
que persigue, estableciendo, además, sus puntos de encuentro y de separación, 
en relación con el Derecho Penal. 
 
En el mismo capítulo se estudia la manera en que el orden jurídico normativo y 
jurisprudencial colombiano tiene regulada la inhabilidad disciplinaria de 
“inhabilidad para el ejercicio de funciones  públicas”. Asimismo se observa la 
perspectiva que los instrumentos internacionales –“especialmente la Convención 
Americana de Derechos Humanos”-, tienen de la misma sanción, y las decisiones 
que sobre la materia han adoptado los organismos supranacionales.    
 
Dentro del mismo capítulo segundo se hará mención al tratamiento que hacen 
algunos otros Estados de la sanción de inhabilidad disciplinaria.    
 
Para terminar este capítulo se hace una crítica  al proyecto que ha presentado la 
Procuraduría General de la Nación para reformar el actual C.U.D. 
25 
 
El tercer y último capítulo enfrentará la tesis planteada en el primer capítulo con el 
desarrollo del segundo capítulo, para conducirnos al propósito de nuestra 
investigación de establecer si la inhabilidad consagrada en el derecho 
colombiano, y hasta hoy avalada por la Corte Constitucional, desborda el límite en 
la punición que tiene el derecho disciplinario.   
 
Finalmente se plantean las conclusiones por capítulos y la reseña normativa, 






























“El derecho penal es la parte del ordenamiento jurídico que regula el poder 
punitivo del Estado en procura de la defensa y garantía de los intereses 
colectivos”24, es por ello que al derecho penal solo le interesan acciones humanas 
que sean contrarias para la buena marcha de la convivencia social, estableciendo 
para ello un catálogo de delitos con una consecuencia normativa. 
 
El derecho sancionatorio debe orientar la función preventiva de la pena conforme 
a los principios habilitados para ello, esto es, el principio de proporcionalidad y 
culpabilidad, pues en el marco de un “Estado democrático y de derecho”25, se 
deben establecer unos límites que permitan garantizar que la punición sea ejercida 
en beneficio y con el control de todos los ciudadanos. 
 
En este capítulo se presentan las garantías fundamentales que se enarbolan como 
límites al poder punitivo del Estado, y que en todo caso permiten que la 
intervención del “ius puniendi” sea mínima o que sea aplicado como “ultima ratio”, 
frente a la intervención excesiva que caracteriza a los estados totalitarios. 
 
2.- Delimitación Conceptual.- 
La delimitación conceptual que se propone se desarrolla en el campo del “Ius 
puniendi” en materia penal como en lo que atañe al derecho disciplinario nacional, 
haciendo en todo caso una comparación frente a las legislaciones de otras 






latitudes, todo ello en el marco de un “Estado Social de Derecho”, con las 
implicaciones normativas que del tema se derivan. 
 
2.1 Desarrollo histórico del “Estado Social de Derecho” y del poder 
punitivo del Estado. 
La historia del Estado como ente que dirige las sociedades humanas, es la historia 
del ejercicio del poder, desde la concepción de los regímenes absolutistas y 
totalitarios hasta la actual concepción del “Estado Social de Derecho”.  
 
La evolución que ha tenido el fundamento para el ejercicio del poder, parte de 
entender cómo éste se legitima ante los hombres. Así, en la sociedad feudal26 el 
soberano lo era por disposición divina. El poder venía de Dios y éste lo 
descargaba en el señor feudal, en el rey o en el emperador, según el caso. Con tal 
concepción, no es difícil imaginar la influencia que consiguió en Europa la Iglesia 
Católica, cuando logró conquistar con su doctrina a la mayoría de naciones.  
 
En esas condiciones, el ejercicio del poder en los incipientes Estados nacionales 
de Europa27, pretendió servir al monarca para conseguir el objetivo de defender la 
paz en su territorio. El soberano reguló situaciones en abstracto convirtiéndose así 
en precursor del Estado legislador.  De ello dan cuenta normas de índole penal 
que establecieron emperadores y reyes como Enrique IV, Federico I, Enrique VI y 
Federico II entre los años 1103 y 1235. Allí se consagraron penas enfocadas a 
castigar delitos como asesinato, herida, robo de mujeres, violación y herejía. Las 
Siete Partidas del Reino de Castilla y León (1256-1265)28, tienen también esa 
tendencia. Lo que daba legitimidad a las leyes, los factores que fundamentaban su 
                                                          
26
 Por Estado Feudal, entendemos aquel tipo de organización política en la cual todas las funciones directivas 
de una sociedad, como las económicas, las jurídico-administrativas y las militares son ejercidas por los 
mismos individuos y al mismo tiempo. (Revista de Administración Pública. Gaetano Mosca- Artículo El 
estado Feudal y el Estado Burocrático).- 
27
 Estado – Nación, es una unidad política y territorial del capitalismo, se compone de una nación o una 
sociedad, un Estado y un Territorio.- 
28
 Era un cuerpo normativo redactado en la Corona de Castillo durante el reinado de Alfonso X (1252- 1284) 
cuyo objetivo era conseguir uniformidad jurídica del Reino. 
28 
autoridad, eran: su origen en el monarca, su antigüedad y la internalización de las 
normas en la vida cotidiana29.   
 
Con los racionalistas de la ilustración surgen las ideas que cimientan el Estado 
Liberal, promovidas por la burguesía europea del siglo XVIII. La proclamación de 
preceptos que cuestionaron los factores que legitimaban al monarca como 
soberano y su autoridad para emitir las leyes.  
 
Esas ideas de los filósofos de la ilustración constituyeron las bases del Estado de 
derecho, cuyo objetivo era dar al individuo la seguridad jurídica de no estar 
sometido a la arbitrariedad del poder. El punto de partida es un cambio de 
paradigma en cuanto a la legitimación del ejercicio de la soberanía. Esta ya no 
radica en una persona, sino en el pueblo. Pues todos los hombres son iguales, en 
razón de su capacidad racional30.  
 
De esta manera, el Estado liberal, pone una cortapisa al ejercicio del poder de una 
persona cuya legitimidad nacía de su origen noble, sobre el cual no había ningún 
control.  
 
Con el Estado liberal aparece un modelo nuevo: el Estado de Derecho emanado 
de la voluntad general expresada por los representantes del pueblo (donde radica 
la soberanía). Es la antítesis al Estado absoluto en que el Derecho surgía de uno o 
varios hombres privilegiados e incuestionables31.    
 
El Estado liberal pretende proteger al individuo y sus libertades del ejercicio 
abusivo del poder por parte de quienes representan al pueblo. Responde a la 
necesidad de defender a la sociedad del Estado, lo que procura mediante la 
división de poderes y el “principio de legalidad”. Se trata de la imposición de 
                                                          
29
 Marquardt, Bernd, Historia Universal del Estado: tomo 1  Sociedades Pre-estatales y Reinos Dinásticos, 
Universidad Nacional de Colombia 2009, pág. 173 y 174.   
30
 Rousseau, Jean Jacques, El Contrato Social, Madrid, Editorial Sarpe, 1983. Págs. 60 y s.  
31
  Mir Puig, Santiago, El Derecho Penal en el Estado Social de Derecho y Democrático, Barcelona, Editorial     
Ariel S.A. 1994, pág. 32. 
29 
determinadas garantías formales o límites que aseguren al individuo el ejercicio de 
sus libertades, reconocidas como derechos fundamentales32.  
 
Principio necesario del nuevo paradigma promulgado por la Ilustración para poner 
cortapisa al ejercicio del poder, es la teoría de la separación de poderes 
enunciada por John Locke y desarrollada por Montesquieu. El primero parte de 
reconocer que  la soberanía debe emanar del pueblo y que la propiedad, la vida, la 
libertad y la felicidad son derechos inherentes a los hombres, por lo tanto 
anteriores a la constitución de la sociedad. De tal manera que el Estado tiene 
como fin proteger esos derechos y  libertades individuales de los ciudadanos y 
para lograrlo se hace necesaria la división de poderes. El gobierno debe estar 
constituido por un rey y un parlamento. Este último es el escenario donde se 
expresa la soberanía popular y de allí deben emanar las leyes, que deben acatar 
tanto el rey como el pueblo. Enseñó Locke con ello, que la autoridad del Estado se 
sostiene en los principios de soberanía popular y legalidad, resaltando así que el 
poder no puede ser absoluto sino que ha de respetar los derechos de los 
ciudadanos. Tales planteamientos influyen en Montesquieu, quien en su obra “Del 
Espíritu de las Leyes”33,  parte del bagaje  histórico dejado por los griegos y los 
romanos (Platón, Aristóteles, Polibio) en relación con los sistemas políticos de la 
antigüedad, para conjugarlo con  la experiencia histórico-política inglesa y exaltar 
la necesidad de la división de poderes como medio de restringir el abuso de poder 
del monarca. No se puede dejar de lado que la Carta Magna (1215) y las luchas 
entre la monarquía y el parlamento del siglo XVII en Inglaterra constituyeron un 
precedente a la enunciación de la teoría. Montesquieu en realidad lo que hizo fue 
la  formulación teórica de lo que los ingleses habían aplicado en su devenir 
histórico. 
 
                                                          
32
 Ibídem.  
33
  (título original, en francés: “De l'esprit des lois, 1747”) es una obra del filósofo y ensayista ilustrado 
Charles Louis de Secondat, Barón de Montesquieu, donde este recrea en el modelo político inglés –tomado, 
a su vez, de los germanos-el sistema de separación de poderes y monarquía constitucional, que considera el 
mejor en su especie como garantía contra el despotismo. 
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Otros importantes autores de la Ilustración francesa como Jean Jacques 
Rousseau o de la Independencia de Estados Unidos como Alexander Hamilton, 
también reflexionaron sobre este tema y se puede concluir de la concepción que 
estos filósofos aportaron, que el Estado existe con la finalidad de proteger al 
hombre de los otros hombres. El Estado se erige en virtud de un acuerdo en el 
que cada  hombre cede parte de su libertad a cambio de asegurarse no ser 
afectado en sus derechos y libertades individuales, y la manera de conseguirlo es 
separando los órganos de poder. Los filósofos revolucionarios identifican entonces 
las funciones del Estado consideradas como necesarias para el ejercicio de la 
autoridad y la protección del ciudadano encontrando tres fundamentales: la de 
dictar las Leyes, la administración del Estado (y la  reglamentación de las leyes en 
forma general),  y la de resolver conflictos. Tales funciones en los regímenes 
absolutos eran monopolizadas en una misma autoridad: la monarquía; sobre la 
cual no había control alguno.   
 
De esta manera se concibe el Estado de Derecho, cuyo cimiento es la separación 
de poderes y el “principio de legalidad”, diseñado por los filósofos de la 
Ilustración con el fin de prevenir el ejercicio arbitrario del poder frente a los 
derechos ciudadanos. Es de la esencia de ese Estado que quienes ejercen las 
tres funciones fundamentales, lo hagan sin influir en exceso en la otra función o 
rama del poder. Lo que lleva a la necesidad de generar un sistema de controles y 
contrapesos o reglas de procedimiento para que los poderes se limiten entre sí, 
sin perjuicio de la armonía que debe haber en su ejercicio.  
 
Sin embargo, tales fundamentos del Estado liberal, no fueron suficientes para 
conseguir la justicia social y definir el papel que las autoridades tienen frente a los 
demás asociados. El devenir histórico lleva entonces a estructurar nuevos aditivos 
a fin de conseguir una sociedad más igualitaria y justa. Aparecen conceptos que 
procuran ir más allá de las garantías formales del Estado liberal. Se adoptan 
instituciones que permiten al Estado la intervención en el devenir social y 
económico para alcanzar un modelo de “justicia material y no simplemente 
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formal”. Es allí donde aparece el concepto de Estado Social. En palabras de 
Santiago Mig Puig: “Si el principio que regía la función del Estado liberal era la 
limitación de la acción del Estado, el Estado social se erige a continuación en 
motor activo de la vida social. Si el Estado liberal pretendía reducirse a asegurar 
las garantías jurídicas y, por tanto, meramente formales, el Estado social se 
considera llamado a  modificar las efectivas relaciones sociales”34.   
 
El concepto de Estado Social, cuyos rudimentos pueden remontarse a épocas 
anteriores al mismo siglo XVIII, supone una antítesis al Estado liberal. Esto por 
cuanto éste tipo de Estado hoy superado, cumplía una función limitada de árbitro 
imparcial frente a la actividad económica y social, en cambio el Estado Social es 
intervencionista. Sin embargo, la concepción del Estado Social, aplicada 
radicalmente, podría suponer una progresiva relajación para las garantías 
individuales y libertades propias del Estado Liberal. Tal circunstancia se demostró 
con los totalitarismos tanto de derecha como de izquierda que se generaron 
después de la Primera Guerra Mundial35.  
 
En la misma dirección del Estado Social se proyecta el “Estado Bienestar a 
principios del siglo XX en Europa, como consecuencia de las demandas sociales y 
por efecto de los movimientos obreros”36. Fueron detonadores históricos “las 
revoluciones Rusa y Mexicana, así como las innovaciones adoptadas durante la 
república de Weimar y el New Deal en los Estados Unidos, hechos que sirvieron 
para repensar los fundamentos que sirvieron de base al Estado liberal, limitado a 
proteger los derechos individuales, para establecer una organización político-
administrativa más compleja que incidiera en la dinámica social”37.  
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 “Mir Puig, Santiago, El Derecho Penal en el Estado Social de Derecho y Democrático, Barcelona, Editorial 
Ariel S.A. 1994, pág. 32”. 
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 La Primera Guerra Mundial, también conocida como Gran Guerra, fue una guerra desarrollada 
principalmente en Europa, que dio comienzo el 28 de julio de 1914 y finalizó el 11 de noviembre de 1918, 
cuando Alemania pidió el armisticio y más tarde el 28 de junio de 1919, los países en guerra firmaron el 
Tratado de Versalles. 
36




Desde esta perspectiva, el Estado social pone énfasis en la garantía de 
requerimientos sociales tales como “un mínimo salarial, alimentación, salud, 
habitación, educación, asegurados para todos los ciudadanos bajo la idea de 
derecho y no simplemente de caridad”38. 
 
Por ello, lo que ha surgido como respuesta histórica es una convergencia entre los 
postulados del Estado Liberal y del Estado Social. Se trata de conseguir que el 
Estado proteja los derechos y libertades del individuo, sin renunciar a su función 
de incidencia activa en las relaciones sociales y económicas, para conseguir el 
progreso, no solamente del todo social, sino de las condiciones de cada 
ciudadano. Es éste el fundamento del “Estado Social de Derecho” que rige el 
constitucionalismo actual, adoptado por Alemania y España, así como por la 
mayoría de naciones latinoamericanas.    
 
La concepción de la organización sociopolítica como “Estado Social de Derecho” 
tiene ahora dos perspectivas: una cuantitativa y otra cualitativa. La primera sirvió 
de sustento al “Estado bienestar (welfare State, stato del benessere, L'Etat 
Providence)” y la segunda guarda relación con el Estado constitucional 
democrático. Son dos aspectos complementarios que hacen parte del mismo 
concepto: El “Estado Social de Derecho”. 
 
Como bien lo pone de presente la Corte Constitucional colombiana, “el sistema 
jurídico creado por el Estado Liberal tenía su centro de gravedad en el concepto 
de ley - la norma legal-, la cual tenía una enorme importancia formal y material, 
como principal referente de validez y como depositaria de la justicia y de la 
legitimidad del sistema. En cambio en el Estado intervencionista (Estado social), 
se desvanece buena parte de ese precepto formal de validez y cobra mayor fuerza 
el precepto de justicia material”39. 
 




 “Corte Constitucional. Sentencia T-406 de 1992”.- 
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La fusión del Estado de Derecho y del Estado Social genera el nuevo concepto de 
“Estado Social y democrático de Derecho” de carácter constitucional, que no 
es otra cosa que la respuesta jurídico-política derivada de la aplicación de los 
preceptos del Estado liberal (principios de legalidad y separación de poderes como 
control a la arbitrariedad de la autoridad), en conjunción con la actividad 
intervencionista del Estado para garantizar la justicia social. Dicha respuesta trae 
consigo nuevos valores filosóficos que llevan a la consagración constitucional de 
derechos de segunda y tercera generación de derechos humanos, además de los 
de primera generación promovidos por la Ilustración y la Revolución Francesa.40  
 
Adicionalmente a lo anterior, “el desasosiego y perturbación que dejó en el mundo 
la debacle de la Segunda Guerra Mundial, especialmente al considerar  los 
horrores perpetrados por el régimen nazi frente a grupos étnicos como los judíos y 
gitanos41”, condujo a la  “Declaración de los Derechos Humanos de la ONU”42. “De 
acuerdo con el preámbulo del documento, los pueblos de las Naciones Unidas 
reafirman su fe en los derechos fundamentales del hombre, en la dignidad y el 
valor de la persona humana y en la igualdad de derechos de hombres y 
mujeres, y se han declarado resueltos a promover el progreso social y a elevar el 
nivel de vida dentro de un concepto más amplio de la libertad”43. Ha sido necesario 
que nuestra especie atravesara desastrosas experiencias en las que unos 
hombres esclavizaron a otros, los dominaron o los aniquilaron, para forjar el 
concepto de “la dignidad humana”.  
 
El concepto del Estado contemporáneo ha evolucionado, entonces, hasta incluir 
en sus pilares la preeminencia de los derechos que le son intrínsecos al ser 
humano; al punto que no es posible concebir la organización política actual sino 
como garante de esa prerrogativa. El Estado está en función del hombre y no a la 
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 “Aragón Reyes Manuel, Constitución y Democracia, Tecnos, Madrid, 1989” 
41
  wwwobservatoriodemocrático.org 
42
 “La Declaración Universal de los Derechos Humanos (DUDH) es un documento declarativo adoptado por la Asamblea 
General de las Naciones Unidas en su Resolución 217 A (III), el 10 de diciembre de 1948 en París; en ésta se recogen en 




inversa, de modo que el respeto a “la dignidad humana” es en sí mismo un 
límite al poder. 
2.2. “Principios y valores del Estado Social y democrático de 
Derecho”.   
La Constitución colombiana adopta “los postulados del Estado Social de Derecho. 
Ello se deduce al repasar lo consagrado en el artículo primero de la 
Constitución”44, axioma normativo que irradia todo el texto de la Carta. 
  
Del artículo primero de la Constitución, se desprenden los postulados que rigen el 
Estado colombiano, “el cual se concibe desde sus elementos esenciales; no se 
trata de cualidades, capacidades o dotes del Estado, sino que son de su propia 
naturaleza, de su propio ser. De otro lado, esos caracteres esenciales del Estado 
tienen que ver no solo con la organización entre poderes, la producción y 
aplicación del derecho, sino también, y de manera especial, con el compromiso 
por la defensa de contenidos jurídicos materiales”45 . 
  
La Corte Constitucional colombiana ha expresado que “el sentido y alcance del 
artículo primero de la Carta Magna no puede ser desentrañado plenamente a 
partir de una interpretación reducida al análisis de su texto. Cada una de las 
palabras del artículo poseen una enorme carga semántica, la cual a través de la 
historia del constitucionalismo occidental,  se ha ido decantando en una serie de 
nociones básicas que delimitan su alcance y lo hacen coherente y 
razonablemente. Una interpretación que se aparte del contexto nacional e 
internacional en el cual han tenido formación los conceptos del artículo primero, 
puede dar lugar a soluciones amañadas y contradictorias”46.  
  
                                                          
44
 “Constitución Política de Colombia. Título I De Los Principios Fundamentales. Artículo 1º. “Colombia es un 
Estado social de derecho, organizado en forma de República unitaria, descentralizada, con autonomía de sus 
entidades territoriales, democrática, participativa y pluralista, fundada en el respeto de la dignidad humana, 
en el trabajo y la solidaridad de las personas que la integran y en la prevalencia del interés general”. 
45
 Luciano Parejo Alonso, "Constitución y valores del ordenamiento, en Estudios sobre la Constitución 
Española, Cívitas, Madrid, 1991. 
46
 Corte Constitucional. Sentencia T-406 de 1992. 
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Ha insistido “la Corte en que la Constitución está concebida de tal manera que la 
parte orgánica de la misma solo adquiere sentido y razón de ser como aplicación y 
puesta en obra de los principios y de los derechos inscritos en la parte dogmática 
de la misma. La carta de derechos, la nacionalidad, la participación ciudadana, la 
estructura del Estado, las funciones de los poderes, los mecanismos de control, 
las elecciones, la organización territorial y los mecanismos de reforma, se 
comprenden y justifican como transmisión instrumental de los principios y valores 
constitucionales. No es posible, entonces, interpretar una institución o un 
procedimiento previsto por la Constitución por fuera de los contenidos materiales 
plasmados en los principios y derechos fundamentales”. 
  
Pero además de los valores y preceptos del artículo primero de la Constitución, 
entre los que se encuentran “los principios de República democrática, 
participativa y pluralista, y los postulados del respeto a “la dignidad 
humana”, el trabajo, la solidaridad y la prevalencia del interés general”, ha 
explicado la Corte que son “valores fundantes del Estado Social y democrático de 
Derecho la convivencia, la justicia, la igualdad, la libertad y la paz plasmados 
en el preámbulo de la Constitución, como también los consagrados en el inciso 
primero del artículo 2º de la Carta que hacen referencia a los fines del Estado: el 
servicio a la comunidad, la prosperidad general, la efectividad de los principios, 
derechos y deberes, la participación”, “la convivencia pacífica, la vigencia de un 
orden justo”47, etc.  
 
Son “fines a los cuales se quiere llegar. La relación entre dichos fines y los medios 
adecuados para conseguirlos, depende, por lo general, de una elección política 
que le corresponde preferencialmente al legislador. No obstante el carácter 
programático de los valores constitucionales, su enunciación no debe ser 
entendida como un agregado simbólico, o como la manifestación de un deseo o de 
un querer sin incidencia normativa, sino como un conjunto de propósitos a través 
de los cuales se deben mirar las relaciones entre los gobernantes y los 
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 Teixeira, Leonardo Gómez (Rodrigues, Simone Martins). “Um problema de nacao”  
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gobernados, para que, dentro de las limitaciones propias de una sociedad en 
proceso de consolidación, irradien todo el tramado institucional”. 
 
También nuestra Corte Constitucional ha realizado una esmerada actividad 
pedagógica para enfatizar “la importancia que tiene el valor de “la dignidad 
humana”, que sustenta no solo los derechos fundamentales, sino que es también 
pilar de todo el orden normativo del “Estado Social de Derecho”. Para la Corte “la 
dignidad humana” debe tener un contenido conceptual amplio que sobrepasa la 
idea racionalista naturalista (en el sentido de referirse a las condiciones intrínsecas 
del ser humano), para extenderse a una concepción normativista o funcionalista 
que le otorga una dimensión social a la persona humana”48. Con ello, sin negar el 
sustrato natural del ser humano, que tiene que ver especialmente con su vida, 
integridad y autonomía personal, se le suman otras calidades referentes a la 
interacción social de la persona, a fin de reconocer que el ser humano debe vivir 
con adecuadas condiciones para el desempeño de sus facultades. Condiciones 
que el Estado debe prodigarle.49 
 
En lo que respecta a este estudio, interesa especialmente determinar la afectación 
que tienen esos principios del “Estado Social de Derecho” con la consagración que 
se ha hecho de la inhabilidad de 10 a 20 años prevista como sanción en el Código 
Único Disciplinario, lo que nos lleva a hacer énfasis, además del principio de 
dignidad humana, en los principios democrático y participativo que tiene el 
“Estado Social de Derecho”, por cuanto con dicha sanción éstos sufren una 
restricción que debe valorarse en términos de razonabilidad y proporcionalidad.  Al 
respecto resulta pertinente traer a colación lo dicho por la Corte Constitucional 
sobre estos principios:  
 
“En contraposición con la Constitución de 1886 que circunscribía el ejercicio de 
la actividad política de los ciudadanos al sufragio universal y libre, la 




 Corte Constitucional. Sentencia T-881 de 2002. 
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democracia constitucional contemporánea prevé un cambio cualitativo sobre 
este tópico, que (i) amplía las modalidades de participación democrática en 
instancias que van más allá que la elección representativa; y (ii) supera la 
concepción individualista, a través de la previsión de fórmulas que reconocen el 
pluralismo político, entendido como la necesidad de incorporar al debate 
democrático las diferentes tendencias ideológicas existentes en la sociedad, al 
igual que las distintas vertientes de identidad social y comunitaria, entre ellas 
las derivadas de perspectivas de género, minorías étnicas, juventudes, etc.   
…  
En el actual modelo constitucional pueden distinguirse dos etapas en lo que 
refiere a la relación entre el ciudadano y los servidores públicos elegidos: la 
primera, concentrada en el acto de elección que mediante el ejercicio del 
sufragio los ciudadanos escogen y confieren legitimidad democrática a sus 
representantes, invistiéndolos con el poder político que reside en el Pueblo; en 
virtud de la cláusula de la soberanía popular se le confiere a todo ciudadano el 
derecho a participar en la conformación, ejercicio y control del poder político, 
competencias éstas que se posibilitan mediante herramientas institucionales 
tales como: la revocatoria del mandato de los elegidos, la iniciativa en las 
corporaciones públicas, la interposición de acciones públicas en defensa de la 
Constitución y la ley, y el acceso al desempeño de cargos y funciones públicas, 
todos contemplados como derechos fundamentales y, por tanto, protegidos 
incluso en grado jurisdiccional. A estas potestades se suman otras de más 
amplio espectro, como sucede con las veedurías ciudadanas dirigidas al control 
de la actividad de las distintas autoridades del Estado, entre ellas las de origen 
democrático directo”50. 
  
Y en otro pronunciamiento expresó la Corte:  
 
“El principio constitucional de la democracia participativa tiene operancia no 
sólo en el campo de lo estrictamente político (electoral), sino también en lo 
                                                          
50
 “Corte Constitucional. Sentencia C-490 de 2011” 
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económico, administrativo, cultural, social, educativo, sindical o gremial del 
país, y en algunos aspectos de la vida privada de las personas; y su objetivo 
primordial es el de posibilitar y estimular la intervención de los ciudadanos en 
actividades relacionadas con la gestión pública y en todos aquellos procesos 
decisorios incidentes en la vida y en la orientación del Estado y de la sociedad 
civil.”51 
 
2.3. “Principios del Derecho sancionatorio en el “Estado Social y 
democrático de Derecho”. 
 
Es de advertir que el objeto del presente trabajo requiere el estudio de 
instituciones que tienen su origen en la dogmática del derecho penal pero que han 
sido el fundamento de las demás disciplinas jurídicas que implican sanción a 
conductas, como es el derecho disciplinario. A medida que avance la investigación 
se irán perfilado los matices que adoptan los diferentes principios en las dos 
áreas, pero especialmente, al finalizar esta primera parte pretendemos hacer un 
análisis de la forma que toman los diferentes principios dentro del derecho 
disciplinario, para dejar planteada la primera premisa que servirá, en conjunción 
con el segundo capítulo, para establecer si con la imposición de “la sanción 
disciplinaria de inhabilidad  para el ejercicio funciones públicas” consagrada en 
nuestro ordenamiento jurídico, se vulneran las garantías del “Estado Social de 
Derecho”. 
 
Hay que anotar, además, que la presente investigación no pretende hacer un 
estudio exhaustivo de los principios que sirven de límite al poder sancionador del 
Estado, como quiera que lo que interesa aquí es plantear sus elementos 
generales, para dirigirnos al objetivo de establecer si la sanción disciplinaria 
prevista en el Código Único Disciplinario  colombiano los quebranta.  
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 “Corete Constitucional, Sentencia C-336 de 1994.  Magistrado Ponente: Dr. CARLOS GAVIRIA DIAZ” 
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2.3.1. “la dignidad humana” como límite al poder punitivo del 
Estado. 
Es en el marco del presupuesto de “la dignidad humana” que debe entenderse el 
límite del Estado en su poder de punición. El alcance de este principio se 
encuentra condensado en el siguiente pronunciamiento de la Corte Constitucional:  
 
“Una síntesis de la configuración jurisprudencial del referente o del contenido 
de la expresión “dignidad humana”52 como entidad normativa, puede 
presentarse de dos maneras: a partir de su objeto concreto de protección y a 
partir de su funcionalidad normativa. Al tener como punto de vista el objeto de 
protección del enunciado normativo “dignidad humana”, la Sala ha identificado 
a lo largo de la jurisprudencia de la Corte, tres lineamientos claros y 
diferenciables: (i) “la dignidad humana” entendida como autonomía o como 
posibilidad de diseñar un plan vital y de determinarse según sus características 
(vivir como quiera). (ii) “la dignidad humana” entendida como ciertas 
condiciones materiales concretas de existencia (vivir bien). Y (iii) “la dignidad 
humana” entendida como intangibilidad de los bienes no patrimoniales, 
integridad física e integridad moral (vivir sin humillaciones). De otro lado al 
tener como punto de vista la funcionalidad, del enunciado normativo “dignidad 
humana”, la Sala ha identificado tres lineamientos: (i) “la dignidad humana” 
entendida como principio fundante del ordenamiento jurídico y por tanto del 
Estado, y en este sentido la dignidad como valor. (ii) “la dignidad humana” 
entendida como principio constitucional. Y (iii) “la dignidad humana” entendida 
como derecho fundamental autónomo”53. 
 
El respeto a “la dignidad humana” adoptado como principio fundante del “Estado 
Social de Derecho” se constituye en un límite al poder de punición del Estado, en 
varios sentidos. En primer lugar, el respeto a “la dignidad humana” impide la 




 Corte Constitucional. Sentencia T-881 de 2002. 
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instrumentalización del ser humano en la búsqueda de fines de interés general54. 
La Corte Constitucional colombiana ha reiterado en diferentes pronunciamientos 
este tema, que surge del cambio de modelo de Estado a partir de la Constitución 
de 1991. En el actual modelo, prevalece el ser humano; esto, conforme al 
imperativo Kantiano según el cual el hombre es un fin en sí mismo. Tal 
planteamiento restringe al Estado en su facultad de sancionar, obligándolo a 
imponer penas sólo cuando éstas sean razonables y proporcionales.  
 
En ese sentido la Corte, por ejemplo, ha considerado que resulta contrario al 
principio de respeto a “la dignidad humana” penalizar conductas que realiza una 
persona con el objeto de preservar su vida o libertad frente a agresiones injustas. 
Dijo la Corte textualmente: “Por su  dignidad,  el hombre es  un fin en sí mismo y 
no puede ser utilizado como un medio para alcanzar fines generales, a menos que 
él voluntaria y libremente lo admita.  Por tanto, el principio de la primacía del 
interés general, aceptable en relación con derechos inferiores, como el de la 
propiedad, no es válido frente a la razón que autoriza al ser humano para salvar su 




Adicionalmente, el principio de respeto a “la dignidad humana” irriga todo el texto 
constitucional y es el soporte de los derechos fundamentales reconocidos en la 
Carta en su parte dogmática56, pero también es un concepto que debe servir de 
marco de interpretación  para la parte orgánica de la misma “Constitución y del 
resto de normas que comprende el orden jurídico del Estado”57. Ello, por cuanto, 
como antes se expresó, en el modelo de “Estado Social y democrático de 
Derecho”, el Estado cumple una finalidad dirigida a favorecer al ser humano y está 
en función del hombre y no a la inversa; de modo que el respeto a “la dignidad 
humana” es en sí mismo un límite al poder y es en el marco del presupuesto de “la 
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 Córdova, Triviño, Jaime, Sistema Penal Acusatorio en el Contexto Colombiano. Autores Varios. Alvi 
Impresores LTDA, Bogotá 2009, pág. 34. 
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 Sentencia C-542 de 1993 
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 Alcalá, Humberto Nogueira. “INFORME EN DERECHO SOBRE PRECEDENTES JURISDICCIONALES EN 








2.3.2. Principio de Justicia o de Retributividad.  
 
Beccaria en su obra “De los Delitos y de las Penas”, parte de la premisa según la 
cual la sociedad se funda en un contrato encaminado a salvaguardar los derechos 
de los individuos, para lo cual es necesario que el Estado garantice el orden y la 
convivencia pacífica. En ese sentido definió los delitos como violaciones del 
contrato social. Concluye Becaría que los individuos que conforman la sociedad 
tienen el derecho a defenderse, pero este derecho debe ser ejercido con medidas 
predeterminadas proporcionales a los delitos cometidos58. 
 
Queda entonces planteado el primer fundamento para que sea posible el inicio de 
la acción penal frente a un ciudadano por parte del Estado. No es posible el 
ejercicio del poder punitivo en contra de los asociados, sin que exista una 
conducta reprobada que merezca sanción. El inicio de una acción sin razón 
suficiente es una contradicción al concepto universal de Justicia, que no es otra 
cosa que dar a cada cual lo que merece. En ese sentido, el Estado sólo puede 
actuar en ejercicio de su poder sancionador, cuando exista una conducta realizada 
por un ciudadano que atenta contra los valores sociales y que la sociedad 
identifica como digna de una consecuencia penal. “El principio de Justicia lleva 
entonces implícito el Principio de Retributividad o de la Sucesividad de la pena 
respecto del delito”: nullum poena sine crimene o no hay pena sin delito.  
 
En otras palabras, la pena es un castigo aplicable sólo cuando se haya cometido 
una infracción. Para que se pueda imponer una pena se requiere una causa 
válida. Dicha causa es la existencia de una conducta contraria a los valores 
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 “Beccaria, César, "De los Delitos y de las Penas", 2da Edición, Ediciones Jurídicas Europa-América, Buenos 
Aires – Argentina, 1974. Páginas 120 a 122”. 
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sociales: un delito. De modo que éste constituye la causa o condición necesaria 
para la pena. Y en sentido contrario, ésta constituye el efecto. La pena es una 
retribución que, de manera general, el cuerpo político espera se imponga para 
garantizar la convivencia pacífica, a través del proceso penal.  
 
Ahora, éste principio, que según Ferrajoli59 es el primer eslabón de la cadena de 
preceptos que garantizan los límites al poder punitivo en un Estado de Derecho, 
debe ser consecuente con “el principio de dignidad humana”, por cuanto el 
carácter retributivo de la pena no puede ser entendido separado del precepto que 
prohíbe dar valor de instrumento al hombre para conseguir otros fines. La justicia 
que sirve de base al poder de punición excluye cualquier modo utilitarista de 
prevención propio de regímenes autoritarios.  
 
Se concluye que históricamente la facultad sancionatoria es justificada en un 
principio de justicia que tiene que ver con la retribución que cada cual merece por 
un daño infringido.  Este es el más elemental fundamento que limita la facultad 
sancionatoria, de tal manera que solo se justifica una pena cuando la persona ha 
desviado su comportamiento incurriendo en conductas que la sociedad considera 
reprochables (“nula poena sine crimine”). Pero el principio de prevalencia de “la 
dignidad humana” hace énfasis en que además de tal elemento de justicia, debe 
atenderse a la proporcionalidad y razonabilidad de las sanciones, lo que sugiere 
que las conductas previstas como dignas de censura social  deben guardar 
relación con la gravedad de la falta y, en todo caso, dirigidas a cumplir con un fin 
resocializador60.    
 
Aquí el principio de retributividad debe entenderse, entonces, en el sentido que la 
pena es el estipendio posterior que impone el Estado a quien incurre en una 
                                                          
59
 “Luigi Ferrajoli (n. Florencia, Italia, 6 de agosto de 1940) es un jurista florentino y uno de los principales 
teóricos del garantismo jurídico, teoría que desarrolló inicialmente en el ámbito del Derecho penal, pero que 
considera, en general, un paradigma aplicable a la garantía de todos los derechos fundamentales”. 
60
 Luna Gélvez, Mayra Alejandra. “La detención preventiva y la prohibición de sustitución preventiva: 
artículos 199 del Código de la Infancia y la Adolescencia y 314 del Código de Procedimiento Penal”, Revista 
de Derecho Público, 2013. 
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conducta reprobada, independientemente de sus fines individuales. El asunto de 
los fines que debe cumplir la pena en el marco del “Estado Social de Derecho” es 
tema propio de otra materia, que reviste también importancia y es parte del límite 
al poder sancionador en el marco de un “Estado Social de Derecho”; pero lo que 
es pertinente en este acápite es que el fundamento filosófico jurídico en que se 
asienta la previsión de una pena es la existencia de una conducta digna de ella. 
De modo que la pena es la retribución a un crimen cometido.  
 
Dicha retribución bajo el parámetro de justicia debe corresponder al delito, por ello 
de allí se derivan otros principios como el de “proporcionalidad entre la gravedad 
de la falta y la sanción previstas”61; el principio de congruencia no solo entre las 
circunstancias fácticas y la imputación jurídica, sino congruencia entre la 
acusación y la condena; y los principios de cosa juzgada y non bis in ídem.  
 
2.3.2.1. “Non bis in ídem” 
El principio de “non bis in ídem”62 se funda en el postulado de justicia, por cuanto 
constituye un límite al exceso, en el sentido que una consecuencia penal sólo 
puede ser generada por una única causa. Es contrario al principio de retributividad  
justa que un acusado sea enjuiciado dos veces por un mismo hecho.  
 
Al mismo tiempo, éste precepto pretende asegurar que los conflictos sociales, 
para los cuales la sociedad ha dispuesto la solución punitiva, no se prolonguen 
indefinidamente. Pero adicionalmente el principio busca impedir que un mismo 
asunto se resuelva con más de una respuesta jurídica. La doctrina expone que  el 
“non bis in ídem” es un principio general basado en los principios de justicia y 
proporcionalidad, que prohíbe la aplicación de dos o más consecuencias punibles 




 “Con la citada expresión se quiere indicar que una persona no puede ser juzgada dos veces por los mismos 
hechos que se consideran delictuosos, a fin de evitar que quede pendiente una amenaza permanente sobre 
el que ha sido sometido a un proceso penal anterior”.- 
 
44 




De él se desprende el impedimento jurídico para iniciar una causa cuando se 
conozca de otra ya iniciada por los mismos hechos, y también la prohibición de 
reiterar un nuevo proceso y juzgamiento sobre un hecho sobre el cual se ha 
emitido una sentencia, “cesación de procedimiento o preclusión de la 
investigación”64, lo que implica el respeto al principio de Cosa Juzgada.  
 
Los instrumentos internacionales sobre “Derechos Humanos que hacen parte del 
Bloque de Constitucionalidad” del Estado colombiano (artículo 93 Superior)65, 
consagran este precepto. Así tenemos que el “Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos señala que nadie podrá ser juzgado ni sancionado por un delito 
por el cual haya sido ya condenado o absuelto por sentencia firme de acuerdo con 
la ley y el procedimiento penal de cada país (art. 14-7); y la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos”, lo incluye entre las garantías judiciales 
indicando que “el inculpado absuelto por una sentencia firme no podrá ser 
sometido a juicio por los mismos hechos (art. 8º-4)”66. 
  
“El inciso 3º parte final del artículo 29 de la Constitución de 1991” lo incluye dentro 
de los preceptos constitutivos del derecho al debido proceso, cuando señala que, 
además de los otros derechos allí contemplados, “el sindicado tiene derecho a no 
ser juzgado dos veces por el mismo hecho”67. 
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 “El principal instrumento internacional es la "Declaración Universal de los Derechos Humanos", que fue 
adoptada el 10 de diciembre de 1948 en la Comisión de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos. Sin 
embargo, este no tenía carácter vinculante, por lo que se establecieron el "Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos" y el "Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales", establecidos el 
16 de diciembre de 1966. Ambos pactos abordan de forma más amplia los derechos enumerados en la 






Especial atención merece en este trabajo el principio de “non bis in ídem”68, como 
quiera que en la práctica, una misma conducta puede estar sometida al control 
penal y al disciplinario al mismo tiempo y de acuerdo con la Jurisprudencia de las 
Altas Cortes colombianas, ello no constituye violación a éste principio (tema que 
se abordará en su momento). Concepción ésta que tendrá incidencia en la 
conclusión a la que arribemos referida a establecer sí la sanción disciplinaria de 
inhabilidad contradice los postulados del “Estado Social de Derecho”.  
 
2.3.3. “El “principio de legalidad” como límite al poder punitivo del 
Estado” 
 
En el Capítulo Tercero de su obra “De los Delitos y de las Penas”, Becaría expresa 
que: “solo las leyes pueden decretar las penas de los delitos”; enunciado 
equivalente al proclamado aforismo “nullum poena sine lege”,69”, el cual significa 
que nadie podrá ser castigado por conducta que no estuviere expresamente 
prevista como punible por la ley70, ni con penas que ella no hubiere establecido 
también previamente a la comisión del acto. Postulado que constituye “la 
materialización del “principio de legalidad” que es fundamento del Estado de 
Derecho promulgado por las revoluciones fundadas en los principios filosóficos de 
la Ilustración”71.  
 
Se traduce el “principio de legalidad” en que la norma penal aplicada a un caso 
particular, debe estar exenta de interpretaciones ajenas a la propia ley que la 




“Así lo enunció por primera vez Anselmo Von Feuerbach,  según Jiménez de Asúa.”(Picinali, Federico.”Legal 






consagra. En otras palabras, se descarta cualquier tipo de imputación basada en 
la costumbre, en la jurisprudencia o en la analogía con otras leyes72.  
 
“El “principio de legalidad” constituye uno de los primeros preceptos de control al 
ejercicio punitivo del Estado”73. Se fundamenta en el postulado de los filósofos de 
la Ilustración que recalcan el origen de la soberanía en el pueblo y la separación 
de poderes como medio de control frente a quienes tienen el poder delegado. Por 
ello, la ley fuente del derecho penal no puede ser otra que la emitida por el órgano 
legislativo del Estado. Carecen de legalidad las dictadas por el Ejecutivo o 
cualquier otra autoridad. Es ésta la llamada cláusula general de reserva en materia 
penal. 
 
El “principio de legalidad” responde a la función del Derecho de limitar la 
soberanía del Estado y en especial de quienes ejercen autoridad. Aparece en la 
“Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano de 1789” y desde allí 
fue transferido a las constituciones liberales proclamadas con ocasión de las 
revoluciones independentistas de América. Actualmente se encuentra consagrado 
en los cuerpos normativos del Pacto de Nueva York (art. 15.1) y en “la Convención 
Americana de Derechos Humanos de San José de Costa Rica (art. 9º)”74.  
 
El “principio de legalidad” además de suponer una restricción al ejercicio de la 
autoridad frente a los ciudadanos, “es una expresión del derecho a la libertad, en 
el sentido que les permite a los ciudadanos hacer todo lo que no dañe a otro”, de 
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 “Edgardo Alberto Donna, Precisiones sobre el Principio de Legalidad. Revista de la Biblioteca Jurídica 






 “Convención Americana de Derechos Humanos. Artículo 9. Principio de Legalidad y de Retroactividad. 
Nadie puede ser condenado por acciones u omisiones que en el momento de cometerse no fueran delictivos 
según el derecho aplicable. Tampoco se puede imponer pena más grave que la aplicable en el momento de 
la comisión del delito. Si con posterioridad a la comisión del delito la ley dispone la imposición de una pena 
más leve, el delincuente se beneficiará de ello”.(www.nisimblat.net) 
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tal manera que el ejercicio de los derechos de cada hombre no tiene más límite 
que los preceptos que aseguran a los demás miembros de la sociedad el goce de 
sus propios derechos75. Es así como de acuerdo con el artículo 6º de la 
Constitución Política de Colombia “se les permite a los particulares todo aquello 
que no se encuentre prohibido expresamente, en cambio a los servidores públicos 
sólo les está permitido, en relación con sus funciones, aquello para lo que 
expresamente estén facultados (artículo 121 de la C.N.)”76. 
 
El “principio de legalidad” toca también el postulado de “derecho penal de acto y 
no de autor”77, como quiera que lo que se sancionan son conductas previamente 
descritas en la ley, en las que incurre el responsable. No puede ser objeto de 





Finalmente, como una concreción del “principio de legalidad”, el derecho penal ha 
consagrado el “principio de tipicidad”, esto es, que el legislador, en ejercicio de su 
exclusiva facultad para determinar las conductas susceptibles de sanción, debe 
definirlas de manera clara, expresa, escrita, estricta, inequívoca e ineludible. De 
modo que a la autoridad no le quede resquicio por el cual pueda abusar de la 
aplicación de la norma, y al ciudadano le sea fácil precisar la conducta y los 
supuestos de hecho previstos en la misma norma para los cuales el legislador ha 
señalado una sanción, a fin de que decida adecuar o no su conducta al orden 
jurídico, sin que haya lugar a ambigüedades78.  
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 Barreto Ardila Hernando, Lecciones de Derecho Penal Universidad Externado de Colombia. Autores varios. 






 Barreto Ardila, Hernando, Lecciones de Derecho Penal, Universidad Externado de Colombia. Autores 
varios. Bogotá 2008, páginas 53 y 54.(www.flip.org.co) 
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El concepto de tipicidad fue creado por Ernest Von Beling en 190679. Las escuelas 
de la época definían el delito como un injusto culpable susceptible de sanción. De 
cuya definición se podían deducir la antijuridicidad, la culpabilidad y la legalidad de 
la pena, haciendo falta el “principio de legalidad” referido a la conducta. Beling 
puso de relieve la descripción de la conducta indicando que el tipo tiene un 
carácter descriptivo y sin conexión con la culpabilidad y con la antijuridicidad. 
Adujo que el tipo es la descripción del delito, que señala sus elementos 
constitutivos en cada clase de delito sin hacer ninguna valoración.  
 
Más tarde, aparece la Teoría Finalista de la Acción. Esta escuela promovida por 
Hans Welzel parte de la aseveración de que la conducta del hombre se 
caracteriza, fundamentalmente, por estar orientada hacia un fin determinado; los 
finalistas, entonces, consideran que la intención del sujeto es un elemento de la 
acción, y por tanto del tipo. De manera tal que para los seguidores de Welzel, se 
debe distinguir una parte objetiva (referida a la acción, resultado, sujetos activo y 
pasivo, etc.) y otra parte subjetiva (referida al dolo, culpa, motivos, fines, etc.), 
ambas dentro del tipo.80 
 
En el delito siempre se ha tenido en cuenta la voluntad del sujeto en la realización 
de la conducta, constituida esa voluntad por la conciencia de la ilicitud y por el 
querer el resultado. En el Derecho Romano, Justiniano lo denominaba "dolos" o 
"dolos malus", “entendido como la intención encaminada al delito; en otras 
palabras, conciencia del hecho criminoso que se iba a cometer”81. 
 
Inicialmente “el concepto de dolo se definió tomando en cuenta solo el resultado 
previsto y querido por el autor del delito, después se añadió "la teoría de la 
representación" propugnada por Von Liszt que sostenía que el dolo es el 
conocimiento que acompaña a la manifestación de voluntad de todas las 
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 Ernest Ludwig von Beling(Glogovia,19 de junio de 1866-Múnich,18 de mayo de 1932) fue un jurista 
Alemán especializado en Derecho penal. 
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circunstancias que concurren al acto previsto por la ley penal, lo que permitió la  
construcción técnico- jurídica del dolo eventual. De otro lado, Francisco Carrara 
definió el dolo como la intención o voluntad más o menos perfecta de ejecutar un 
acto que se conoce contrario a la ley”82 ("Teoría de la Voluntariedad"). 
 
En cuanto a la culpa, ésta se entendió desde Carrara como “la omisión de 
diligencia en calcular las consecuencias posibles y previsibles del propio hecho”83. 
Sin embargo, la dogmática penal ha renovado esa idea al considerar que la culpa 
no puede restringirse a la previsibilidad como único elemento, por cuanto existen 
situaciones en que aun siendo previsible el resultado, pudo el sujeto actuar sin 
culpa, si considerada su acción de manera objetiva se puede establecer que tuvo 
la debida diligencia y prudencia. Las teorías actuales tienen en cuenta la 
denominada imputación objetiva que se desarrolla en el entendido de que nos 
encontramos en una sociedad compleja en la que los individuos se someten a 
riesgos; lo que debe determinarse  es  si con la conducta se creó o incremento el 
riesgo a un nivel no permitido. Así, “cabe pensar en todas aquellas actividades que 
siempre comportan un riesgo y que al ser realizadas por el sujeto, aun siendo 
previsibles determinados resultados dañosos, excluyen la culpa, en razón de que 
la conducta no ha sido contraria a las normas de diligencia y de prudencia, ello 
analizado frente a la conducta que asumiría una persona media que objetivamente 
estuviese en las mismas circunstancias del procesado. Se plantea con ello la 
teoría del deber objetivo de cuidado”.  
 
La otra posibilidad de la tipicidad subjetiva es la preterintención. “Se habla de 
delito preterintencional cuando la intención se ha dirigido a un determinado hecho, 
pero se realiza uno más grave que el que ha sido querido por el sujeto; el 
resultado excede al fin que se propuso el agente. Se requiere así, para que se 
configure el delito preterintencional, la acción u omisión voluntaria del sujeto, la 
intención dirigida a un determinado hecho dañoso y la realización efectiva del 
resultado más grave que el querido (que excede a la voluntad del agente), 






resultado que debe derivar causalmente del comportamiento intencional del 
responsable”84. 
 
El ordenamiento jurídico sanciona en general las conductas dolosas. Las culposas 
o preterintencionales las prevé como punibles únicamente de manera excepcional. 
En derecho penal, las conductas que generalmente se tipifican, exigen dolo; y 
aunque el tipo no exija expresamente ese elemento subjetivo, este se 
sobreentiende. En cambio respecto de la culpa y la preterintención, sólo pueden 
ser objeto de sanción las conductas que de manera expresa hayan sido previstas 
en la ley como sancionables.  
 
La tipicidad es también un límite al poder punitivo del Estado, como quiera que 
sólo se puede sancionar las conductas que se adecúan o encajan de manera 
precisa en la descripción típica, y respecto de las cuales se puede predicar dolo, 
culpa o preterintención (estos últimos, siempre que la ley los prevea).  
 
2.3.3.2. Favorabilidad como excepción al “principio de 
legalidad” 
Otra garantía que sirve de límite al poder sancionatorio del Estado es la 
favorabilidad, según la cual la “ley favorable o permisiva se aplicará de forma 
preferente a la restrictiva o desfavorable. Precepto que está contemplado como 
parte del debido proceso en el artículo 29 de la Carta de 1991 y en las 
disposiciones del Código Penal (Ley 599 de 2000) artículo 6º”85 y “hace parte de 
los tratados internacionales sobre derechos humanos tanto en el marco de la ONU 
como de la OEA86”.  
 








Tal precepto supone dos posibilidades. La primera es que existan dos normas 
aplicables al mismo hecho, una más benévola que la otra, en tal caso habrá que 
preferir la menos restrictiva.  
 
La otra situación es el tránsito de legislación, vale decir, la modificación o 
derogatoria de normas por otras normas, en ese caso se debe aplicar la norma 
más benévola. Por regla general la ley rige para hechos cometidos dentro de su 
vigencia, pero en virtud del “principio de favorabilidad en materia sancionatoria”, 
cabe una excepción, de tal manera que para hechos ocurridos antes del momento 
en que entra a regir una norma, si esta es más benéfica para el procesado, podrá 
dársele aplicación de manera retroactiva a la nueva norma; y para hechos 
ocurridos antes de la entrada en vigencia de la nueva norma, si ésta es más 
restrictiva, se debe dar aplicación de manera ultractiva a la norma derogada. 
 
Dicho principio tiene validez en toda clase de proceso sancionatorio y constituye 
una excepción al “principio de legalidad” que proclama que nadie puede ser 
juzgado sino en virtud de la norma vigente que regula su conducta. La excepción 
se fundamenta en el reconocimiento de los principios de dignidad humana, 
igualdad y justicia, pues no resultaría razonable a la luz de estos principios que a 
quien ya se le había condenado con una pena o se encuentre en proceso de serlo, 
se le mantuviera la misma sanción, cuando la sociedad ha decidido desgravar la 
conducta o sancionarla con mayor benevolencia.  
 
2.3.4. “Principios de Necesidad, Igualdad y Proporcionalidad”  
 
La igualdad fue uno de los pilares que sustentaron las proclamas de la Revolución 
Francesa y surge de la convicción de los racionalistas según la cual todos los 
hombres tienen capacidad de razonar. Con fundamento en ello deducen los 
filósofos de la Ilustración que no hay motivo para que existan hombres 
privilegiados que ostenten el poder sobre los otros. Es a través del contrato social 
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que los hombres ceden parte de su libertad a fin de conseguir la convivencia 
pacífica y lograr sus propósitos individuales. Lo cual supone que todos los 
hombres son iguales y como tales deben ser considerados87.   
 
La igualdad se proclama en el texto constitucional colombiano como un principio y 
como un derecho. Está presente, en el preámbulo y en el artículo 13 consagrado 
como derecho fundamental.  
 
“La Corte Constitucional ha insistido en que la “igualdad no consiste en identidad 
absoluta, sino en proporcionalidad88” o equivalencia entre dos o más entes que se 
comparan”.89 En ese sentido, el legislador debe tender, en desarrollo de su función 
legislativa, a establecer políticas diferenciales que, de acuerdo con un concepto de 
igualdad material y no puramente formal, contengan criterios de razonabilidad y 
proporcionalidad.  
 
En ese orden de ideas, dentro del marco del “Estado Social de Derecho90” en el 
que predominan los postulados del respeto a “la dignidad humana” y la “vigencia 
de un orden justo”, las autoridades, al desarrollar sus funciones, deben constatar 
que existan motivos razonables para establecer una diferenciación de trato.  
 
La Corte ha insistido en reiterados pronunciamientos91, al desarrollar el principio-
derecho de igualdad, que bajo el criterio de proporcionalidad las autoridades 
deben realizar un juicio sobre la pertinencia de los medios para alcanzar fines 
constitucionalmente legítimos, verificar si los medios son necesarios (esto es, si no 
existe un medio menos gravoso a los derechos con el cual se pueda conseguir el 
fin perseguido), y realizar una ponderación entre los bienes que se enfrentan para 
hacer prevalecer el más importante.     
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 Rousseau, Jean Jacques, El Contrato Social, Madrid, Editorial Sarpe, 1983. Págs. 40 y s.s.  
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 Baracaldo Méndez, María Stella. “El sistema penitenciario y carcelario en Colombia: El concepto de alta 
seguridad en la justicia especializada”, Revista Policía y Seguridad Pública, 2014. 
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 Sentencias C-093 de 1993, C-430 de 1996  
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Es lo que se ha venido a llamar como test de proporcionalidad, el cual implica la 
existencia de una finalidad constitucionalmente válida, y que para alcanzarla se 
requiere un análisis de la idoneidad y adecuación de la medida que se escoja para 
conseguir dicha finalidad; y un análisis de proporcionalidad estricta con el objeto 
de determinar la medida menos restrictiva a los derechos fundamentales. 
 
Tal juicio de razonabilidad y proporcionalidad es imperativo tanto para el legislador 
al establecer normas que persigan fines constitucionales que afectan derechos a 
los ciudadanos, como para las autoridades judiciales y administrativas al aplicar o 
ejecutar la Ley.  
 
En ese sentido la Corte Constitucional ha dicho:  
 
“El “Estado Social de Derecho”, donde “la dignidad humana” ocupa un lugar de 
primer orden, sustrae del amplio margen de libertad legislativa para la 
configuración del ordenamiento penal, la facultad de fijar cualquier pena con 
independencia de la gravedad del hecho punible y su incidencia sobre bienes 
jurídicos tutelados. El Constituyente erigió los derechos fundamentales en 
límites sustantivos del poder punitivo del Estado, racionalizando su ejercicio. 
Solo la utilización medida, justa y ponderada de la coerción estatal, destinada a 
proteger los derechos y libertades, es compatible con los valores y fines del 
ordenamiento. 
… 
En consecuencia, la calidad y la cantidad de la sanción no son asuntos librados 
exclusivamente a la voluntad democrática. La Constitución impone claros 
límites al legislador (C.P. arts. 11 y 12)…92” 
 
Con tales argumentos concluye la Corte que la “dosimetría de las penas es 
ciertamente un asunto otorgado a la definición del legislador, pero es deber de la 
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 Corte Constitucional, Sentencia C-070 de 1996 
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Corte velar para que en el uso de la discrecionalidad legislativa se respeten los 
principios de razonabilidad y proporcionalidad”93.  
 
La Corte Suprema de Justicia acoge tal planteamiento y señala:  
 
“Ciertamente, la connotación democrática del Estado constitucional impide 
afirmar que la legitimidad del ius puniendi estriba únicamente en la mera 
voluntad legislativa. Ello atenta, inclusive, contra la noción misma de Estado de 
derecho, cuyo propósito se arraiga en la limitación de la arbitrariedad en el 
desempeño del poder, a fin de garantizar el ejercicio de las libertades 
ciudadanas, que encuentran expresión en los derechos fundamentales”94. 
 
Apropiado resulta resaltar el texto citado por la Corte Constitucional de Carlos 
Bernal Pulido, donde se expone con claridad que en el ámbito de garantía de los 
derechos de defensa, libertad de acción y demás derechos fundamentales 
protegidos por el “Estado Social y democrático de Derecho”, el legislador penal 
está impedido para tipificar conductas y fijar penas que sean excesivas, en virtud 
del principio de proporcionalidad que supone la interdicción del exceso en la 
facultad legislativa.  
 
De manera tal que, como han expresado las Altas Cortes, “el legislador no puede 
tipificar conductas ni imponer sanciones que desconozcan los derechos 
fundamentales”95, que no resulten idóneas para proteger bienes constitucionales o 
que resulten desproporcionados o irrazonables96. En otras palabras, “la libertad de 
configuración legislativa en asuntos penales encuentra restricción en los deberes 
de observar la estricta legalidad, respetar los derechos fundamentales y sujetarse 
a los principios de proporcionalidad y razonabilidad”. 
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De allí se deriva el postulado “Nulla lex poenalis sine necessitate”, así enunciado 
por Ferrajoli, de acuerdo con el cual la ley penal debe aplicarse únicamente 
cuándo no existan otros medios para cumplir el fin que persigue el Estado que es 
el de proteger bienes jurídicos relevantes. El derecho penal tan solo se justifica 
cuando no existe otro mecanismo que pueda conseguir ese fin.  Dicho principio 
también es conocido como “principio de mínima intervención o “ultima ratio”, según 
el cual, el ejercicio de la facultad sancionatoria criminal debe operar cuando los 
demás alternativas de control han fallado. Significa que el Estado no está obligado 
a sancionar penalmente todas las conductas antisociales y tampoco puede tipificar 
las que no ofrecen un verdadero riesgo para los intereses de la comunidad o de 
los individuos. En ese entendido, la decisión de criminalizar un comportamiento 
humano debe ser el último de los mecanismos a escoger del espectro de 
sanciones que el Estado está en capacidad jurídica de imponer”.  
 
El principio de necesidad limita el poder punitivo del Estado en la medida que 
desde la misma configuración legislativa de las sanciones deben considerarse 
cuáles son las faltas dignas de las sanciones más drásticas. Tales penas, 
consecuencia de los comportamientos más reprochables, afectan derechos 
inherentes al individuo como la libertad o el derecho al ejercicio de funciones 
públicas. Son sanciones que restringen derechos fundamentales de la persona y 
afectan “principios y valores del Estado Social de Derecho97”, por lo que el proceso 
penal debe ser “el recurso extremo al que puede acudir el Estado para reprimir un 
comportamiento que afecta los intereses sociales”. En esta medida, la 
Jurisprudencia colombiana se ha pronunciado para legitimar la descripción típica 
de las conductas sólo cuando se verifica una necesidad real de protección de los 
intereses de la comunidad. De allí que el derecho penal sea considerado por la 
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2.3.5. Principio de Lesividad.  
Para Beccaria “La verdadera medida de los delitos es el daño a la sociedad”. Es 
una afirmación contundente que tiene como antecedente justificante la necesidad 
que percibía el marqués de que se despenalizaran conductas que tenían un 
sustrato puramente moral y religioso, frente a las cuales se imponían sanciones 
desmedidas. Se puso de manifiesto en su obra que la conducta que requería 
sanción debía ser la que cause daño a la convivencia entre los ciudadanos o a un 
interés individual importante, sancionar otras conductas resultaría excesivo, 
arbitrario y contrario a la libertad de los hombres99. 
 
En todo caso es evidente que las sociedades comprenden dentro de su esquema 
social un conjunto de normas, reglas, costumbres, usos hábitos y tradiciones que 
regulan el comportamiento social. Algunos de esos medios de control social 
adquieren carácter imperativo, por acuerdo entre las partes o por consenso social. 
Otras de esas reglas se elevan a la categoría de normas jurídicas, como son los 
preceptos civiles, comerciales o de familia. Cuando una persona quebranta alguno 
de esos preceptos aceptados por la sociedad, se puede decir que incurre en un 
injusto. Si contraviene un precepto jurídico, su conducta es antijurídica. Es la 
sociedad la que determina cuáles de esas conductas injustas generan tal daño a 
la sociedad como para que deban ser castigadas con penas restrictivas a los 
derechos del infractor.  Rudolf Von Ihering100 desarrolla el concepto de lo injusto, 
para el Derecho Civil, entendiéndolo como aquello que se opone a la norma 
jurídica.  
 
Ernest Ludwig Von Beling (1866-1932) acuñó el término de conducta antijurídica 
dentro de la definición del delito, al explicar que la conducta punible objetivamente 
se encuentra en contradicción con el ordenamiento jurídico. A partir de esta idea 
más tarde Von Liszt pasa a considerar el delito como conducta contraria de 
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derecho y la tipicidad como un indicio de la antijuridicidad, pues si una conducta 
está descrita en la norma como punible, es porque contraría el orden jurídico 101.  
 
El propio Von Liszt, comienza a hacer diferenciación entre el aspecto normativo de 
la antijuridicidad y su aspecto material. La primera, denominada antijuridicidad 
formal, entendida como la contrariedad entre la acción y el ordenamiento jurídico; 
y la segunda referida a la “lesión o puesta en peligro”102 de los bienes jurídicos 
dignos de protección penal103.  
 
Tal diferenciación aún se mantiene y es acogida en nuestro ordenamiento penal. 
El artículo 11 de la ley 599 de 2000, expresa: “Para que una conducta típica sea 
punible se requiere que lesione o ponga efectivamente en peligro, sin justa causa, el bien 
jurídicamente tutelado por la ley penal”. 
 
El sociólogo alemán nacido en 1944, Ulrich Beck, pone de presente que existe una 
“sociedad del riesgo” cada vez más compleja. Los peligros que actualmente 
aparecen no son todos generados por hechos de la naturaleza; las interrelaciones 
que tienen los hombres y las diversas actividades sociales, comerciales, 
industriales, atizadas por el avance tecnológico, generan una multiplicidad de 
riesgos. Riesgos que muchas veces se convierten en daños que el Derecho debe 
regular y prever las consecuencias frente a las conductas que los causan104.   
 
Roxín, desde su perspectiva funcionalista, considera que el “Derecho Penal debe 
buscar la protección de bienes jurídicos; el injusto material se concreta en una 
lesión o puesta en peligro de bienes jurídicos que generen daño social y que 
resulten relevantes para el derecho”. Entiende Roxín por “bienes jurídicos”: 
“circunstancias dadas o finalidades que son útiles para el individuo y su libre 
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desarrollo en el marco de un sistema social global estructurado sobre la base de 
esa concepción de los fines o para el funcionamiento del propio sistema”.105 
 
El concepto de antijuridicidad material es el que ha requerido mayor desarrollo, 
como quiera se observa más complejo, pues este va más allá de “la simple 
determinación de la contrariedad de la conducta con el orden jurídico”106. Como lo 
señalaba  Von Lizst, el hecho de que la conducta estuviese tipificada es de por sí 
un indicio de la antijuridicidad formal. En cambio, la antijuridicidad material se 
refiere a la objetivación de la lesión generada con el delito.  
 
Ahora, aunque el concepto de antijuridicidad surgió bajo una concepción 
puramente objetiva, es necesario decir que las tesis finalistas, además de incluir el 
elemento subjetivo en el tipo, también cuestionaron que la antijuridicidad tenga un 
carácter estrictamente objetivo. A partir de allí existen dos tesis enfrentadas 
respecto del fundamento dogmático de la antijuridicidad. Una teoría objetiva que 
sostiene que lo que la norma penal pretende es evitar resultados lesivos, por lo 
que el juez lo que debe valorar en sede de antijuridicidad es si ha existido una 
“lesión o puesta en peligro del bien jurídico tutelado”. En esta tesis lo que 
fundamenta la antijuridicidad es el desvalor del resultado y para que se predique 
este elemento del delito sólo se requiere que se produzca ese resultado o se 
genere un efectivo peligro. Por otro lado, la tesis subjetiva de la antijuridicidad, 
considera que lo que la norma penal impone o prohíbe son comportamientos cuya 
realización u omisión generan resultados lesivos. En esta tesis lo que pretende la 
norma es que el operador judicial haga un juicio de valor sobre la acción; el fin es 
evitar acciones nocivas107.  
 
Estas posiciones son importantes al momento de determinar si una conducta está 
justificada cuando se presenten causales de exclusión de la antijuridicidad como el 
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estado de necesidad o la legítima defensa. Para la tesis objetiva, si no se presenta 
el resultado, la conducta está justificada; en cambio para los subjetivistas, que 
asumen la norma como determinadora de la conducta, con el sólo desvalor de la 
acción se puede predicar la antijuridicidad o si se establece valor plausible en la 
acción, aun cuando el resultado sea lesivo, no habrá antijuridicidad.   
 
Frente a las teorías objetiva y subjetiva de la antijuridicidad se presenta una 
tercera de carácter dualista que considera que se requieren tanto el desvalor de la 
acción como el desvalor del resultado para determinar el injusto. La jurisprudencia 
colombiana, fundada en los preceptos del “Estado Social y democrático de 
Derecho”108, se ha plegado a esta tesis. El sustento es el artículo 16 de la Carta de 
1991 según el cual “todas las personas tienen derecho al libre desarrollo de la 
personalidad sin más limitaciones que las que imponen los derechos de los demás 
y el orden jurídico”. Precepto que constituye la máxima del Estado democrático 
social de derecho de la libertad general de acción, en virtud de la cual a las 
personas sólo se les puede impedir hacer lo que afecte los derechos de los demás 
y el orden jurídico establecido. En otras palabras, todos tienen libertad de actuar 
mientras no incurran en injustos y éstos sólo son los constituidos por aquellas 
conductas que lesionan bienes de los demás y contrarían el orden jurídico. La 
norma constitucional se refiere a “los derechos de los demás y el orden jurídico”; 
desde ese punto de vista la antijuridicidad está constituida tanto por el desvalor de 
acción como por el de resultado, por lo que la concepción del derecho penal en 
Colombia es dualista por imperativo constitucional109. 
 
En síntesis se plantea que la conducta, para que pueda ser considerada como 
delito, además de típica y culpable, debe ser antijurídica, es decir, contraria al 
orden jurídico y lesivo a los bienes que la sociedad percibe como importantes y 
dignos de protección. El derecho penal, como última razón de Estado, no puede 
                                                          
108
 Cote-Barco, Gustavo Emilio. “ LA NECESIDAD DE LA PENA-REFLEXIONES A PARTIR DE LOS ARTÍCULOS 3º Y 
4º DEL CÓDIGO PENAL COLOMBIANO” Universitas/00419060,20070701 
109
 Sampedro Arrubla Camilo, Lecciones de Derecho Penal, Universidad Externado de Colombia. Autores 
varios. Bogotá 2008, pág. 339 y ss. (www.flip.org.co) 
60 
prohibir o mandar lo que el resto del ordenamiento jurídico permite hacer o no 
hacer. En ese sentido el principio de lesividad restringe el poder de punición del 
Estado, pues para imponer una sanción debe determinarse si realmente la 
conducta la amerita por el resultado dañino que ha generado tanto al orden 
jurídico como al bien jurídico. 
 
 
2.3.6. El principio del derecho penal de acto110 
 
De otro lado, el derecho punitivo en el marco del “Estado Social de Derecho” tiene 
como presupuesto el principio del derecho penal de acto que se deriva 
precisamente del respeto a “la dignidad humana”. De acuerdo con esta 
concepción, nadie puede ser castigado por lo que es, siente, piensa o desea, sino 
exclusivamente por sus acciones111.  
 
Tal axioma es el resultado dialéctico de la experiencia histórica que generaron 
doctrinas positivistas radicales (Lombroso, Ferri, Garófalo), según las cuales el 
delincuente está determinado en su conducta, por lo que la pena cumple una 
función de defensa social y de protección en razón de la peligrosidad del sujeto, 
pues éste se presenta como un ser anormal frente al cual el derecho penal debe 
reaccionar para defender a la sociedad112. Bajo esa doctrina la pena se concibe 
como una medida de seguridad cuyo fin es evitar la probabilidad de que el sujeto 
repita la conducta impulsado por las razones que lo determinan. En este sistema, 
entonces, la pena tiene el carácter de tratamiento y por ello no es proporcional al 
delito y al daño que éste produce; puede llegar a ser indefinida o incluso ameritar 
la muerte, pues no se considera una sanción sino un medio de defensa social. 
                                                          
110
 Baracaldo Méndez, María Estella.  El sistema penitenciario y carcelario en Colombia: El concepto de alta 
seguridad en la justicia especializada”, Revista Policía y Seguridad Pública 2014. 
111
 Córdova, Triviño, Jaime, Sistema Penal Acusatorio en el Contexto Colombiano. Universidad Libre. Autores 
Varios. Alvi Impresores LTDA, Bogotá 2009, pág. 36. 
112
 Lozano Pacheco Luis Gonzalo, Temas Generales de Derecho Penal General, Autores Varios, Universidad 




El principio penal de acto, ha sido una construcción que surgió como reacción a la 
instrumentalización que hicieron los regímenes totalitarios fascistas de los 
argumentos de la escuela positivista. Se ha erigido como uno de los pilares del 
“derecho al debido proceso y del derecho constitucional referido al derecho penal, 
a fin de limitar el poder punitivo del Estado”. Es un postulado que se deriva de la 
garantía propia del “Estado Social de Derecho” de respeto a “la dignidad humana”, 
a la diversidad, al pluralismo y a la disidencia como fundamentos de la verdadera 
democracia.  
 
Respecto del “derecho penal de acto y no de autor”, se ha pronunciado también 
recurrentemente la Corte Constitucional y al respecto ha expresado con claridad 
que éste hace parte del “derecho al debido proceso consagrado en la Constitución 
en su artículo 29”113. Se encuentra contenido en el precepto según el cual “Nadie 
podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le 
imputa”114. 
 
En virtud de la dignidad como valor esencial del Estado, resulta obvio que el hecho 
elevado a delito no puede ser otra cosa que el acto o conducta desarrollada por un 
hombre. De modo que la conducta típica no puede deslindarse de la noción de 
persona, pues, como ser racional está en capacidad de conocer las circunstancias 
que rodean su actuar y que fundamentan sus decisiones. El derecho penal de 
acto, supone la volición del hombre, que a su vez es fundamento de la tipicidad 
subjetiva. Se trata del reconocimiento que hace el Estado al hombre como ser 
dotado de razón, que es el presupuesto que dio origen al artículo 10º de la 
“Declaración Universal de los Derechos del Hombre”, el cual establece: “Todos los 
seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos y, dotados como 






están de razón y conciencia, deben comportarse fraternalmente los unos con los 
otros”.115 
 
Respecto de este principio ha dicho la Corte Constitucional colombiana:  
 
“En la doctrina penal se distingue entre el Derecho Penal de autor y el Derecho 
Penal de acto. i) En el primero, el sujeto responde por su ser, por sus 
condiciones sicofísicas o su personalidad, que se consideran peligrosos para la 
sociedad, por su supuesta inclinación natural al delito, con un criterio 
determinista, de modo que el sujeto resulta condenado por la naturaleza a sufrir 
las condenas penales, por obra del destino y, por tanto, de modo fatal o 
inevitable. En este orden de ideas no es relevante que aquel cometa 
infracciones, sino que tenga la potencialidad de cometerlas. ii) En el segundo, 
el sujeto responde por sus actos conscientes y libres, es decir por la comisión 
de conductas conocidas y queridas por el mismo, previstas expresa y 
previamente en la ley como contrarias a bienes fundamentales de  la sociedad 
y de sus miembros y que hacen a aquel merecedor de una sanción. Esta clase 
de Derecho, inspirado por la filosofía liberal y fundado en “la dignidad humana”, 
ha sido acogido por los regímenes políticos democráticos y encuentra 
fundamento en varios preceptos de la Constitución colombiana, entre ellos el 
Art. 29. Por sus fundamentos filosóficos y políticos, la responsabilidad derivada 
de esta última concepción del Derecho Penal es necesariamente subjetiva, es 
decir, exige la existencia de la culpabilidad, en alguna de las modalidades 
previstas en la ley, en la comisión de la conducta.”116 
 
2.3.7. Culpabilidad  
Aunque a partir de las teorías finalistas, la dogmática penal comenzó a considerar 
el dolo, la culpa y la preterintención como componentes de la tipicidad al lado de 
los elementos objetivos descritos para la conducta, la culpabilidad desde un punto 
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de vista laxo puede referirse a todos los aspectos subjetivos que son necesarios 
para que una conducta pueda ser objeto de sanción. Así lo consideraban las 
escuelas de dogmática penal antes del finalismo. Con todo, como se estudió al 
referirnos a ese tema, actualmente, “el dolo, la culpa y la preterintención se 
analizan como parte de la tipicidad”117.  
 
El derecho penal de acto no solo comprende la aludida prohibición de que nadie 
pueda ser castigado por lo que es, siente, piensa o desea, sino que además la 
sanción que se prevea para una conducta típica, debe considerar los fines o 
móviles del acto (elemento subjetivo), por cuanto la culpabilidad y el juicio de 
exigibilidad como presupuesto de la sanción, son principios que desarrollan el 
principio de dignidad humana118.  
 
Entonces, para que la conducta pueda ser susceptible de sanción debe 
comprender un elemento subjetivo: dolo, culpa o preterintención. Pero, además, 
debe superar un juicio de exigibilidad  respecto del sujeto que genera la conducta 
considerada ilícita.  
 
Bajo el concepto de culpabilidad propiamente dicho la dogmática señala las 
nociones de exigibilidad y conciencia de la antijuridicidad. Para que una persona 
pueda ser señalada como responsable de una conducta típica y antijurídica, debe 
ser capaz mentalmente de “comprender la ilicitud de su actuar y de auto 
determinarse conforme a esa comprensión”119. Sólo quienes obran con las 
facultades mentales que les permiten actuar con esas capacidades, pueden ser 
imputables de conductas penales, descartándose así a quienes al momento de la 
realización de la conducta actuaron a causa de trastorno mental, diversidad socio-
cultural, con inmadurez psicológica o un estado similar.  
 








Del mismo modo, la culpabilidad tiene que ver con que la conducta de obrar 
ajustado a derecho pueda ser exigible al autor en virtud de que tiene plena noción 
de la ilicitud, es decir,  que su actuar no se haya producido bajo error. 
 
Sobre la noción de culpabilidad como presupuesto constitucional de la sanción, la 
Corte Constitucional colombiana también ha disertado. Así por ejemplo, al estudiar 
normas del Código Penal que contemplan la inimputabilidad por diversidad 
cultural, enfatizó que “la Carta Magna excluye la responsabilidad puramente 
objetiva y que la exigencia de la culpabilidad es un límite al poder punitivo del 
Estado, por cuanto solo puede sancionarse a quien haya actuado culpablemente. 
Para que pueda imponerse una pena a una persona, es necesario que se le pueda 
hacer el correspondiente juicio de reproche de carácter subjetivo”120. Esto es, que 
la sanción requiere que el acto reprobado surja del incumplimiento a la norma por 
desatender el deber de prevención que le corresponde al actor121.  
 
2.3.8. El Derecho al Debido Proceso 
El debido proceso puede ser observado desde una perspectiva general que 
comprende aspectos sustanciales y adjetivos. Luigi Ferrajoli en “Derecho y razón” 
señala un conjunto de axiomas que reúnen las garantías que deben obrar en el 
enjuiciamiento penal para que se respeten “los postulados del Estado Social de 
Derecho122”. “Postulados que reúnen ambos aspectos y que abarcan desde el 
momento en que el “legislador en su libre potestad de configuración legislativa”123 
“define las conductas reprochables susceptibles de sanción y el procedimiento 
aplicable”124, y se extienden al desarrollo del proceso penal propiamente dicho, es 
decir, cuando el operador judicial constata los presupuestos requeridos para 
endilgar responsabilidad penal. 
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Entonces, se puede extraer del sistema construido por Ferrajoli unas garantías de 
carácter sustancial y otras de carácter adjetivo. Las primeras -que hemos 
desarrollado en los acápites anteriores- son enunciadas bajo los siguientes 
axiomas: 
 “Nulla poena sine crimine” (“Principio de justicia o retributividad de la pena 
respecto del delito”); 
 “Nullum crimen sine lege” (“principio de legalidad”); 
 “Nulla lex (poenalis) sine necessitate” (“Principio de necesidad, de 
economía del derecho penal o ultima ratio”)125;  
 “Nulla necessitas sine iniuria” (“Principio de lesividad o de la ofensividad del 
acto”); 
 “Nulla iniuria sine actione” (“Principio de materialidad, exterioridad de la acción 
o derecho penal de acto”); 
 “Nulla actio sine culpa” (“Principio de culpabilidad o de la responsabilidad 
personal”). 
 
Estos axiomas, tienen como base fundante los principios de dignidad humana, 
igualdad, proporcionalidad, a los que nos hemos referido. Como puede 
observarse, a cada axioma corresponden respectivamente unos principios 
continentes de garantías, según los expone Ferrajoli. Además, los mencionados 
axiomas y principios se encuentran dispuestos de forma ordenada de tal manera 
que uno es consecuencia directa y necesaria del anterior. Se trata de una cadena 
de postulados que no puede ser cercenada en ninguno de sus eslabones; el 
desconocimiento de alguno de los axiomas torna nugatorio el sistema procesal 
penal garantista ideado por Ferrajoli, lo que llevaría a alguna clase de sistema 
autoritario o arbitrario opuesto al “Estado Social de Derecho”, por cuanto cada una 
de las garantías allí contenidas es fundamental y elemento esencial del debido 
proceso.126  
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Las garantías de carácter adjetivo son enunciadas así por Ferrajoli: 
 “Nulla culpa sine iudicio” (“Principio de Jurisdiccionalidad”); 
 “Nullum iudicium sine accusatione” (“Principio acusatorio o de la separación 
entre juez y acusación”); 
 “Nulla accusatio sine probatione” (“Principio de la carga de la prueba o de 
verificación, que implica presunción de inocencia e in dubio pro reo”); y 
 “Nulla probatio sine defensione” (“Principio del contradictorio, de la defensa o 
de refutación”). 
 
Estos axiomas de carácter procesal no interrumpen la cadena que hemos 
enunciado en el acápite anterior, es decir, no puede haber solución de 
continuidad entre las garantías sustanciales y las procesales.   
 
Procedemos en seguida a analizar cada una de las citadas garantías de 
carácter adjetivo.  
 
2.3.8.1. Principio de Jurisdiccionalidad.  
Desde los albores del cuerpo social, se ha reconocido como inmanente al hombre, 
el derecho que tiene toda persona a defenderse cuando es inculpada de un hecho. 
El devenir histórico ha forjado como postulado irrebatible que no se puede 
concebir que una persona sea condenada sin un juicio previo, postulado que se 
afirma al acogerse “los valores del Estado Social y democrático de Derecho”127. 
 
De otro lado, hemos visto que desde el nacimiento del Estado como cuerpo 
político, se han definido funciones fundamentales frente a las cuales los 
pensadores del Siglo de las Luces plantearon que deben ejercerse de manera 
separada, a fin de limitar la arbitrariedad, de tal manera que el órgano encargado 
de dictar las leyes debe ser diferente a la autoridad que las ejecuta o reglamenta y 
estas dos funciones deben ser ejercidas por órganos independientes de las 
autoridades encargadas de aplicar las normas y que juzgan los casos particulares. 
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Se trata del “principio de separación de poderes”, postulado fundamental del 
Estado de Derecho que constituye condición previa al principio de 
jurisdiccionalidad contenido en el axioma “nulla culpa sine iudicio” o no hay culpa 
sin juicio. Así que, el enjuiciado por una presunta conducta considerada delictual, 
no puede ser procesado sino ante un juez adscrito a la rama jurisdiccional, cuya 
investidura cumpla con la condición de independencia respecto de las otras ramas 
del poder.  
 
Así, la “Convención Interamericana de Derecho Humanos” en su artículo 8º se 
refiere a las garantías judiciales que enmarcan “el debido proceso legal, que 
consisten en el derecho de toda persona a ser oída”128 “…por un juez o tribunal 
competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en 
la sustanciación de cualquier acusación penal formulada en su contra… ” 
 
Supone además el principio de jurisdiccionalidad, el cumplimiento del “principio 
de legalidad” referido al proceso; esto es que la actuación que se siga contra un 
procesado debe estar prevista en la Ley y el juez debe someterse a esas 
previsiones. Se desprende este precepto del “inciso segundo del artículo 29 de la 
Constitución colombiana” que reza “Nadie podrá ser juzgado sino conforme a 
leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con 
observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio”. Principio que es 
recogido por la “Ley 906 de 2004 en su artículo 6º” cuando señala que: “Nadie 
podrá ser investigado ni juzgado sino conforme a la ley procesal vigente al 
momento de los hechos, con observancia de las formas propias de cada juicio”. 
Indicando eso si la excepción en virtud del principio de favorabilidad en cuanto a 
que la “ley procesal de efectos sustanciales permisiva o favorable, aun cuando 
sea posterior a la actuación, se aplicará de preferencia a la restrictiva o 
desfavorable”. 
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Tales exigencias limitan la arbitrariedad del operador judicial y sirve de medio para 
disciplinar la actuación, en tanto que el juzgador como los demás sujetos 
procesales conocen con anticipación las reglas adjetivas a las que se someten.  
  
El principio de jurisdiccionalidad tiene que ver, entonces, con la previsión legal de 
la autoridad que ha de conocer el caso específico; esto es, el “principio del Juez 
natural”. Se trata de una garantía a los derechos de los ciudadanos en virtud de 
la cual nadie puede ser juzgado sino por el juez previsto por el legislador para los 
casos semejantes, lo que supone lógicamente que la ley le ha asignado y definido 
explícitamente a esa autoridad la competencia sobre el hecho. De modo que el 
“principio del juez natural implica no sólo la preconstitución del órgano competente 
para juzgar sino también la preconstitución de su composición”129.   
 
El concepto de “juez natural incluye la proscripción, dentro del juzgamiento penal, 
del juez extraordinario o jueces ad hoc, es decir, órganos jurisdiccionales creados 
para juzgar una determinada controversia con posterioridad a la ocurrencia de los 
hechos”. Tales jueces, por el mandato del inciso segundo del artículo 29 de la 
Constitución, están excluidos de nuestro sistema penal130. 
 
Al respecto resulta pertinente el siguiente pronunciamiento de la Corte 
Constitucional:  
     (…) 
“Para que se pueda sancionar penalmente a una persona, no es suficiente 
que el Congreso defina los delitos y las penas imponibles sino que debe 
existir en el ordenamiento un procedimiento aplicable y un juez o tribunal 
competente claramente establecidos. Para esta Corporación la exigencia 
contenida en el artículo 29 en este aspecto hace relación a la existencia de un 
juez independiente e imparcial al cual el ordenamiento jurídico le haya 
atribuido la competencia  para decidir sobre la conducta de la persona 
acusada de un hecho punible, juez o tribunal que  deberá observar  la plenitud 
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de las “formas propias  de cada  juicio”, establecidas igualmente por el 
legislador.”131 
 
Los principios de separación de poderes, legalidad procesal y juez natural 
aseguran otros preceptos fundamentales que hacen parte del debido proceso: “la 
imparcialidad del juzgador,  su independencia y autonomía”, alejándolo de la 
influencia de otros poderes del Estado y sometiéndolo a las previsiones legales.   
 
En cuanto a “la imparcialidad del Juez”, el desarrollo normativo adjetivo 
complementa los anteriores presupuestos con otras figuras, como son el cambio 
de radicación (artículos 46 y siguientes de la Ley 906 de 2004 o CPP) y las 
causales de impedimento o recusación establecidas en los artículos 56 y 60 del 
mismo Código. Temas que se refieren especialmente a que el Juez del caso se 
encuentre completamente desprovisto de interés alguno en el caso sometido a su 
conocimiento, o de influencias externas indeseables. 
 
También, dentro del marco del proceso penal acusatorio es signo del principio de 
imparcialidad la prohibición que trae el artículo 361 del CPP, cuando expresa que 
“en ningún caso el juez podrá decretar la práctica de pruebas de oficio” (asunto 
que ha sido morigerado en sede de “Juez de Control de Garantías en relación con 
los derechos fundamentales”)132; esto por cuanto la imparcialidad también se 
refiere a que el juzgador debe decidir con base en la verdad procesal que las 
partes sean capaces de demostrar en igualdad de armas, sin que le sea posible al 
juez inclinarse por alguna de las partes, como no sea para aplicar “el principio de 
in dubio pro reo”.  
 
Respecto del “principio de autonomía”, éste se deriva de los presupuestos del 
Estado liberal, que impelía a los jueces a dar aplicación estricta a la Ley, y es 
recogido en los mandatos de nuestra Constitución en el artículo 230, donde se 





 Sentencia C-396-07 de 23 de mayo de 2007, Magistrado Ponente Dr. Marco Gerardo Monroy Cabra. 
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expresa que “Los jueces, en sus providencias, sólo están sometidos al imperio de 
la ley”. Aun cuando el desarrollo posterior del concepto del Estado y de la función 
del juez, ha llevado a la consideración de que la ley puede ser interpretada 
conforme a los criterios auxiliares a los que alude el artículo 230 de la Carta: “la 
equidad, la jurisprudencia, los principios generales del derecho y la doctrina”, para 
dar cumplimiento a “los valores y fines del Estado Social de Derecho”, entre ellos 
los de hacer efectivos los derechos y asegurar el orden justo.  
 
En ese sentido, se materializa el principio de autonomía en el hecho de que los 
jueces toman sus decisiones sin presión, apremio o injerencia alguna de otra 
autoridad; ni siquiera de un juez superior, por cuanto los órganos que resuelven 
las impugnaciones o recursos de alzada no son, o no deben ser, sus superiores 
jerárquicos, sino simplemente funcionales, postulado que se colige del “mandato 
del artículo 228 de la Constitución que señala que el funcionamiento de la Rama 
Judicial será desconcentrado y autónomo”133.  
 
Tales preceptos los retoma el “artículo 5º de la Ley 270 de 1996” (Estatutaria de la 
Administración de Justicia), así:  
 
“La Rama Judicial es independiente y autónoma en el ejercicio de su función 
constitucional y legal de administrar justicia. 
 
Ningún superior jerárquico en el orden administrativo o jurisdiccional podrá 
insinuar, exigir, determinar o aconsejar a un funcionario judicial para 
imponerle las decisiones o criterios que deba adoptar en sus providencias”. 
 
Para asegurar esa independencia y autonomía, el orden jurídico establece un 
modo de designación de los magistrados y jueces en el cual prevalezca la 
separación del poder judicial de los otros dos poderes. Es así como el artículo 231 
superior impone que “Los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia y del 




Consejo de Estado serán nombrados por la respectiva corporación, de listas 
enviadas por el Consejo Superior de la Judicatura”.  Y el artículo 232 señala 
requisitos específicos que deben cumplir los aspirantes a tales cargos. 
Adicionalmente, en cuanto a los magistrados de tribunales y Jueces, la Ley 270 de 
1996 reglamenta la conformación de la Rama Judicial y la forma de acceso a la 
carrera judicial de los funcionarios, mediante concurso de méritos, para garantizar, 
además de su idoneidad, su independencia y autonomía.   
 
De otro lado, también hace parte del principio de jurisdiccionalidad, “el respeto a 
las formas propias del juicio” y dentro de esta prerrogativa al procesado debe 
garantizársele un “trámite sin demoras injustificadas”.  “El artículo 8 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos establece, en ese sentido que 
toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un 
plazo razonable”. No de otra manera se puede certificar que a un ciudadano 
sometido a investigación y juicio no se le afecten sus derechos, cuando aún no ha 
sido demostrada su responsabilidad. Por ello, la Ley debe establecer previamente 
los plazos del proceso, de manera que al procesado no se le prolongue el tramite 
injustificadamente. Con todo, corresponde en cada caso determinar si se generan 
dilaciones injustificadas, pues algunas demoras pueden tener excusa válida en 
razón a la complejidad del proceso o en la mala conducta de la defensa.  
 
2.3.8.2. Principio acusatorio  
Bajo el aforismo Nullum iudicium sine accusatione incluido en la cadena de 
axiomas que sustentan el debido proceso penal a la que alude Ferrajoli, se 
proyecta el principio acusatorio cuyo fundamento básico es la separación entre la 
función del acusador de la del juez que decide el caso.  
 
Este principio se opone al principio inquisitivo de origen continental europeo que 
da preeminencia a la instrucción o investigación.  
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El sistema inquisitivo más retrogrado, propio de los procesos influidos por la 
Iglesia Católica en la Edad Media, consideraba que la carga de la prueba recaía 
en el acusado, quien debía demostrar su inocencia, e incluso se aceptaba como 
medio de prueba la tortura para conseguir la confesión, perdiéndose así la 
presunción de inocencia. Es a esos exabruptos a los que se opuso Becaria en su 
obra134.   
 
Los sistemas inquisitivos se caracterizan por su carácter reservado, escrito (en 
ellos no hay oralidad), el Juez es prácticamente secreto y las actuaciones se 
surten mediante formalismos que se prolongan en el tiempo. Adicionalmente, las 
pruebas, en el sistema inquisitivo, se recaudan desde la etapa de instrucción bajo 
el principio de permanencia, por lo que desde esa etapa cobran validez y pueden 
ser usadas en el juicio sin necesidad de ser presentadas oral y públicamente ante 
el juez. No existe en el sistema inquisitivo el concepto de prueba mínima o causa 
probable para acusar, ni diferencia entre acusador y juzgador. Con ello, 
lógicamente se desdibuja la inmediación de la prueba, por cuanto ésta es 
practicada en la etapa de instrucción, por lo que el Juzgador resuelve con base en 
el documento que la reprodujo; el juez no tiene contacto directo con los testigos, 
investigadores o peritos para percibir directamente de ellos lo que conocen de los 
hechos. Asimismo, en este sistema el derecho a la defensa se limita a tal punto 
que el principio de contradicción prácticamente no existe, por cuanto las partes no 
tienen la oportunidad de interrogar y contrainterrogar a las fuentes de prueba en el 
juicio135.  
 
Es también característica del sistema inquisitivo el protagonismo que asume el 
juez en el debate probatorio, al punto de tener la facultad de ordenar pruebas de 
oficio, generándose así en tal sistema la afectación a “los principios de igualdad de 
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armas entre las partes y de imparcialidad del juzgador”136, en aras de conseguir 
las pretendidas verdad y justicia.  
 
En nuestro país, la ley 600 de 2000, concibió un proceso mixto, que conservaba 
muchos elementos del proceso inquisitivo heredado en nuestro ordenamiento 
jurídico de España. Allí la Fiscalía tenía todavía facultades que restringían los 
derechos del procesado, como era la posibilidad de ordenar su captura y la de 
vincularlo mediante indagatoria; así como la facultad de practicar pruebas en la 
etapa de instrucción, las cuales conservaban su validez y podían presentarse 
como tales en la audiencia de juicio. De modo que la Fiscalía conservaba 
funciones propias del juez y no había una distinción enfática de estos dos roles, 
como quiera que el juez tenía facultad para decretar pruebas de oficio.  
 
Se contrapone al sistema inquisitivo el sistema de proceso penal acusatorio, 
considerado como el más garantista de los procesos penales, en el cual son claras 
las diferencias entre acusador, defensa y juzgador. Este sistema de 
juzgamiento tiene sus antecedentes en Grecia, aplicado bajo los regímenes de las 
ciudades Estado donde los órganos de investigación y juzgamiento eran distintos y 
el proceso era oral y público. En Roma fue aplicado en época de la República pero 
fue decayendo bajo el Imperio, cuando comenzó a adoptarse elementos del 
sistema inquisitivo. Posteriormente, entrada la Edad Media, mientras Europa 
continental, influida por la Inquisición Católica, fue adoptando el sistema escrito y 
reservado en sus procedimientos, Inglaterra se mantuvo con un procedimiento oral 
y público que trasfirió a las naciones que conformaron la Commonwealth137 donde 
prevalecieron los preceptos del sistema acusatorio.138  
 
En el sistema procesal penal acusatorio cobra importancia un principio de carácter 
dispositivo, en cuanto a que el órgano acusador tiene la potestad de acusar o de 




 Este término significa literalmente “riqueza común” o en una sola palabra: “mancomunidad”. El 
significado deriva del término latín Res publica ("cosa pública") y actualmente se usa en relación con una 
comunidad política.- 
138
 Ibídem. Páginas 31 y 32 
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no hacerlo; incluso puede diferir en el tiempo la acusación para realizarla cuando 
lo encuentre más conveniente. Ello da paso a la posibilidad de aplicar figuras de 
terminación del conflicto generado con el delito, diferentes a la sentencia, como la 
aplicación del principio de oportunidad, los preacuerdos y negociaciones o 
métodos alternativos como la conciliación o la mediación, en las que las partes 
involucradas participan en la resolución del caso.  
 
En éste sistema la labor de investigación se hace muy importante y su dirección es 
de responsabilidad de las partes, quienes deben preparar, organizar y evaluar los 
elementos demostrativos y evidencia, para presentarlos en audiencia ante el juez 
de conocimiento.  
 
Dentro del proceso de corte acusatorio se advierte necesaria la separación clara 
de la etapa de indagación e instrucción de la de juicio, a fin de asegurar la 
imparcialidad del juez de conocimiento. Por ello aparece la figura del juez de 
control garantías, cuya función es garantizar los derechos fundamentales de los 
ciudadanos que puedan afectarse durante esta etapa, en las labores de recaudo 
probatorio139. 
 
La Fiscalía tiene “la carga de la prueba”140 y debe desvirtuar la presunción de 
inocencia que favorece al procesado, mientras la defensa tiene derecho a 
presentar pruebas y ejercer “el derecho de contradicción mediante 
contrainterrogatorio frente a las de cargo en el juicio oral”.  
 
En el proceso de carácter acusatorio prevalece la oralidad y se prescinde 
prácticamente del trámite escrito, cobra relevancia el principio de publicidad, 
especialmente en la etapa de juicio, y el principio de concentración para evitar 
que se dilate el proceso y para garantizar la inmediación de los medios de prueba 
en relación con el Juez de conocimiento. En el trámite acusatorio es esencial que 






el mismo juez que percibe las pruebas (presentadas siempre mediante testigos), 
sea el que emite la sentencia.  
 
En el trámite de carácter acusatorio la prueba no tiene esa calidad sino cuando es 
presentada ante el juez en la audiencia pública de juicio. Todo documento, 
elemento de convicción o evidencia debe ser incorporado por un testigo vinculado 
al mismo, y la defensa tiene la oportunidad de interrogar a quienes declaran a su 
favor y contrainterrogar a los que fungen en favor del ente acusador. De modo que 
en contraposición al principio de permanencia de la prueba del proceso inquisitivo, 
en éste sistema prevalecen los de inmediación, publicidad y oralidad.  
 
Aparece un aspecto en el recaudo probatorio, que se desprende de la diferencia 
clara que debe existir entre las diferentes funciones (acusación, defensa y juez): la 
necesidad de proteger la evidencia recopilada mediante cadena de custodia desde 
la etapa de instrucción, a fin de que no se contamine (principio de mismisidad de 
la prueba).  
 
En el sistema acusatorio el juez de conocimiento es director del proceso y su 
función es prácticamente la de un árbitro imparcial e independiente de las partes 
que se enfrentan en igualdad de armas. Antes de la Audiencia de juicio oral 
garantiza que exista lealtad entre las partes, ordena el trámite, admite los medios 
de prueba que descubran las partes, negando los impertinentes, inconducentes o 
innecesarios, y determina “las pruebas que se practicarán en la audiencia pública”. 
Al Juez del proceso acusatorio le está vedado decretar pruebas de oficio y durante 
el juicio su función se restringe a mantener la disciplina de la audiencia, resolver 
objeciones presentadas por las partes en relación con las preguntas que se 
realicen a los testigos, y centrar el debate probatorio en los hechos pertinentes, 
pero no interviene oficiosamente en el trámite.  
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Finalmente, el proceso de carácter acusatorio otorga la posibilidad de jurados de 
conciencia, generando con ello formas de valoración probatoria de libre convicción 
en virtud de la participación de ciudadanos comunes en la resolución de los casos. 
 
Este es el sistema que ha adoptado el constituyente colombiano a partir del Acto 
Legislativo número 03 de 2002, con algunos bemoles, por considerase más 
ajustado a los postulados del “Estado Social y democrático de Derecho” en cuanto 
más garantista y respetuoso de “la dignidad humana”.  
 
Al modificarse el “artículo 250 de la Carta” se estableció las funciones de la 
Fiscalía indicando su obligación de adelantar el ejercicio de la acción penal y 
realizar la investigación de los hechos que revistan las características de delito 
que lleguen a su conocimiento141, cuando medien circunstancias fácticas y 
suficientes motivos que indiquen su existencia. La norma le otorga la posibilidad 
de prescindir de la persecución penal, en los casos que le autorice la Ley, 
mediante la aplicación del principio de oportunidad, sometiendo a control esta 
decisión ante el juez de garantías.  
 
Consagra el “artículo 250 de la Carta las facultades que tiene la fiscalía, dentro de 
sus labores de investigación, para restringir derechos fundamentales, ya sea a 
través de registros y allanamientos, incautaciones, interceptaciones de 
comunicaciones y otros medios, sometiendo tales actuaciones al control del juez 
de garantías”. Este artículo le da a la Fiscalía, además, la función de solicitar al 
juez de control de garantías la imposición de medidas preventivas de 
aseguramiento, cuando se  requiera proteger a la comunidad o a las víctimas, 
asegurar la comparecencia del imputado al proceso, o la conservación de las 
pruebas. Se indica con claridad en el texto de la norma, que el juez de 
conocimiento no podrá asumir un caso que haya conocido en “función de control 
de garantías”.  
 




En desarrollo de la modificación que trae el acto Legislativo número 03 de 2002, 
se expidió la Ley 906 de 2004, que desplegó el precepto constitucional para 
introducir el sistema procesal penal de tendencia acusatorio al orden jurídico 
colombiano, la cual entró en vigencia de manera gradual en el país, derogando 
paulatinamente la ley 600 de 2000, que contenía un trámite mixto en el que se 
mantenían aún figuras del proceso inquisitivo. En el nuevo Código se desarrollan 
los presupuestos a los que se ha hecho referencia propios del sistema acusatorio, 
como son la separación clara de las funciones de acusación, defensa y 
juzgamiento; la prevalencia de la oralidad, publicidad y concentración del juicio; así 
como, los principios de respeto a la igualdad de armas, inmediación de la prueba y 
concentración del debate probatorio. De ello da cuenta el “literal k) del artículo 8º 
de la citada ley 906 de 2004, en donde se consagra entre los derechos del 
imputado”:  
 
“K) Tener un juicio público, oral, contradictorio, concentrado, con inmediación  
de las pruebas y sin dilaciones injustificadas, en el cual pueda, si así lo desea, 
por sí mismo o por conducto de su defensor, interrogar en audiencia a los 
testigos de cargo y a obtener la comparecencia, de ser necesario aun por 
medios coercitivos, de testigos o peritos que puedan arrojar luz sobre los 
hechos objeto de debate.”      
 
 
Con todo, debe ponerse de presente que el diseño constitucional de 1991, 
restringió el principio acusatorio en relación con los funcionarios con fuero, como 
quiera que la Corte Suprema de Justicia no tenía separadas las funciones de 
investigación y juzgamiento, asunto que fue solucionado por  la Corte 
Constitucional, mediante “Sentencia C-545 de 2008, que declaró exequibles las 
expresiones demandadas del artículo 533 de la Ley 906 de 2004 y condicionó la 
constitucionalidad de la norma” “(…) en el entendido de que el legislador debe 
separar, dentro de la misma Corte Suprema de Justicia, las funciones de 
investigación y juzgamiento de los miembros del Congreso, de acuerdo con las 
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consideraciones expuestas en la parte motiva de esta sentencia, para las 
conductas punibles cometidas a partir del 29 de mayo de 2008”142. 
 
2.3.8.3. “Principio de la carga de la prueba o de verificación – 
presunción de inocencia – in dubio pro reo”143 
En el Derecho Romano se encuentran los vestigios del principio de presunción 
de inocencia. Ulpiano144 decía que es preferible dejar impune al culpable de un 
hecho punible que perjudicar a un inocente. Sin embargo, al llegar la Edad media 
y posteriormente los Estados absolutistas, éste precepto prácticamente se diluyó 
en el ámbito procesal.145.   
 
El ejercicio del poder absoluto en los Estados monárquicos acompañado de la 
influencia  mística que aportaba la Iglesia, desconocía la idea de considerar como 
inocente a quien era sospechoso de una conducta reprobada. Esto al punto de dar 
preeminencia al proceso de carácter inquisitivo y secreto y poner en cabeza del 
implicado la carga probatoria, acudiendo incluso a la confesión bajo tortura para 
conseguir una condena.  
 
En abierto cuestionamiento a tales condiciones, “Beccaria en la citada obra De los 
Delitos y de las Penas” manifiesta que "un hombre no puede ser llamado reo antes 
de la sentencia del juez, ni la sociedad puede quitarle la pública protección sino 
cuando esté decidido que ha violado los pactos bajo los que fue concedida"146. 
 
El postulado es acogido por los filósofos de la Ilustración y hace parte de los 
preceptos fundamentales de las revoluciones liberales de América y Europa que 
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 Domicio Ulpiano.-fue un jurista romano de origen fenicio, magister libellorum. Fue tutor, consejero y 
prefecto del pretorio del emperador Alejandro Severo. Definió la justicia como “la continua y perpetua 
voluntad de dar a cada quien lo que le corresponde”.- 
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Ferrajoli Luigi, Diritto e Ragione, Teoría del Garantismo Penale, Editorial Trota S.A., Pág. 550, Madrid, 
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Beccaria, César, "De los Delitos y de las Penas", 2da Edición, Ediciones Jurídicas Europa-América, Pág. 119, 
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se impusieron ante el sistema represivo que imperaba en la época. “En 1789 la 
Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano lo adopta de forma 
explícita en su artículo 9º”, en los siguientes términos: “Presumiéndose inocente a 
todo hombre hasta que haya sido declarado culpable, si se juzga indispensable 
arrestarlo, todo rigor que no sea necesario para asegurar su persona debe ser 
reprimido por la ley.” 
 
El principio de presunción de inocencia se erige entonces como un medio de 
protección contra los excesos represivos del Estado.  
 
Desde antaño la presunción de inocencia ha sido denominada con el apotegma 
favor reí;  Francesco Carnelutti usó el término favor inocentiae, aduciendo que el 
reo o sujeto activo de una conducta punible, tiene a su favor la condición de 
persona inocente desde el momento en que se inicia el proceso en su contra147.  
 
“La Declaración Universal de los Derechos Humanos” acoge el precepto en su 
artículo 11.1, así: “Toda persona acusada de un delito tiene derecho a que se 
presuma su inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad, conforme a la ley y 
en juicio público en el que se hayan asegurado todas sus garantías necesarias 
para su defensa”148.  
 
Del mismo modo se encuentra esta garantía en el artículo 26 de la “Declaración 
Americana de los Derechos y Deberes del Hombre. Adicionalmente es consagrado 
el principio en el artículo 8º de la Convención Americana de Derechos Humanos o 
Pacto de San José de Costa Rica, ratificado por el Estado Colombiano a través de 
la Ley 16 de 1974”. 
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Es evidente que dicho precepto ha sido acogido universalmente, al menos desde 
el punto de vista teórico, y se ha convertido en esencial postulado del derecho 
penal y sancionatorio.  
 
En el ámbito del proceso y en la actividad probatoria es donde toma la mayor 
relevancia, por cuanto el principio impone que el órgano investigador y acusador 
debe demostrar la culpabilidad del imputado. En otras palabras, que en cabeza del 
Estado está la carga probatoria. De modo que es a la autoridad a la que le toca 
desvirtuar la inocencia del procesado y correlativamente, éste no está obligado a 
demostrar que no es culpable149.  
 
La Constitución Política de Colombia ha consagrado “el principio de presunción de 
inocencia como parte del derecho al debido proceso en su artículo 29 inciso 3º”, 
donde señala: “toda persona se presume inocente mientras no se le haya 
declarado judicialmente culpable.”  
 
El “principio de presunción de inocencia” se vincula estrechamente con otro que la 
doctrina ha denominado in dubio pro reo o principio de la duda. Solamente cuando 
el juez natural llegue al convencimiento más allá de toda duda razonable, podrá 
declarase responsable un acusado. Es la certeza procesal en contra del acusado, 
lo que conduce a desvirtuar la inocencia. Y, de otro lado, la falta de certeza implica 
una sentencia en su favor150.   
 
Se desprende de lo anterior, que para imponer una pena a una persona es 
necesario evacuar un proceso desde la acusación o formulación de cargos, 
exponiendo las pruebas de cargo, permitiendo al acusado su “derecho a la 
defensa y a la contradicción”, para que se emita la correspondiente sentencia que 
ponga fin a la actuación en la que se determine la culpabilidad o no del procesado 
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respecto de los hechos que se le endilgan. Para que sea posible la condena, la 
Fiscalía o el órgano acusador debe contar con las pruebas suficientes para 
absolver la duda que favorece al procesado. La duda que se presente la debe 
resolver el juez  a favor del procesado. 
 
Significa lo expresado que a la Fiscalía, dentro del trámite previsto, le corresponde 
desplegar sus funciones para derrumbar la presunción que favorece al reo, lo cual 
no puede ser de otra manera sino con las pruebas que logren llevar al Juez de 
conocimiento a la certeza de la culpabilidad del procesado. A nadie se le puede 
condenar si previamente no se ha demostrado con pruebas objetivas su 
responsabilidad.  
 
Estos preceptos se encuentran ligados al principio de buena fe, considerado como 
principio general del derecho. La buena fe, o fides en el Derecho Romano, es el 
postulado según el cual se infiere que las personas se comportan con lealtad ante 
los demás, con respeto de “los derechos ajenos y sin  abusar de los propios”151. 
Es un valor necesario en el marco de las relaciones sociales, civiles y económicas 
por cuanto es prácticamente imposible que se puedan conseguir acuerdos entre 
personas si éstas no confían en que los otros obran de buena fe. Ha sido una 
construcción que ha surgido de manera inmanente a la condición de ser social que 
tiene el hombre. En ese sentido el principio de buena fe – que tiene por sustrato la 
legítima confianza-, es una afirmación de la libertad de las personas, pues no de 
otra manera que al presumir que los congéneres generalmente actúan 
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Como principio general de derecho, la presunción de buena fe ha sido aceptada 
como fuente de interpretación de normas. Su consagración positiva inicialmente 
tuvo lugar en normas civiles y comerciales. Sin embargo, el mismo principio ha 
sido elevado a la categoría constitucional en “el artículo 83 de la Constitución 
colombiana”. Dicho principio, de trascendencia  en las relaciones entre 
particulares, cobra inusitada importancia cuando se trata de la relación de éstos 
con las autoridades públicas, bien sea para demandar sus derechos o para 
cumplir deberes y obligaciones, pues el Estado y quienes lo representan deben 
hacer efectivos los derechos de los asociados privándose de causar dificultades a 
los gobernados y de entorpecer innecesariamente el desenvolvimiento de las 
relaciones y actividades que las personas realizan en ejercicio de sus 
libertades153.  
 
En ese sentido ha expresado la Corte Constitucional que: “La circunstancia de que 
el principio de la buena fe tenga un claro fundamento constitucional, es de gran 
trascendencia en el área del derecho público. De un lado, por cuanto permite su 
aplicación directa y no subsidiaria en el espectro de las actuaciones 
administrativas y, del otro, por cuanto contribuye a establecer límites claros al 
poder del Estado, buscando impedir el ejercicio arbitrario de las competencias 
públicas, y a humanizar las relaciones que surgen entre la Administración y los 
administrados”154. 
 
De esa manera, “la presunción de inocencia y el principio de in dubio pro reo”, que 
suponen la presunción de buena fe de los asociados, se constituyen en otro medio 
para limitar la potestad punitiva de las autoridades y exaltar los derechos de la 
persona y la dignidad del ser humano, como condición necesaria del “Estado 
Social y democrático de Derecho”.  
 
 
                                                          
153
 Sanabria Baracaldo, Robinson, Sistema Penal Acusatorio en el Contexto Colombiano. Universidad Libre. 
Autores Varios. Alvi Impresores LTDA, Bogotá 2009, pág. 422 y 423. 
154
 Corte Constitucional. Sentencia C-892 de 2001 
83 
2.3.8.4. Derechos a la defensa, a ser oído, a la contradicción y a 
la doble instancia 
“El derecho a la defensa es inherente a “la dignidad humana” y un efecto directo 
de la presunción de inocencia. Consiste en el derecho fundamental que le asiste a 
todo sindicado a conocer los hechos que se le endilgan, con la posibilidad de 
comparecer en la instrucción y a lo largo de todo el proceso penal a fin de exponer 
su versión, si quiere hacerlo, y comporta además el derecho a audiencia, a la 
contradicción procesal, al derecho a la asistencia técnica de abogado155, así como 
el derecho a la preparación de la defensa, el uso de medios de prueba, a 
interrogar a los testigos de cargo y el derecho a no declarar contra sí mismo o auto 
incriminarse. 
 
El derecho a la defensa conjuga, entonces, tanto la defensa técnica como la 
defensa material, es decir, la desplegada por el propio procesado, lo que implica el 
derecho a ser oído ya sea en interrogatorio en la instrucción o el derecho a 
declarar en la audiencia, siempre que renuncie al derecho a guardar silencio (el 
cual debe hacérsele conocer desde su vinculación).  
 
El derecho a la defensa necesariamente envuelve la garantía que se le debe 
prodigar al procesado, de conocer los cargos, especialmente en el aspecto fáctico, 
en términos comprensibles, permitiendo que las circunstancias del hecho concreto 
le sean expuestas de manera clara y precisa. 
  
Los derechos a la defensa, a ser oído y a la contradicción, alcanzan su máxima 
expresión en el desarrollo de la audiencia pública ante el juez natural, donde “el 
acusado debe gozar de las garantías de conocer los medios de prueba que se 
harán valer en su contra, interrogar y contrainterrogar testigos, declarar sobre los 
hechos ofreciendo su descargo si decide renunciar al derecho a guardar silencio, 
proponer pruebas y establecer un contacto directo con las personas que tienen a 
su cargo la preparación de la acusación, siempre con la asistencia de un abogado 




de confianza o, en su defecto en caso que el procesado no pueda designarlo, uno 
nombrado por el Estado”156. 
 
Estos derechos han sido consagrados dentro de las garantías Judiciales 
enumeradas en el artículo 8º de la Convención Interamericana de derechos 
Humanos, así:   
…. 
 2. “Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su 
inocencia mientras no se establezca legalmente su culpabilidad. Durante el 
proceso, toda persona tiene derecho, en plena igualdad, a las siguientes 
garantías mínimas: 
a) derecho del inculpado de ser asistido gratuitamente por el traductor o 
intérprete, si no comprende o no habla el idioma del juzgado o tribunal; 
b) comunicación previa y detallada al inculpado de la acusación formulada; 
c) concesión al inculpado del tiempo y de los medios adecuados para la 
preparación de su defensa; 
d) derecho del inculpado de defenderse personalmente o de ser asistido por 
un defensor de su elección y de comunicarse libre y privadamente con su 
defensor; 
e) derecho irrenunciable de ser asistido por un defensor proporcionado por el 
Estado, remunerado o no según la legislación interna, si el inculpado no se 
defendiere por sí mismo ni nombrare defensor dentro del plazo establecido 
por la ley; 
f) derecho de la defensa de interrogar a los testigos presentes en el tribunal 
y de obtener la comparecencia, como testigos o peritos, de otras personas 
que puedan arrojar luz sobre los hechos; 
g) derecho a no ser obligado a declarar contra sí mismo ni a declararse 
culpable, y 
h) derecho de recurrir del fallo ante juez o tribunal superior. 




3. La confesión del inculpado solamente es válida si es hecha sin coacción 
de ninguna naturaleza. 
4. El inculpado absuelto por una sentencia firme no podrá ser sometido a 
nuevo juicio por los mismos hechos. 
5. El proceso penal debe ser público, salvo en lo que sea necesario para 
preservar los intereses de la justicia”. 
 
Derechos que han sido acogidos dentro de nuestro por ordenamiento interno 
en el artículo 29 constitucional y desarrollados en el “Código de Procedimiento 
Penal, especialmente en su artículo 8º”.  
 
Como se puede apreciar, hace parte del “derecho a la defensa el derecho a la 
impugnación de las decisiones ante una segunda instancia, como se desprende 
del  citado punto 8.2.h de la Convención Americana”. La Jurisprudencia sentada 
por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en relación con éste derecho 
ha expresado que: 
 
“Un aspecto esencial derivado del debido proceso es el derecho a que un 
tribunal superior examine o reexamine la legalidad de toda sentencia 
jurisdiccional que resulte en un gravamen irreparable a una persona, o 
cuando ese gravamen afecte los derechos o libertades fundamentales, como 
es la libertad personal. El debido proceso legal carecería de eficacia sin el 
derecho a la defensa en juicio y la oportunidad de defenderse contra una 
sentencia adversa.”157 
 
El procedimiento penal colombiano ha dispuesto la garantía de impugnación tanto 
en relación con la sentencia como contra autos que afectan derechos del 
procesado, en los “artículos 176 y siguientes del Código de Procedimiento Penal”. 
Sin embargo, éste derecho en el diseño constitucional colombiano quedó 
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restringido para los funcionarios con fuero ante la “Corte Suprema de Justicia”, 
asunto que ha sido estudiado recientemente por la “Corte Constitucional”, que 
mediante Sentencia C-792 del 31 de octubre de 2014 decidió “Exhortar al 
Congreso de la República para que, en el término de un año regule integralmente 
el derecho a impugnar todas las sentencias condenatorias. De no hacerlo se 
entenderá que procede la impugnación de todas las sentencias condenatorias 
ante el superior de quien impuso la condena”.158  
 
3. Límites de la facultad sancionatoria en el Derecho Disciplinario 
Los límites al poder sancionador del Estado también están presentes en el 
Derecho Disciplinario, como garantía frente a la arbitrariedad y con fundamento en 
los mismos “valores del Estado Social de Derecho”. Sin embargo, en el desarrollo 
histórico del “derecho disciplinario”, se han manifestado claras diferencias entre 
las dos disciplinas que, como se verá, morigeran las garantías respecto de los 
sujetos del derecho disciplinario.  
 
Derecho Penal y Derecho Disciplinario son dos especies que se desprenden de un 
mismo género que es el derecho sancionador. Se trata, y en eso coinciden 
diferentes autores, de disciplinas autónomas que comparten principios garantistas, 
pero que sufren distinciones en razón de la naturaleza, fines y objetos que cada 
una de esas especies tienen. De modo que las categorías dogmáticas elaboradas 
por el Derecho Penal son aplicables al Derecho Disciplinario159, siempre que se 
respete la naturaleza, el objeto y fin de este último160.  
 
Corolario de lo anterior se puede afirmar que la evolución dogmática del Derecho 
Disciplinario ha revelado que si bien es cierto que las categorías que fundamentan 
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el Derecho Penal se aplican al derecho disciplinario, también es cierto que éstas 
tienen su propio sentido y contenido en cada una de las disciplinas161.   
 
Al respecto la Corte Constitucional de Colombia ha expresado que:   
 
“…en el ámbito administrativo y, específicamente, en el Derecho Disciplinario, 
la jurisprudencia constitucional ha establecido que las garantías 
constitucionales inherentes al debido proceso, mutastis mutandi, se aplican a 
los procesos disciplinarios, dado que estos constituyen una manifestación del 
poder punitivo del Estado. Sin embargo, su aplicación se modula para 
adecuar el ejercicio del poder disciplinario a la naturaleza y objeto del derecho 
disciplinario y, especialmente, al interés público y a los principios de 
moralidad, eficacia, economía y celeridad que informan la función 
administrativa.”162 
 
Y en otra ocasión, la Corte dijo: 
 
“No resulta admisible, por lo tanto, aplicar las normas penales a lo 
disciplinario, sin hacer las adaptaciones necesarias que imponen las 
especificidades antes anotadas. No obstante, mientras el derecho disciplinario 
no termine el proceso de construcción de las reglas y principios que le son 
propios, las remisiones a los principios, garantías e instituciones penales 
serán inevitables; aunque no debe llegarse a la situación de  extremar la 
aplicación de éstas en desmedro de las reglas especiales que gobiernan el 
sistema disciplinario.” 163 
 
Se deduce de lo anterior que la doctrina y Jurisprudencia han explicado que en 
esta disciplina se aplican las categorías del derecho penal pero con rasgos 
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específicos que las flexibilizan en razón a su diferente naturaleza jurídica, objeto y 
fines.  
 
De manera que para establecer, cuál es el fundamento y de qué manera obran las 
garantías, como límites al poder punitivo del Estado en el derecho disciplinario,  
tendremos que precisar su naturaleza jurídica, el objeto y los  fines que cumple, 
para determinar las diferencias que esas categorías presentan frente al derecho 
penal.   
 
3.1.  “Diferencias entre el Derecho penal y el Derecho Disciplinario” 
 
3.1.1 Naturaleza Jurídica del Derecho Disciplinario diferencia frente al 
derecho penal. 
El desarrollo histórico del Estado ha llevado a la necesidad de regular la actividad 
de los funcionarios públicos y a generar mecanismos de control sobre el ejercicio 
de sus funciones. Para ello el derecho disciplinario ha ido deprendiéndose de las 
diferentes ramas del derecho. En principio éste se concibió como una forma de 
aplicación de instituciones de derecho privado frente a la relación de 
subordinación que supone el vínculo entre el Estado, como empleador, con sus 
funcionarios. Sin embargo, tal percepción ha sido abandonada por la naturaleza 
sancionatoria que tiene el derecho disciplinario, que lleva al requerimiento de 
atender a los límites  al ius puniendi para lo cual debe estar rodeado de las 
garantías sustanciales y procesales que fundamentan el “Estado Social y 
democrático de Derecho”; por ello se ha concluido que el derecho disciplinario es 
en esencia Derecho público164.  
 
No obstante, no se puede desconocer que el derecho disciplinario no puede 
identificarse plenamente con el derecho penal, pues aunque es también 
sancionatorio, mantiene un elemento relevante que distingue la sanción 
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disciplinaria de la sanción penal: la “relación especial de sujeción” que obra “entre 
el Estado y el servidor público”, elemento especial del derecho disciplinario165.  
 
La dogmática del derecho disciplinario ha establecido desde el derecho 
comparado y acogido por la Jurisprudencia colombiana, el concepto de que una 
vez el servidor público acepta su cargo y toma posesión de él, se produce un 
vínculo especia166l entre éste y el Estado en el que se generan cargas superiores 
para el ciudadano investido de su nueva condición, diferentes a las que soportan 
las personas que no tienen relación de sometimiento funcional con la 
Administración Pública. Tal vínculo especial que sobrellevan los servidores 
públicos implica una restricción a sus derechos y libertades, justificada en  la 
necesidad de asegurar los fines de moralidad, objetividad, transparencia, 
eficiencia y eficacia que debe cumplir la Administración Pública y sus 
servidores167.   
 
El concepto de “relación especial de sujeción” se deriva del artículo 6º de la Carta 
Política, según el cual los servidores públicos son responsables ante las 
autoridades por infringir la Constitución y las Leyes y por omisión o extralimitación 
en el ejercicio de sus funciones. La subordinación de los servidores públicos se 
desprende de la función pública que cumplen en razón de su vínculo laboral o 
reglamentario. El Consejo de Estado ha dicho al respecto, que esta disposición 
constitucional  “justifica el establecimiento de un sistema de control legal, propio 
de un Estado de derecho, en el que las autoridades públicas deben respeto y 
observancia al ordenamiento jurídico, lo que a su vez genera la correlativa 
responsabilidad por acciones u omisiones mediante las cuales infrinjan las normas 
que regulan el debido desempeño de sus funciones.168”  Se justifica entonces el 
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derecho disciplinario como derecho sancionatorio en la finalidad de regular el 
comportamiento de los funcionarios del Estado, fijando sus deberes y 
obligaciones, las faltas y sanciones correspondientes a las mismas y los 
procedimientos para aplicarlas169.  
 
Las especiales  restricciones a las garantías del derecho penal a la hora de ser 
aplicadas en el derecho administrativo sancionatorio o derecho disciplinario, se 
justifican entonces en “la relación de sujeción o subordinación” en la que se 
encuentran los servidores públicos, a quienes les es exigible mayor compromiso y 
responsabilidad que a los particulares, para que se cumpla el fin de garantizar el 
buen funcionamiento, la moralidad y prestigio de los organismos públicos. De 
modo que la potestad disciplinaria se ejerce con atención a los principios de la 
función administrativa y del servicio público, como fines esenciales del Estado170, y 
ello justifica la morigeración que sufren las garantías de los procesados en el 
ámbito del derecho disciplinario.  
 
Adopta entonces el derecho disciplinario dos condiciones que le son 
características: es derecho público por cuanto debe respetar garantías 
constitucionales por ser una especie del ius puniendi, y es derecho administrativo, 
por cuanto sus normas regulan relaciones entre sus servidores y el Estado. En esa 
medida, aunque debe respetar las garantías sustantivas y procesales, éstas toman 
un matiz especial en consideración a la naturaleza de derecho administrativo 
sancionador y en virtud a la relación de sujeción que le es propia.  
 
En todo caso, a pesar de las diferencias que se aprecian en la naturaleza de las 
dos disciplinas, no puede dejarse de lado que existen algunos puntos de 
coincidencia en los que son semejantes: Las  dos hacen parte del Derecho público  
sancionador.  
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3.1.2. Objeto del derecho disciplinario – diferencia frente al derecho 
penal. 
El objeto del derecho disciplinario, conforme a lo antes estudiado, no puede ser 
otra cosa que la falta disciplinaria y su correlativa sanción. Estas suponen la 
existencia de normas que regulan las funciones y deberes de los funcionarios 
públicos, pues es precisamente su desconocimiento lo que genera la necesidad de 
ejercer la actuación disciplinaria. Como ha expresado la Corte: “el objeto de 
protección del derecho disciplinario es sin lugar a dudas el deber funcional de 
quien tiene a su cargo una función pública”171.  
 
Esas normas que imponen deberes y funciones forman parte del ordenamiento 
interno de la Administración y la falta disciplinaria se constituye en la infracción a 
ese ordenamiento jurídico. El ilícito disciplinario es en ese sentido de naturaleza 
interna a la Administración y ello lo diferencia del ilícito penal172.  
 
En cambio, el objeto del derecho penal es el delito: conductas típicas, antijurídicas 
y culpables susceptibles de una pena. Conductas que no se circunscriben 
necesariamente a la actividad interna de la Administración Pública y que son 
previstas en la Ley para proteger los intereses jurídicos más relevantes para la 
sociedad.  
 
Como efecto de la diferencia existente entre los objetos de cada una de las 
disciplinas, se deduce una discrepancia también entre los sujetos procesados, 
pues en el caso del derecho penal generalmente los agentes de la conducta no 
son calificados, en cambio en el derecho disciplinario necesariamente las 
personas sometidas al mismo deben ser servidores públicos en cumplimiento de 
sus funciones o particulares que ejerzan funciones públicas.  
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Sin embargo, aun cuando al observar los objetos de las dos disciplinas de manera 
general se puede afirmar que el objeto del derecho penal es diferente al objeto del 
derecho disciplinario, al estudiar de manera más específica los elementos que 
contiene cada una de las disciplinas, se podrá evidenciar que derecho penal y 
derecho disciplinario tienen elementos que son comunes a los dos, en donde se 
forma una intersección entre los conjuntos. Esos elementos comunes son las 
conductas cometidas por ciudadanos en ejercicio de función administrativa que, 
por su gravedad, el legislador eleva a la categoría de delito con su consecuente 
pena; pero que  también hacen parte de la codificación que prevé las faltas 
disciplinarias. Ello queda evidente  al verificar el “artículo 48 de la Ley 734 de 
2002, que en su numeral primero consagra entre las faltas gravísimas”  “Realizar 
objetivamente una descripción típica consagrada en la ley como delito sancionable 
a título de dolo, cuando se cometa en razón, con ocasión o como consecuencia de 
la función o cargo, o abusando del mismo”. 
 
De manera que en nuestro orden jurídico  existen conductas que ontológicamente 
se adecuan a una descripción típica del Código Penal, que pueden también 
constituir falta disciplinaria cuando se cometan en razón, con ocasión o como 
consecuencia del ejercicio de una función o cargo público, o abusando del 
mismo173. Se puede afirmar, en otras palabras que existe un conjunto de 
conductas que suponen el mismo presupuesto fáctico que son objeto de atención 
tanto del derecho penal como del derecho administrativo disciplinario.  
 
Es para nosotros importante resaltar esos aspectos de coincidencia que tienen las 
dos disciplinas, por cuanto nos parece que la Corte Constitucional en las 
providencias mediante las cuales ha estudiado la exequibilidad del citado artículo 
48 del C.U.D., se enfoca principalmente en la diferencia global que tienen las dos 
áreas del derecho, sin dar atención a esos puntos en que se intersecan, que son 
los realmente relevantes para determinar si la consagración  de una misma 




conducta como delito y como falta disciplinaria vulnera o no los postulados del 
“Estado Social de Derecho” y los valores constitucionales.  
 
 
3.1.3. “Finalidad del derecho disciplinario – diferencia frente al derecho 
penal”. 
Es preciso insistir en que, vista de manera global, se aprecian diferentes las 
finalidades que cumplen las dos disciplinas. Así, la función del derecho penal es la 
protección de bienes jurídicos relevantes, mientras la del derecho disciplinario es 
el aseguramiento de los deberes funcionales que tienen los servidores públicos174.  
 
En cuanto a las sanciones, en el derecho administrativo disciplinario la sanción 
tiene como finalidad obligar a los servidores públicos al cumplimiento de sus 
deberes y funciones; persigue obtener el mejoramiento del servicio. En otras 
palabras, la sanción disciplinaria es una medida que busca la prevención y 
corrección para que se mantenga el orden interno y se cumplan los fines de la 
Administración Pública. Mientras, de otro lado, las sanciones propias del derecho 
penal no persiguen necesariamente y en todos casos el mejoramiento del servicio 
público, sino que están vinculadas a la idea de justicia y protección a los bienes 
jurídicos tutelados considerados por la sociedad como los más relevantes y dignos 
de atención. La pena corresponde al valor jurídico lesionado y a la culpabilidad del 
delincuente y obedece a la necesidad de prevenir que conductas delictuales se 
reiteren. Sin embargo, como hemos visto, el Derecho penal puede prever 
conductas que atentan contra la Administración pública y, en especial, contra el 
buen desempeño de la función pública y asignarles penas, a fin de conseguir el 
mismo propósito de protección a esos bienes jurídicos.  
 
Así que aun cuando tienen en común que se trata de derecho sancionatorio, el 
propósito que cumplen las dos disciplinas de manera global, es distinto y se 




enfoca a una necesidad diferente. Para el penal el averiguatorio busca preservar 
intereses de importancia para la sociedad y evitar que se reiteren conductas que 
afecten esos intereses (entre los cuales está incluido el bien jurídico de la 
administración pública); mientras que para el derecho disciplinario, solamente se 
persigue el aseguramiento de la buena marcha y el buen nombre de la gestión 
pública a través del desempeño ético175, correcto y eficiente de los funcionarios del 
Estado. Esta es la diferencia de carácter cualitativo que tienen las dos disciplinas 
según aducen algunos doctrinantes.176.  
 
Otros autores niegan que entre derecho penal y derecho disciplinario existan 
diferencias de orden cualitativo, pues consideran que en cuanto disciplinas 
sancionatorias tienen la misma naturaleza. Aducen quienes defienden esta tesis 
que la diferencia es de carácter cuantitativo y argumentan que ésta estriba en el 
grado de importancia de las conductas que regulan. Que mientras la jurisdicción 
penal conoce las infracciones más graves, el derecho disciplinario administrativo 
examina los hechos cuantitativamente menores177.  
 
En nuestra consideración no se puede negar una diferencia tanto de orden 
cuantitativo como cualitativo, pero además podemos indicar que entre las dos 
disciplinas existe también una diferencia que podemos denominar de grado o de 
jerarquía. Sin embargo, no se puede negar tampoco que las dos disciplinas aun 
cuando observadas de manera global son diferentes, coinciden en parte de su 
finalidad respecto de la protección de la función pública. 
 
Es así como vemos que el derecho penal contempla entre los bienes jurídicos 
protegidos el de la administración pública y la sanción que prevé de “inhabilidad 
para el ejercicio de la función pública” -de manera extendida a la mayoría de los 
delitos-, lo que busca es precisamente asegurar que la función pública no sea 




 Forero Salcedo José Rory, Principios y Garantías Constitucionales en el ámbito Disciplinario de los 
Servidores Estatales Ediciones Nueva Jurídica, 2003. Páginas 58 y 59.  
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ejercida por quienes no tengan la calidad que tal función merece. Esta es una 
finalidad que hace coincidentes en ese aspecto a las dos disciplinas. 
 
La diferencia en el aspecto cualitativo se observa en que  mientras el derecho 
penal abarca un conjunto de conductas típicas que atacan diversos bienes 
jurídicamente importantes para el conglomerado social que requieren de 
protección mediante sanciones que cumplen una función de prevención o de 
disuasión (entre otras funciones), las conductas que recoge el derecho 
disciplinario se restringen a las que contrarían el deber funcional al que se 
someten los servidores públicos y particulares que desarrollan funciones públicas. 
Por ello el fin del derecho administrativo disciplinario se reduce a la protección del 
deber funcional mediante sanciones que cumplen también propósito de prevención 
pero restringida a la protección del interés de asegurar que la función pública se 
cumpla dentro de parámetros de probidad, eficiencia y eficacia. 
 
En el aspecto cuantitativo, la diferencia estriba en que el derecho penal sólo puede 
tipificar como conductas susceptibles de sanción las que ameritan un tratamiento 
especial en virtud de su gravedad frente a los bienes jurídicos que mediante este 
mecanismo la sociedad decide proteger. Con el derecho penal a estas conductas 
graves se les impone sanciones proporcionales al daño que causan, para que la 
función de prevención tenga efecto tanto en el agente como en el conglomerado 
social, y dichas sanciones pueden ser más intensas, que las que prevén las 
normas de carácter administrativo.  
 
Las conductas propias del derecho disciplinario se estudian bajo una perspectiva 
valorativa diferente en razón de la naturaleza jurídica que tiene esta disciplina, 
pues aunque su objeto en algunos puntos se interseca con el objeto del derecho 
penal, al tratarse de una disciplina igualmente sancionatoria pero de menor 
entidad por su carácter administrativo, la sanciones previstas para las faltas 
disciplinarias  no pueden afectar derechos de manera tan intensa como lo hace el 
derecho penal, por cuanto ello contrariaría los principios de “proporcionalidad, 
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necesidad y razonabilidad”178, que fundan el “Estado Social de Derecho”. En otras 
palabras la diferencia cuantitativa se debe observar en que las conductas que son 
objeto del derecho penal, deben ser las más graves y que las sanciones 
correspondientes a esas conductas deben ser las más severas. En cambio el 
disciplinario debe prever sanciones que afecten en menor medida los derechos del 
implicado.   
 
Allí es donde se aprecia la diferencia de grado que debe existir entre las dos 
disciplinas. El Derecho Penal es una disciplina superior en el orden jurídico 
sancionatorio del Estado. En un “Estado Social y democrático de Derecho” las 
normas que consagran sanciones no se pueden estudiar de manera separada e 
independiente sin atender a los fines que tiene el Estado -que en su conjunto 
ayudan a cumplir las diversas disciplinas sancionatorias  dentro del orden jurídico-; 
fines entre los cuales se encuentran: servir a la comunidad, promover la 
prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y 
deberes consagrados en la Constitución; facilitar la participación de todos en las 
decisiones que los afectan y en la vida económica, política, administrativa y 
cultural de la Nación179; y asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un 
orden justo (artículo 2º C.P.). 
 
En ese sentido las disciplinas de carácter sancionatorio no se pueden estudiar de 
manera completamente independiente y apartada unas de las otras, pues hacen 
parte de un sistema que persigue los mismos fines generales: la protección de 
intereses relevantes para la sociedad. Las sanciones son medios de prevención a 
las conductas que generan algún daño o desvarío social, y medios que se tiene 
para corregir a quienes las realizan. Tales conductas se pueden desarrollar en 
diferentes ámbitos, por ejemplo en el tránsito vehicular, en el desempeño de los 
cuerpos de salud, en las actividades comerciales o industriales,  en cumplimiento 
de funciones públicas o muchas otras áreas. Para conseguir la protección del 






desempeño de las diferentes actividades bajo parámetros adecuados, el Estado 
establece diferentes regulaciones y procedimientos que incluyen sanciones, 
generalmente de carácter administrativo.   Cuando la sociedad, a través de sus 
representantes, considera que algunas de esas conductas causan daños tan 
importantes que ameritan una protección especial de mayor envergadura, las 
eleva a la tipificación penal imponiéndoles sanciones que afectan en mayor 
medida los derechos del agente y, por tratarse de las sanciones más gravosas que 
se pueden imponer, el sistema penal ofrece también las mayores garantías al 
procesado. Quiere decir lo anterior, que el sistema sancionatorio del Estado debe 
asegurar que cuanto mayor sea la afectación de los derechos que implique una 
sanción, mayores sean las garantías que se le brinden al procesado.  
 
El derecho disciplinario -como otras regulaciones de carácter administrativo-,  
debe tener una condición de grado inferior al derecho penal, y en ese sentido las 
conductas que regula y las sanciones que prevé deben tener menor entidad que 
las que se encuentran reguladas dentro del código penal. Dentro de esas 
conductas, el código penal  prevé algunas que se desarrollan en el marco de la 
función pública que considera de mayor entidad, y es posible que las mismas 
conductas sean objeto de sanción disciplinaria; en ese caso el sistema 
sancionador del Estado tiene que encontrar el método que permita conseguir los 
fines constitucionales afectando en menor medida los derechos de los ciudadanos,  
respetando así el principio de necesidad y proporcionalidad.  
 
En lo que tiene que ver con las sanciones, la de índole penal  generalmente se 
acepta que pueda afectar la esfera íntima del ciudadano y sus derechos 
ordinarios, mientras la sanción disciplinaria de ordinario ha de afectar al servidor 
público en su ámbito de derechos y deberes especiales180, restringiendo lo menos 
posible otros derechos por la disminución que sufren las garantías procesales en 
los trámites administrativos. Sin embargo, en el orden jurídico colombiano se 
prevé la sanción de “inhabilidad para el ejercicio de funciones  públicas”  tanto en 
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el sistema penal como en el disciplinario, sanción que produce afectación a los 
derechos políticos y que perturba también otros derechos, como son el derecho al 
trabajo, al mínimo vital, al libre desarrollo de la personalidad; al buen nombre; a la 
libertad para escoger trabajo y oficio, entre otros, los cuales suponen una mengua 
en la vida digna de una persona.  
 
De acuerdo con ello consideramos que es necesario resaltar que si bien es cierto 
derecho penal y derecho disciplinario, considerados de manera abstracta y 
general, son disciplinas diferentes, también es cierto que se intersecan en cuanto 
a su naturaleza sancionatoria pública y en la finalidad referida específicamente al 
bien jurídico de la función pública (elemento que hace parte del concepto más 
genérico  de Administración Pública).  No son disciplinas absolutamente 
diferentes, completamente independientes y desarticuladas entre sí, sino que 
deben obedecer armónicamente a los fines del Estado y obrar sincronizadamente 
dentro del sistema de sanciones que ha dispuesto el orden jurídico, para que se 
respeten los principios fundantes de dignidad humana, necesidad,  
proporcionalidad y razonabilidad.  
 
4. Restricciones a las garantías sustanciales y procesales en el derecho 
disciplinario 
La Corte Constitucional colombiana indica que las garantías del derecho 
sancionatorio se restringen al aplicarse en sede disciplinaria, en razón de la 
diferencia que existen entre  las finalidades que persiguen las dos disciplinas. Ha 
dicho la Corte:  
 
“La no total aplicabilidad de las garantías del derecho penal al campo 
administrativo obedece a que mientras en el primero se protege el orden 
social en abstracto y su ejercicio persigue fines retributivos, preventivos y 
resocializadores, la potestad sancionatoria de la administración se orienta 
más a la propia protección de su organización y funcionamiento, lo cual en 
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ocasiones justifica la aplicación restringida de estas garantías - quedando a 
salvo su núcleo esencial - en función de la importancia del interés público 
amenazado o desconocido.” 181 
 
Se deduce de lo anterior, que el derecho disciplinario, aunque guarda semejanza 
con el derecho penal por su carácter sancionatorio, tiene diferencia en cuanto a su 
naturaleza, por cuanto el primero se inscribe dentro de “la relación de sujeción que 
tiene el funcionario público frente a la Administración”, mientras el derecho penal 
persigue conductas que atentan contra el orden jurídico en general sin atender a 
relaciones especiales de subordinación (sin perjuicio de que algunos tipos penales 
exijan sujeto activo calificado).  
 
Adicionalmente concluimos que vistas de manera global, son distintas las dos 
disciplinas respecto del objeto, toda vez que el derecho disciplinario se 
circunscribe a la falta disciplinaria mientras el penal al delito. Y las finalidades 
también son diferentes, en tanto el uno protege bienes jurídicos relevantes para la 
sociedad, mientras el otro se dirige a conservar la moralidad y eficiencia en la 
Administración Pública.  
 
Con énfasis en esas diferencias, pero prescindiendo en atender a los puntos que 
las hacen coincidentes y semejantes,  la Corte Constitucional colombiana ha 
considerado reiteradamente que existen matices necesarios de diferenciación  a la 
hora de la aplicación de las garantías sustanciales y procesales en las dos 
disciplinas. Así lo indicó al considerar “el incumplimiento de los deberes 
funcionales como fundamento de la responsabilidad disciplinaria”182, resaltando 
que: “el derecho Disciplinario procura asegurar el cumplimiento de unos deberes y 
obligaciones que someten a servidores públicos o a individuos que ejercen 
funciones públicas y autoriza la aplicación de sanciones de diferente entidad, sin 
en todo caso involucrar la libertad personal y de locomoción”; por lo que para la 
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Corte es enteramente razonable diferenciar la forma de concebir y ordenar el 
debido proceso en uno y otro régimen183. 
 
Las limitaciones a los derechos de los funcionarios públicos y de los particulares 
que cumplen funciones públicas se justifican en el proceso disciplinario, en razón 
del principio constitucional de prevalencia del interés general que sustenta la 
potestad sancionadora de la Administración  para enfrentar la corrupción, la 
inmoralidad y la ineficacia184. 
 
No obstante, es importante destacar que dicha facultad sancionatoria que tiene el 
Estado -con restricción de garantías en el ámbito disciplinario-,  en todo caso, 
como en todos los regímenes sancionatorios, debe respetar los pilares fundantes 
del “Estado Social de Derecho” de los que se destacan el principio democrático, 
pluralista y  de participación,  así como los fundamentos de “la dignidad humana, 
la solidaridad, la prevalencia del interés general, y los valores de igualdad y 
prevalencia del orden justo”, en un modelo de Estado en el que deben hacerse 
efectivos los derechos fundamentales de la persona185.  
 
Esas restricciones justificadas a las garantías sustanciales y procesales dentro de 
la actuación administrativa disciplinaria se analizarán seguidamente. 
 
4.1. El derecho disciplinario y el principio de dignidad humana 
 
Como se ha expuesto antes, “la dignidad humana” en el marco de un “Estado 
Social y democrático de Derecho”, debe tener un contenido conceptual amplio que 
sobrepasa la idea racionalista naturalista para extenderse a una concepción que 
abarca la dimensión social de la persona humana. De tal manera que el valor que 
debe respetar el Estado no se circunscribe al sustrato natural del ser humano, que 
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tiene que ver con su vida, integridad y libertad personal, pues debe ampliarse a la 
dimensión social inherente al hombre que impele a que se le reconozcan las  
adecuadas condiciones para el desempeño de sus facultades como ser político186.  
 
De otro lado, también hemos señalado que el respeto a “la dignidad humana” 
impide la instrumentalización del ser humano en la búsqueda de fines de interés 
general si él mismo no consiente en ello187, conforme al imperativo categórico 
Kantiano según el cual el hombre es un fin en sí mismo, lo que sustenta el 
postulado que restringe al Estado en su poder punitivo si las sanciones son 
irrazonables o desproporcionadas.  
 
Hemos extraído de la Jurisprudencia colombiana, que el derecho penal busca 
preservar intereses de relevancia para el Estado y evitar que se reiteren conductas 
que los afecten, mientras que con el derecho disciplinario, lo que se persigue 
corregir y garantizar es la buena marcha y el buen nombre de la gestión pública a 
través del desempeño probo y eficiente de los funcionarios del Estado o de los 
particulares que cumplen funciones públicas. En ambos casos lo que se deduce 
de tales finalidades no es otra cosa que la prevención general y especial para que 
las conductas previstas en la ley no se repitan y los implicados se enmienden.   
 
Al analizar este aspecto, se puede llegar a una fundamentación lógica, mediante la 
cual se concluye que lo que permite conseguir un fin general de prevención con la 
previsión de sanciones que afectan los derechos inmanentes del hombre, sin 
instrumentalizar al ser humano, es  el “principio de legalidad”, pues si se aplicaran 
sanciones o penas imprevistas para el hombre sobre el cual van a ser aplicadas, 
sería utilizarlo como medio para conseguir un fin ajeno a sí mismo. Únicamente si 
el hombre conoce anticipadamente que la conducta que realiza está prohibida, 
puede decidir si asume o no el riesgo de la sanción prevista, colocándose así 
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voluntariamente bajo la consecuencia penal o disciplinaria. Sólo así no tendría la 
condición de instrumento.  
 
De otro lado, hemos visto que, según plantea la Corte Constitucional, la aplicación 
de sanciones en sede del derecho disciplinario admite limitaciones a los derechos 
de los funcionarios públicos y de los particulares que cumplen funciones 
públicas188, las que  se justifican en razón del principio constitucional de 
prevalencia del interés general que sustenta la potestad sancionadora de la 
Administración  para enfrentar la corrupción, la inmoralidad y la ineficacia. 
Veremos más adelante que una de esas garantías que se morigera en la 
actuación disciplinaria es precisamente el “principio de legalidad” (y dentro de ésta 
la de tipicidad). Se concluye entonces que el derecho disciplinario no puede 
imponer sanciones que restrinjan de manera intensa los derechos de los 
procesados, cuyo propósito esencial sea la prevención general (disuadir de 
manera impersonal al conglomerado social), por cuanto el fundamento que 
permite esa finalidad es el respeto al “principio de legalidad” -para que no se 
instrumentalice al hombre-, “principio de legalidad” que se encuentra restringido en 
el derecho disciplinario.  
 
Bajo esa lógica se colige que las sanciones disciplinarias deben guardar una 
relación de proporcionalidad frente a la disminución que sufren las garantías en el 
trámite administrativo. En otras palabras, cuanto menor es la protección a los 
derechos procesales, menor debe ser la intensidad de la sanción prevista; de lo 
contrario se estaría utilizando al hombre, en aras del interés general, lo que es 
contrario al principio de respeto a “la dignidad humana”, fundamento del “Estado 
Social de Derecho”.  
 
Pero además de lo anterior, el principio de dignidad humana, como se ha 
esbozado, comprende no solo el concepto natural del ser humano (su vida, 
integridad y libertad personal), sino también su dimensión social y política, lo que 




es coherente con los valores y principios de democracia, participación y pluralismo 
propios del “Estado Social de Derecho”. Por lo que una sanción que afecte de 
manera intensa estos preceptos, debe contar con las mayores garantías para el 
procesado, de lo contrario se vulneraria “la dignidad humana” del mismo189.   
 
Las premisas aquí planteadas en conjunción con el análisis del alcance que tiene 
la sanción disciplinaria administrativa de inhabilidad de 10 a 20 años para el 
desempeño de funciones públicas190 prevista en el Código Único Disciplinario (que 
se abordará en su momento), llevarán a determinar si tal sanción genera una 
afectación excesiva a los derechos fundamentales del servidor público procesado, 
así como a los derechos que materializan principios del “Estado Social de 
Derecho” en el orden jurídico colombiano.  
 
4.1.1. El derecho disciplinario y los principios de Justicia y Non bis in 
ídem 
En Colombia, se atenúan estos principios, tal como lo ha planteado la 
Jurisprudencia nacional, como quiera que pueden llevarse a cabo procesos de 
índole penal, disciplinario o fiscal, derivados de una misma conducta, en razón a la 
naturaleza, objeto y finalidades distintas que cada una de esas disciplinas tiene. 
Frente a ello el derecho disciplinario español, por ejemplo, es más garantista, en la 
medida que plantea que al establecerse, en sede del proceso administrativo 
disciplinario, la existencia de indicios que permitan calificar la conducta como 
delito, se debe suspender la actuación administrativa y ponerla en conocimiento 
del Ministerio Fiscal191.  
 
La Corte Constitucional Colombiana ha sustentado la posibilidad de que coexistan 
actuaciones penales y disciplinarias respecto de una misma conducta, con los 
siguientes argumentos:  
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“El conocido principio denominado non bis in ídem, según el cual nadie puede 
ser juzgado dos veces por el mismo hecho, se encuentra consagrado en 
nuestro Estatuto Supremo como un derecho fundamental, que hace parte de 
las garantías del debido proceso, contempladas en el artículo 29 de la Carta. 
 
Este principio que, de acuerdo con la jurisprudencia y la doctrina, tiene como 
objetivo primordial evitar la duplicidad de sanciones, sólo tiene operancia en 
los casos en que exista identidad de causa, identidad de objeto e identidad en 
la persona a la cual se le hace la imputación. 
 
"La identidad en la persona significa que el sujeto incriminado debe ser la 
misma persona física en dos procesos de la misma índole. 
 
"La identidad del objeto está construida por la del hecho respecto del cual 
se solicita la aplicación del correctivo penal. Se exige entonces la 
correspondencia en la especie fáctica de la conducta en dos procesos de 
igual naturaleza”. 
 
"La identidad en la causa se refiere a que el motivo de la iniciación del 
proceso sea el mismo en ambos casos." 
 
“Así las cosas, cuando se adelanta un proceso disciplinario y uno penal contra 
una misma persona, por unos mismos hechos, no se puede afirmar 
válidamente que exista identidad de objeto ni identidad de causa, pues la 
finalidad de cada uno de tales procesos es distinta, los bienes jurídicamente 
tutelados también son diferentes, al igual que el interés jurídico que se 
protege. En efecto, en cada uno de esos procesos se evalúa la conducta del 
implicado frente a unas normas de contenido y alcance propios. En el proceso 
disciplinario contra servidores estatales se juzga el comportamiento de éstos 
frente a normas administrativas de carácter ético destinadas a proteger la 
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eficiencia, eficacia y moralidad de la administración pública; en el proceso 
penal las normas buscan preservar bienes sociales más amplios. 
 
Si bien es cierto que entre la acción penal y la disciplinaria existen ciertas 
similitudes puesto que las dos emanan de la potestad punitiva del Estado, se 
originan en la violación de normas que consagran conductas ilegales, buscan 
determinar la responsabilidad del imputado y demostrada ésta imponer la 
sanción respectiva, siguiendo los procedimientos previamente establecidos 
por el legislador, no es menos cierto que ellas no se identifican, ya que la 
acción disciplinaria se produce dentro de la relación de subordinación que 
existe entre el funcionario y la Administración en el ámbito de la función 
pública y se origina en el incumplimiento de un deber o de una prohibición, la 
omisión o extralimitación en el ejercicio de las funciones, la violación del 
régimen de inhabilidades, incompatibilidades, etc., y su finalidad es la de 
garantizar el buen funcionamiento, moralidad y prestigio del organismo 
público respectivo. Dichas sanciones son impuestas por la autoridad 
administrativa competente o por la Procuraduría General de la Nación, ente 
que tiene a su cargo la vigilancia de la conducta oficial de los servidores 
estatales”192. 
 
Y en la misma sentencia hace referencia a un pronunciamiento anterior en el que 
expresó:  
 
"Es cierto que existen elementos comunes entre el procedimiento penal y el 
procedimiento disciplinario en lo que tiene que ver con la definición y 
determinación de una conducta prohibida por la ley (tipicidad), en cuanto a la 
responsabilidad imputable al sindicado, y a la existencia de un procedimiento 
que asegure el debido proceso en la investigación y juzgamiento de las 
conductas ilícitas y la medición de las sanciones; no es menos cierto que de 
lo anterior no puede concluirse que se trata de unos mismos procedimientos, 
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pues los fines perseguidos, la naturaleza de las faltas en general, y las 
sanciones por sus particulares contenidos, difieren unos de otros”. 
 
"La prohibición legal de la conducta delictiva tiene por fin la defensa de la 
sociedad, mientras que las faltas disciplinarias buscan proteger el desempeño 
del servidor público, con miras al cumplimiento de la función pública”. 
 
"La prohibición de la conducta delictiva involucra un conjunto de patrones que 
establecen una precisión tipológica en las que se describen de manera 
detallada los elementos conformantes del tipo, de manera que, sujeto activo, 
conducta, intención, sujeto pasivo y circunstancias llevan en el procedimiento 
penal a una exhaustiva delimitación legal de las conductas; mientras que en la 
definición de las faltas disciplinarias, entran en juego, elementos propios de la 
función pública que interesan por sobre todo a contenidos político-
institucionales, que sitúan al superior jerárquico en condiciones de evaluar 
con mayor flexibilidad, y de acuerdo con criterios que permiten un más amplio 
margen de apreciación, tal como lo ha entendido el Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos, órgano competente para interpretar y aplicar el Convenio 
Europeo de Derechos Humanos”. 
 
"Las sanciones penales se dirigen, de manera general, a la privación de la 
libertad física y a la reinserción del delincuente a la vida social, al paso que 
las sanciones disciplinarias tienen que ver con el servicio, con llamados de 
atención, suspensiones o separación del servicio; lo que impone al acto 
sancionatorio un carácter independiente, de donde surge el aceptado principio 
de que la sanción disciplinaria se impone sin perjuicio de los efectos penales 
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Tal apreciación de la Corte Constitucional ha sido aceptada de manera pacífica 
por las demás Altas Cortes194, de manera que en nuestro país es posible que se 
desarrollen averiguaciones con fundamento en los mismos hechos que terminen 
en sanciones penales, disciplinarias y fiscales, llevadas a cabo de manera 
independiente, sin que por ello se considere una violación al “debido proceso” y en 
concreto al principio de “non bis in ídem”.  
 
El fundamento de esa restricción al principio que impide dos averiguaciones o 
condenas por el mismo hecho, es justificada, como se puede apreciar, en la 
diferencia que existe entre las naturalezas, objetos y finalidades que tienen las dos 
disciplinas de carácter punitivo; así como en la diferencia existente entre los dos 
procedimientos aplicables y entre las autoridades competentes para llevar a cabo 
las actuaciones; todo con fundamento en la prevalencia del interés general de 
garantizar una Administración Pública proba y eficiente. 
 
Lo que queda por dilucidar, y en su momento haremos, es si cuando se prevé una 
sanción disciplinaria administrativa de inhabilidad de 10 a 20 años para el 
desempeño de funciones públicas, tales criterios pueden mantenerse, cuando se 
vislumbra que esa clase de sanciones genera una afectación intensa a los 
derechos fundamentales del servidor público procesado, así como a los derechos 
que materializan principios del “Estado Social de Derecho”, como el principio 
democrático y participativo.  
 
En nuestra perspectiva, la Jurisprudencia no ha tomado en cuenta un aspecto en 
la distinción de las dos disciplinas punitivas, y es la importancia que reviste la 
calidad de la sanción. Si bien es cierto “la acción penal y la administrativa 
disciplinaria”  son diferentes en razón de los elementos enunciados por la Corte, 
no es menos cierto que el que se puedan llevar a cabo dos actuaciones por los 
mismos hechos independientes, obedece también a que las sanciones penales 
                                                          
194
 CONSEJO DE ESTADO, Sala Contencioso Administrativa, Sección Segunda, sentencia 10.051, 19 de marzo 
de 1998. 
108 
son cuantitativamente mayores y cualitativamente más aflictivas a los derechos y 
preceptos que fundamentan el “Estado Social de Derecho”, mientras las sanciones 
de carácter disciplinario deben ser de menor envergadura, dadas las restricciones 
que soportan los derechos procesales del sub judice. De tal manera que si en la 
presente investigación se puede establecer que la aludida sanción disciplinaria de 
inhabilidad de 10 a 20 años resulta ser demasiado aflictiva, considerando la 
restricción que sufren los derechos en la actuación administrativa, dicha sanción 
no puede ser prevista por el derecho disciplinario, sino exclusivamente por el 
derecho penal, como quiera que allí las garantías procesales son mayores.  Si se 
llega a la conclusión de que la sanción de inhabilidad genera una afectación 
intensa a los derechos fundamentales, cuando una misma conducta que tenga 
prevista esa sanción es conocida tanto por la actuación penal como por la 
disciplinaria, se desbordaría el parámetro de justicia que sirve de base al principio 
que impele a que a nadie se le juzgue o procese dos veces por el mismo hecho.   
 
 
4.1.2. “principio de legalidad” en el derecho disciplinario 
Como se esbozó anteriormente, el derecho disciplinario inicialmente se concibió 
como un conjunto de normas procedentes del derecho privado en virtud de la 
posición de dominio de la Administración frente al funcionario público que lo 
enmarcaba en un derecho administrativo sustentado en la discrecionalidad y 
basado en los principios de conveniencia y oportunidad. Las relaciones de 
sujeción se encontraban sustraídas de la regulación del órgano legislativo por 
cuanto se consideraba que este tipo de relaciones, aunque inscritas dentro de lo 
público, no estaban sometidas al principio de reserva legal, sino que su regulación 
era parte de las facultades reglamentarias del ejecutivo. Era una concepción que 
partía del principio de autonomía de la voluntad por cuanto se pensaba que 
cuando una persona ingresaba a la Administración estaba sujeta, en virtud de su 
acto voluntario de sometimiento, a la discrecionalidad en el manejo de las 
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relaciones surgidas entre el servidor público y el Estado (volenti non fit inuria)195.  
Es además necesario resaltar que en ese momento la actuación administrativa no 
tenía control jurisdiccional, por cuanto no existía la Jurisdicción Administrativa y 
regía el dogma de separación absoluta de poderes que impedía la injerencia de 
una rama del poder en otra196. En esas condiciones quedaba al arbitrio del jefe del 
organismo calificar discrecionalmente la falta de conducta, establecer el 
procedimiento y sancionar.197 
 
Más tarde, la Ley estatuyó de manera general que los funcionarios públicos 
debían cumplir sus obligaciones en la forma que señalaran las leyes y 
reglamentos, para no incurrir en responsabilidad disciplinaria, lo que supuso una 
evolución pero aún no se daba atención precisa al “principio de legalidad”198. Es la 
Ley 13 de 1984199 la que trae ese avance en lo que concierne al “principio de 
legalidad en el derecho administrativo disciplinario en Colombia”, pues establecía 
normas que regulaban la administración de personal que prestaba servicios a la 
Rama Ejecutiva en lo nacional; sin embargo, se excluía de ellas a los funcionarios 
pertenecientes a entidades descentralizadas, a los que tuviesen regímenes 
especiales y a los pertenecientes a las otras ramas del poder. Además, aspectos 
claves del derecho disciplinario seguían bajo regulación de los reglamentos 
administrativos. De modo que, aunque se reconocía a la Ley 13 de 1984 como “el 
régimen disciplinario”, en la práctica el desarrollo de la misma tenía como 
fundamento la regulación reglamentaria.  
 
En ese contexto, la Corte Suprema de Justicia venía construyendo una línea 
jurisprudencial que comenzó a introducir las garantías del derecho penal en el 
derecho disciplinario, señalando que a toda disciplina de carácter punitivo 
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(derecho penal, contravencional, disciplinario, correccional o de indignidad 
política), le son aplicables las garantías procesales y derechos reconocidos en la 
Constitución de 1886200. 
 
Con el advenimiento de la Constitución de 1991, se eleva a garantía fundamental 
el “debido proceso” que deberá aplicarse “en toda clase de actuaciones judiciales 
y administrativas” (art. 29). Y dentro del contenido de garantías se encuentra la de 
que “Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se 
le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud de las 
formas propias de cada juicio” (principio sustancial y procesal de legalidad).  
 
Adicionalmente, de los artículos 4º, 6º y 122 de la Carta se deduce el “principio de 
legalidad” al que se debe someter el derecho administrativo,201 en la medida de 
que toda competencia ejercida por las autoridades públicas debe estar 
previamente establecida en la ley, como también las funciones que les 
corresponden cumplir y los trámites a seguir antes de adoptar una decisión, pues 
las autoridades únicamente pueden actuar dentro de los límites previstos en el 
ordenamiento jurídico.  
 
Con todo, la propia Constitución otorga importancia especial a los reglamentos en 
el ámbito del Derecho Disciplinario. Esto se deduce del artículo 122 de la Carta 
cuando expresa que “no habrá empleo público que no tenga funciones detalladas 
en la ley o reglamento”, lo cual se complementa con lo indicado en el inciso 
segundo del artículo 123, según el cual “los servidores públicos están al servicio 
del Estado y de la comunidad; ejercerán sus funciones en la forma prevista por la 
Constitución, la ley y el reglamento”.   Aspectos que son aplicables a los 
particulares, por cuanto este mismo artículo señala al final que la ley determinará 
el régimen que a ellos se les aplica cuando desempeñen temporalmente funciones 
públicas.   
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La Ley 200 de 1995 constituyó el primer Código Disciplinario Único202, expedido 
con posterioridad a la Constitución de 1991, donde se recogió la evolución 
legislativa y jurisprudencial.  Posteriormente se expidió el actual estatuto 
disciplinario (Ley 734 de 2002, donde se consagró el “principio de legalidad” 
sustancial y procesal  (artículos 4º y 6º), desarrollado en sus artículos 33 a 65, que 
establecen las faltas y las sanciones, y entre los artículos 66 a 22, donde se prevé 
la regulación del procedimiento disciplinario. 
 
La Corte Constitucional ha explicado el alcance del “principio de legalidad” en 
materia disciplinaria así: 
 
En lo que tiene que ver con el régimen de inhabilidades e incompatibilidades la 
Corte Constitucional ha señalado con claridad que: "únicamente por vía legal, lo 
cual incluye a los decretos con fuerza de ley, se puede regular lo concerniente al 
régimen de inhabilidades, incompatibilidades y conflicto de intereses… como 
quiera que está de por medio el acceso a una función pública”203.  
 
 Y, en cuanto al “principio de legalidad” aplicado a las funciones, expresa la Corte:  
 
"El derecho al debido proceso reconocido por el art. 29 de la Constitución, 
consagra entre las garantías sustanciales y procesales que lo integran, el 
“principio de legalidad”, en virtud del cual le corresponde al legislador 
determinar las conductas o comportamientos que por atentar contra bienes 
jurídicos merecedores de protección son reprochables y, por lo tanto, objeto de 
sanciones. Es decir, que es función del legislador dentro de las competencias 
que se le han asignado para la conformación de la norma jurídica determinar o 
describir, en forma abstracta y objetiva, la conducta constitutiva de la infracción 
penal o disciplinaria y señalar la correspondiente sanción. 
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… 
Asunto diferente es el de si solo la ley puede describir las funciones de los 
servidores públicos que contribuyen a delimitar el ámbito de los deberes de 
estos. Expresamente la Constitución en el artículo 122 permite que el 
reglamento detalle las funciones de los empleos públicos. No obstante, la 
decisión general relativa a si la infracción, omisión o extralimitación en el 
ejercicio de las funciones detalladas en el reglamento son causa de 
responsabilidad disciplinaria compete al legislador.”204 
…  
“En lo que respecta a los deberes funcionales, en concordancia con los 
artículos 6º, 122 y 123 de la Constitución, la misma ley puede establecer que el 
funcionario que se extralimite, infrinja u omita el ejercicio de sus funciones, aún 
las detalladas en el reglamento, incurre en una falta disciplinaria. Cuando el 
legislador emplea esta técnica legislativa, la configuración de la falta depende 
tanto de la ley, que crea la prohibición y remite a una norma de menor nivel 
jerárquico que delimita su contenido, como del reglamento, que detalla las 
funciones del funcionario”.  
 
Se colige del pronunciamiento de la Corte que aunque el legislador impone de 
manera general las faltas susceptibles de sanción disciplinaria, los deberes y 
funciones a los que están obligados los funcionarios pueden establecerse en 
normas reglamentarias.  
 
En cambio, en lo que respecta a las prohibiciones, al decidir sobre la exequibilidad 
de la expresión “y reglamentos” incluida en el numeral 35 del artículo 35 de la Ley 
734 de 2002 que consagra precisamente las prohibiciones que cobijan a los 
servidores públicos, la Corte expresó: 
 
“La norma acusada por este primer cargo dice que” "a todo servidor público le 
está prohibido hacer lo que el propio artículo señala en varios numerales, pero 
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agrega, en el numeral 35, que los servidores públicos también serán 
responsables disciplinariamente por transgredir” "las demás prohibiciones 
consagradas en la ley y reglamentos”." Así, de manera expresa la norma 
acusada establece una excepción al principio de reserva de ley en la 
enunciación de las prohibiciones en el ámbito del derecho disciplinario y delega 
completamente en el reglamento la creación de prohibiciones de las cuales se 
deriva responsabilidad disciplinaria”. “Al hacer esto, el legislador violó el 
“principio de legalidad” comprendido dentro de la garantía del debido 
proceso”.205 
 
Queda claro, entonces, que la Corte Constitucional -órgano competente para 
interpretar las disposiciones de la Carta Fundamental- ha enseñado que en el 
ámbito del derecho disciplinario, el principio de reserva legal se aplica 
estrictamente al régimen de inhabilidades, incompatibilidades y conflicto de 
intereses de los servidores públicos y particulares que cumplen funciones 
públicas. Del mismo modo, el “principio de legalidad” también es riguroso en lo 
que tiene que ver con prohibiciones a los servidores públicos. Pero en relación con 
los deberes y funciones de los servidores públicos y particulares que cumplen 
funciones públicas206, las disposiciones de las normas infra legales pueden servir 
de complemento a la ley disciplinaria para establecer el incumplimiento de las 
funciones porque allí se encuentran detalladas, siempre que ello no signifique 
complementar ex novo el contenido de lo punible207.  
 
Se debe resaltar el siguiente pronunciamiento de  la Corte Constitucional en 
cuanto al “principio de legalidad” en lo disciplinario:  
 
“… aunque el “principio de tipicidad” forme parte de las garantías estructurales 
del debido proceso en los procedimientos disciplinarios, no es demandable en 
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dicho campo el mismo grado de rigurosidad que se exige en materia penal. En 
efecto, como ya se señaló, la naturaleza de las conductas reprimidas, los 
bienes jurídicos involucrados, la teleología de las facultades sancionatorias, los 
sujetos disciplinables y los efectos jurídicos que se producen frente a la 




En conclusión, para la Corte no cabe duda alguna que en el ámbito 
disciplinario los principios de legalidad y tipicidad actúan con menor 
rigurosidad que en el derecho penal delictivo, pues se admiten bajo 
determinadas condiciones el uso de tipos abiertos y de conceptos 
jurídicos indeterminados, a la vez que se le atribuye al juzgador 
disciplinario una mayor amplitud para adelantar el proceso de adecuación 
típica de las conductas reprochables. Sin embargo, en aras de preservar el 
principio de reserva de ley, esta Corporación ha sostenido que es para el 
legislador un imperativo constitucional fijar en la ley disciplinaria, como mínimo, 
(i) los presupuestos básicos de la conducta típica que será sancionada, (ii) las 
remisiones normativas o los elementos determinables cuando se haya previsto 
un tipo en blanco o un concepto jurídico indeterminado, (iii) los criterios por 
medio de los cuales se puede precisar con claridad y exactitud la conducta, (iv) 
las sanciones y las pautas mínimas que permitan su imposición y (v) los 
procedimientos que se adelanten para garantizar que su establecimiento se 
hará conforme a las exigencias mínimas del debido proceso. (El  resaltado es 
nuestro).”208 
 
 4.1.2.1. “principio de tipicidad” en el derecho disciplinario 
Teniendo en cuenta lo anterior, se puede advertir que el “principio de tipicidad”, 
como materialización del “principio de legalidad”, en el marco del derecho 
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disciplinario sufre una variación frente al derecho penal, por cuanto las normas 
disciplinarias no pueden quedar contenidas exclusivamente en el texto de la ley 
disciplinaria, pues los deberes y funciones a los que deben someterse los 
funcionarios públicos y los particulares que cumplen funciones públicas 
generalmente se encuentran en otras leyes, decretos o en normas reglamentarias.  
 
A diferencia de la tipicidad en materia penal, la disciplinaria se sustenta en el 
sistema numerus apertus o tipos abiertos. De modo que las conductas que 
constituyen falta en materia disciplinaria, se definen en normas en blanco, las 
cuales no establecen de manera exhaustiva la falta objeto de sanción, sino que 
debe acudirse a otras leyes, decretos o normas reglamentarias para determinar ya 
sea, inhabilidades, incompatibilidades o prohibiciones (estas contenidas 
exclusivamente en leyes), o los deberes y las funciones del servidor público (que 
pueden estar previstos en leyes o reglamentos).  
 
Además de lo anterior, el “principio de tipicidad” en materia disciplinaria sufre una 
restricción porque, a diferencia de lo que ocurre en el sistema penal donde si la 
falta es culposa debe establecerlo expresamente la norma, en lo disciplinario se 
permite la tipificación de faltas de manera general a las cuales se les impone una 
sanción dependiendo de la gravedad de la misma falta y de la modalidad subjetiva 
en que ésta se presente (ya sea culpa o dolo). Al respecto ha dicho la Corte 
Constitucional:  
 
“Teniendo en cuenta que como mediante la ley disciplinaria se pretende la 
buena marcha de la administración pública asegurando que los servidores del 
Estado cumplan fielmente con sus deberes oficiales, para lo cual se tipifican las 
conductas constitutivas de falta disciplinaria en tipos abiertos que suponen un 
amplio margen de valoración y apreciación en cabeza del fallador, el legislador 
en ejercicio de su facultad de configuración también ha adoptado un sistema 
amplio y genérico de incriminación que ha sido denominado”209 “numerus 




apertus”, en virtud del cual no se señalan específicamente cuales 
comportamientos requieren para su tipificación ser cometidos con culpa -como 
sí lo hace la ley penal-,  de modo que en principio a toda modalidad dolosa de 
una falta disciplinaria le corresponderá una de carácter culposo, salvo que sea 
imposible admitir que el hecho se cometió culposamente como cuando en el 
tipo se utilizan expresiones tales como “a sabiendas”, “de mala fe”, “con la 
intención de” etc. Por tal razón, el sistema de numerus apertus supone 
igualmente que el fallador es quien debe establecer cuales tipos disciplinarios 
admiten la modalidad culposa partiendo de la estructura del tipo, del bien 
tutelado o del significado de la prohibición.”210 
 
Se colige de lo anterior, que en el derecho disciplinario rige un sistema abierto 
de tipicidad tanto en relación con el aspecto objetivo descriptivo de la falta 
disciplinable, como en el aspecto subjetivo (numerus apertus).  
 
Es claro que a diferencia del sistema penal que es cerrado, por cuanto las 
conductas previstas como delitos son dolosas y excepcionalmente -cuando la ley 
lo establece taxativamente- son culposas o preterintencionales, en lo 
disciplinario a toda falta dolosa le puede corresponder una culposa, según la 
valoración que le dé el juzgador al caso. De modo que la punibilidad de la culpa, 
para la actuación administrativa disciplinaria, no es de carácter excepcional, sino 
general, pues es un grado del aspecto subjetivo, que normalmente puede 
comprender cualquier falta objetivamente considerada211.  
 
Así que la morigeración del “principio de tipicidad”, no solo se aprecia en el hecho 
de que el derecho disciplinario permite la consagración generalizada de tipos 
abiertos o en blanco; también se deduce de la amplitud que se le otorga al 
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operador disciplinario para determinar en cada caso particular qué clase de falta 
cometió el funcionario sub judice.  
 
Lo anterior se aprecia al verificar la norma. Así, en cuanto a las prohibiciones, el 
numeral 1º del artículo 35 de la Ley 734 de 2002 en comento, prescribe entre ellas 
la de “incumplir los deberes o abusar de los derechos o extralimitar las funciones 
contenidas en la Constitución, los tratados internacionales ratificados por el 
Congreso, las leyes, los decretos, las ordenanzas, los acuerdos distritales y 
municipales, los estatutos de la entidad, los reglamentos y los manuales de 
funciones, las decisiones judiciales y disciplinarias, las convenciones colectivas y 
los contratos de trabajo”. A pesar de que la Corte estableció la aplicación estricta 
del principio de reserva legal, para las prohibiciones, en materia disciplinaria, aquí 
se observa la presencia de un tipo en blanco cuando señala como tal, incumplir los 
deberes indicados en una gran diversidad de normas de carácter constitucional, 
legal e infra legal.  
 
Ahora, el artículo 43 del Código Único Disciplinario consagra de manera general 
los criterios para determinar la gravedad o levedad de las faltas; establece que las 
faltas gravísimas son las que taxativamente señale en el mismo Código212, pero 
para determinar si una falta es grave o leve señala unos criterios que el operador 
disciplinario debe tener en cuenta213.    
 
El artículo 48 establece la relación de las faltas gravísimas. Aun cuando en ellas 
el criterio pretende ser cerrado según lo indicado en el citado artículo 43, 
algunas de las faltas previstas dan margen para que el operador disciplinario 
evalúe y establezca, según su criterio, circunstancias del caso particular. Por 
ejemplo cuando señala como falta (numeral 2º) “obstaculizar de manera grave la 
o las investigaciones…”, queda a criterio del operador disciplinario determinar si 
la conducta es grave. Otro ejemplo en el mismo sentido es la falta contemplada 
en el numeral 3º, que tipifica  la conducta de “Dar lugar a que por culpa 






gravísima se extravíen, pierdan o dañen bienes del Estado…”. Queda a criterio 
de quien juzga, determinar si se actuó con culpa gravísima. 
 
En otros casos, las faltas gravísimas establecidas en el catálogo del Código 
Único Disciplinario, se refieren al incumplimiento de deberes o el incurrir en 
prohibiciones previstas en otras normas, como es el caso del numeral 52, que 
tipifica la conducta de “no dar cumplimiento injustificadamente a la exigencia de 
adoptar el Sistema Nacional de Contabilidad Pública”; o la prevista en el numeral 
53 que establece como falta “Desacatar las órdenes e instrucciones contenidas 
en las Directivas Presidenciales…” , como también la conducta señalada en el 
numeral 65 ”No dar cumplimiento a las funciones relacionadas con la gestión del 
riesgo de desastre en los términos establecidos en la ley”,  entre otras. 
 
Como se observa, aún en las faltas previstas como gravísimas, en las que la 
norma ha establecido que éstas serán las que taxativamente señale la Ley, el 
“principio de tipicidad” sufre restricciones en materia disciplinaria, por cuanto en 
algunas de las faltas se deja al operador margen para aplicar su criterio al 
evaluar el caso particular, y algunas faltas se configuran como tipos abiertos que 
remiten a otras normas para ser complementados.   
 
Si ello es así en relación con las faltas gravísimas donde el criterio es 
supuestamente la taxatividad, en lo que tiene que ver con las faltas graves y 
leves, el “principio de tipicidad” prácticamente languidece a su mínima expresión, 
pues el artículo 43 prevé que para establecer qué conductas son graves y leves 
se deben tener en cuenta los siguientes criterios:  
 
1. El grado de culpabilidad. 
2. La naturaleza esencial del servicio. 
3. El grado de perturbación del servicio. 
4. La jerarquía y mando que el servidor público tenga en la respectiva 
institución. 
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5. La trascendencia social de la falta o el perjuicio causado. 
6. Las modalidades y circunstancias en que se cometió la falta, que se 
apreciarán teniendo en cuenta el cuidado empleado en su preparación, 
el nivel de aprovechamiento de la confianza depositada en el investigado 
o de la que se derive de la naturaleza del cargo o función, el grado de 
participación en la comisión de la falta, si fue inducido por un superior a 
cometerla, o si la cometió en estado de ofuscación originado en 
circunstancias o condiciones de difícil prevención y gravedad extrema, 
debidamente comprobadas. 
7. Los motivos determinantes del comportamiento. 
8. Cuando la falta se realice con la intervención de varias personas, sean 
particulares o servidores públicos. 
9. La realización típica de una falta objetivamente gravísima cometida con 
culpa grave, será considerada falta grave. 
 
Aspectos que quedan dentro de un marco amplio de discrecionalidad del 
funcionario que juzga y, si bien es cierto debe cumplir con un sustento motivado 
razonable, cada caso particular puede dar lugar a diferentes interpretaciones y 
discusiones sobre si la conducta es en realidad grave o leve, lo que constituye 
una restricción al “principio de tipicidad”.  Esto en lo que tiene que ver con la 
calificación objetiva de la falta.  
 
Pero además del margen con que cuenta el operador disciplinario para calificar 
la falta en el aspecto objetivo, queda a su criterio determinar la modalidad 
subjetiva de la misma falta -esto es, si se actuó a título de culpa (ya sea 
gravísima, grave  o leve)  o de dolo-; lo que repercutirá en la determinación de la 
sanción a imponer. Ello se desprende de la manera como se han previsto las 
sanciones disciplinarias en el artículo 44, pues la sanción de inhabilidad general 
se establece para faltas gravísimas dolosas o realizadas con culpa gravísima; la 
sanción de suspensión en el ejercicio del cargo e inhabilidad especial se prevé 
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para  faltas graves dolosas o gravísimas culposas214; para las faltas graves 
culposas se establece sanción de suspensión simplemente; multa para las faltas 
leves dolosas; y amonestación escrita para las faltas leves culposas.  
 
De tal manera que el aspecto subjetivo de la falta incide en la sanción a aplicar; 
y esa valoración queda al arbitrio del operador. Facultad que no es de libertad 
discrecional absoluta, por cuanto el parágrafo del mismo artículo 44 señala que: 
“Habrá culpa gravísima cuando se incurra en falta disciplinaria por ignorancia 
supina, desatención elemental o violación manifiesta de reglas de obligatorio 
cumplimiento. La culpa será grave cuando se incurra en falta disciplinaria por 
inobservancia del cuidado necesario que cualquier persona del común imprime a 
sus actuaciones”; pero la interpretación de esa disposición al caso particular deja 
un margen que puede dar lugar a controversia, pues los conceptos como la 
ignorancia supina, desatención elemental y demás, no son unívocos.  
 
4.1.2.2. La Favorabilidad en el derecho disciplinario 
Este principio tiene una aplicación semejante a la ofrecida por el derecho penal. El 
artículo 14 del Código Único Disciplinario lo consagra así:  
 
Artículo 14.Favorabilidad. En materia disciplinaria la ley permisiva o favorable, 
aun cuando sea posterior, se aplicará de preferencia a la restrictiva o 
desfavorable. Este principio rige también para quien esté cumpliendo la 
sanción, salvo lo dispuesto en la Carta Política215. 
 
La Sentencia C-948 de 2002 de la Corte Constitucional declaró exequible la 
expresión subrayada, indicando que: 
 
“… la consecuencia derivada de la aplicabilidad en un caso concreto de la 
inhabilidad que se deriva de la condena por la comisión de un delito contra el 






patrimonio del Estado será que en ningún caso se pueda invocar la aplicación 
del principio de favorabilidad en materia disciplinaria (art. 14 de la Ley 734 de 
2002) o el derecho a la rehabilitación luego de cumplida la sanción que se haya 
impuesto en un caso determinado (artículo 32 -segundo inciso- de la Ley 734 
de 2002), para que no se aplique la inhabilidad intemporal establecida en la 
Constitución como consecuencia de la comisión de un delito que afecta el 
patrimonio del Estado, ello por sí mismo no hace que la mención que se hace 
al respecto en las normas acusadas sea inconstitucional. 
 
La Corte precisa además que en la medida en que una misma conducta puede, 
como ya se señaló, a la vez configurar un delito y una falta disciplinaria en los 
términos del numeral 1 del artículo 48 de la Ley 734 de 2002, la mención que 
hacen dichas disposiciones hace que la posible modificación que de la norma 
disciplinaria se haga por el Legislador en determinado momento en ningún 
caso se pueda entender como la eliminación de la inhabilidad establecida 
directamente por el Constituyente.” 
 
Consideramos que la Corte en este caso, se refiere a la aplicación del principio de 
favorabilidad en presencia de dos normas concomitantes216 (penal y disciplinaria) 
en las que se impongan sanciones, no al “principio de favorabilidad” en relación 
con la vigencia de normas. Bajo esa consideración, la conclusión que resulte en 
este trabajo de comparar las dos disciplinas respecto de los demás principios, se 
puede aplicar al principio de favorabilidad en la connotación que le da aquí la 
Corte. Es de notar que el sustento que tiene la Corte para admitir que no se viola 
el principio de “non bis in ídem” cuando se contempla la sanción de inhabilidad 
tanto en el ámbito penal como disciplinario, es el mismo sustento que le sirve a la 
Corte para aducir que no se viola el principio de favorabilidad. De modo que si se 
llegara a la conclusión en este trabajo de que la sanción disciplinaria de 
inhabilidad de 10 a 20 años es desproporcionada de cara al principio de non bis in 




ídem, lo será también respecto de principio de favorabilidad entendido desde la 
perspectiva de las dos normas concomitantes que regulan el hecho.  
 
Queda claro en todo caso que el principio de favorabilidad tomado desde la noción 
de su aplicación referida al tránsito de una legislación a otra, se cumple en el 
derecho disciplinario como en el derecho penal217. 
  
4.1.3. “Principios de igualdad, proporcionalidad y necesidad en el 
derecho disciplinario”. 
Conforme a la connotación que tiene el “principio de igualdad”, a la que se ha 
hecho alusión en acápites anteriores, en el sentido de que no consiste en 
identidad absoluta sino en proporcionalidad o equivalencia entre dos o más entes 
que se comparan,218 las normas de carácter disciplinario, en tanto especie del 
derecho sancionador, deben cumplir el presupuesto exigido de que el legislador 
debe considerar, al cumplir su función, los condicionantes diferenciadores para 
realizar el principio de  igualdad material y no puramente formal, lo cual supone 
que la ley debe obedecer a criterios de razonabilidad y proporcionalidad.  
 
Recordamos que la Corte Constitucional ha explicado, al desarrollar el principio-
derecho de igualdad 219, que bajo el criterio de proporcionalidad las autoridades 
deben realizar un juicio sobre la pertinencia de los medios para alcanzar fines 
constitucionalmente legítimos, verificar si los medios son necesarios (esto es, si no 
existe un medio menos gravoso a los derechos con el cual se pueda conseguir el 
fin perseguido), y realizar una ponderación entre los bienes que se enfrentan para 
hacer prevalecer el más importante.  Juicio de razonabilidad y proporcionalidad 
que es imperativo tanto para el legislador al establecer normas que persigan fines 




 Sentencia C-394 de 1995. (Baracald Méndez, María Stella. “El sistema penitenciario y carcelario en 
Colobia: El concepto de alta seguridad en la justicia especializada”, Revista Policía y Seguridad Pública, 
2014.) 
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constitucionales que afectan derechos a los ciudadanos, como para las 
autoridades judiciales y administrativas al aplicar o ejecutar la Ley.  
 
Bajo tales presupuestos, la igualdad y proporcionalidad se traducen en que en 
toda previsión de normas de carácter punitivo el legislador está impedido para 
tipificar conductas y fijar sanciones que sean excesivas, y resultan tales las que 
restrinjan sustancialmente los derechos fundamentales, cuando no son 
necesarias, proporcionales y razonables para proteger bienes constitucionales 
importantes220.  
 
Recordemos también, de otro lado, que bajo ese presupuesto de proporcionalidad 
se ha promulgado “el principio de mínima intervención o ultima ratio, según el cual, 
el ejercicio de la facultad sancionatoria criminal debe operar cuando las demás 
alternativas de control han fallado”. “De modo que la decisión de criminalizar un 
comportamiento humano debe ser el último de los mecanismos a escoger del 
espectro de sanciones que el Estado está en capacidad jurídica de imponer”. Uno 
de esos medios de control, menos aflictivo a los derechos y anterior a la punición 
penal, es precisamente el derecho disciplinario; lo cual indica lógicamente que las 
sanciones previstas para las faltas disciplinarias deben ser necesariamente menos 
drásticas que las previstas por el derecho penal. De lo contrario se invertiría el 
sentido lógico del principio de última ratio. 
 
Conforme a ese planteamiento, las consecuencias previstas para los 
comportamientos más reprochables, son penas que incluso pueden afectar 
derechos inherentes al individuo -como la libertad- o derechos que restringen el   
ejercicio de prerrogativas inherentes al “Estado Social de Derecho” democrático y 
participativo -como el ejercicio de funciones públicas-; “las cuales desde la 
perspectiva de la necesidad, proporcionalidad y razonabilidad deberían ser el 
recurso extremo al que puede acudirse para reprimir un comportamiento que 
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afecta los intereses sociales”: el derecho penal.221 “Y las sanciones de carácter 
administrativo disciplinario, en consideración a la naturaleza, finalidad y objeto del 
derecho disciplinario”222, no pueden implicar sanciones que graven con mayor 
intensidad los derechos del procesado, comparadas con las de índole penal. Ello 
por cuanto esa diferencia existente entre las dos disciplinas justifica una relajación 
de las garantías sustanciales y adjetivas en el derecho al debido proceso dentro 
del derecho disciplinario, y “en el marco del Estado Social de Derecho” en el que 
predominan los postulados del “respeto a la dignidad humana” y la vigencia de un 
orden justo, el derecho disciplinario debe circunscribirse a su objeto, fin y 
naturaleza, y no excederse del ámbito que le es razonable al prever e imponer 
sanciones, teniendo en cuenta la restricción que sufren los derechos del 
procesado223. 
 
Podemos observar que los principios de proporcionalidad, razonabilidad y 
necesidad de la sanción, tienen dos perspectivas: Una dirigida al orden jurídico en 
general, en la cual se busca que el derecho penal sea la “última ratio” y en esa 
perspectiva el derecho disciplinario debe ser un medio de control menos aflictivo a 
los derechos del sancionado.  Y la otra perspectiva se plantea al interior del 
derecho disciplinario, en el sentido de que las sanciones previstas y aplicadas 
deben ser proporcionales a la gravedad de las  faltas y a la culpabilidad.  
 
En la segunda parte de este trabajo habrá ocasión de analizar el alcance que tiene 
“la sanción disciplinaria administrativa de inhabilidad de 10 a 20 años para el 
desempeño de funciones públicas”, lo que permitirá establecer si esa clase de 
sanción (“prevista en sede de un proceso administrativo disciplinario donde se 
reducen las garantías sustanciales y adjetivas del derecho al debido proceso224),  
genera o no una afectación excesiva a los derechos fundamentales del servidor 
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público procesado, así como a los derechos que materializan “principios del 
Estado Social de Derecho, como el principio democrático y participativo”225.  
 
Lo que hasta ahora se vislumbra, y se deduce de los principios de 
proporcionalidad y necesidad, es que las sanciones penales deben ser las que 
cuantitativamente y cualitativamente resultan más aflictivas a los derechos y 
preceptos que fundamentan el “Estado Social de Derecho”, mientras las sanciones 
de carácter disciplinario deben ser de menor intensidad, dadas la restricciones que 
sufren los derechos procesales en este sistema. De tal manera que si en la 
presente investigación se puede establecer que la sanción disciplinaria de 
inhabilidad de 10 a 20 años resulta ser demasiado gravosa, considerando la 
restricción que sufren los derechos en la actuación administrativa, dicha sanción 
no puede ser prevista por el derecho disciplinario, sino por el derecho penal, como 
quiera que allí las garantías procesales son mayores, de lo contrario se 
quebrantaría el principio de proporcionalidad y se desvirtuaría el postulado de 
ultima ratio que éste tiene.    
 
4.1.4. Principio de lesividad en el derecho disciplinario – Ilicitud 
Sustancial  
Las diferencias que toma el principio de antijuridicidad en el Derecho Disciplinario 
frente al Derecho Penal, surgen a propósito de una “dogmática teleológica que 
impone la idea de instituciones regidas por finalidades diferentes”226. Como hemos 
visto, éstas en el derecho penal son “bienes jurídicos” pero en el disciplinario 
“deberes funcionales”227.  
 
“La jurisprudencia constitucional ha dicho que “las normas disciplinarias tienen 
como finalidad encauzar la conducta de quienes cumplen funciones públicas 
mediante la imposición de deberes con el objeto de lograr el cumplimiento de los 
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cometidos fines y funciones estatales”. De allí que “el objeto de protección del 
derecho disciplinario es sin lugar a dudas el deber funcional de quien tiene a su 
cargo una función pública””228.  
 
Conforme a ese objeto y fin, en “el derecho sancionatorio disciplinario los tipos de 
ilicitud son por norma general tipos de mera conducta, de manera que la noción de 
desvalor de acción toma singular importancia”229. De manera tal que aquí el 
resultado de una conducta se puede ver circunscrito a la afectación de deberes 
funcionales, lo cual genera un concepto propio del ámbito disciplinario, equivalente 
a la antijuridicidad en el derecho penal: la ilicitud sustancial (artículo 5 del Código 
Único Disciplinario). 
 
“El concepto de ilicitud sustancial es especial y definitorio del Derecho 
Disciplinario, diferente al concepto de antijuridicidad material propio del Derecho 
Penal”230. La Corte Constitucional resalta la importancia de este concepto como 
contenido de la antijuridicidad y fundamento de la responsabilidad disciplinaria, 
materializado en el incumplimiento de los deberes funcionales. Al respecto dice la 
Corte:  
 
“(...)En lo relativo con el incumplimiento de los deberes funcionales como 
fundamento de la responsabilidad disciplinaria, la Corte ha señalado que los 
servidores públicos, en el ejercicio de los cargos para los cuales hayan sido 
nombrados, deben buscar el logro del objetivo principal para el cual fueron 
nombrados, el cual es servir al Estado y a la comunidad con estricta sujeción 
a lo dispuesto en la Constitución, la ley y el reglamento, “por lo tanto, pueden 
verse sometidos a una responsabilidad pública de índole disciplinaria, cuando 
en su desempeño vulneran el ordenamiento superior y legal vigente, así como 
por la omisión o extralimitación en el ejercicio de sus funciones (C.P., arts. 6o. 
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y 123).231” Lo expresado en razón de que la finalidad del derecho disciplinario 
es la de salvaguardar la obediencia, la disciplina, la rectitud y la eficiencia de 
los servidores públicos”232.  
 
…  “De ahí que el fundamento de la responsabilidad disciplinaria es la 
inobservancia de los deberes funcionales del servidor público, tal y como lo 
establecen la Carta, las leyes y los reglamentos aplicables al caso. 
Consecuente con lo anterior, el derecho disciplinario valora la inobservancia 
de normas positivas en cuanto ella implique el quebrantamiento del deber 
funcional, esto es, el desconocimiento de la función social que le incumbe al 
servidor público o al particular que cumple funciones públicas”. 
 
…  “En igual sentido la Corte ha manifestado “que si los presupuestos de una 
correcta administración pública son la diligencia, el cuidado y la corrección en 
el desempeño de las funciones asignadas a los servidores del Estado, la 
consecuencia jurídica de tal principio no podría ser otra que la necesidad de 
castigo de las conductas que atentan contra tales presupuestos, conductas 
que - por contrapartida lógica- son entre otras, la negligencia, la imprudencia, 
la falta de cuidado y la impericia. En términos generales, la infracción a un 
deber de cuidado o diligencia (…)”233 
 
La línea jurisprudencial ha afianzado, entonces, el concepto de ilicitud sustancial 
como desarrollo del “principio de lesividad en el derecho disciplinario” indicando 
que “el fundamento de la imputación en esta materia está determinado por la 
infracción a los deberes funcionales del servidor público”. Las faltas que prevé el 
legislador que son susceptibles de sanción disciplinaria son las que suponen 
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contravención a esos deberes funcionales, lo cual constituye la ilicitud 
sustancial234 
 
La Jurisprudencia es prolija en este tema y se puede concluir de sus 
pronunciamientos que la antijuridicidad o lesividad en el derecho disciplinario se 
fundamenta en la necesidad de garantizar “el buen funcionamiento del Estado y 
por ende sus fines, por lo que las conductas que se tipifiquen como faltas 
disciplinables  no pueden ser otras sino las que atenten contra esos fines”235. “En 
esa medida, no es posible sancionar conductas que hagan abstracción de los 
deberes funcionales que les incumben a los servidores públicos”236.  
 
Aparece evidente la diferencia en lo que toca a éste principio al comparar las dos 
disciplinas. Respecto del injusto penal, la responsabilidad se funda en la 
causación de un resultado entendido en su dimensión normativa, resultado que 
contradice el orden jurídico (antijuridicidad formal) y que, además, pone en peligro 
efectivo o afecta concretamente el bien jurídico tutelado con el delito 
(antijuridicidad material). En cambio, respecto del ilícito disciplinario, la 
responsabilidad surge de la infracción al deber funcional. De tal manera que el 
concepto de ilicitud sustancial se reduce prácticamente al reproche por obrar en 
forma contraria al deber funcional, sin que se exija un resultado concreto más allá 
del actuar contrariando los deberes y funciones o extralimitándose en ellos. En ese 
sentido las conductas disciplinables son todas de mera conducta237.  
 
4.1.5. Derecho Penal de acto en el derecho disciplinario 
Hemos visto que “las garantías propias del debido proceso se reducen en el 
ámbito disciplinario, en razón de la prevalencia del interés general y del mayor 
compromiso que asume un ciudadano al adoptar la investidura de servidor 
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público”, pues, como lo dispone “el artículo 6º superior, los particulares sólo son 
responsables ante las autoridades por infringir la Constitución y las leyes mientras 
los servidores públicos lo son por la misma causa y por omisión o extralimitación 
en el ejercicio de sus funciones”238. 
 
Esa afirmación en si misma indica una restricción al principio de derecho 
sancionatorio de acto y no de autor, pues de ella se deduce mayor responsabilidad 
a quienes ostentan la especial calidad de servidores públicos, es decir, un 
gravamen mayor a la persona por lo que es. Asunto que se determina antes de 
valorar sus acciones objetivas.  
 
Esa restricción al principio de derecho sancionatorio de acto y no de autor es 
aceptable, e inclusive plausible, “tanto en el ámbito del derecho penal como en el 
derecho disciplinario”239, y se funda en el principio de igualdad material, por cuanto 
es de elemental justicia que se le dé un tratamiento especial de exigencia mayor a 
quien funge como servidor del Estado o ejerce función pública, quien debe cumplir 
cabalmente sus funciones y no abusar de ellas aprovechándose de su posición.  
Así, en el derecho penal el principio sufre afectación justificada cuando se tipifican 
conductas con sujeto activo calificado (el servidor público), imponiendo para ellas 
sanciones específicas más drásticas que las que generan conductas similares 
cometidas por particulares, por el solo hecho de cumplir esa calidad. Y en el 
derecho disciplinario esta garantía lógicamente también se reduce, por cuanto la 
sanción disciplinaria únicamente se aplica a quienes ejercen función pública. En 
ambos casos el principio según el cual la responsabilidad debe surgir del acto y no 
de la calidad del sujeto es matizado por el interés que tiene la sociedad de 
asegurar una administración proba y eficiente. 
 
Con todo, tal restricción “al principio de derecho penal de acto y no de autor, en 
aras de hacer prevalecer el interés general, no puede desdibujarse tanto hasta 






negar la dignidad del hombre, que habita bajo la investidura de servidor público, 
por cuanto se atentaría contra un valor esencial del Estado”240. Por ello, “tanto en 
el derecho penal como en el disciplinario el hecho elevado a delito o a falta debe 
suponer un acto exteriorizado”; la sanción no puede deslindarse exclusivamente 
de la calidad que tenga el ciudadano al momento de realizarla. “Asimismo la 
sanción, penal o administrativa, debe tener en cuenta que de acuerdo con el 
principio de derecho de acto, el sujeto responde por sus conductas conscientes y 
libres, es decir por la comisión de conductas conocidas y queridas por el mismo (lo 
que implica el elemento subjetivo), previstas expresa y previamente en la ley como 
contrarias a bienes fundamentales de la sociedad y de sus miembros y que hacen 
a aquel merecedor de una sanción”. 
 
Se itera entonces, que en el derecho disciplinario, como en el penal,  el principio 
de imponer la sanción en virtud del acto y no en razón de la calidad del autor, 
sufre una disminución manifiesta en favor del propósito de proteger la 
administración pública y evitar la corrupción de sus funcionarios. Es claro que en 
lo que tiene que ver con el principio de derecho punitivo de acto y no de autor, 
cuando se trata de conductas desplegadas por quienes ejercen función pública, la 
disminución de esta garantía es semejante en las dos disciplinas y se justifica en 
los mismos criterios; sin embargo, en lo que corresponde a la presente 
investigación, habrá de establecerse si con la sanción disciplinaria de inhabilidad 
de 10 a 20 años “para el desempeño de funciones públicas prevista en el C.U.D.”, 
se genera o no una afectación excesiva a esa garantía, que es un postulado 
fundamental del derecho sancionatorio dentro del “Estado Social de Derecho 
(cuyo sustento son el principio de dignidad humana”241, el principio democrático, el 
de participación y el principio pluralista), pues, como hemos observado, en el 
derecho disciplinario esta no es la única garantía que sufre disminución, mientras 
en el derecho penal, todas las demás se mantienen incólumes.  
 
                                                          
240
 Cote-Barco, Gustavo Emilio. “LA NECESIDAD DE LA PENA-REFLEXIONES A PARTIR DE LOS ARTÍCULOS 3 Y 4 




4.1.6. “La Culpabilidad en el derecho disciplinario” 
“El derecho disciplinario acoge de manera general el presupuesto de que la 
sanción que se prevea para una conducta disciplinable  típica, debe considerar los 
fines o móviles del acto”242. Así lo contempla el artículo 13 del C.U.D. cuando 
expresa  que: “En materia disciplinaria queda proscrita toda forma de 
responsabilidad objetiva. Las faltas sólo son sancionables a título de dolo o culpa”. 
No prevé el artículo el supuesto de preterintención que está presente en la ley 
penal, pero es claro que el derecho disciplinario exige un elemento subjetivo en la 
conducta  sancionable.  
 
Una parte de las disminuciones que sufre esta garantía en el derecho disciplinario 
la hemos estudiado en su momento en el acápite relativo al “principio de legalidad 
y tipicidad”, donde concluimos que en “el ámbito disciplinario esos principios 
actúan con menor rigurosidad que en el derecho penal delictivo, pues se admite el 
uso de tipos abiertos y de conceptos jurídicos indeterminados, del mismo modo 
que se permite al juzgador disciplinario una mayor discrecionalidad para la 
adecuación típica de las conductas sancionables”243. 
 
En su momento observamos que el “principio de tipicidad” en materia disciplinaria 
sufre una restricción porque, a diferencia de lo que ocurre en el sistema penal 
donde si la falta es culposa debe establecerlo expresamente la norma, en lo 
disciplinario se permite la tipificación de faltas de manera general a las cuales se 
les impone una sanción dependiendo de la gravedad de la misma falta y de la 
modalidad subjetiva en que ésta se presente. Tal condición del derecho 
disciplinario es justificada, como en los otros temas, en la diferente finalidad que 
persigue esta disciplina al compararla con el derecho penal. “Aquí el legislador 
está facultado para adoptar un sistema amplio y genérico de incriminación 
(“numerus apertus”), en el cual no se señalan específicamente los 
comportamientos que requieren para su tipificación ser cometidos con culpa -como 






se exige en la ley penal”-, permitiendo al fallador “establecer cuales tipos 
disciplinarios admiten la modalidad culposa partiendo de la estructura del tipo, del 
bien tutelado o del significado de la prohibición”. 
 
Del estudio realizado al “principio de tipicidad” pudimos constatar  que el operador 
disciplinario (en oposición al juez penal) cuenta con un amplio margen para 
calificar la falta en el aspecto objetivo y además queda a su criterio determinar la 
modalidad subjetiva de la falta - si se actuó a título de culpa gravísima, grave o 
leve,  o de dolo-lo que repercute en la determinación de la sanción a imponer. 
Asunto que deja ver una reducción en “el principio de culpabilidad” (en su noción 
laxa), en el marco del derecho disciplinario, comparado con el derecho penal.   
 
Ahora, en cuanto a la culpabilidad entendida bajo la noción de exigibilidad y 
conciencia de la antijuridicidad, el artículo 28 del C.U.D. acoge entre las causales 
de exclusión de responsabilidad que tienen que ver con este tema: “La convicción 
errada e invencible de que la conducta no constituye falta disciplinaria y  la 
situación de inimputabilidad. Se evidencia en ello que el derecho penal es mucho 
más descriptivo en las causales de exclusión relativas al asunto de la exigibilidad 
de la conducta al inculpado”.  En ese aspecto, el derecho disciplinario es también 
más abierto, pues al comparar la descripción consagrada para el error en el 
artículo 32 de la Ley 599 de 2000, claramente se encuentran separados en 
literales diferentes “el error de tipo y el error de prohibición”244, en cada caso se 
determina en que consiste el error y se establecen diferencias en la sanción 
cuando se trata de vencible o invencible.  “Mientras en el C.U.D. tan solo se 
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4.1.7. El Derecho al Debido Proceso adjetivo en el derecho 
disciplinario. 
 
4.1.7.1. Principio de Jurisdiccionalidad vs competencia administrativa 
El principio de jurisdiccionalidad, como se estudió en su momento, surge del 
postulado que anuncia que ninguna persona puede ser condenada sin un juicio 
previo. Para el derecho penal, donde se prevén las infracciones más graves, 
“dicho principio no puede obrar sin la preexistencia de la separación de poderes, 
fundamento del Estado de derecho”246.  De donde se colige que el proceso penal, 
para que cumpla el principio de jurisdiccionalidad propio del Estado de Derecho, 
sólo puede ser de conocimiento de un juez adscrito a la rama jurisdiccional, cuya 
investidura cumpla con la condición de independencia respecto de las otras ramas 
del poder. “Pero además, el juicio penal legítimo supone el cumplimiento del 
“principio de legalidad” referido al proceso, esto es, previsión del juez natural y de 
la norma adjetiva aplicable al caso, con los que se asegure la imparcialidad, 
autonomía e independencia del juzgador”247.  
 
En el “derecho disciplinario, el principio de jurisdiccionalidad sufre, como en los 
demás principios, restricciones. De hecho, no obra en la actuación disciplinaria el 
principio de jurisdiccionalidad propiamente dicho, pues el disciplinario no es un 
juicio sino un trámite administrativo; tema que a la luz de los diferentes 
pronunciamientos de la Corte Constitucional a los que nos hemos referido”248, se 
justifica en razón de la naturaleza, objeto y finalidad que tiene el derecho 
disciplinario, que lo hacen una disciplina distinta y autónoma en relación con el 
derecho penal. Se justifica dispensar al derecho disciplinario de los preceptos que 
forman el principio de jurisdiccionalidad, en la relación de sumisión del servidor 
público frente al Estado y en el postulado del prevalencia del interés general para 
asegurar la moralidad y eficiencia administrativa. El proceso disciplinario se 
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cumple en el marco de reglas de la propia Administración, como quiera que su 
objeto son las faltas de naturaleza interna a la Administración. Ello lo diferencia del 
procedimiento adecuado para establecer la responsabilidad penal249.  
 
Es así como la actuación administrativa disciplinaria generalmente se encuentra 
bajo la égida de un funcionario de la propia entidad a la que está vinculado el 
servidor  público procesado. “No obstante, en el ordenamiento jurídico colombiano 
ha quedado dispersa la competencia para el ejercicio de la acción disciplinaria en 
diferentes órganos, unos de naturaleza administrativa, otros son entes de control 
cuyas actuaciones son también administrativas”250. “En relación con la 
responsabilidad disciplinaria de jueces, magistrados y abogados”, sus casos si son 
de conocimiento de “las Salas Disciplinarias del Consejo Superior de la Judicatura, 
y las faltas disciplinarias atribuidas al Procurador General de la Nación son de 
competencia de las salas plenas de la  Corte Suprema de Justicia o del Consejo 
de Estado (únicos órganos de naturaleza jurisdiccional que conocen de la acción 
disciplinaria)”251.  
 
Es así como el artículo 67 de la Ley 734 de 2002 (C.U.D.), prevé la competencia 
disciplinaria en los siguientes términos:  
 
“ARTÍCULO 67. EJERCICIO DE LA ACCIÓN DISCIPLINARIA. La acción 
disciplinaria se ejerce por la Procuraduría General de la Nación; los Consejos 
Superior y Seccionales de la Judicatura; la Superintendencia de Notariado y 
Registro; los personeros distritales y municipales; las oficinas de control 
disciplinario interno establecidas en todas las ramas, órganos y entidades del 
Estado; y los nominadores y superiores jerárquicos inmediatos, en los casos a 
los cuales se refiere la presente ley.”  
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A diferencia de la garantía de jurisdiccionalidad que obra en penal, en el derecho 
disciplinario el debido proceso se cumple con la competencia asignada a esos 
funcionarios, restringiéndose así la garantía que ofrece la separación de poderes, 
que a su vez implica una disminución en los preceptos de independencia y 
autonomía del operador que decide. 
 
“El artículo 74 del C.U.D dispone que la competencia se determinará teniendo en 
cuenta la calidad del sujeto disciplinable, la naturaleza del hecho, el territorio 
donde se cometió la falta, el factor funcional y el de conexidad, y que en los casos 
en que resulte incompatible la aplicación de los factores territorial y funcional, para 
determinar la competencia, prevalecerá este último”. 
 
“El artículo 75 señala que corresponde a las entidades y órganos del Estado, a las 
administraciones central y descentralizada territorialmente y por servicios, 
disciplinar a sus servidores o miembros”252. Pero en cuanto a “los particulares 
disciplinables lo serán exclusivamente por la Procuraduría General de la Nación, 
salvo para los Notarios, cuyos procesos son de conocimiento de la 
Superintendencia de Notariado y Registro”253. Además establece este artículo, 
“que cuando en la comisión de una o varias faltas disciplinarias conexas 
intervengan servidores públicos y particulares disciplinables, la competencia 
radicará exclusivamente en la Procuraduría General de la Nación y se determinará 
conforme a las reglas de competencia que gobiernan a los primeros”. 
 
El mismo artículo consagra que “las personerías municipales y distritales se 
organizarán de tal forma que cumplan con el principio de la doble instancia, 
correspondiendo la segunda en todo caso al respectivo personero. Donde ello no 
fuere posible la segunda instancia le corresponderá al respectivo Procurador 
Regional”254. 
 








Y el “artículo 76 del mismo C.U.D establece que toda entidad u organismo del 
Estado, con excepción de las competencias de los Consejos Superior y 
Seccionales de la Judicatura, deberá organizar una unidad u oficina del más alto 
nivel, cuya estructura jerárquica permita preservar la garantía de la doble 
instancia, encargada de conocer y fallar en primera instancia los procesos 
disciplinarios que se adelanten contra sus servidores; si no fuere posible 
garantizar la segunda instancia por razones de estructura organizacional indica la 
norma que conocerá del asunto la Procuraduría General de la Nación de acuerdo 
a sus competencias”. Adicionalmente establece el artículo, que “en aquellas 
entidades u organismos donde existan regionales o seccionales, se podrán crear 
oficinas de control interno del más alto nivel, con las competencias y para los fines 
anotados”255. Indica el mismo artículo que, “en todo caso, la segunda instancia 
será de competencia del nominador, salvo disposición legal en contrario. En 
aquellas entidades donde no sea posible organizar la segunda instancia, será 
competente para ello el funcionario de la Procuraduría a quien le corresponda 
investigar al servidor público de primera instancia”256. 
 
Además, “el Parágrafo 3º.del citado artículo 76 impone que donde no se hayan 
implementado oficinas de control interno disciplinario, el competente será el 
superior inmediato del investigado y la segunda instancia corresponderá al 
superior jerárquico de aquél”. 
 
“El artículo 78 señala que los procesos disciplinarios que adelante la Procuraduría 
General de la Nación y las personerías distritales y municipales se tramitarán de 
conformidad con las competencias establecidas en la ley que determina su 
estructura y funcionamiento y resoluciones que la desarrollen, con observancia del 
procedimiento establecido en el C.U.D”257. 
 








Según “el artículo 79, cuando existan faltas en las que hubiesen participado 
servidores públicos pertenecientes a distintas entidades, el servidor público 
competente de la que primero haya tenido conocimiento del hecho, informará a las 
demás para que inicien la respectiva acción disciplinaria, permitiéndose así 
procedimientos independientes para cada procesado.  Pero cuando la 
investigación sea asumida por la Procuraduría o la Personería se conservará la 
unidad procesal”. 
 
“La Procuraduría General de la Nación tiene un poder disciplinario preferente o 
prevalente, conforme al dictamen del artículo 277 de la Constitución, facultad que 
es desarrollada en el artículo 69 del C.U.D.”258, en donde se indica que puede 
asumir de “oficio o a petición de parte la investigación” iniciada por cualquier otro 
organismo y en ese caso se suspenderá la actuación poniéndose a disposición de 
la Procuraduría que la agotará hasta la decisión final.   
 
Se puede deducir de las normas referidas, que el principio de separación de 
poderes, y por lo tanto la garantía de la jurisdiccionalidad, son inaplicables en la 
actuación disciplinaria, en virtud de la naturaleza misma del derecho disciplinario, 
lo que es comprensible en virtud del carácter administrativo que éste tiene. La 
actuación disciplinaria es ejercida generalmente por autoridades investidas de 
autoridad  administrativa al interior de las propias entidades a las que está 
vinculado el funcionario público procesado; pero también por las Personerías o la 
Procuraduría (que tiene una facultad prevalente), “por la Superintendencia de 
Notariado y Registro -para el caso de los Notarios”-; y los únicos órganos de 
carácter jurisdiccional que ejercen función disciplinaria “son el Consejo Superior de 
la Judicatura en sus respectivas salas seccionales que tienen esa competencia 
respecto a funcionarios de la Rama Judicial y abogados litigantes y las salas 
plenas de la Corte Suprema de Justicia o del Consejo de Estado en relación con 
faltas disciplinarias atribuidas al Procurador General de la Nación (artículo 83 
numeral 1º del C.U.D.)”. “De modo que el principio de jurisdiccionalidad en el 




derecho disciplinario es reemplazado por la competencia prevista en la ley de las 
autoridades administrativas (sin perjuicio de las excepciones mencionadas de 
órganos jurisdiccionales que tienen función disciplinaria)”259.  
 
Ello lleva a concluir que en el marco del derecho disciplinario, se restringe la 
independencia y autonomía del operario que resuelve la acción disciplinaria, por 
cuanto generalmente hace parte de la estructura funcional de la propia entidad a la 
que pertenece el procesado y guarda relación jerárquica con sus superiores. Esta 
circunstancia se atenúa cuando el caso es asumido por el poder preferente de la 
Procuraduría, sin embargo, ésta entidad también se encuentra jerarquizada, de 
manera que el operador disciplinario no cuenta con la misma autonomía que se 
puede predicar de los jueces en los procesos de índole penal, lo cual se deduce 
de la estructura diseñada por el Decreto 262 de 2000 para dicha entidad. 
 
Ahora, es cierto que la actuación administrativa disciplinaria es susceptible del 
control de la Jurisdicción contencioso administrativa, por cuanto la decisión está 
contenida en un acto administrativo. Sin embargo, tal garantía no tiene el mismo 
alcance al que ofrece un proceso penal, porque dichos actos están cobijados por 
presunción de legalidad, de tal manera que ante la jurisdicción contencioso 
administrativa la carga de la prueba queda en cabeza del disciplinado, quien 
deberá demostrar la nulidad del acto administrativo. Así las cosas, la jurisdicción 
que revisa la actuación disciplinaria no ofrece las garantías sustanciales y 
procesales del derecho sancionador, por cuanto no trata al disciplinado como tal 
sino como demandante de un acto administrativo amparado por la presunción de 
legalidad, reduciendo así la presunción de inocencia.  
 
Lo anterior demuestra que el principio de jurisdicción, sufre una disminución 
sustancial como garantía en el derecho disciplinario, la cual es aceptable en virtud 
del objeto y finalidad que éste tiene, siempre que se cumplan los presupuestos de 




razonabilidad y no se desvirtúen “los postulados del Estado Social de Derecho”260. 
Al analizar “el alcance de la inhabilidad de 10 a 20 años para el ejercicio de 
funciones públicas”, prevista como sanción disciplinaria, se podrá determinar si es 
admisible su consagración, teniendo en cuenta la afectación a las garantías 
procesales que aquí se evidencian.   
 
4.1.7.2. Principio acusatorio frente al proceso administrativo disciplinario.  
Colegimos del anterior acápite, que en el derecho disciplinario no rige propiamente 
el principio de jurisdiccionalidad. El ordenamiento jurídico lo que prevé para 
imponer sanciones disciplinarias es un procedimiento de carácter administrativo, 
en el cual se deben respetar los derechos de audiencia y de defensa, pero en el 
que las garantías sustanciales y procesales se encuentran menguadas. La 
naturaleza administrativa de dicho procedimiento permite que no comparta todos 
los elementos del principio acusatorio y más bien prevalezcan en él muchas de las 
características de los procedimientos de índole inquisitivo.      
 
Como se esbozó anteriormente la acción disciplinaria está en cabeza 
generalmente de “las oficinas de control disciplinario de las propias entidades en 
las que funge el disciplinado”, o en cabeza de la Procuraduría si ejerce su control 
preferente (salvo algunos casos especiales en que los órganos de conocimiento 
son jurisdiccionales). De modo que en el proceso administrativo disciplinario no se 
aplica el precepto de separación de poderes, pero además, en dicho 
procedimiento se desconoce el postulado acusatorio de distinción entre la función 
del acusador de la del juez (o funcionario que decide el caso). Aquí no se 
diferencia entre investigador-acusador y juzgador, permaneciendo así en esté 
tramite un elemento propio de los procedimientos de origen inquisitivo.  
 
Los artículos 89 y siguientes del C.U.D., mencionan como sujetos procesales 
dentro del trámite disciplinario, “el investigado y su defensor, el Ministerio Público, 
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cuando la actuación se adelante en el Consejo Superior de la Judicatura o en el 
Congreso de la República, contra los funcionarios a los que se refiere el artículo 
174 de la Constitución Política”261. También la Procuraduría puede actuar como 
sujeto procesal cuando no ejerza poder preferente.  Se desprende de tales 
previsiones que el operador disciplinario de conocimiento no es considerado sujeto 
procesal. No hay diferenciación en lo disciplinario entre órgano investigador y 
decisorio.  
 
Adicionalmente, se deduce la misma consideración de los artículos 150 y 
siguientes del C.U.D. donde se regula el proceso ordinario que prevé que el 
operador disciplinario competente ordena la indagación preliminar cuanto se 
cumplan los presupuestos de procedencia; el mismo funcionario, “según el artículo 
152, inicia la investigación cuando, con fundamento en la queja, en la información 
recibida o en la indagación preliminar, se identifique al posible autor o autores de 
la falta disciplinaria”262; y, de acuerdo con los artículos 161 y siguientes, el mismo 
funcionario de conocimiento evalúa, de acuerdo con el acervo probatorio 
recaudado, “si formula pliego de cargos contra el investigado u ordena el archivo 
de la actuación”263. El pliego de cargos se notifica al procesado por parte del 
mismo funcionario de conocimiento (artículo 165), otorgándole un término de diez 
días para presentar descargos (artículo 166). Es también el funcionario 
competente (el mismo que adelantó la investigación) quien, vencido el término, 
resuelve nulidades y ordena la práctica de pruebas solicitadas y las de oficio que 
considere necesarias (artículo 168). Finalmente, ante él mismo se surten los 
alegatos de conclusión y el propio funcionario valora las pruebas y emite el fallo 
(artículos 169 y 169 A).  
 
De modo que en el proceso administrativo disciplinario no aparece necesaria la 
separación clara de la etapa de indagación e instrucción de la de juicio, pero 
tampoco considera imprescindible diferenciar los rolles de investigación-acusador 








frente al roll de quien valora y decide, lo que aminora sustancialmente la 
imparcialidad del operador de conocimiento. 
 
Es verdad que “el artículo 129 impone el deber al funcionario de conocimiento de 
investigar con igual rigor los hechos y circunstancias que demuestren la existencia 
de la falta disciplinaria y la responsabilidad, y los que tiendan a demostrar su 
inexistencia o eximan de responsabilidad, para lo cual lo faculta a ordenar pruebas 
de oficio”.  Sin embargo, este mandato que deja en cabeza del propio funcionario 
de conocimiento el control de su actuación, dista mucho del postulado acusatorio 
que busca un equilibrio objetivo de la actuación para evitar arbitrariedades de 
quienes ostentan el poder de sancionar.  
 
Bajo tales circunstancias, es lógico que en el proceso administrativo disciplinario 
no exista control de garantías frente a la actividad de investigación y, por lo tanto, 
la protección a los derechos fundamentales de los ciudadanos que puedan 
afectarse durante esta etapa en las labores de recaudo probatorio, quedan 
sometidas al autocontrol que el propio funcionario de conocimiento realice, sin que 
de allí se pueda predicar control objetivo a la actividad de la autoridad que ejerce 
la indagación e investigación.  
 
De otro lado, mientras en el proceso penal de carácter acusatorio prima la oralidad 
y se prescinde prácticamente del trámite escrito dando así relevancia a los 
principios de publicidad e inmediación de los medios de prueba en relación con el 
juzgador, en el procedimiento disciplinario se prevén tres procedimientos distintos: 
ordinario, verbal y especial ante el Procurador. En el primero, prima  el trámite 
escrito; es así como las providencias emitidas por el funcionario competente tales 
como el cierre de la investigación, el archivo y el pliego de cargos se emiten 
cuando se cumplan los presupuestos establecidos en el C.U.D. por escrito y de 
manera motivada, y se notifican adecuadamente para que se interpongan los 
recursos, los cuales deben sustentarse por escrito dentro de los términos fijados 
en la misma norma (artículo 112). 
142 
 
Respecto del procedimiento verbal, el C.U.D. consagra una audiencia cuando se 
emita providencia que califique la procedencia de dicho procedimiento, de acuerdo 
con los artículos 175 y siguientes. Trámite que se aplica “…  en los casos en que 
el sujeto disciplinable sea sorprendido en el momento de la comisión de la falta o 
con elementos, efectos o instrumentos que provengan de la ejecución de la 
conducta, cuando haya confesión y en todo caso cuando la falta sea leve”. 
“También se aplica dicho procedimiento para algunas de las faltas gravísimas 
contempladas en ciertos numerales del artículo 48”. Este procedimiento se inicia 
con un auto escrito que lo ordena (artículo 177). El artículo además dispone 
(según la modificación que hiciera la Ley 1474 de 2011):  
 
(..) 
“Al inicio de la audiencia, a la que el investigado puede asistir solo o asistido de 
abogado, podrá dar su propia versión de los hechos y aportar y solicitar 
pruebas, las cuales serán practicadas en la misma diligencia, dentro del 
término improrrogable de tres (3) días. Si no fuere posible hacerlo se 
suspenderá la audiencia por el término máximo de cinco (5) días y se señalará 
fecha para la práctica de la prueba o pruebas pendientes”. 
 
“Las pruebas se practicarán conforme se regulan para el proceso ordinario, 
haciéndolas compatibles con las formas propias del proceso verbal”. 
 
“Podrá ordenarse la práctica de pruebas por comisionado, cuando sea 
necesario y procedente. La negativa a decretar y practicar pruebas, por 
inconducentes, impertinentes o superfluas, debe ser motivada”. 
 
“El director del proceso podrá ordenar un receso, por el tiempo que estime 
indispensable, para que las partes presenten los alegatos de conclusión, el cual 
será de mínimo tres (3) días y máximo de diez (10) días. De la misma manera 
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podrá proceder en aquellos eventos que no estén previstos y que hagan 
necesaria tal medida. Contra esta decisión no cabe ningún recurso”. 
 
“De la audiencia se levantará acta en la que se consignará sucintamente lo 
ocurrido en ella. Todas las decisiones se notifican en estrados”. 
 
Y los artículos siguientes regulan lo concerniente al fallo emitido en el proceso 
verbal:  
 
“ARTÍCULO 178. ADOPCIÓN DE LA DECISIÓN. Concluidas las intervenciones 
se procederá verbal y motivadamente a emitir el fallo. La diligencia se podrá 
suspender, para proferir la decisión dentro de los dos días siguientes. Los 
términos señalados en el procedimiento ordinario para la segunda instancia, en 
el verbal, se reducirán a la mitad”. 
 
“ARTÍCULO 179. EJECUTORIA DE LA DECISIÓN. La decisión final se 
entenderá notificada en estrados y quedará ejecutoriada a la terminación de la 
misma, si no fuere recurrida.” 
 
Puede observarse que dicho procedimiento, consagra algunas características de 
la oralidad y publicidad, semejantes a lo que contemplaba el trámite mixto 
regulado por la ley 600 de 2000 para el proceso penal, pero que distan mucho de 
las garantías propias del sistema acusatorio.  
 
Las mismas consideraciones se pueden predicar del “procedimiento especial ante 
el Procurador General de la Nación, previsto desde el artículo 182, atizado 
además por el hecho de que se trata de un trámite de única instancia, lo que 





4.1.7.3. “Principio de la carga de la prueba o de verificación – presunción  
de inocencia – in dubio pro reo, en el derecho disciplinario”. 
 
Como se aprecia de lo visto en el acápite anterior, bajo los procedimientos 
previstos para la actuación administrativa disciplinaria, la prueba sigue impregnada 
de permanencia (aún en el trámite verbal), como quiera que los elementos 
cognoscitivos cobran valor demostrativo desde la indagación o desde el momento 
en que son acopiados por el funcionario de conocimiento;  asunto de menor 
garantía al compararlo con el trámite de carácter acusatorio penal donde la prueba 
no tiene esa calidad sino cuando es presentada ante el juez en la audiencia 
pública de juicio, disminuyéndose así los principios de imparcialidad, 
contradicción, inmediación, concentración y oralidad, afectándose de contera el 
principio de presunción de inocencia.  
 
Se puede apreciar además, que mientras al juez del proceso acusatorio le está 
vedado decretar pruebas de oficio, en el proceso disciplinario el funcionario de 
conocimiento puede hacerlo, afectándose el principio de igualdad de armas y 
reduciéndose así la imparcialidad del juzgador.  
 
Adicionalmente, el proceso disciplinario permite comisionar a otro funcionario la 
práctica de pruebas, lo que está proscrito en el proceso acusatorio, por significar 




4.1.7.4. Derecho a ser oído, a la defensa y a la contradicción, en el 
derecho disciplinario. 
Está visto que “en el proceso penal acusatorio contemplado en la Ley 906 de 
2004”, todo elemento de convicción debe ser incorporado, en la audiencia pública 
de juicio,  por un testigo vinculado al mismo, de tal manera que la defensa tenga la 
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oportunidad de interrogar a quienes declaran a su favor y contrainterrogar a los 
que fungen en favor del ente acusador. Situación que no ocurre en el trámite 
administrativo disciplinario, por cuanto los elementos recaudados tienen carácter 
de prueba desde que son acopiados por el funcionario de conocimiento -operador 
en quien recae tanto la función de investigar, formular cargos y decidir-; de tal 
manera que la defensa no cuenta con garantía plena para contrainterrogar a los 
testigos de cargo. 
 
Tal mengua de las garantías que conforman el postulado  pregonado por Ferrajolli 
con el aforisma “Nulla probatio sine defensione”, puede ser admisible en el 
proceso disciplinario, sólo  si la sanción se enmarca dentro de los límites de 
proporcionalidad y razonabilidad propios del derecho administrativo (sin invadir de 
manera intensa “los derechos fundamentales y los principios fundantes del 
“Estado Social de Derecho”), de lo contrario, si la sanción administrativa genera 
excesos sobre tales presupuestos,  la reducción a las garantías del procesado 



















“ALCANCE DE LA SANCIÓN DISCIPLINARIA DE “INHABILIDAD PARA EL 
EJERCICIO DE FUNCIONES  PÚBLICAS”  
 
1. Introducción 
Para poder ubicar  al lector de manera comprensiva en el estudio de la sanción de 
inhabilidad disciplinaria en el “Estado Social de Derecho”, debemos acercarnos 
conceptualmente a lo que tales dicciones representan, la génesis del vocablo y por 
su puesto su incidencia en la temática propuesta. 
 
Preciso es indicar que el derecho disciplinario “está integrado  por todas aquellas 
normas mediante las cuales se exige a los servidores públicos un determinado 
comportamiento en el ejercicio de sus funciones. En este sentido y dado que las 
normas disciplinarias tienen como finalidad encauzar la conducta de quienes  
cumplen funciones públicas mediante la  imposición de deberes  con el objeto de 
lograr  el cumplimiento  de los cometidos fines y funciones estatales, el objeto de 
protección  del derecho disciplinario,  es sin lugar a dudas, el deber funcional de 
quien  tiene a su cargo una función pública”264. 
 
“En este acápite consideramos necesario determinar conceptualmente en qué 
consiste la sanción disciplinaria de “inhabilidad para el ejercicio de funciones  
públicas” que es objeto de investigación, la finalidad y función que persigue su 
consagración en el orden jurídico, así como los derechos que afecta”265. También 
nos parece importante en este acápite comparar el alcance de la sanción en las 
dos disciplinas: penal y disciplinaria. Tal constatación, en consonancia con la 
forma como está consagrada la sanción en el régimen disciplinario colombiano 
(que estudiaremos en el siguiente acápite), nos permitirá establecer si desborda 






los límites del “Estado Social de Derecho” y de su poder de punición, que hemos 
analizado en la primera parte.  
 
También en este capítulo estudiaremos la perspectiva que tiene el Bloque de 
Constitucionalidad sobre la materia y la forma como ha sido consagrada la 
“inhabilidad para el ejercicio de funciones  públicas” en el derecho comparado.  
 
2. Delimitación de la noción de “inhabilidad para el ejercicio de funciones  
públicas”. 
2.1. Alcance conceptual de la sanción de inhabilidad 
 
La Real Academia de la Lengua Española define “inhabilidad” como “Defecto o 
impedimento para obtener o ejercer un empleo u oficio”. Las inhabilidades son, en 
otras palabras, condiciones que afectan a una persona y que la imposibilitan para 
ejercer una función pública; “son situaciones de hecho previas a la elección o 
nombramiento que impiden a un ciudadano postularse válidamente para ser 
elegido o designado para asumir un cargo o corporación del Estado”. El que se 
trate de circunstancias previas  diferencia las inhabilidades de las 
incompatibilidades toda vez que éstas últimas constituyen situaciones de hecho 
que impiden el ejercicio de una función pública coetáneas o sobrevinientes a la 
elección o designación.266  
 
“El ordenamiento jurídico regula las condiciones para el ejercicio de los derechos 
que amparan la participación en la gestión de los asuntos del Estado y que, por eso, 
concretan el derecho a conformar y ejercer del poder político (CP, art. 40). Uno de 
los ejes de esta regulación está constituido por el sistema de inhabilidades, 
establecidas con el propósito de asegurar la imparcialidad, la moralidad, la 
transparencia y la eficiencia en el ejercicio de la función pública (CP, art. 209). Así, 
las inhabilidades son inherentes al derecho de participación”267.  
                                                          
266
 “Corte Constitucional, Sentencia C-798 de 2003. (www.cortecnstitucional.gov.co)” 
267
 “Corte Constitucional, Sentencia C-500 de 2014”. 
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La inhabilidad, de acuerdo con pronunciamientos de la Corte Constitucional,  es 
definida como la prohibición de que una persona “sea elegida o designada en un 
cargo público”268, “continúe en él269 o, en general, acceda y ejerza una función 
pública”. “Ha precisado esa Alta Corporación que la “inhabilidad es una 
circunstancia fáctica cuya verificación le impide al individuo en el que concurre 
acceder a un cargo público.””270 
 
La Corte Constitucional ha indicado que en nuestro “ordenamiento jurídico existen 
dos tipos de inhabilidades para el ejercicio de funciones públicas”271, según su 
origen272: 
 
“Unas inhabilidades que se fijan como consecuencia de la imposición de una 
condena judicial o de una sanción disciplinaria. En este evento, las inhabilidades 
pueden ser de índole permanente o temporal y, en ambos casos, opera con 
carácter general frente al desempeño futuro de funciones públicas o respecto de la 
posibilidad de celebrar contratos con el Estado”273. 
 
“Las inhabilidades del segundo tipo son las que se desprenden de una posición 
funcional o del desempeño de ciertos empleos públicos. Éstas pueden también ser 
permanentes o transitorias pero, a diferencia del anterior grupo, no tienen carácter 
general y se aplican con carácter restringido sólo frente a los cargos o actuaciones 
                                                          
268
 “Sentencia C-509 de 1994. Desde esta perspectiva también pueden considerarse, según lo dijo la sentencia 
C-348 de 2004 como “requisitos negativos para acceder a la función pública.””  
269
 “Sentencia C-558 de 1994”. 
270 “Sentencia C-544 de 2005. La Corte se ha ocupado de examinar el concepto de inhabilidad en las 
sentencias C-194 de 1995, C-489 de 1996, C-618-97, C- 373 de 2002, C-015-04, C-671 de 2004, C-544 
de 2005, C-987 de 2006, C-077 de 2007, C-903 de 2008 y C-353-09. Otras definiciones pueden 
identificarse en la jurisprudencia del Consejo de Estado y, en particular, en la sentencia de la Sección 
Quinta de fecha 30 de noviembre de 2001 y en la providencia de la Sección Primera del Consejo de 




 En principio las inhabilidades impiden el acceso a la función pública, pero la naturaleza jurídica de las 
mismas permite hacer extensivas sus características a algunas situaciones en la cuales los particulares traban 
relaciones jurídicas con el Estado, como ocurre en el caso de la celebración de contratos regulada mediante 




expresamente señalados por la autoridad competente. Estas no representan una 
sanción sino una medida de protección del interés general en razón de la 
articulación o afinidad entre las funciones del empleo anterior y las del empleo por 
desempeñar”. 274 
 
En otro pronunciamiento expresó la Corte al respecto de la clasificación de las 
inhabilidades:  
 
“Las inhabilidades pueden clasificarse, según el momento en que se  
produzcan, en previas o sobrevinientes; según tengan o no un término 
máximo de duración, en temporales o permanentes; según sean o no 
exigibles para toda clase de servidores públicos con independencia de la 
entidad o cargo en el que se desempeñen275, en generales o específicas; 
según el estatuto que las consagra, en constitucionales y legales; según 
tengan su causa en la imposición de una sanción o en la fijación de un 
requisito independiente, en inhabilidades-sanción (o con enfoque 
sancionatorio) e inhabilidades-requisito (o con enfoque preventivo)”.  
 
“Sobre la inhabilidad sanción, de indudable importancia para el asunto que 
se debate en esta oportunidad, la Corte ha señalado que “corresponde a la 
consecuencia establecida por el legislador en los casos en que la persona 
resulta condenada en procesos de responsabilidad política, penal, 
disciplinaria, contravencional o correccional, es decir, cuando el Estado ha 
ejercido respecto de ella el ius puniendi en cualquiera de sus formas”276.  
 
Conforme a ello, “la Constitución  colombiana consagra directamente 
determinadas  inhabilidades sin límite temporal entre las que se cuentan la 
señalada en el artículo 122 de la Carta de 1991 (que restringe el ejercicio de 
funciones públicas de manera general y permanente para quienes hayan incurrido 
en delitos que afectan el patrimonio del Estado)”, así como “las que se establecen 
                                                          
274
 “Sentencia C-353 de 2009”. 
275
 “C-546 de 1993”. 
276
 “Sentencias C-780 de 2001 y C-1016 de 2012” 
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específicamente para determinados cargos  como en el caso de los congresistas 
(art. 179-1), el Presidente de la República (art. 197), los magistrados de la Corte 
Constitucional, Corte Suprema de Justicia, Consejo de Estado y Consejo Nacional 
Electoral (arts. 232 y 264), el Fiscal General de la Nación (art. 249) o el Contralor 
General de la República (art. 267)”277.     
 
Es claro, entonces, que algunas inhabilidades, como las que aquí se han 
señalado, son de origen constitucional, otras las consagra el legislador. Unas 
consisten en condiciones personales o situaciones previas que impiden el acceso 
al servicio público, para evitar que se afecte “la moralidad, idoneidad, probidad, 
transparencia e imparcialidad en el ejercicio de la función pública”. Otras 
inhabilidades se consagran a título de sanción frente a delitos o faltas 
disciplinarias que impiden al implicado ejercer a futuro funciones públicas temporal 
o intemporalmente.     
 
“Entre las inhabilidades que constituyen sanción disciplinaria, se encuentra 
consagrada en el ordenamiento jurídico colombiano la  que es objeto de la 
presente investigación, prevista en el artículo 44 del C.U.D. (estatuto legal)”278, la 
cual consiste en “destitución e inhabilidad general para las faltas gravísimas 
dolosas o realizadas con culpa gravísima” y que, conforme al “artículo 46 ibídem, 
consiste en diez a veinte años de impedimento en el ejercicio de la función 
pública” (“pero cuando la falta afecte el patrimonio económico del Estado esa 
inhabilidad es permanente”).  
 
2.2.  Alcance teleológico de la sanción de inhabilidad  
De otro lado, desde el punto de vista teleológico, las inhabilidades se consagran 
en el ordenamiento jurídico con el fin de “garantizar los principios de moralidad, 
idoneidad, probidad, transparencia e imparcialidad en el ejercicio de la función 
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pública”. Aspectos que constituyen propósitos de interés general para asegurar “el 
cumplimiento de los fines del Estado”279. A ese respecto la Corte Constitucional ha 
expresado:  
  
“…Ahora bien, cabe recordar que la expedición de un régimen de inhabilidades 
tiene como finalidad garantizar los principios de moralidad, idoneidad, probidad, 
transparencia e imparcialidad en el ejercicio de la función pública”, entendida 
ésta como “el conjunto de tareas y de actividades que deben cumplir los 
diferentes órganos del Estado, con el fin de desarrollar sus funciones y cumplir 
sus diferentes cometidos y, de este modo, asegurar la realización de sus 
fines".280 “Dado que dicha función se dirige a la atención y satisfacción de 
intereses generales, resulta razonable que se exija a las personas que aspiran 
a ejercerla, poseer cualidades suficientes que garanticen su desarrollo con 
arreglo a los principios mencionados, tal como se consagra en el artículo 209 
de la Constitución”281.  
 
También ha dicho dijo la Corte en relación a los fines de las inhabilidades para el 
ejercicio de función pública que:  
 
“Así, a través de las inhabilidades se busca asegurar la excelencia en el 
ejercicio de la función pública, a través de personas idóneas y con una 
conducta intachable toda vez que, como lo ha sostenido la Corte”, “fue 
propósito esencial del Constituyente de 1991 establecer un régimen rígido de 
inhabilidades, incompatibilidades y limitaciones para el ejercicio de los cargos 
públicos, con la fijación de reglas que determinen los requisitos y condiciones 
personales y profesionales necesarios para su acceso, a fin de que dicho 
ejercicio sea resultado de decisiones objetivas acordes con la función de buen 
servicio a la colectividad que garanticen que el desempeño del cargo público 
por parte de la persona a quien se designa o elige, tenga como resultado un 
                                                          
279
 www.admonpública.org 
280 Sentencias C-631/96 y C-564/97, M.P. Antonio Barrera Carbonell. 
281 Ver sentencia C- 1212 de 2001 M.P. Jaime Araujo Rentería S.V. de los Magistrados Rodrigo Escobar Gil y Rodrigo Uprimy Yepes 
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adecuado cumplimiento de los fines del Estado que asegure la convivencia 
pacífica y la vigencia de un orden justo.”282 
 
En lo que tiene que ver con las inhabilidades consistentes en sanción disciplinaria, 
la Corte Constitucional ha explicado “que la finalidad de la potestad sancionadora 
de la administración consiste en permitirle el adecuado logro de sus fines, 
mediante la asignación de competencias para sancionar el incumplimiento de sus 
decisiones”
283
. “Esta finalidad se concreta en la posibilidad que tiene la 
Administración Pública de imponer sanciones a sus propios funcionarios quienes, 
en tal calidad, le están sometidos en especial sujeción. Con esta potestad 
disciplinaria se busca de manera general el logro de los fines del Estado mismo y 
particularmente asegurar el cumplimiento de los principios que gobiernan el 
ejercicio de la función pública, cuales son el de igualdad, moralidad, eficacia, 
economía, celeridad, imparcialidad y publicidad”
284.  
 
La Corte además ha dicho que esta finalidad particular del derecho disciplinario 
estricto
285
, “delimita la libertad de configuración legislativa en la materia”286. 
Resalta la Corte que “las sanciones imponibles deben perseguir una función 
disuasoria de conductas que impidan la efectividad de los mencionados principios 
que rigen la función pública, la punición de las mismas con fines correccionales, o 
el retiro del servicio de aquellos funcionarios cuya conducta extrema compromete 
de manera grave la realización de esos principios constitucionales. A esta realidad 
se refiere concretamente el artículo 16 del Código Disciplinario Único cuando 
afirma”: 
 
                                                          
282 “Sentencia C-380 de 1997. M.P. Hernando Herrera Vergara”. 
283
 “Sentencia  C-125 de 2003 (www.procuraduria.gov.co)” 
284
 “Cf. Constitución Política art. 209” (www.secretariasenado.gov.co) 
285
 “La jurisprudencia ha hecho ver que frente a los servidores públicos opera el llamado derecho 
disciplinario en sentido estricto, mientras que frente a la generalidad de los administrados se suele hablar en 
general de derecho correccional, como variedad del derecho administrativo sancionador. Cf. Sentencia C-




“Artículo 16. Función de la sanción disciplinaria. La sanción disciplinaria 
tiene función preventiva y correctiva, para garantizar la efectividad de los 
principios y fines previstos en la Constitución, la ley y los tratados 
internacionales, que se deben observar en el ejercicio de la función pública.”  
 
2.3. Alcance de la sanción de inhabilidad frente a los derechos que 
afecta. 
De acuerdo con lo anterior, es posible aducir que las inhabilidades suponen la 
restricción a derechos de los ciudadanos que conforman el “Estado Social de 
Derecho”, que se justifica en el interés general que tiene el mismo Estado de 
“garantizar los principios de moralidad, idoneidad, probidad, transparencia e 
imparcialidad en el ejercicio de la función pública”.  
 
En palabras de la Corte:  
 
“Las inhabilidades limitan las posiciones iusfundamentales protegidas por el 
denominado status activo de los derechos y, en particular, el de ser elegido 
(art. 40.1 CP) y el de acceder al desempeño de funciones y cargos públicos 
(art. 40.7 CP)287. Como lo prescribe la Ley 734 de 2002 la inhabilidad general 
implica la imposibilidad de ejercer cualquier función pública con 
independencia del origen de la designación o elección del servidor público”. 
En esa medida, constituye una prohibición para ejercer el “conjunto de las 
funciones que cumple el Estado, a través de los órganos de las ramas del 
poder público, de los órganos autónomos e independientes, (art. 113)  y de 
las demás entidades o agencias públicas, en orden a alcanzar sus diferentes 
fines”288 o que el Estado, en los casos y en las condiciones previstas, puede 
                                                          
287 “
En la sentencia C-1212 de 2001 la Corte aludió así al efecto que respecto de los derechos constitucionales 
podía tener el régimen de inhabilidades”: “Por lo mismo, aun cuando el régimen de inhabilidades restringe los 
derechos fundamentales a la igualdad (C.P. Art. 13), al trabajo (C.P. Art. 25), a la libertad de escoger profesión u 
oficio (C.P. Art. 26) y a participar en la conformación del poder público (C.P. Art. 40), se trata de una limitación 
que, en principio, es justificada y acorde con los preceptos constitucionales.” 
288
 “Sentencia C-037 de 2003”. (www.colegiodederechodisciplinario.com) 
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atribuir a los particulares. Implican una privación de la posibilidad de asumir 
competencias que, por su naturaleza, comportan el ejercicio de potestades 
públicas o de la autoridad inherente del Estado”
289. 
 
Las inhabilidades surgidas de una sanción disciplinaria suponen, entonces, un 
gravamen sobre los derechos del servidor público, como es lógico en tratándose 
de una consecuencia concebida para disuadir y corregir conductas contrarias a la  
función púbica.  
 
Los derechos que se restringen al ciudadano sancionado disciplinariamente que 
aspira a volver al ejercicio de un cargo público, se derivan de valores 
constitucionales que tienen tanto peso como los que sustentan la consagración de 
las propias inhabilidades, pues se trata de derechos que afectan los principios 
democrático y de participación, como también se afecta el principio de respeto a 
“la dignidad humana”, como quiera que, como se ha expresado anteriormente, 
dicho valor no solo comprende la dimensión naturalísima sino también la 
dimensión social del hombre. Pero dicha afectación a los derechos ciudadanos se 
justifica, como en cualquier inhabilidad, en el interés general de asegurar una 
administración pública proba y eficiente290.  
 
Como se observa de lo anterior, la afectación justificada a “los principios, valores y 
derechos propios del Estado Social de Derecho”291 que generan las inhabilidades 
consagradas en el ordenamiento jurídico, no tienen todas la misma intensidad, por 
cuanto algunas de las inhabilidades son de carácter general (las cuales impiden 
ejercer todo tipo de función pública), mientras otras son de carácter especial (que 
impiden solamente el ejercicio de un cargo específico). Asimismo, existen 
diferentes grados de intensidad en la afectación a los derechos restringidos, según 
el tiempo  de inhabilidad que la normatividad consagra, el cual puede llegar a ser 
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 “Sentencia C-037 de 2003”. (www.colegiodederechodisciplinario.com) 
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permanente tanto para la inhabilidad general (artículos 122 de la C.P) como para 
las inhabilidades específicas (artículos 179, 197, 232, 264, 249 y 267 de la C.P.). 
 
Se colige entonces que al observar el universo de inhabilidades de carácter 
sancionatorio,  la mayor afectación a los derechos fundamentales y valores 
propios del “Estado Social de Derecho” es la que soportaría un ciudadano 
impedido  para el ejercicio de funciones públicas por inhabilidad general 
permanente, mientras la menor afectación la genera una inhabilidad especial de 
periodo breve. Dentro de ese margen de intensidad se ubica “la sanción de 
inhabilidad disciplinaria para el ejercicio de funciones públicas consagrada en los 
artículos 44, 45 y 46 del C.U.D. colombiano”, sanción que consiste en privación del 
servicio público por entre diez y veinte años y “cuando la falta afecte el patrimonio 
económico del Estado esa inhabilidad es permanente. Se trata de la sanción que, 
después de la privación a la libertad,  de manera más intensa afecta los derechos 
del ciudadano implicado”,292 impidiéndole la posibilidad de acceder a la función 
pública, a participar en la administración del Estado, ser elegido o nombrado para 
cargos oficiales durante un tiempo significativo de su vida, y que para el caso de 
sanción permanente le cercena tales derechos de por vida.  
 
La fuerza de dicha sanción puede observarse empíricamente. Generalmente quien 
accede a la función pública lo hace superados sus estudios superiores que 
ordinariamente son terminados después de los 25 años de edad; de manera que 
quienes son susceptibles de sanción disciplinaria habitualmente han traspasado 
esa edad; si a una persona se le sanciona con la inhabilidad contemplada en el 
artículo 44 del C.U.D., impidiéndole el acceso a la función pública por más de diez 
años, supone un mutilación de su ser político, que lo dejará paralizado en el 
ejercicio de su derecho al acceso a la función pública por un tiempo considerable, 
dependiendo del momento en que se le imponga la sanción, reduciendo así su 
ciudadanía, la cual para ese derecho acaba en la práctica a la edad de 65 años 
(edad de retiro forzoso). Esa circunstancia reduce la posibilidad laboral en el 




sector público del ciudadano, en una sociedad donde las perspectivas de empleo 
para los mayores de 35 años son escasas y limitadas.  Afectación que se puede 
predicar tanto de quien ocupa un cargo de elección popular como del que accedió 
por méritos al cargo público.  
 
Al lado de la afectación a los derechos políticos, el impedimento de acceder a la 
función pública que genera una inhabilidad perturba también otros derechos, como 
son el derecho “al trabajo, al mínimo vital, al libre desarrollo de la personalidad; al 
buen nombre, a la libertad de escoger trabajo y oficio, entre otros”, “los cuales 
suponen una mengua en la vida digna de una persona”.  
 
Asimismo, existen otras afectaciones que se tornan diferentes según si trata de un 
cargo  de elección popular o de carrera. Al primero se le frustra su carrera política, 
se le mancha su reputación y buen nombre  reduciendo la confianza que los 
electores puedan tener en él. Al funcionario de carrera, se le frustra una 
expectativa que ha adquirido al ingresar al cargo mediante mérito, lo cual 
constituye un entorpecimiento a la estabilidad laboral de quien desempeña un 
cargo público.   
 
En ese sentido, la inhabilidad consagrada como sanción disciplinaria en el artículo 
44 del C.U.D.,  la cual es de carácter general y para un periodo entre diez a veinte 
años (salvo cuando se trata de faltas que afectan el patrimonio económico del 
Estado, caso en el cual  la inhabilidad es todavía más gravosa por ser 
permanente), es una sanción que supone una de las afectaciones más fuertes a 
los derechos y valores del ciudadano en el “marco del Estado Social de Derecho”, 
como quiera que implica el impedimento al ejercicio del ser social y político de la 
persona, durante un periodo importante de su vida, afectando de contera otros 
derechos fundamentales que el Estado debe garantizar y solamente limitar en 
circunstancias excepcionales y siempre que se cumplan los requerimientos de 
necesidad, proporcionalidad y  razonabilidad. En los acápites siguientes podremos 
determinar si dicha sanción desborda esos límites.                                    
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2.4. Alcance comparado entre las disciplinas penal y disciplinaria de 
la sanción de inhabilidad.   
Antes de pasar a otro tema, consideramos importante abordar aquí una 
comparación entre el alcance que tiene la sanción de inhabilidad desde la 
perspectiva penal frente a lo disciplinario, ello por cuanto será un insumo 
sustancial para construir el argumento concerniente a si la sanción disciplinaria es 
realmente necesaria, proporcional y razonable, pues para ello debe verificarse 
cuál es el sistema que consigue los fines constitucionalmente válidos que se 
persiguen, afectando menos los derechos fundamentales.  
 
Es claro que la sanción de “inhabilidad para el ejercicio de funciones  públicas” 
también está consagrada en el Código Penal. “La inhabilitación para el ejercicio de 
derechos y funciones públicas”293 se concibe como una pena privativa de otros 
derechos, que de manera general es accesoria a la de prisión en la medida que 
todo delito que resulte en condena privativa de la libertad conlleva “la inhabilitación 
para el ejercicio de derechos y funciones públicas” (artículos 43 y 52 inc. 2º de la 
ley 599 de 2000), pero también el juez puede imponer dicha sanción como 
accesoria “cuando la restricción del derecho contribuya a la prevención de 
conductas similares a la que sea objeto de la condena”.  
 
“En todo caso la inhabilidad prevista en la ley 599 de 2000  tendrá una duración 
por un tiempo igual al de la pena que accede y hasta por una tercera parte más, 
sin exceder del máximo fijado en la ley”294 (“es decir, 20 años según lo señalado 
en el inciso 1º del artículo 51”), sin perjuicio de “la sanción permanente de origen 
constitucional para el caso de los delitos contra el patrimonio del Estado (art. 122 
C.P.”). Con todo, algunos tipos contemplan la sanción de inhabilidad de manera 
específica señalando allí su duración; esto es especialmente recurrente en los 




 Artículo 52 inciso 3º del Código Penal (Ley 599 de 2000)  
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“delitos contra la administración pública y delitos contra el derecho internacional 
humanitario”295. 
 
Por su parte la sanción disciplinaria prevista en el artículo 44 del C.U.D. tiene 
tazada una duración de diez a veinte años, “pero cuando la falta afecte el 
patrimonio económico del Estado la inhabilidad será permanente, según el artículo 
46 ibídem”. Dicha sanción se consagra frente a “las faltas disciplinarias gravísimas 
dolosas o realizadas con culpa gravísima (art. 44 C.U.D.)”296. Y se consideran 
faltas gravísimas entre otras muchas, “realizar objetivamente una descripción 
típica consagrada en la ley como delito sancionable a título de dolo, cuando se 
cometa en razón, con ocasión o como consecuencia de la función o cargo, o 
abusando del mismo” (“artículo 48 numeral 1º”). 
 
De lo anterior se puede deducir que mientras la sanción disciplinaria de inhabilidad 
parte de 10 años, la sanción de inhabilidad penal puede partir de menos tiempo de 
duración, dependiendo de la pena principal que tenga señalado el delito de que se 
trate o la que de manera específica se establezca en el tipo. En ambos regímenes 
la sanción no puede superar los 20 años, a menos que se trate de  “delitos que 
hayan afectado el patrimonio económico del Estado”297. Se puede afirmar con 
base en lo anterior, que el derecho penal puede resultar más benévolo que el 
disciplinario en la restricción a los derechos políticos al aplicar una sanción.  
 
Al comparar, de otro lado, la función que cumple la sanción, podemos observar 
que la pena de inhabilidad prevista en el estatuto criminal colombiano debe 
extraerse de las funciones anunciadas para las penas en general a las que se 
refiere el artículo 4º de propio Código Penal, en los siguientes términos:  








“Artículo  4°. Funciones de la pena. La pena cumplirá las funciones de 
prevención general, retribución justa, prevención especial, reinserción social y 
protección al condenado”. 
“La prevención especial y la reinserción social operan en el momento de la 
ejecución de la pena de prisión”. 
La función de la sanción disciplinaria se extrae del artículo 4º del C.U.D. citado 
más arriba. Al comparar las funciones previstas en las dos disciplinas 
sancionatorias se observa que coinciden los dos códigos en la función 
preventiva que tienen las sanciones, sin embargo, el C.U.D. habla solamente de 
función preventiva y correctiva, mientras en lo penal se distinguen dos formas de 
prevención (general y especial) y adicionalmente se establecen otras funciones 
para la pena: “retribución justa, reinserción social y protección al condenado”. 
La función correctiva a la que se refiere la norma disciplinaria es, en nuestra 
opinión, equivalente a la prevención especial y de reinserción que prevé el Código 
penal, en cuanto a que de acuerdo con la naturaleza de cada una de las 
disciplinas lo que se pretende  con estas sanciones  es que el procesado 
redireccione su conducta y se enmiende absteniéndose de reiterarla, y mientras 
ello ocurre se protege a la sociedad, con la imposición de la sanción.  
 
Se deduce de lo expuesto, que la “sanción de inhabilidad para el ejercicio de 
funciones  públicas” prevista como pena en el estatuto criminal cumple algunas 
funciones análogas  a las  previstas para la sanción de inhabilidad disciplinaria, y 
en ambos casos, en tratándose de conductas que afectan la función pública, se 
persigue el fin de hacer prevalecer el interés general de asegurar la moralidad, 
objetividad, transparencia, eficiencia y eficacia que debe cumplir la Administración 
Pública y sus servidores. 
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Partiendo de lo anterior, cabe una reflexión en el tema de “la función que cumple 
la sanción de inhabilidad para el ejercicio de la función pública”298, tanto de índole 
penal como disciplinaria. En realidad de las funciones a las que se refieren el 
artículo 4º del Código Penal y artículo 16 del C.U.D., la que más se adapta a la 
naturaleza de la mentada sanción de inhabilidad, es la función de prevención 
general. Ello por cuanto la prevención especial que se dirige a la corrección del 
sancionado y persigue su rehabilitación o enmienda, tiene sentido cuando a la 
persona se le ofrece la oportunidad de demostrar su cambio de comportamiento; 
pero cuando se le ha impuesto una sanción que le impide el ejercicio de funciones 
por un tiempo prolongado de tiempo, ese propósito no puede cumplirse o se hace 
muy remoto. No se puede olvidar que es a través del trabajo, que se consiguen la 
rehabilitación y resocialización de las personas; aspecto que es precisamente el 
que se impide con la inhabilidad para el “ejercicio de la función pública”. Se 
deduce entonces, que la prevalente función de esta sanción es la de prevención 
general: disuadir a la sociedad para que se abstenga de cometer las conductas 
tipificadas; la función de corrección y prevención especial queda relegada a un 
segundo plano con una sanción de inhabilidad de más de 10 años.  
 
Ahora, en cuanto a los efectos, se puede afirmar que tanto la de índole penal 
como la disciplinaria afectan los mismos derechos políticos restringiendo al 
condenado del ejercicio de funciones públicas, perturbando de contera los mismos 
derechos fundamentales. Sin embargo, hay que decir que el artículo 44 del Código 
Penal  también priva al sentenciado del derecho a elegir, derecho que no está 
restringido en la sanción disciplinaria.  
 
Al delimitar el alcance que tiene “la sanción de inhabilidad disciplinaria para el 
ejercicio de funciones públicas”, en cuanto a los derechos que restringe, la función 
que cumple y su duración, y compararla con el alcance que tiene la de índole 
penal, tenemos el cimiento para dilucidar si la sanción disciplinaria es realmente 
necesaria, proporcional y razonable, pues para ello debe verificarse cuál es el 




sistema que consigue los fines constitucionalmente válidos afectando menos los 
derechos fundamentales.  
 
3. La sanción de inhabilidad disciplinaria administrativa en el orden 
jurídico colombiano. 
El artículo 44 del C.U.D. establece:  
 
“ARTICULO 44. CLASES DE SANCIONES. El servidor público está 
sometido a las siguientes sanciones: 
3.3. Destitución e inhabilidad general, para las faltas gravísimas dolosas o 
realizadas con culpa gravísima. 
…” 
 
“Y el artículo 45 de la misma codificación consagra”:  
 
“ARTÍCULO 45. DEFINICIÓN DE LAS SANCIONES. 
1. La destitución e inhabilidad general implica: 
a) La terminación de la relación del servidor público con la administración, sin 
que importe que sea de libre nombramiento y remoción, de carrera o 
elección, o 
b) La desvinculación del cargo, en los casos previstos en los 
artículos 110 y 278, numeral 1, de la Constitución Política, o 
c) La terminación del contrato de trabajo, y 
d) En todos los casos anteriores, la imposibilidad de ejercer la función pública 
en cualquier cargo o función, por el término señalado en el fallo, y la 
exclusión del escalafón o carrera. 
…” 
Adicionalmente el artículo 46 señala:  
 
“ARTÍCULO 46. LÍMITE DE LAS SANCIONES.  La inhabilidad general será de 
diez a veinte años; la inhabilidad especial no será inferior a treinta días ni superior 
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a doce meses; pero cuando la falta afecte el patrimonio económico del Estado la 
inhabilidad será permanente (Aparte subrayado declarado condicionalmente 
exequible por la Sentencia C-948 de 2002 de la Corte Constitucional, en el 
entendido que se aplica exclusivamente cuando la falta sea la comisión de un 
delito contra el patrimonio del Estado, conforme a lo dispuesto en el inciso final del 
Artículo 122 de la Constitución Política)”299. 
 
Dichas normas, y en general la inhabilidad como sanción disciplinaria,  han sido 
objeto de estudio de la Corte Constitucional en razón a diversas demandas de 
inconstitucionalidad, cuyos pronunciamientos consideramos menester analizar, 
para determinar el alcance de interpretación que dicha Corporación ha dado a las 
citadas normas y presentar nuestros reparos de cara a los principios y valores que 
se estudiaron en la primera parte que sustentan el “Estado Social y democrático 
de Derecho” y los límites al poder punitivo.  
 
Con lo anterior pretendemos establecer el marco jurídico que debe servir de base 
para llegar al objetivo general de la investigación. Este se conseguirá al contrastar 
lo que existe en el orden normativo y jurisprudencial, con los valores y principios 
ideales que se analizaron en la primera parte de la investigación.  
 
En diferentes pronunciamientos la Corte ha estudiado por vía de acción de 
constitucionalidad el alcance de la potestad disciplinaria del Estado en relación 
con la sanción de “inhabilidad para el ejercicio de funciones  públicas”. Así, sobre 
la facultad del legislador para establecer la sanción de inhabilidad, por ejemplo, se 
pronunció la Corte en “la sentencia C-310 de 1997 cuando revisó el numeral 1º del 
artículo 30 de la Ley 200 de 1995 que establecía como sanción accesoria -a la 
declaración de responsabilidad disciplinaria- la inhabilidad para ejercer funciones 
públicas en la forma y términos de la Ley 190 de 1995. Según el demandante se 
violaba el “principio de legalidad” de las faltas y sanciones en materia disciplinaria 
(art. 29 C.P.) dado que la ley a que remitía la norma acusada, no mencionaba las 




inhabilidades como resultado de sanciones disciplinarias sino la interdicción de 
funciones públicas como consecuencia de sanciones de orden penal. La Corte 
concluyó que la referida disposición era compatible con la Carta dado que (i) el 
legislador se encuentra habilitado para definir las penas o sanciones como 
principales o accesorias y, por ello”300, “tiene la potestad de establecer las 
sanciones a que se hacen acreedores quienes incurren en infracción de normas 
disciplinarias o penales, siempre y cuando éstas no resulten desproporcionadas o 
desconozcan otras disposiciones de la Carta.” “En adición a ello y citando la 
sentencia C-631 de 1996, indicó que la Corte había aceptado” “la existencia de 
sanciones accesorias, concretamente la “inhabilidad para el ejercicio de funciones  
públicas”, siempre y cuando éstas se impongan dentro de un proceso penal o 
disciplinario, adelantado conforme a las ritualidades establecidas para ellos y 
respetando todas las garantías del debido proceso.” 
 
De otro lado, “en la sentencia C-798 de 2003 la Corte dijo al respecto”:  
 
“Es igualmente oportuno señalar que el legislador dispone de una amplia 
potestad de configuración normativa para diseñar el régimen de inhabilidades 
de quienes aspiran a desempeñar funciones públicas y en su ejercicio podrá 
establecer lo relacionado con los hechos que den origen a las inhabilidades, 
su duración o vigencia y los alcances de la limitación, entre otros aspectos, 
siempre que no contradiga lo dispuesto en la Constitución y que fije reglas 
razonables y proporcionales.” 
 
De tal manera que la Corte ha considerado que “el Legislador dispone de una 
amplia potestad de configuración normativa para diseñar el régimen de 
inhabilidades de quienes aspiran a desempeñar funciones públicas y en su 
ejercicio siempre que se someta a los parámetros expuestos”.301 




 “Respecto del margen de configuración del legislador en esta materia se encuentran las sentencias C-194 
de 1995, C-329 de 1995, C-373 de 1995, C-617 de 1997, C-618-97, C-483 de 1998, C-1372 de 2000, C-1412 
de 2000, C-540 de 2001, C-952 de 2001, C-064 de 2003 y C-257 de 2013”. (www.corteconstitucional.gov.co) 
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Pertinente resulta recordar la sentencia C-1076 de 2002- , proferida “ya en 
vigencia de la ley 734 de 2002, en la cual la Corte  analizó si violaba la prohibición 
de juzgar dos veces un mismo hecho y el principio de proporcionalidad, el artículo 
46 de dicha ley que establecía que la inhabilidad general oscilaría entre diez (10) y 
veinte (20) años. Allí sostuvo: (i) que las sanciones de destitución e inhabilidad 
general en los casos de faltas gravísimas dolosas o realizadas con culpa 
gravísima eran concurrentes e inseparables y, en esa medida, no podía afirmarse 
que la segunda fuera accesoria y (ii) que la sanción de inhabilidad establecida 
resultaba conforme a la Carta dado que” “el legislador cuenta con un amplio 
margen de configuración normativa al momento de estructurar las diversas 
sanciones disciplinarias” de manera que “hace parte de su ámbito competencial 
establecer qué comportamientos de los funcionarios públicos merecen ser 
tipificados como falta disciplinaria; la existencia de causales de justificación, la 
sanción a imponer en cada caso y el trámite correspondiente para llegar a éstas.” 
“A partir de tal reconocimiento indicó que existe una correlación y un equilibrio 
entre el ilícito disciplinario y la sanción a imponer en tanto se trata de una sanción 
que está reservada para los comportamientos más lesivos que puede cometer un 
funcionario público, de manera dolosa o con culpa grave”302. 
 
Con todo, reconoce la Jurisprudencia constitucional que a pesar del amplio 
margen con que cuenta el legislador para establecer sanciones, estas facultades 
no son ilimitadas. Sobre ese particular la Corte ha establecido las reglas y 
principios a las que debe someterse el legislador, así:   
 
“… existe un régimen de inhabilidades que, en principio corresponde crear al 
legislador, pero que tiene como marco general el sistema jurídico 
constitucional y, como límite particular, las reglas directamente fijadas por la 
Carta.”303 Así entonces “la definición de los hechos configuradores de las 
causales de inhabilidad como de su duración en el tiempo, son competencia 
                                                          
302
 C-1076 de 2002 
303
 Sentencias C-468 de 2008 y C-500 de 2014.  
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del legislador y objeto de una competencia discrecional amplia pero 
subordinada a los valores, principios y derechos constitucionalmente 
reconocidos.”304  
 
“Entre los límites que la jurisprudencia constitucional ha enunciado se 
encuentran (i) el deber de respeto del principio de legalidad que demanda, 
en materia disciplinaria que la conducta sancionable, las sanciones, los 
criterios para su determinación y los procedimientos previstos para su 
imposición se definan con anterioridad a su aplicación; (ii) la prohibición de 
modificar las inhabilidades que para determinados supuestos ha previsto el 
constituyente; y (iii) la obligación de respetar el principio de proporcionalidad 
en la fijación de las inhabilidades de manera tal que, entre otras cosas, 
exista relación entre la gravedad de la restricción que con ella se produce y 
la importancia de las finalidades perseguidas”.305  
 
En la “Sentencia C-124 de 2003”, la Corte Constitucional resolvió una demanda 
que presentaba como cargo que el referido artículo 44 del C.U.D. se oponía al 
“principio de legalidad” (artículo 29 de la Carta), porque confería de manera 
indeterminada “a la autoridad administrativa la capacidad de crear conductas 
disciplinarias a partir de sus propias apreciaciones, al establecer como sanción la 
destitución e inhabilidad permanente para conductas graves en grado de culpa 
gravísima. En esa oportunidad esa Alta Corporación consideró que la libertad de 
configuración reconocida al Congreso de la República para regular la 
responsabilidad de los funcionarios y el ejercicio de las funciones públicas, hacía 
posible el empleo de tipos disciplinarios abiertos. Este reconocimiento se apoyaba, 
adicionalmente, en las dificultades del legislador para delimitar de manera 
                                                          
304
 Sentencia C-952 de 2001. 
305 “La Corte también ha señalado como pauta definitoria del margen de configuración del Congreso, 
que este se encuentra habilitado prima facie para establecer inhabilidades permanentes no previstas 
expresamente en la Constitución. Sobre el particular, pueden consultarse las sentencias C-509 de 
1997, C-111 de 1997, C-1212 de 2001 y C-948 de 2003”.(www.corteconstitucional.gov.co)  
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específica la totalidad de faltas que podrían configurarse en la actuación de los 
servidores públicos”306.  
 
Adujo la Corte en ese pronunciamiento que esa técnica legislativa “es propia del 
campo del Derecho Disciplinario, por la imposibilidad práctica de encuadrar en 
forma detallada y exhaustiva las posibles faltas de los servidores públicos en el 
desempeño de sus funciones constitucionales y legales, y que por ello el legislador  
obró con un criterio razonable y no quebrantó el “principio de legalidad” que forma 
parte integrante del principio del debido proceso, de conformidad con lo estatuido 
en el Art. 29 superior”. Ello, según la Corte,  “por cuanto obró  el legislador en 
ejercicio de su potestad de configuración y con fundamento en particular en lo 
dispuesto en los Arts. 124 y 150, numeral  23, de la Constitución, en virtud de los 
cuales corresponde al Congreso de la República determinar” “la responsabilidad 
de los servidores públicos y la manera de hacerla efectiva” y “expedir las leyes que 
regirán el ejercicio de las funciones públicas”. 
 
“Con fundamento en esas consideraciones, declaró la Corte entonces exequibles los 
numerales 1º y 2º del artículo 44 de la Ley 734 de 2002, por el cargo relativo a la 
violación del debido proceso y del “principio de legalidad”, ambos consagrados en el 
artículo 29 de la Carta”307.  
 
De otro lado, la Corte Constitucional ha estudiado si el marco constitucional le 
permite al legislador facultar a la Procuraduría para imponer “la sanción de 
inhabilidad para el ejercicio de funciones  públicas”, inclusive a funcionarios de 
elección popular. Al respecto concluye la Corte que dentro del amplio margen con 
que cuenta el legislador para regular las sanciones de inhabilidad, puede atribuir a 
la Procuraduría la función de imponer tal sanción, y ello se deriva de la 
competencia asignada por la propia Constitución al Ministerio Público en el artículo 






118, para la “protección del interés público y la vigilancia de la conducta oficial de 
quienes desempeñan funciones públicas”308. 
 
Esa cláusula general de competencias previstas en el artículo 118 para el 
Ministerio Público  se concreta en el artículo 277 de la Carta. En lo que tiene que 
ver con su potestad disciplinaria, el numeral 6 de este artículo expresa:  
“Artículo 277. El Procurador General de la Nación, por sí o por medio de sus 
delegados y agentes, tendrá las siguientes funciones: 
… 
6. Ejercer vigilancia superior de la conducta oficial de quienes desempeñen 
funciones públicas, inclusive las de elección popular; ejercer preferentemente 
el poder disciplinario; adelantar las investigaciones correspondientes, e 
imponer las respectivas sanciones conforme a la ley”. 
Con fundamento en dichos parámetros constitucionales ha considerado la Corte 
que el legislador tiene margen para atribuir a la Procuraduría, sus delegados y 
agentes “la facultad de imponer sanciones”, incluyendo la de “inhabilidad para el 
ejercicio de funciones  públicas”.  
 
En una reciente sentencia al respecto expresó la Corte:  
“…  
“5.3.1. La Constitución reconoce la potestad disciplinaria del Estado y prevé, 
en el artículo 277.6 una regla general de competencia en materia de poder 
disciplinario. El ejercicio de dicho poder se atribuye originalmente a la entidad 
a que pertenece el funcionario correspondiente -control interno- a menos que, 
en ejercicio de su competencia preferente o exclusiva el Procurador General 
de la Nación, sus delegados o agentes asuman su conocimiento -control 
externo”.  
 
                                                          
308
 Sentencia C-500 de 2014. (www.anticorrupcion.gov.co) 
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“5.3.2. La potestad disciplinaria se concreta en el poder para conocer los 
asuntos disciplinarios, en el poder para investigarlos y definir el derecho 
aplicable y en el poder para imponer las sanciones previstas en la ley. A esta 
potestad se sujetan todas las personas que cumplen una función pública o se 
encuentran en un cargo público, con independencia del origen de su 
vinculación. Estos poderes disciplinarios tienen manifestaciones procesales y 
sustantivas diferentes según constituyan un desarrollo del artículo 277.6 o del 
artículo 278.1”.  
 
“5.3.3. El legislador tiene una competencia amplia para la regulación de la 
potestad disciplinaria y, en desarrollo de ella, se encuentra autorizado -bajo la 
condición de no vaciar de contenido ninguno de los poderes centrales de tal 
potestad- para fijar las sanciones aplicables a la comisión de faltas 
disciplinarias, las autoridades competentes para su imposición y los 
procedimientos que deben seguirse para el efecto”.  
 
“5.3.4. La jurisprudencia constitucional ha reconocido la posibilidad de que el 
legislador asigne a las autoridades disciplinarias la competencia para imponer 
la sanción de inhabilidad. En consecuencia y bajo la condición de que se 
respeten los límites constitucionales previstos, se encuentran amparadas por 
el margen de configuración, aquellas disposiciones que definen las sanciones 
y establecen las autoridades responsables para su aplicación”309.  
 
Adicionalmente expresó la Corte que:  
“El artículo 277.6 es la cláusula general de competencia disciplinaria de la 
Procuraduría General de la Nación. Dicha cláusula, que contiene los cuatro 
elementos que definen el poder disciplinario, tiene como punto de partida el 
mandato que asigna al Procurador el ejercicio de la vigilancia superior de la 
conducta oficial. En esa disposición (i) se reconoce que el Procurador es el 
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 Sentencia C-500 de 2014. 
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titular del poder para conocer los asuntos con relevancia disciplinaria 
caracterizándolo, además, como un poder preferente; (ii) se definen los 
sujetos respecto de los cuales se ejerce el poder disciplinario indicando que 
comprende a todos aquellos que, con independencia de su origen, tengan a 
su cargo el ejercicio de funciones públicas; (iii) se asigna el poder de 
investigar, esto es, la competencia para buscar o descubrir la verdad 
acudiendo a los medios autorizados por la ley – incluyendo el ejercicio de 
funciones judiciales- y a partir de ello definir el derecho aplicable; finalmente, 
(iv) la disposición atribuye el poder de sancionar a los funcionarios sometidos 
al poder disciplinario, de manera que puede imponer las formas de reproche 
que el ordenamiento jurídico haya previsto”310.  
“5.2.3.2.4. El ejercicio de tales atribuciones, según lo ha reconocido la Corte, 
tiene por finalidad “asegurar el cumplimiento de los principios que regulan el 
ejercicio de la función pública, como lo son los de igualdad, moralidad, 
eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad (C.P. art. 209).”311 A 
su vez, el ejercicio de dicha competencia está sometida al derecho 
disciplinario que se orienta, en relación con el Estado” “a regular el 
comportamiento disciplinario de su personal, fijando los deberes y 
obligaciones de quienes lo integran, limitando el alcance de sus derechos y 
funciones, consagrando prohibiciones y previendo un estricto régimen de 
inhabilidades, incompatibilidades, impedimentos y conflictos de intereses, que 
al ser desconocidos, involucran, si es del caso, la existencia de una falta 
disciplinaria, de sus correspondientes sanciones y de los procedimientos 
constituidos para aplicarlas (…)”
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Con tales apreciaciones la Corte ha sostenido su posición en cuanto a que la 
“sanción de inhabilidad prevista en el artículo 44 numeral 1 de la Ley 734 de 








2002”313, se ajusta a la Constitución al asignarle la competencia a la Procuraduría 
y sus agentes y delegados para imponer tal tipo de sanción.  
 
Finalmente, es pertinente también tener en cuenta el pronunciamiento de la Corte 
Constitucional adoptado en la “Sentencia C-948 de 2002, cuando declaró 
exequible condicionalmente la expresión” “pero cuando la falta afecte el patrimonio 
económico del Estado la inhabilidad será permanente”, consignada “en el artículo 
46 del C.U.D. En la cual la Corte expreso”: 
 
“Ahora bien, la Corte constata que en el presente caso el Legislador en 
ejercicio de su potestad configuración  decidió establecer  como sanción una 
inhabilidad permanente  frente a aquellas faltas disciplinarias que afecten el 
patrimonio económico del Estado”.   
 
“En ese orden de ideas  cabe señalar que la Ley 734 de 2002 desarrolla el 
criterio establecido por  el Constituyente  de  sancionar con este tipo de 
inhabilidad a quienes atentan contra el patrimonio del Estado y son 
condenados  por la comisión de delitos contra dicho patrimonio (inciso final 
del artículo 122 Constitucional)”.  
 
“Empero este desarrollo debe enmarcarse dentro de los límites que fija el 
propio Constituyente en materia de sanciones, por lo que para la Corte el 
único entendimiento de la norma acusada que puede resultar acorde  con la 
Constitución es el que se refiere a aquellas circunstancias en las que de 
acuerdo con el numeral 1 del artículo 48 de la Ley 734 Ibídem314, una 
conducta configura simultáneamente la comisión de un delito y de una falta 
disciplinaria  y que con ella se afecta el patrimonio del Estado”.  
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314 “Artículo 48. Faltas gravísimas. Son faltas gravísimas las siguientes:  
1. Realizar objetivamente una descripción típica consagrada en la ley como delito sancionable a título de 
dolo, cuando se cometa en razón, con ocasión o como consecuencia de la función o cargo, o abusando del 
mismo”. 
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“Así las cosas la Corte declarará la exequibilidad de la expresión” “pero 
cuando la falta afecte el patrimonio económico del Estado la inhabilidad será 
permanente” “contenida en el  primer inciso del artículo 46 de la Ley 734 de 
2002 pero bajo el entendido que  dicha inhabilidad se aplica exclusivamente 
cuando la falta disciplinaria que con ella se sanciona consista en  la comisión 
de un delito contra el patrimonio del Estado, conforme a lo dispuesto en el 
inciso final del Artículo 122 de la Constitución Política.” 
 
Estos pronunciamientos de la Corte Constitucional que se han reseñado, en 
nuestra opinión, pueden ser cuestionados con contundencia. Las argumentaciones 
de la Corte se han quedado cortas, en cuanto a dilucidar si la “sanción de 
inhabilidad para el ejercicio de funciones  públicas” que el ordenamiento jurídico 
colombiano ha establecido, se ajusta a todos “los postulados del Estado Social de 
Derecho”315. Las sentencias que sustentan la línea jurisprudencial de la Corte se 
han limitado a estudiar el asunto frente a unos determinados preceptos dejando de 
lado, y sin analizar, la mayoría de principios y valores que limitan el poder punitivo 
del Estado, lo cual se puede comprender en cuanto a que las demandas 
generalmente son precarias en su argumentación, pero la Corte misma en algunos 
aspectos también ha sido exigua en la sustentación.  
 
El fundamento del que parte la Corte para considerar que “la inhabilidad 
disciplinaria de entre diez y veinte años no vulnera los postulados constitucionales, 
es que el legislador tiene un amplio margen en su facultad para establecer 
sanciones, en razón de la prevalencia del interés general que supone la protección 
a la función pública y evitar la corrupción”316. Y aunque la propia Corte señala que 
esa facultad no es ilimitada y debe ceñirse al menos a tres condiciones (respeto al 
“principio de legalidad”, no modificar las inhabilidades que la propia Constitución 
haya establecido y respeto al principio de proporcionalidad), esa Alta Corporación 
inexplicablemente ha dejado de realizar el análisis de la última de esas 
condiciones.  







Consideramos que en el tema del principio de proporcionalidad, ha sido exiguo el 
análisis de la Corte, por cuanto se circunscribe a indicar que es razonable que la 
sanción de inhabilidad de más de 10 años (llegando a ser permanente en el caso 
de faltas contra el patrimonio del Estado), sea prevista como falta disciplinaria 
aplicable por autoridad administrativa, porque, según la Corte, tal sanción se ha 
consagrado en relación con las faltas disciplinables más graves; olvidándose de 
analizar tal principio desde la perspectiva de todo el ordenamiento jurídico y no 
solamente al interior del derecho disciplinario, desconociendo así que el orden 
jurídico constituye un sistema en el cual el legislador debe determinar cuál es el 
medio más adecuado para cumplir los fines, y que afecte menos los derechos de 
los ciudadanos. Olvidó la Corte su propia enseñanza sobre la aplicación del test 
de proporcionalidad que permitiría concluir cuál de las dos disciplinas es la más 
adecuada, necesaria y razonable para conseguir el interés general de asegurar 
una función pública proba y eficiente, restringiendo en menor medida los derechos 
del procesado.  
 
La Corte parte del supuesto de que la única sanción que afecta “derechos 
fundamentales de las personas de manera intensa, es la de privación de la 
libertad”317. Desconoce la Corte que el Derecho Penal puede imponer diferentes 
tipos de sanciones, dependiendo de la finalidad que se persigue con ellas y de la 
gravedad de los delitos. Deja de lado además, que muchas veces la privación de 
la libertad, cuando ésta es de poca duración, puede ser menos lesiva que una 
sanción de inhabilidad muy extensa y general. Hace caso omiso la Corte al hecho 
de que en muchos casos las instituciones penales permiten subrogados, 
sustituciones y “ejecución condicional de la pena privativa de la libertad”, mientras 
la sanción de inhabilidad se mantiene.  
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 Porras Lima, Francisco Daniel-1976- (Bottari, Carlo). “L’intervento pibblico sul turismo attivo. II caso 
concreto delle stazione sciistiche”, Alma Mater Studiorum-Universitá di Bologna, 2012) 
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En ese orden de ideas, la sanción que inhabilita “para el ejercicio de funciones 
públicas es también una sanción que de manera fuerte restringe derechos 
fundamentales”318. “Limita los derechos políticos contemplados en el artículo 40 de 
la Constitución y considerados como derechos inherentes al ser humano por el 
artículo 23 de la Convención Americana de Derechos Humanos”319. “Pero además 
afecta otros derechos fundamentales como la libertad para escoger oficio, el libre 
desarrollo de la personalidad, el buen nombre, etc.”320. 
 
No obstante lo anterior, considerando que la libertad es la única sanción que 
genera afectaciones intensas a derechos fundamentales, prescinde la Corte del 
análisis de necesidad y proporcionalidad. El supuesto del que parte la Corte no 
tiene asidero en “el marco del Estado Social y democrático de Derecho”321, por 
cuanto el legislador en cumplimiento del principio de igualdad material y para 
dirigirse al fin de asegurar un orden justo, debe estudiar siempre cual es el medio 
que cumple el fin perseguido afectando menos los derechos. Análisis que debe 
hacer al enfrentar las dos áreas de derecho sancionatorio. Y, una vez superada 
esa etapa, sí se debe pasar a analizar el cumplimiento del mismo principio de 
proporcionalidad y necesidad dentro de la disciplina elegida como más adecuada, 
para establecer cuál es la sanción menos gravosa a los derechos que cumpla el 
fin que se persigue con ella.  
 
La Corte en este caso, concluye directamente, que la sanción de inhabilidad 
disciplinaria es razonable porque se dirige contra las conductas más graves así 
consideradas por el propio derecho disciplinario.  
 
En el desarrollo que sigue de nuestro trabajo se intentará hacer un análisis más 
exhaustivo e integral en el que se confronten “los valores y principios del Estado 
Social de Derecho y los principios que limitan el poder sancionador”, para dilucidar 










si en verdad la sanción disciplinaria de inhabilidad prevista en los artículos  44 y 
siguientes del C.U.D. se ajusta a esos postulados o, por el contrario, los 
contradice. 
 
4. “La sanción de inhabilidad disciplinaria administrativa desde la 
perspectiva del Bloque de Constitucionalidad”. 
Hemos visto en los anteriores acápites que la “inhabilidad para el ejercicio de 
funciones  públicas”322 prevista como sanción en el orden jurídico colombiano 
tanto en el ámbito penal como en el disciplinario, implica una “restricción 
sustancial a los derechos políticos de los ciudadanos procesados”. “Estos 
derechos, considerados fundamentales por la Constitución Política colombiana 
según su artículo 40, también han sido consagrados por los instrumentos 
internacionales sobre derechos humanos que hacen parte del Bloque de 
Constitucionalidad en virtud del artículo 93 de la Carta”.   
 




Todos los ciudadanos gozarán, sin ninguna de las distinciones 
mencionadas en el artículo 2, y sin restricciones indebidas, de los 
siguientes derechos y oportunidades: 
a) Participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente o por 
medio de representantes libremente elegidos; 
b) Votar y ser elegidos en elecciones periódicas, auténticas, realizadas por 
sufragio universal e igual y por voto secreto que garantice la libre expresión 
de la voluntad de los electores; 
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 Abretehuecoyandelcarrusel.blogspot.com 
323 “Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, adoptado por Resolución 2200 A (XXI), de 16 de 
diciembre de 1966”. 
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c) Tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones 
públicas de su país”. 
 
“Por su parte, la Convención Americana de Derecho Humanos”, consagra:  
 
“Artículo 23. Derechos Políticos 
 
1. Todos los ciudadanos deben gozar de los siguientes derechos y 
oportunidades: 
a. de participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente o por 
medio de representantes libremente elegidos; 
b. de votar y ser elegidos en elecciones periódicas auténticas, realizadas 
por sufragio universal e igual y por voto secreto que garantice la libre 
expresión de la voluntad de los electores, y 
c. de tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones 
públicas de su país. 
2. La ley puede reglamentar el ejercicio de los derechos y oportunidades a 
que se refiere el inciso anterior, exclusivamente por razones de edad, 
nacionalidad, residencia, idioma, instrucción, capacidad civil o mental, o 
condena, por juez competente, en proceso penal”. 
 
Con relación a estos derechos, “la Corte Interamericana de Derechos Humanos, 
resolvió un caso”324 donde el punto central de atención radicaba en las sanciones 
de inhabilitación impuestas a un ciudadano venezolano por decisión de un órgano 
administrativo, “que le impidieron registrar su candidatura para cargos de elección 
popular”325. “En la decisión la Corte consideró que la restricción a los derechos 
políticos consagrados en el artículo 23 citado”326, si no son impuestas por “un juez 
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competente en un proceso penal, no son compatibles con la Convención 
Americana”. Al respecto expresó la Corte:  
“… 
“105. Así pues, refiriéndose específicamente al caso concreto que tiene ante 
sí, la Corte entiende que este punto debe resolverse mediante la aplicación 
directa de lo dispuesto por el artículo 23 de la Convención Americana, 
porque se trata de sanciones que impusieron una clara restricción a uno de 
los derechos políticos reconocidos por el párrafo 1 de dicho artículo, sin 
ajustarse a los requisitos aplicables de conformidad con el párrafo 2 del 
mismo. 106. El artículo 23.1 de la Convención establece que todos los 
ciudadanos deben gozar de los siguientes derechos y oportunidades, los 
cuales deben ser garantizados por el Estado en condiciones de igualdad: i) a 
la participación en la dirección de los asuntos públicos, directamente o por 
representantes libremente elegidos; ii) a votar y a ser elegido en elecciones 
periódicas auténticas, realizadas por sufragio universal e igual y por voto 
secreto que garantice la libre expresión de los electores, y iii) a acceder a las 
funciones públicas de su país. El artículo 23.2 de la Convención determina 
cuáles son las causales que permiten restringir los derechos reconocidos en 
el artículo 23.1, así como, en su caso, los requisitos que deben cumplirse 
para que proceda tal restricción. En el presente caso, que se refiere a una 
restricción impuesta por vía de sanción, debería tratarse de una” “condena, 
por juez competente, en proceso penal”. “Ninguno de esos requisitos se ha 
cumplido, pues el órgano que impuso dichas sanciones no era un” “juez 
competente”327, “no hubo “condena” “y las sanciones no se aplicaron como 
resultado de un “proceso penal”, en el que tendrían que haberse respetado 
las garantías judiciales consagradas en el artículo 8 de la Convención 
Americana. 108. La Corte estima pertinente reiterar que” “el ejercicio efectivo 
de los derechos políticos constituye un fin en sí mismo y, a la vez, un medio 
fundamental que las sociedades democráticas tienen para garantizar los 
demás derechos humanos previstos en la Convención y que sus titulares, es 




decir, los ciudadanos, no sólo deben gozar de derechos, sino también de 
“oportunidades””. “Este último término implica la obligación de garantizar con 
medidas positivas que toda persona que formalmente sea titular de derechos 
políticos tenga la oportunidad real para ejercerlos. En el presente caso, si 
bien el señor López Mendoza ha podido ejercer otros derechos políticos 
(supra párr. 94), está plenamente probado que se le ha privado del sufragio 
pasivo, es decir, del derecho a ser elegido. 109. En virtud de lo que 
antecede, la Corte determina que el Estado violó los artículos 23.1.b y 23.2 
en relación con el artículo 1.1 de la Convención Americana, en perjuicio del 
señor Leopoldo López Mendoza””. 
    …” 
De esta manera, “la Corte Interamericana” consideró en el citado caso que los 
Estados vulneran “la Convención y  su compromiso asumido en virtud del artículo 
1º numeral 1º, de respetar los derechos y libertades reconocidos en ella y a 
garantizar su libre y pleno ejercicio a las personas, cuando ante autoridad y 
mediante procesos diferentes a los de índole penal se imponen sanciones que 
restringen los derechos políticos reconocidos en el artículo 23 de la misma 
convención”.  
 
La “Corte Constitucional colombiana en sentencia C-028 de 2006”, resolvió una 
demanda de constitucionalidad impetrada contra el artículo 44, numeral 1º del 
C.U.D., donde se planteaba que dicha disposición vulneraba los artículos 13, 40 y 
93 de la Carta de 1991, “en consonancia del artículo 23 de la Convención 
Americana de Derechos Humanos”. “En dicho pronunciamiento se planteó como 
problema jurídico”: “examinar si las normas legales acusadas, en la medida en que 
facultan a la Procuraduría General de la Nación a imponer como sanciones 
disciplinarias diversas inhabilidades para acceder a cargos públicos, vulneran o no 
el artículo 93 constitucional según el cual determinados tratados internacionales 
sobre derechos humanos hacen parte del bloque de constitucionalidad, y en 
concreto, el artículo 23 del Pacto de San José de Costa Rica según el cual el 
legislador puede reglamentar el ejercicio de los derechos políticos “exclusivamente 
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por razones de edad, nacionalidad, residencia, idioma, instrucción, capacidad civil 
o mental, o condena, por juez competente, en proceso penal”.”328 
 
Esa “Corporación”, para resolver el problema jurídico planteado comenzó por  
afirmar que “el legislador era competente para establecer la inhabilidad prevista en 
la norma demandada, debido a que se trataba de un valioso instrumento para 
hacer frente al incumplimiento de los deberes de quienes desarrollan funciones 
públicas. Sobre esto indicó”329: 
 
“En ese orden de ideas, es legítimo frente al Texto Fundamental, que el 
legislador consagre como una de las sanciones derivadas del proceso 
disciplinario las inhabilidades, puesto que ello se enmarca dentro de un 
ámbito de razonabilidad y proporcionalidad que no desconoce los valores, 
principios y derechos consagrados en la Carta, sino que, por el contrario, 
procura realizar los fines delineados por el constituyente, entre otros, el 
acatamiento de los fines de la función pública como elemento estructural de 
la prevalencia del interés general.”  
 
La Corte Constitucional en su providencia se inclina por una interpretación del 
“artículo 23 de la Convención Americana de Derechos Humanos, en la que 
pretende  armonizar su contenido, y en particular la regla relativa a las 
restricciones posibles de los derechos allí reconocidos, con los instrumentos 
adoptados en el seno de organizaciones internacionales para combatir la 
corrupción. Con fundamento en esta consideración, concluyó que la adopción de 
medidas sancionatorias diferentes a las penales que tengan como efecto la 
restricción del derecho de acceder a cargos públicos no se opone a esa 
Convención”330, en los siguientes términos:  
 








“En este orden de ideas, la Corte considera que el artículo 23 del Pacto de 
San José de Costa Rica, en lo que concierne a la imposición de 
restricciones legales al ejercicio del derecho de acceder a cargos públicos 
por la imposición de condenas penales, siendo interpretado 
sistemáticamente con otros instrumentos internacionales universales y 
regionales de reciente adopción en materia de lucha contra la corrupción, 
no se opone a que los Estados Partes en aquél adopten otras medidas, 
igualmente sancionatorias aunque no privativas de la libertad, encaminadas 
a proteger el erario público, y en últimas, a combatir un fenómeno que 
atenta gravemente contra el disfrute de los derechos económicos, sociales 
y culturales, consagrados en el Protocolo de San Salvador.”  
 
Al mismo tiempo, en esa sentencia la Corte consideró que al “armonizar la 
Constitución con los tratados y, en particular, con los instrumentos integrados al 
bloque de constitucionalidad, se podía concluir que el legislador colombiano puede 
atribuir al Procurador la facultad de imponer la sanción de inhabilidad, lo cual, para 
la Corte es compatible con el artículo 23 de la Convención y, por lo tanto también 
con el artículo 93 de la Carta. Sobre el particular señaló”331:  
 
“En el caso concreto, el artículo 23 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, tal y como se ha explicado, no se opone realmente a 
que los legisladores internos establezcan sanciones disciplinarias que 
impliquen la suspensión temporal o definitiva del derecho de acceso a 
cargos públicos, con miras a combatir el fenómeno de la corrupción. En 
igual sentido, la Constitución de 1991, tal y como lo ha considerado la Corte 
en diversos pronunciamientos, tampoco se opone a la existencia de dichas 
sanciones disciplinarias, incluso de carácter permanente, pero bajo el 
entendido de que dicha sanción de inhabilidad se aplique exclusivamente 
cuando la falta consista en la comisión de un delito contra el patrimonio del 
Estado”.  





En conclusión “en la sentencia C-028 de2006 la Corte Constitucional orientó una 
línea jurisprudencial”332 según la cual “la facultad que le otorgó el legislador a la 
Procuraduría General de la Nación para imponer sanciones disciplinarias 
temporales o permanentes que impliquen restricción del derecho de acceso a 
cargos públicos, no se opone al artículo 93 constitucional ni tampoco al artículo 23 
del Pacto de San José de Costa Rica”333. 
 
Asimismo, se refirió la sentencia en esa ocasión a que el “numeral 1 del artículo 44 
del C.U.D. no desconoce el artículo 40 de la Carta, que se refiere a los derechos 
de elegir y ser elegido y acceder al desempeño de funciones públicas, entre otros 
derechos políticos, dado que el legislador cuenta con un amplio margen de 
configuración para establecer el régimen de inhabilidades de quienes aspiran a la 
función pública, tal y como lo habían reconocido las sentencias C-952 de 2001 y 
C-100 de 2004. A partir de ello concluyó”334:   
 
“En este orden de ideas, la limitación que conoce el derecho político de 
acceso a cargos públicos debido a la imposición de una sanción 
disciplinaria, no resulta ser desproporcionada o irrazonable, por cuanto 
busca la obtención de fines constitucionalmente válidos, en especial, la 
salvaguarda de la moralidad pública.” 
 
Las consideraciones de “la Corte Constitucional”, en nuestro sentir, contradicen 
abiertamente los postulados de la Carta Política colombiana como también las 
normas de la “Convención Americana de Derechos Humanos”, y se apartan  “de la 
interpretación que la Corte Interamericana” ha dado a los derechos políticos y la 
forma como deben ser garantizados por los Estados Parte.  
 
                                                          
332
 Montañez-Ruiz, Julio- César. “El debate entre la expansión del derecho penal hacia la criminalidad de la 






Se empecina la Corte Constitucional en que la sanción de inhabilidad disciplinaria 
que impone una autoridad administrativa, no es contraria al artículo 23 de la 
Convención Interamericana, aduciendo que dicho artículo “no se opone realmente 
a que los legisladores internos establezcan sanciones disciplinarias que impliquen 
la suspensión temporal o definitiva del derecho de acceso a cargos públicos, con 
miras a combatir el fenómeno de la corrupción”. Considera “la Corte Constitucional 
que al interpretar sistemáticamente el citado artículo 23 de la Convención con 
otros instrumentos internacionales universales y regionales que impelen”335 a la 
“lucha contra la corrupción, se puede concluir que los Estados Partes pueden  
adoptar medidas, sancionatorias diferentes a las de índole penal, no privativas de 
la libertad, encaminadas a proteger el erario público”.  
 
Tales argumentos de la Corte tienen como sustento básicamente la prevalencia 
del interés general de proteger la Administración Pública de actos de corrupción, 
desconociendo así otros postulados reconocidos internacionalmente y por el 
Derecho interno, que apuntan a que el interés general está limitado por otros 
valores que el Estado debe también proteger, en especial el de respeto a “la 
dignidad humana”. Por ello, las autoridades, inclusive el legislador, al momento de 
establecer sanciones que afecten derechos reconocidos como derechos 
inherentes a la persona humana (allí se incluyen los derechos políticos), deben 
encontrar el medio menos aflictivo a esos derechos, con el cual se consiga ese fin 
de interés general.  Por ello no es aceptable el argumento de la Corte según el 
cual los legisladores tienen tan amplia facultad para establecer sanciones 
diferentes a las privativas de la libertad. Esa facultad está limitada por el principio 
de necesidad, proporcionalidad y razonabilidad en conjunción con el del respeto a 
la dignidad de las personas. En este caso, el medio que menos restringe los 
derechos humanos y persigue el mismo fin, es el derecho penal; por cuanto en su 
procedimiento se reconocen todas las garantías sustanciales y adjetivas, sin 
mengua, mientras el proceso administrativo disciplinario las restringe. 
 




Con la pretendida interpretación sistemática a la que alude la Corte, para hacer 
prevalecer el interés general de lucha contra la corrupción, olvida la interpretación 
sistemática que  también es posible hacer en favor de los derechos humanos. 
Pues muchas son las normas de carácter internacional que abogan por hacer 
prevalecer “la dignidad humana”, la igualdad y la proporcionalidad, como límites al 
poder punitivo del Estado.  
 
En el ámbito de “la protección a los derechos humanos la jurisprudencia 
internacional y la de las Altas Cortes en Colombia” ha acogido el principio 
denominado “Pro Homine”, “que  surge de las normas que rigen la interpretación 
de los convenios internacionales sobre derechos humanos, como el artículo 5 del 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, que establece”336:  
 
“1. Ninguna disposición del presente Pacto podrá ser interpretada en el 
sentido de conceder derecho alguno a un Estado, grupo o individuo para 
emprender actividades o realizar actos encaminados a la destrucción de 
cualquiera de los derechos y libertades reconocidos en el Pacto o a su 
limitación en mayor medida que la prevista en él”.  
 
“2. No podrá admitirse restricción o menoscabo de ninguno de los derechos 
humanos fundamentales reconocidos o vigentes en un Estado Parte en 
virtud de leyes, convenciones, reglamentos o costumbres, so pretexto de 
que el presente Pacto no los reconoce o los reconoce en menor grado”. 
 
Y reconocido también por el “artículo 29 de la Convención Americana de 
Derechos Humanos” al consagrar: 
 
 “Ninguna disposición de la presente Convención puede ser interpretada en 
el sentido de: 




a) permitir a alguno de los Estados Partes, grupo o persona, suprimir el goce 
y ejercicio de los derechos y libertades reconocidos en la Convención o 
limitarlos en mayor medida que la prevista en ella; 
b) limitar el goce y ejercicio de cualquier derecho o libertad que pueda estar 
reconocido de acuerdo con las leyes de cualquiera de los Estados Partes o 
de acuerdo con otra convención en que sea parte uno de dichos Estados; 
c) excluir otros derechos y garantías que son inherentes al ser humano o 
que se derivan de la forma democrática representativa de gobierno, y 
d) excluir o limitar el efecto que puedan producir la Declaración Americana 
de Derechos y Deberes del Hombre y otros actos internacionales de la 
misma naturaleza”. 
 
Dicho principio, denominado también “Cláusula de Favorabilidad en la 
Interpretación de los Derechos Humanos”337, ha sido desarrollado por “la Comisión 
Interamericana”338 y por “la Corte Constitucional”, en los siguientes términos: 
 
“El principio “pro homine” es un criterio hermenéutico que informa todo el 
derecho de los derechos humanos, en virtud del cual se debe acudir a la 
norma más amplia, o a la interpretación más extensiva, cuando se trata de 
reconocer derechos protegidos, e inversamente, a la norma o a la 
interpretación más restringida cuando se trata de establecer restricciones 
permanentes al ejercicio de los derechos o a su suspensión extraordinaria. 
Este principio coincide con el rasgo fundamental del derecho de los 
derechos humanos, esto es, estar siempre a favor del hombre”339 
 
                                                          
337
 www.monteriaweb.com 
338 “Cuando la Corte Interamericana” “ha explicitado el alcance del principio “pro homine” en relación con las 
restricciones de los derechos humanos, ha expresado que” "entre varias opciones para alcanzar ese objetivo 
debe escogerse aquella que restrinja en menor escala el derecho protegido”.  “Es decir, la restricción debe ser 
proporcionada al interés que la justifica y ajustarse estrechamente al logro de ese legítimo objetivo" “Corte 
IDH, Opinión Consultiva OC-5/85”, "La colegiación obligatoria de periodistas (artículos 13 y 29, Convención 
Americana sobre Derechos Humanos)", “del 13 de noviembre de 1985, Serie A, nº 5, párrafo 46”. 
339“ Sentencia de la Corte Constitucional  T-284 de 2006”. (www.leyex.info) 
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El principio “Pro homine” tiene total aplicación en del derecho interno en virtud del 
“artículo 93 de la Constitución Política que incorpora las normas de los convenios 
internacionales sobre derechos humanos”340, de manera prevalente, al orden 
jurídico interno; de tal manera que a todos los órganos y autoridades del Estado 
les corresponde ceñirse estrictamente al mentado principio cuando se presente la 
necesidad de interpretar normas, dando preferencia a la que sea más benigna 
para el derecho humano en discusión. 
 
La Corte Constitucional colombiana, con sus pronunciamientos, ha olvidado dar 
aplicación al principio pro homine, prefiriendo inclinarse por la interpretación 
menos favorable a los derechos humanos, admitiendo la imposición de una 
sanción que restringe no solo los derechos políticos sino otros derechos 
fundamentales por parte de una autoridad administrativa a través de un 
procedimiento reducido en garantías, para hacer prevalecer el interés por la lucha 
contra la corrupción, cuando existe un medio que puede conseguir ese fin, 
respetando con mayor benevolencia los derechos humanos.  
 
De otro lado, “la Corte Constitucional” ha estudiado si la inhabilidad disciplinaria a 
la que nos venimos refiriendo contraviene “el artículo 25 de la Convención 
Americana de Derechos humanos”341, en cuanto “a que no exista en el 
ordenamiento interno un recurso sencillo, rápido y efectivo ante los jueces o 
tribunales que proteja contra actos que violen derechos políticos considerados 
derechos fundamentales”342. La sentencia C-500 de 2014 abordó ese tema. En 
ese pronunciamiento la Corte hace referencia a algunas “decisiones de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos343, para concluir que al artículo 25 de la 
Convención se adscriben, entre otras,  dos normas: (i) el mandato de diseño y 
consagración jurídica de un recurso que resulte efectivo para la protección de los 








 “Casos Reveron Trujillo Vs. Venezuela de fecha 30 de junio de 2009 y Barbani Duarte y Otros Vs. Uruguay 
de fecha 13 de octubre de 2011”.(www.corteconstitucional.gov.co) 
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derechos344 y (ii) el mandato de aseguramiento de la aplicación debida del recurso 
judicial consagrado”345. Y agregó:  
 
“6.3.4. De estas normas se desprenden varias reglas específicas de 
acuerdo con las cuales (iii) es necesario pero no suficiente para el respeto 
del artículo 25, la previsión del recurso en la Constitución o en la ley; (iv) es 
necesario pero no suficiente para el respeto del artículo 25, que el recurso 
judicial sea formalmente admisible; (v) está ordenado que el recurso judicial 
sea idóneo para el doble propósito de constatar la violación de los derechos 
y remediarla; (vi) se desconoce el artículo 25 cuando el recurso no es 
idóneo en la práctica346, cuando no se encuentran previstos medios para la 
ejecución de la decisión347 o cuando, de alguna u otra forma, exista 
denegación de justicia”.  
 
Con base en estos planteamientos la Corte Constitucional entra a estudiar si 
dentro de ordenamiento jurídico interno colombiano existen los recursos judiciales 
idóneos y efectivos para controvertir las decisiones que imponen sanciones 
disciplinarias. Para ello, empieza por recordar que:  
                                                          
344
 “En esta dirección se encuentra, por ejemplo, el pronunciamiento adoptado en la sentencia correspondiente 
al caso Comunidad indígena Yakye Axa Vs. Paraguay”. (www.corteconstitucional.gov.co) 
 
345 “Constituye una aplicación específica de este mandato la obligación de que el procedimiento no se extienda 
excesivamente en el tiempo. Así en la sentencia adoptada en el Caso Bayarri Vs. Argentina de fecha 30 de 
octubre de 2008, el Tribunal sostuvo”: “El derecho a la tutela judicial efectiva exige a los jueces que dirijan el 
proceso en forma que eviten dilaciones y entorpecimientos indebidos que conduzcan a la impunidad, 
frustrando así la debida protección judicial de los derechos humanos.” (www.corteconstitucional.gov.co). 
 
346
 “En la sentencia de fecha 6 de mayo de 2008 que resolvió el caso Chiriboga Vs. Ecuador la Corte sostuvo”: 
“La denegación al acceso a la justicia tiene una relación con la efectividad de los recursos, ya que no es posible 
afirmar que un recurso existente dentro del ordenamiento jurídico de un Estado, mediante el cual no se 
resuelve el litigio planteado por una demora injustificada en el procedimiento, pueda ser considerado como un 
recurso efectivo.” “Así también lo sostuvo, entre otros, en los casos Yatama Vs. Nicaragua, Comunidad 
Mayagna (Sumo) Awas Tingni Vs. Nicaragua”. (www.corteconstitucional.gov.co). 
 
347
“En la sentencia correspondiente al caso Claude Reyes y otros Vs Chile de fecha 19 de septiembre de 2006, la 
Corte Interamericana sostuvo”: “Esta Corte ha reiterado que dicha obligación implica que el recurso sea idóneo 




“Las decisiones que se toman en ejercicio del poder disciplinario no son, 
por regla general, expresión de funciones jurisdiccionales. Por consiguiente, 
suelen tener la condición de actuaciones de la administración que pueden 
ser cuestionadas ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo348. 
Esta conclusión se apoya no solo en la naturaleza jurídica de la función 
disciplinaria y en la condición de los órganos que la ejercen, sino también 
en las normas que sobre el particular contiene el Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo así como en las reglas 
que la jurisprudencia del Consejo de Estado y de la Corte Constitucional ha 
fijado al respecto”.  
 
Pone de presente que contra las decisiones de índole administrativo disciplinario 
el ordenamiento jurídico colombiano prevé la acción contencioso administrativa, 
que ello se extrae de los trámites y competencias que contempla el Código 
Contencioso Administrativo. Resalta además la Corte que el mismo consagra la 
figura de la suspensión provisional del acto administrativo, para que, como medida 
cautelar, se supriman temporalmente los efectos de la sanción disciplinaria 
mientras se define de fondo sobre la nulidad del acto.   
 
Aduce la Corte que el Control de la Jurisdicción Contencioso Administrativa a los 
actos disciplinarios constituyen un recurso efectivo y no simplemente formal y 
pone de presente el siguiente pronunciamiento del Consejo de Estado para 
reforzar su afirmación:  
 
“En este sentido, es necesario advertir que la diferencia fundamental que 
existe entre la actividad y valoración probatoria del fallador disciplinario, y la 
actividad y valoración probatoria del juez contencioso administrativo –en 
                                                          
348
 “No puede afirmarse lo mismo respecto de la jurisdicción disciplinaria a cargo del Consejo Superior de la 
Judicatura. En efecto, el artículo 111 de la ley 270 de 1996 establece que las providencias que en materia 
disciplinaria se dicten en relación con funcionarios judiciales son actos jurisdiccionales no susceptibles de 
acción contencioso-administrativa”. (www.corteconstitucional.gov.co).  
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virtud de la cual el proceso judicial contencioso no puede constituir una 
“tercera instancia disciplinaria-, no implica bajo ninguna perspectiva que 
el control jurisdiccional de las decisiones disciplinarias sea 
restringido, limitado o formal, ni que el juez contencioso carezca de 
facultades de valoración de las pruebas obrantes en un expediente 
administrativo sujeto a su conocimiento; y como consiguientemente se 
ha explicado, el control que se surte en sede judicial es específico, y 
debe aplicar en tanto parámetros normativos no sólo las garantías 
puramente procesales sino también las disposiciones sustantivas de 
la Constitución Política que resulten relevantes”.   
 
“Se concluye, pues, la integralidad inherente al control judicial contencioso-
administrativo de los actos administrativos proferidos por las autoridades 
administrativas disciplinarias y la Procuraduría General de la Nación, salvo 
aquellos límites implícitos en el texto mismo de la Constitución y en las 
normas legales aplicables.”349 “(Negrillas hacen parte del texto original)”  
 
A partir de ello la Corte, en la Sentencia C-500 de 2014, concluye:  
 
“6.4.6. Las reglas que se desprenden de esta decisión, implican: (i) la 
procedencia de la intervención de la jurisdicción contenciosa para examinar 
el control de decisiones disciplinarias; (ii) la existencia de un control integral 
y pleno de  tales decisiones y de los procedimientos seguidos para el 
efecto; y, consecuencialmente  (iii) la posibilidad de la jurisdicción de 
emprender exámenes sobre la actividad probatoria. Se impone concluir no 
solo que existe formalmente un recurso judicial para controvertir las 
decisiones disciplinarias que afectan los derechos políticos protegidos por 
el artículo 23 de la Convención, sino también que tales recursos, 
                                                          
349
 “Providencia de fecha 26 de marzo de dos mil catorce (2014) de la Sala de lo Contencioso Administrativo, 
Sección Segunda, Subsección A. Fundamento Jurídico 3.4.”    
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considerando la práctica judicial vigente del máximo tribunal de la justicia 
administrativa, son efectivamente idóneos”350.      
 
Finalmente la Corte señala que además de “la acción de nulidad y 
restablecimiento del derecho, el disciplinado” cuenta con la posibilidad de entablar 
la acción de tutela contra la decisión administrativa que ha impuesto la sanción 
disciplinaria y que le permite al demandante conseguir, si es viable, que se le 
restablezca los derechos que estime conculcados. Recurso que ha sido avalado 
por diferentes decisiones de revisión de tutelas351. Sin embargo, la propia “Corte 
admite que la jurisprudencia de esa Corporación ha señalado que la procedencia 
de la acción de tutela en contra de las decisiones que imponen sanciones 
disciplinarias es excepcional y exige la demostración de un perjuicio irremediable, 
lo que le da un carácter subsidiario a esta  acción, obligando a la persona  
interesada que ha sido sancionada, a agotar antes  los medios ante la jurisdicción 
para debatir la validez de las actuaciones y decisiones de la autoridad 
disciplinaria”352.   
 
Concluye la Corte en la mencionada sentencia que considerando “la naturaleza 
jurídica de las decisiones de las autoridades disciplinarias y la existencia de 
medios judiciales suficientes para impugnarlas y por esa vía solicitar el amparo de 
los derechos a ser elegido y a acceder al ejercicio de funciones públicas,  la norma 
examinada no vulnera el artículo 25 de la Convención Americana de Derechos 
Humanos y, por consiguiente, tampoco el artículo 93 de la Carta, y reitera la Corte 
que la regulación vigente en el orden jurídico colombiano garantiza plenamente el 
derecho de acceder a la administración de justicia y el derecho a la tutela judicial 
efectiva”353. 
 




 Sentencias T-262 de 1998, T-743 de 2002, T-418 de 2003 y T-105 de 2007. 
352
  « Al respecto se encuentran, entre otras, las sentencia T-262 de 1998, T-215 de 2000, T-596 de 2001, T-743 




Sobre este tópico, consideramos que la Corte tampoco acierta en su 
argumentación, por cuanto aunque es cierto que la actuación administrativa 
disciplinaria es susceptible del control de la Jurisdicción Contencioso 
Administrativa, tal garantía no tiene el mismo alcance al que ofrece un proceso 
penal, porque la sanción de inhabilidad en este caso contenida en un acto 
administrativo, está cobijada por la presunción de legalidad que ampara a tales 
actos; de tal manera que ante la jurisdicción contencioso administrativa “la carga 
de la prueba queda en cabeza del disciplinado”354, quien deberá demostrar la 
nulidad del acto administrativo. Así las cosas, la jurisdicción que revisa la 
actuación disciplinaria no ofrece “las garantías sustanciales y procesales del 
derecho penal”, por cuanto no trata al disciplinado como tal sino como 
demandante de un acto administrativo amparado por la presunción de legalidad, 
reduciendo así la presunción de inocencia.  
 
Aunque, como dice la Corte, el Juez contencioso administrativo no carece de 
“facultades de valoración de las pruebas obrantes en un expediente administrativo 
sujeto a su conocimiento”, lo cierto es que la valoración la hace desde una 
perspectiva diferente a la que haría un juez penal, que está obligado a aplicar 
plenamente las garantías de presunción de inocencia, in dubio pro reo y demás, 
en favor del procesado.   
 
Lo anterior demuestra que el principio de Jurisdicción, sufre una disminución 
sustancial como garantía en el derecho disciplinario, aunque esté sometido a 
control de un juez administrativo.   
 
Y, en cuanto al amparo de tutela frente a la decisión administrativa, como la 
misma Corte Constitucional reconoce, éste es un mecanismo que debe ser 
excepcional y subsidiario. Se trata de un recurso para proteger derechos 
fundamentales que han sido conculcados. El que exista la tutela como último 
recurso para salvaguardar los derechos de los ciudadanos, no justifica de ninguna 




manera al Estado para incumplir sus obligaciones internacionales que lo impelen a 
garantizar los derechos humanos a través de los medios más adecuados e 
idóneos para conseguir fines legítimos, pero a través de los mecanismos menos 
lesivos a esos derechos. 
 
5. La sanción de inhabilidad disciplinaria administrativa en el Derecho 
comparado.  
En Argentina la Ley 25.164 promulgada el 6 de octubre de 1999, denominada “Ley 
Marco de Regulación de Empleo Público Nacional”355, establece el régimen 
disciplinario de los funcionarios públicos, aplicable según su “artículo 27 al 
personal vinculado por una relación de empleo público regulada por la misma Ley, 
y que revista en la planta permanente”356. “Al personal comprendido en el régimen 
de contrataciones y de gabinete se le aplican los mismos preceptos, en las 
condiciones que establezcan las respectivas reglamentaciones”357. 
 
Las sanciones disciplinarias previstas en el citado estatuto son:  
 
“Artículo 30. — El personal podrá ser objeto de las siguientes medidas 
disciplinarias: 
a) Apercibimiento. 





Las sanciones de cesantía y de exoneración, suponen la separación o 
desvinculación del cargo, comparables a la destitución prevista en el C.U.D. 
colombiano, y en ambos casos se genera “inhabilitación para el ejercicio de 








funciones públicas”. La diferencia está en el tiempo que cada una prevé para la 
inhabilidad. Estas sanciones se encuentran reguladas así:  
 
“Artículo 32. — Son causales para imponer cesantía: 
 
“a) Inasistencias injustificadas que excedan de 10 (diez) días 
discontinuos, en los 12 (doce) meses inmediatos anteriores”. 
“b) Abandono de servicio, el cual se considerará consumado cuando el 
agente registrare más de cinco (5) inasistencias continuas sin causa que 
lo justifique y fuera intimado previamente en forma fehaciente a retomar 
sus tareas”. 
“c) Infracciones reiteradas en el cumplimiento de sus tareas, que hayan 
dado lugar a treinta (30) días de suspensión en los doce meses 
anteriores”. 
“d) Concurso civil o quiebra no causal, salvo casos debidamente 
justificados por la autoridad administrativa”. 
“e) Incumplimiento de los deberes establecidos en los artículos 23 y 24 
cuando por la magnitud y gravedad de la falta así correspondiere.” 
“f) Delito doloso no referido a la Administración Pública, cuando por sus 
circunstancias afecte el prestigio de la función o del agente”. 
“g) Calificaciones deficientes como resultado de evaluaciones que 
impliquen desempeño ineficaz durante tres (3) años consecutivos o 
cuatro (4) alternados en los últimos diez (10) años de servicio y haya 
contado con oportunidades de capacitación adecuada para el 
desempeño de las tareas”. 
 
“En todos los casos podrá considerarse la solicitud de rehabilitación a partir 
de los dos (2) años de consentido el acto por el que se dispusiera la 
cesantía o de declarada firme la sentencia judicial, en su caso”. 
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“Artículo 33. — Son causales para imponer la exoneración”: 
 
“a) Sentencia condenatoria firme por delito contra la Administración Pública 
Nacional, Provincial o Municipal”. 
“b) Falta grave que perjudique materialmente a la Administración Pública. 
c) Pérdida de la ciudadanía”. 
“d) Violación de las prohibiciones previstas en el artículo 24.” 
“e) Imposición como pena principal o accesoria de inhabilitación absoluta o 
especial para la función pública”. 
 
“En todos los casos podrá considerarse la solicitud de rehabilitación a partir 
de los cuatro (4) años de consentido el acto por el que se dispusiera la 
exoneración o de declarada firme la sentencia judicial, en su caso”. 
 
“La exoneración conllevará necesariamente la baja en todos los cargos 
públicos que ejerciere el agente sancionado.” 
 
Se deduce de la norma citada que en Argentina, para los cargos de nivel nacional, 
se prevén dos tipos de inhabilidades que acompañan a la expulsión del cargo, 
dependiendo de la gravedad de las conductas que se encuentran también 
previstas en causales enunciadas de manera general.   Dichas inhabilidades son 
de dos años si se trata de la medida disciplinaria de cesantía,  y de cuatro años si 
se trata de la de  exoneración. Para ésta última la inhabilidad se extiende a todo 
cargo público.  
 
Aparece evidente la diferencia tanto en la calidad como en la cantidad de la 
sanción de inhabilidad, al compararla con el derecho disciplinario colombiano.  
 
Al estudiar el resto de la norma se podrá observar la importancia que le da el 
derecho disciplinario administrativo en Argentina a la protección de la estabilidad 
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del empleo público, como otra arista a considerar entre las afectaciones que 
sufren los derechos de los inhabilitados.  
 
En Chile, las medidas disciplinarias se encuentran reguladas en la Ley 18.883 
promulgada el 29 de diciembre de 1989, que ha sido objeto de varias 
modificaciones. El Artículo 120 actual dispone:  
 
Artículo 120.- Los funcionarios podrán ser objeto de las siguientes medidas 
disciplinarias: a) Censura; b) Multa; c) Suspensión del empleo desde treinta 
días a tres meses, y  d) Destitución.  
 
El artículo siguiente indica que la “multa consiste en la privación de un porcentaje 
de la remuneración mensual”358 y señala sus límites. “El artículo 122 A señala que 
la suspensión consiste en la privación temporal del empleo con goce de un 
cincuenta a un setenta por ciento de las remuneraciones y sin poder hacer uso de 
los derechos y prerrogativas inherentes al cargo”359. 
 
El artículo 123 desarrolla la sanción de destitución indicando que  “es la decisión 
del alcalde de poner término a los servicios de un funcionario” y que “…procederá 
sólo cuando los hechos constitutivos de la infracción vulneren gravemente el 
principio de probidad administrativa”. “El artículo señala las causas que generan 
destitución, entre ellas: ausentarse de la municipalidad por más de tres días 
consecutivos, sin causa justificada, condena por crimen o simple delito”. 
 
La destitución es una de las causales de cesación de las funciones del personal 
de la Administración, según lo prevé el artículo 140 literal d) del mismo Estatuto. Y 
el artículo 10 literal e) de la misma normatividad establece como uno de “los 
requisitos de ingreso a la Administración del Estado” “no haber cesado en un 






cargo público… o por medida disciplinaria, salvo que hayan transcurrido más de 
cinco años desde la expiración de funciones” 
 
Se colige de lo anterior, que la sanción de destitución en Chile lleva aparejada 
una “inhabilidad para el ejercicio de cargos públicos de 5 años”. Plazo a partir del 
cual a un ciudadano destituido le es posible ocupar un cargo público y ejercer sus 
funciones.  
 
Es interesante la manera en que el Estatuto de la Administración Chileno 
establece un mecanismo para impedir la doble incriminación y sanción. Consagra 
el artículo 119:   
 
“Artículo 119.- La sanción administrativa es independiente de la 
responsabilidad civil y penal y, en consecuencia, las actuaciones o 
resoluciones referidas a ésta, tales como el archivo provisional, la aplicación 
del principio de oportunidad, suspensión condicional del procedimiento, los 
acuerdos reparatorios, la condena, el sobreseimiento o la absolución judicial 
no excluyen la posibilidad de aplicar al funcionario una medida disciplinaria 
en razón de los mismos hechos. Si se le sancionare con la medida de 
destitución como consecuencia exclusiva de hechos que revisten caracteres 
de delito y en el proceso criminal hubiere sido absuelto o sobreseído 
definitivamente por no constituir delito los hechos denunciados, el 
funcionario deberá ser reincorporado a la municipalidad en el cargo que 
desempeñaba a la fecha de la destitución o en otro de igual jerarquía. En 
este caso conservará todos sus derechos y beneficios legales y 
previsionales, como si hubiere estado en actividad. En los demás casos de 
sobreseimiento definitivo o sentencia absolutoria, podrá pedir la reapertura 
del sumario administrativo y, si en éste también se le absolviere, procederá 
la reincorporación en los términos antes señalados. Si no fuere posible llevar 
a la práctica la reincorporación en el plazo de seis meses, contado desde la 
absolución administrativa, el empleado tendrá derecho a exigir, como única 
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indemnización por los daños y perjuicios que la medida disciplinaria le 
hubiere irrogado, el pago de la remuneración que le habría correspondido 
percibir en su cargo durante el tiempo que hubiere permanecido alejado de 
la municipalidad, hasta un máximo de tres años. La suma que corresponda 
deberá pagarse en un solo acto y reajustada conforme a la variación del 
índice de precios al consumidor, desde la fecha de cese de funciones hasta 
el mes anterior al de pago efectivo.” 
 
Se trata de la articulación entre las decisiones penales y administrativas. A pesar 
de considéralas como disciplinas independientes, se reconoce que la absolución o 
sobreseimiento definitivo en el proceso penal, tiene implicaciones en favor del 
procesado disciplinariamente.   
 
Se advierte aquí una diferencia clara de la manera como se contempla el derecho 
disciplinario en Chile frente a nuestra regulación. Se puede observar que la 
inhabilidad que acompaña a la destitución no puede ser mayor a 5 años, lo cual 
es más adecuado “a la naturaleza y finalidad del derecho disciplinario y a los 
principios de proporcionalidad y razonabilidad”. Pero además prevé la regulación 
Chilena mecanismos para hacer coherentes las decisiones adoptadas por el 
Estado para no afectar los derechos de los procesados. En Colombia en cambio, 
la regulación permite el absurdo de que un servidor público absuelto en un 
proceso penal frente a la misma conducta investigada disciplinariamente, termine 
destituido e inhabilitado por la autoridad administrativa con inhabilidad que puede 
superar los diez años.  
 
En Perú, el “Decreto Legislativo N° 276 (Ley de Bases De La Carrera 
Administrativa)”360 promulgado el 6 de marzo de 1984, consagra las sanciones de 
carácter disciplinario en los siguientes términos:  
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“Artículo 26º.- SANCIONES.- “Las sanciones por faltas disciplinarias pueden 
ser: a) Amonestación verbal o escrita; b) Suspensión sin goce de 
remuneraciones hasta por treinta días; c) Cese temporal sin goce de 
remuneraciones hasta por doce meses; y, d) Destitución”.  
 
El artículo 28 consagra  las faltas de carácter disciplinario, entre las cuales se 
prevén: el incumplimiento de “las normas establecidas en la presente Ley y su 
Reglamento”361; la reiterada resistencia al cumplimiento de las órdenes de sus 
superiores relacionadas con sus labores; el incurrir en acto de violencia, grave 
indisciplina, entre otras.  
 
Es de notar que las faltas disciplinarias se presentan de manera sencilla y general, 
vinculándose claramente con la relación de subordinación de los funcionarios 
públicos a la Administración.  
 
Los artículos 29 y 30 disponen:  
 
Artículo 29º.- DESTITUCION AUTOMATICA POR CONDENA PENAL.- “La 
condena penal privativa de la libertad por el delito doloso cometido por un 
servidor público lleva consigo la destitución automática”.  
 
Artículo 30º.- REINGRESO DEL SERVIDOR DESTITUIDO.- “El servidor 
destituido no podrá reingresar al servicio público durante el término de cinco 
años como mínimo”. (Artículo modificado por La Ley Nº 26488 publicada el 
21-06-95) 
 
Se puede observar que la legislación peruana, como las anteriores, prevé la 
sanción de destitución acompañada de un periodo de inhabilitación, en este caso, 
de cinco años para desempeñar el servicio público.  
 




Es interesante la manera como se trata en el sistema peruano, las conductas 
elevadas a  la calidad de delitos, evitando la interferencia entre las dos disciplinas, 
estableciendo que una vez se produzca una condena penal frente a un funcionario 
público se genera automáticamente la inhabilidad disciplinaria.  
 
En España a través de la “Ley 7 del 12 de abril de 2007”, que compiló el “Estatuto 
Básico del Empleado Público”, se establecen las sanciones disciplinarias así: 
 
“Artículo 96. Sanciones. 1. Por razón de las faltas cometidas podrán 
imponerse las siguientes sanciones”:  
“a) Separación del servicio de los funcionarios, que en el caso de los 
funcionarios interinos comportará la revocación de su nombramiento, y que 
sólo podrá sancionar la comisión de faltas muy graves”.  
“b) Despido disciplinario del personal laboral, que sólo podrá sancionar la 
comisión de faltas muy graves y comportará la inhabilitación para ser titular 
de un nuevo contrato de trabajo con funciones similares a las que 
desempeñaban”.  
“c) Suspensión firme de funciones, o de empleo y sueldo en el caso del 
personal laboral, con una duración máxima de 6 años”.  
“d) Traslado forzoso, con o sin cambio de localidad de residencia, por el 
período que en cada caso se establezca”. 
“e) Demérito, que consistirá en la penalización a efectos de carrera, 
promoción o movilidad voluntaria”.  
“f) Apercibimiento”.  
“g) Cualquier otra que se establezca por Ley”. 
 
El artículo 95 discrimina las faltas entre muy graves, graves y leves, haciendo 
sendas  enumeraciones de situaciones que afectan la función pública,  
relacionadas con el vínculo laboral de los servidores  con la Administración.  
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El artículo 90 explica en que consiste la sanción de suspensión, que a la sazón, es 
la que se asemeja a la “inhabilidad para el ejercicio de funciones  públicas” 
prevista en el orden jurídico colombiano, en los siguientes términos:  
 
 “Artículo 90. Suspensión de funciones”.  
“1. El funcionario declarado en la situación de suspensión quedará privado 
durante el tiempo de permanencia en la misma del ejercicio de sus funciones 
y de todos los derechos inherentes a la condición. La suspensión 
determinará la pérdida del puesto de trabajo cuando exceda de seis meses”.  
“2. La suspensión firme se impondrá en virtud de sentencia dictada en causa 
criminal o en virtud de sanción disciplinaria. La suspensión firme por sanción 
disciplinaria no podrá exceder de seis años”.  
“3. El funcionario declarado en la situación de suspensión de funciones no 
podrá prestar servicios en ninguna Administración Pública ni en los 
Organismos públicos, Agencias, o Entidades de derecho público 
dependientes o vinculadas a ellas durante el tiempo de cumplimiento de la 
pena o sanción”.  
“4. Podrá acordarse la suspensión de funciones con carácter provisional con 
ocasión de la tramitación de un procedimiento judicial o expediente 
disciplinario, en los términos establecidos en este Estatuto”. 
 
“El Real Decreto 33 de 1986”, establece que dicha sanción de suspensión es 
aplicable a faltas graves y muy graves, y la propia Ley 7 de 2007 determina “el 
alcance de cada sanción, teniendo en cuenta el grado de intencionalidad, 
descuido o negligencia que se revele en la conducta, el daño al interés público, la 
reiteración o reincidencia, así como el grado de participación”362. 
 
La Legislación española consagra un método inteligente que evita la doble 
incriminación, cuando indica que al establecerse, en sede del proceso 
administrativo disciplinario, la existencia de indicios que permitan calificar la 




conducta como delito, se debe suspender la actuación administrativa y ponerla en 
conocimiento del Ministerio Fiscal363.  
 
Se extrae de las normas enunciadas, que en España se prevé una sanción 
disciplinaria para los servidores públicos para conductas graves y muy graves, 
semejante a la inhabilidad. Cuando la sanción de suspensión no supera los seis 
meses, es comparable a la suspensión especial de nuestro C.U.D. e implica la 
privación del ejercicio de funciones y derechos relacionados con el cargo. Si la 
suspensión supera los seis meses se asemeja a la inhabilidad y se traduce en la 
privación del ejercicio de funciones públicas de manera general y la pérdida del 
puesto de trabajo, hasta por seis años.  
 
Al estudiar la forma que los reseñados países consagran las sanciones que 
implican la privación a los derechos políticos de acceso a la administración 
pública, surge una conclusión manifiesta: que ninguno ha establecido una 
inhabilitación mayor a seis años. Dos de ellos optan por la inhabilidad de 5 años 
para las faltas más graves y Argentina ha consagrado como inhabilidad más 
intensa una sanción que impide el acceso al servicio público de 4 años.  
  
A ninguno de los legisladores estudiados se la ha ocurrido asignar la facultad de 
imponer sanciones severas y prolongadas, a un órgano administrativo y mediante 
un procedimiento menguado en derechos procesales, como lo ha hecho el 
legislador colombiano.  
 
En todo caso, aunque dichos países no imponen inhabilidades tan prolongadas 
como la contemplada en Colombia, existe una contradicción entre “las normas de 
la Convención Americana de Derechos Humanos y las sanciones disciplinarias 
que afectan los derechos políticos de los ciudadanos, adoptadas por los citados 
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Estados americanos”364, como quiera que el artículo 23 de ese Instrumento 
expresa claramente que los derechos políticos solo pueden ser restringidos 
mediante la ley “exclusivamente por razones de edad, nacionalidad, residencia, 
idioma, instrucción, capacidad civil o mental, o condena por juez competente en 
proceso penal”365. 
 
A la luz de la Convención Interamericana, la restricción a los Derechos políticos 
solo es posible a través de decisiones de la jurisdicción penal, cualquiera sea su 
duración; sin embargo, los legisladores de las naciones estudiadas -que se 
encuentran comprometidas con la Convención, salvo España- han considerado 
permitir “la sanción de inhabilidad para el ejercicio de funciones  públicas”, a través 
de autoridad y trámite administrativo disciplinario. Consideramos que tal decisión 
de los legisladores es tolerable solo dentro de un margen pequeño que se 
circunscriba a la naturaleza y finalidades del derecho administrativo. Ese margen 
no puede ser mayor al tiempo que tarda el proceso penal en resolver, por las 






















LA SANCIÓN DISCIPLINARIA DE INHABILIDAD PREVISTA EN EL CÓDIGO 




Al esbozar “los valores del moderno Estado Social y democrático de Derecho”, 
pudimos detectar que uno de los valores que lo fundamentan es “el respeto a la 
dignidad humana” que comprende la obligación del Estado de brindar a los 
ciudadanos la posibilidad de ejercer su autonomía y  el  diseño de un plan vital, así 
como la obligación de promover las condiciones materiales concretas para 
asegurar a los ciudadanos vivir bien.  
 
“Con la sanción de inhabilidad para el ejercicio de funciones  públicas” se afecta 
ese propósito que cumple el Estado y se restringen fuertemente esos derechos, 
por cuanto se le impide al ciudadano el ejercicio de sus derechos políticos, 
frustrando su proyecto de vida y el ejercicio de su autonomía. Lo cual es aceptable 
cuando la sanción persigue fines legítimos que tiene el Estado, como el de 
proteger la Administración Pública, siempre que para restringir los derechos 
inherentes a la persona se acuda al medio que menos aflija al ser humano, por 
cuanto, el Estado debe ser considerado como un  instrumento en favor del hombre 
y no a la inversa.  
 
Partiendo de ese fundamento y en consonancia con el principio de igualdad y 
proporcionalidad, los órganos del Estado, incluido el legislativo, deben someterse 
a “los valores del Estado Social y democrático de Derecho”, de tal manera que si 
se requiere sancionar para prevenir y corregir conductas que atenten contra 
bienes dignos de protección, como la Administración y la función públicas, se debe 
acudir al mecanismo que menos aflija los derechos de las personas, que consiga 




2. La sanción disciplinaria frente a los límites punitivos del Estado. 
 
2.1. La sanción disciplinaria de inhabilidad  frente al Debido Proceso 
sustantivo.  
 
2.1.1. La sanción de inhabilidad disciplinaria frente al principio de 
dignidad humana. 
Al analizar el alcance de “la sanción de inhabilidad para el ejercicio de funciones  
públicas prevista en el C.U.D”., pudimos constatar  que se trata de una restricción 
a los derechos políticos, los cuales son considerados derechos fundamentales,  
incluidos como tales en el artículo 40 del capítulo 1 del Título II de la Carta 
Política. Asimismo, también “la Convención Americana de Derechos Humanos 
considera como un derecho inherente a la persona humana los derechos políticos 
según se extrae del artículo 23 de ese instrumento internacional”.  
 
Hemos observado también que “la sanción de inhabilidad” no solo afecta el 
ejercicio de funciones públicas” sino que, de contera, perturba otros derechos 
inherentes al ser humano, como son  “el derecho al mínimo vital”, “al libre 
desarrollo de la personalidad”; “al buen nombre”; “a la libertad para escoger 
trabajo y oficio”, entre otros, los cuales suponen una mengua en “la vida digna de 
una persona”.  
 
Como se ha expuesto antes, la propia Corte Constitucional ha enseñado que “la 
dignidad humana” en “el marco de un Estado Social y democrático de Derecho”, 
debe tener un contenido conceptual amplio que sobrepasa la idea racionalista 
naturalista para extenderse a una concepción que abarca la dimensión social de la 
persona humana. De tal manera que el valor que debe respetar el Estado no se 
circunscribe al sustrato natural del ser humano, que tiene que ver con su vida, 
integridad y libertad personal, pues debe ampliarse a  la dimensión social 
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inherente al hombre que impele a que se le reconozcan las adecuadas 
condiciones para el desempeño de sus facultades como ser político.  
 
Se deduce de lo anterior que el ciudadano sometido a una “sanción de inhabilidad 
para ejercicio de funciones públicas” sufre una afectación importante a los 
derechos que sustentan su dignidad humana. Afectación que en el marco del 
“Estado Social de Derecho” solo se justifica en la medida que se persigan fines de 
igual o mayor  importancia  y con los mecanismos que menos aflijan los derechos 
del ciudadano.  
 
A lo largo del presente trabajo hemos podido analizar que el derecho disciplinario 
reduce las garantías procesales comparadas con el derecho penal, y que ello se 
justifica, de un lado en “el interés general de proteger la función pública y en el 
mayor compromiso que asumen los servidores públicos frente al Estado”, lo que 
los coloca en una relación de sumisión frente a la Administración Pública. Pero 
hemos establecido también que el Derecho disciplinario hace parte del conjunto de 
mecanismos sancionatorios de que dispone el Estado para prevenir conductas 
que afecten intereses que merecen protección. El Derecho disciplinario hace parte 
de un  sistema dentro del orden jurídico que debe funcionar de manera articulada  
para cumplir esos fines de prevención y protección. Sistema dentro del cual el 
derecho penal debe tener por objeto sancionar las conductas más graves e 
imponer en consecuencia las sanciones más aflictivas. Por esa razón, para 
respetar la dignidad de los procesados, el derecho penal contempla las mayores 
garantías procesales.  
 
En el marco de “los valores del Estado social y democrático del Derecho”, debe 
haber una relación de proporcionalidad entre la sanción a imponer y las garantías 
procesales. Cuanto mayor sean las afectaciones que genera una sanción, 
mayores deben ser las garantías procesales, de lo contrario se vulnerarán los 




Dentro de ese sistema sancionatorio que obra en el orden jurídico, el derecho 
disciplinario debe tener, entonces, una diferencia de grado respecto al derecho 
penal. Debe ser una disciplina de categoría inferior que afecte menos los derechos 
inherentes al ser humano que se pretende sancionar. Es esa diferencia de grado y 
la menor aflicción que sufren los derechos, lo que justifica la morigeración en las 
garantías procesales que existe en el derecho disciplinario.     
 
En el orden jurídico colombiano el legislador ha optado por establecer la sanción 
disciplinaria de inhabilidad general (para toda función pública) y de una duración 
que se extiende entre 10 y 20 años, y permanente cuando se trata de conductas 
que impliquen un delito contra el patrimonio del Estado. Se trata de la afectación 
más intensa a derechos fundamentales, después de la privación de la libertad. 
Sanción que también se prevé en el Código penal y que, como se pudo constatar 
en su momento al analizar su alcance, paradójicamente, la sanción penal en 
muchos casos puede resultar más benévola que la disciplinaria, porque está 
vinculada al tiempo de duración de la pena principal de prisión.  
 
La Corte Constitucional, ha avalado recurrentemente en su Jurisprudencia la 
consagración de la inhabilidad disciplinaria con ese alcance, con el argumento de 
la prevalencia del interés general de protección a la función pública, la necesidad 
de impedir la corrupción, en consonancia con la mayor exigencia que el artículo 6º  
Constitucional le impone a los servidores públicos. Ha dicho la Corte que el 
legislador tiene un amplio margen para imponer sanciones de carácter 
administrativo disciplinario, diferentes a la privación de libertad, en razón a esos 
fines de interés general. Sin embargo, en nuestra consideración la Corte, ha 
dejado de lado que el interés general tiene como límite el respeto a los derechos 
inherentes al ser humano, lo cual se cumple aplicando el mecanismo que menos 
restringe esos derechos que pueda conseguir ese fin.  En ese caso, ese 
mecanismo idóneo es el derecho penal, porque con una sanción semejante 
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cumple el mismo propósito de prevención y restringe menos los derechos 
fundamentales del procesado.  
 
Al imponerse la sanción disciplinaria de inhabilidad general por un tiempo tan 
extenso, se afectan derechos fundamentales de manera intensa mediante un 
trámite administrativo  que restringe las garantías procesales, contrariando así la 
proporcionalidad entre la intensidad de la sanción y los derechos y garantías del 
procesado, lo que redunda en una afectación por ambas vías a derechos 
inherentes a la persona humana.  
 
De otro lado, también hemos señalado que el respeto a “la dignidad humana” 
impide la instrumentalización del ser humano en la búsqueda de fines de interés 
general si él mismo no consiente en ello366, conforme al imperativo categórico 
Kantiano según el cual el hombre es un fin en sí mismo, lo que sustenta el 
postulado que restringe al Estado en su poder punitivo si las sanciones son 
irrazonables o desproporcionadas. Hemos extraído de la Jurisprudencia 
colombiana, que el derecho penal busca preservar intereses de relevancia para el 
Estado y evitar que se reiteren conductas que los afecten, mientras que con el 
derecho disciplinario, lo que se persigue corregir y garantizar es “la buena marcha 
y el buen nombre de la gestión pública” “a través del desempeño probo y eficiente 
de los funcionarios del Estado o de los particulares que cumplen funciones 
públicas”367. En ambos casos lo que se deduce de tales finalidades no es otra 
cosa que la prevención general y especial para que las conductas previstas en la 
ley no se repitan y los implicados se enmienden.   
 
Al analizar el alcance de la función que tiene la sanción de inhabilidad tanto en lo 
penal como en lo disciplinario, descubrimos que cuanto más se extiende el 
impedimento “para el ejercicio de funciones públicas que genera la inhabilidad, 
menos se cumple la función de corrección o prevención especial, por cuanto el 
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sancionado no tendrá oportunidad de demostrar que ha enmendado su conducta”; 
colegimos entonces que la función prevalente que en ambas disciplinas cumple la 
sanción de “inhabilidad para el ejercicio de funciones  públicas”, “es la función de 
prevención general, es decir la de disuasión al conglomerado social para que los 
ciudadanos, y en especial los servidores públicos, se abstengan de incurrir en 
conductas contrarias a la función pública”368. 
 
Recordemos que un aspecto importante del principio de dignidad humana es que 
el hombre debe ser considerado como un fin en sí mismo y no puede servir de 
instrumento para ningún otro fin, si él mismo no consiente en ello -ni siquiera para 
los fines de interés general del Estado, por cuanto éste debe estar al servicio del 
hombre y no a la inversa-.  Lo que permite conseguir un fin general de prevención 
con la previsión de sanciones que afectan los derechos inmanentes del hombre, 
sin instrumentalizar al ser humano, es el “principio de legalidad”, pues si se 
aplicaran sanciones o penas imprevistas para el hombre sobre el cual van a ser 
aplicadas, sería utilizarlo como medio para conseguir un fin ajeno a sí mismo. 
Únicamente si el hombre conoce anticipadamente que la conducta que realiza 
está prohibida, puede decidir si asume o no el riesgo de la sanción prevista, 
colocándose así voluntariamente bajo la consecuencia penal o disciplinaria. Sólo 
así no tendría la condición de instrumento.  
 
Una de esas garantías que se morigera en la actuación disciplinaria es 
precisamente el “principio de legalidad” (y dentro de ésta la de tipicidad). Se 
concluye entonces que el derecho disciplinario al  imponer una sanción de 
inhabilidad que cumple preferentemente una función de prevención general, 
instrumentaliza al procesado cuando con dicha sanción se afectan los derechos 
políticos y otros derechos fundamentales del sancionado restringiendo además de 
manera severa sus garantías procesales (especialmente los principios de 
legalidad y tipicidad).  
 




2.1.2. “La sanción de inhabilidad disciplinaria frente a los 
principios de Justicia y Non bis in ídem”. 
En Colombia, se atenúan estos principios, tal como lo ha planteado la 
Jurisprudencia nacional, como quiera que pueden llevarse a cabo procesos de 
índole penal y disciplinario derivados de una misma conducta. La Corte 
Constitucional Colombiana ha sustentado la posibilidad de que coexistan 
actuaciones penales y disciplinarias respecto de una misma conducta, aduciendo 
que existe diferencia entre las naturalezas, objetos y finalidades que tienen las dos 
disciplinas de carácter punitivo, así como diferencia entre los dos procedimientos 
aplicables y entre las autoridades competentes para llevar a cabo las actuaciones. 
Asimismo, para la Jurisprudencia colombiana ha justificado que se imponga la 
sanción de inhabilidad tanto a través de la vía penal como disciplinaria, por la 
prevalencia del interés general de garantizar una Administración Pública proba y 
eficiente.   
 
Sin embargo, en nuestra perspectiva, la Jurisprudencia no ha tomado en cuenta 
un aspecto en la distinción de las dos disciplinas punitivas, y es la importancia que 
reviste la calidad y cantidad de la sanción. “Si bien es cierto la acción penal y la 
administrativa disciplinaria”, vistas de manera global, son diferentes en razón de 
los elementos enunciados por la Corte, no es menos cierto que el que se puedan 
llevar a cabo dos actuaciones independientes por los mismos hechos, obedece 
también a que las sanciones penales son cuantitativamente mayores y 
cualitativamente más aflictivas a los derechos y preceptos que fundamentan el 
“Estado Social de Derecho”, mientras las sanciones de carácter disciplinario deben 
ser de menor envergadura, dadas las restricciones que soportan los derechos 
procesales del sub judice.  
 
Hemos podido constatar que aunque las dos disciplinas vistas de manera general 
cumplen fines diferentes, al estudiar sus naturalezas, objetos y finalidades de 
manera más cercana se pueden evidenciar coincidencias. Ambas disciplinas son 
públicas y sancionatorias, algunas de las conductas contempladas en el derecho 
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disciplinario son objetivamente semejantes a las que se elevan a tipo penal, y las 
sanciones de inhabilidad son también semejantes y afectan los mismos derechos.   
 
Del mismo modo se ha podido demostrar en este trabajo que la función que 
cumple la sanción de inhabilidad tanto en lo penal como en lo disciplinario, es 
prevalentemente la de prevención general, de tal manera que las dos disciplinas 
coinciden en esa finalidad.  
Observado lo anterior, lo único que justificaría prever las mismas conductas en los 
dos sistemas normativos sería que la sanción disciplinaria fuera menos aflictiva a 
los derechos del sancionado (menos intensa que la contemplada en el derecho 
penal), y para cumplir algún fin diferente al de proteger la función pública mediante 
la prevención disuasoria general. Ello, por cuanto el sustrato que fundamenta “el 
principio de “non bis in ídem”” es precisamente la Justicia, que impide que a una 
persona se le sancione dos veces por una misma conducta.  
 
En la presente investigación se ha podido establecer que la aludida sanción 
disciplinaria de inhabilidad de 10 a 20 años resulta ser demasiado aflictiva, 
considerando la restricción que sufren los derechos en la actuación administrativa 
y los derechos que se afectan con la sanción misma. La afectación que sufre el 
sancionado con la inhabilidad disciplinaria puede llegar a ser mayor (porque parte 
de un mayor tiempo de duración) que la prevista en el Código Penal. 
 
Consideramos, con base en lo anterior, que la única situación que permitiría que 
se impusiera una sanción de inhabilidad por la misma conducta mediante ambos 
procesos, sería que el derecho disciplinario cumpliera una finalidad provisional y 
transitoria, entre tanto el derecho penal impone la sanción definitiva. En ese caso, 
bajo el parámetro de justicia y proporcionalidad, la inhabilidad que imponga el 
proceso disciplinario no podría superar el tiempo que tarde el proceso penal en 
resolver de fondo, de lo contrario se afectaría el principio de non bis in ídem 
sancionando dos veces a una persona por los mismos hechos y con el mismo fin.  
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El tiempo que tarda un proceso penal en resolverse en Colombia, se conoce al 
estudiar las normas que regulan los tiempos del mismo, o a partir de los estudios 
empíricos que se realizan sobre la realidad de los trámites. Con todo, 
consideramos que la duración de un proceso penal bajo estándares razonables, 
no puede superar los tres años desde la formulación de la imputación. Con base 
en ello, si el legislador decide, como lo ha hecho, consagrar “la sanción de 
inhabilidad para el ejercicio de funciones  públicas” dentro del régimen disciplinario 
para prevenir conductas que objetivamente han sido tipificadas también como 
delito, la duración de tal sanción disciplinaria administrativa no podría superar el 
tiempo que dura el proceso penal en resolverse. Si el legislador impone una 
sanción disciplinaria más larga, permitiría que mediante un medio diseñado para 
afectar los derechos de manera leve, se reemplace al derecho penal en su función 
de prevenir mediante sanciones más gravosas.  
 
Se concluye entonces que la sanción de inhabilidad disciplinaria de más de diez 
años, consagrada también en las normatividad penal,  desborda el parámetro de 
justicia que sirve de base al “principio de non bis in ídem”, que impele a que a 
nadie se le juzgue o procese y sancione  afectando sus derechos, dos veces por el 
mismo hecho.   
 
2.1.3. “La sanción de inhabilidad disciplinaria frente a los 
principios de legalidad, Tipicidad y Favorabilidad”. 
 
Como estudiamos en la primera parte de esta investigación, desde los albores del 
Estado de Derecho, los filósofos plantearon dos presupuestos para limitar la 
arbitrariedad de quienes ejercen la autoridad: La separación de poderes y el 
“principio de legalidad”. El primero indica que deben estar en cabeza de órganos 
diferentes las funciones de legislar, juzgar y ejecutar la ley. Si se permite que un 
órgano realice la función que le corresponde a otro, nos acercaríamos al Estado 
absolutista. La separación de poderes impide así la arbitrariedad de quienes 
ejercen autoridad creando un equilibrio entre ellas.  
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El presupuesto del “principio de legalidad” supone que sólo el órgano encargado 
de emitir las leyes pueda tipificar conductas y asignarles sanciones que restrinjan 
de manera intensa “los derechos y las libertades de los individuos”369. Ello, por 
cuanto es éste el órgano el que representa la voluntad general. Es a los 
representantes del pueblo a los que los individuos les han cedido su voluntad para 
que puedan restringir sus derechos a fin de conseguir el orden social.   
 
Significa lo anterior, que si el legislativo renuncia a su función en favor de otro 
órgano, le permite a éste ejercer una facultad sobre los individuos que estos no le 
han otorgado. Por ello, cuando el legislativo opta por permitir que otro órgano 
tenga facultades que afectan el “principio de legalidad” y de tipicidad, debe 
respetar los parámetros de necesidad y ponderación, y en todo caso, las 
sanciones que se apliquen por esas autoridades deben ser las que menos aflijan 
los derechos.   
 
En su oportunidad tuvimos ocasión de examinar cómo el derecho disciplinario 
concibe las garantías de legalidad y tipicidad y pudimos constatar que éstas sufren 
variación si se comparan frente al derecho penal, por cuanto las normas 
disciplinarias no pueden quedar contenidas exclusivamente en el texto de la ley 
disciplinaria, pues los deberes y funciones a los que deben someterse “los 
funcionarios públicos y los particulares que cumplen funciones públicas”370 
generalmente se encuentran en otras leyes, decretos o en normas reglamentarias.  
 
La doctrina y la Jurisprudencia acepta que la diferencia de la tipicidad en lo 
disciplinario en relación que el área penal, se sustenta en que para las faltas de 
carácter disciplinario se hace necesario “un sistema de “numerus apertus” o tipos 
abiertos” por cuanto el legislador no puede comprender en la definición de la falta 
todos sus pormenores concernientes a las funciones y reglamentos que las 






regulan. De modo que las conductas que constituyen falta en materia disciplinaria, 
se definen en normas en blanco, las cuales no establecen de manera exhaustiva 
la falta objeto de sanción, sino que debe acudirse a otras leyes, decretos o normas 
reglamentarias. 
 
Es por ello que la doctrina y la Jurisprudencia consideran que “en el ámbito 
disciplinario los principios de legalidad y tipicidad actúan con menor rigurosidad 
que en el derecho penal delictivo, pues se admiten bajo determinadas condiciones 
el uso de tipos abiertos y de conceptos jurídicos indeterminados, a la vez que se le 
atribuye al juzgador disciplinario una mayor amplitud para adelantar el proceso de 
adecuación típica de las conductas reprochables”.371 
 
Por otro lado, al analizar el alcance que tiene la “inhabilidad para el ejercicio de 
funciones  públicas”, pudimos establecer que supone una privación a derechos 
fundamentales de diverso orden que afectan tanto la esfera interna como la esfera 
social y política del ciudadano, impidiéndole ejercer su vida digna de manera 
regular. Adicionalmente pudimos constatar que “la sanción de inhabilidad para el 
ejercicio de funciones  públicas” que prevé el C.U.D. es entre las inhabilidades que 
contempla el orden jurídico colombiano, la más restrictiva, por cuanto contempla el 
impedimento para el acceso a la función sobre todo cargo público por un tiempo 
muy largo de restricción a los derechos”372.  
 
Significan las anteriores premisas, que el legislador Colombiano, traicionando los  
principios de soberanía popular y separación de poderes, le ha permitido a las 
autoridades administrativas disciplinarias aplicar sanciones que reprimen 
intensamente derechos fundamentales de los ciudadanos, a pesar de que por su 
naturaleza han sido creadas esas instituciones para ejercer como medios menos 
represivos que el derecho penal. No de otra manera se entiende la razón por la 
cual en el derecho disciplinario se morigeran los principios de legalidad y tipicidad.   
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2.1.4. La sanción de inhabilidad disciplinaria frente a los principios de 
Igualdad, Proporcionalidad y necesidad  
Recordemos que el desarrollo del concepto de “Estado Social de Derecho” lleva 
implícita una connotación del principio de igualdad amplia para hacer efectiva la 
justicia material y no solamente formal373. Ese postulado se deriva del preámbulo 
de la Constitución y de los artículos 2º y 13 donde se pregona la igualdad y el 
orden justo como propósitos del Estado.   
 
Bajo esos preceptos fundantes del “Estado Social y democrático de Derecho”, las 
normas de carácter disciplinario, en tanto especie del derecho sancionador, deben 
cumplir el presupuesto exigido de que el legislador debe considerar, al cumplir su 
función, los condicionantes diferenciadores para realizar el principio de igualdad 
material y no puramente formal, lo cual supone que la ley debe obedecer a 
“criterios de necesidad, razonabilidad y proporcionalidad”.  
 
Con fundamento en esa premisa la Corte Constitucional ha enseñado 
recurrentemente, al desarrollar el principio-derecho de igualdad 374, que para 
imponer sanciones las autoridades deben realizar un juicio sobre la pertinencia de 
los medios para alcanzar los fines constitucionalmente legítimos, verificar si los 
medios son necesarios (esto es, si no existe un medio menos gravoso a los 
derechos con el cual se pueda conseguir el fin perseguido), y realizar una 
ponderación entre los bienes que se enfrentan para hacer prevalecer el más 
importante.  Juicio de necesidad, razonabilidad y proporcionalidad que es 
imperativo tanto para el legislador al establecer normas que persigan fines 
constitucionales que afectan derechos a los ciudadanos, como para las 
autoridades judiciales y administrativas al aplicar o ejecutar la Ley. Si el legislador 
omite esa valoración al tipificar conductas y fijar sanciones, puede generar 
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 Sentencia C-394 de 1995. 
374
 Sentencias C-093 de 1993, C-430 de 1996  
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excesos, al restringir  los derechos fundamentales, existiendo medios menos 
lesivos para conseguir los fines perseguidos375.  
 
La Corte Constitucional en las sentencias a las que nos hemos referido en 
acápites anteriores, al declarar exequibles las normas que prevén la sanción de 
inhabilidad disciplinaria, desatiende estos preceptos. Considera que es razonable 
que la sanción de inhabilidad de más de 10 años (llegando a ser permanente en el 
caso de faltas contra el patrimonio del Estado), sea prevista como falta 
disciplinaria de conocimiento de autoridades administrativas, olvidándose de 
analizar cuál de las dos disciplinas puede cumplir adecuadamente el fin de 
“prevenir conductas contrarias a los principios que amparan la Administración y 
función públicas”, afligiendo menos los derechos de los implicados.  
 
El sustento de la Corte en ese sentido se reduce a señalar que la sanción 
disciplinaria de inhabilidad cumple el principio de proporcionalidad porque con ella 
se sancionan las faltas disciplinarias más graves. Limitando el análisis al derecho 
disciplinario  pero dejando de lado una valoración que cobije, como debe ser, todo 
el ordenamiento jurídico. La posición de la Corte desconoce así que el orden 
jurídico constituye un sistema en el cual el legislador debe determinar cuál es el 
medio más adecuado para cumplir los fines, y que afecte menos los derechos de 
los ciudadanos.  
 
Las decisiones de la Corte se enfocan en “la prevalencia del interés general y la 
necesidad de luchar contra la corrupción de quienes ejercen función pública”. 
Finalidad legítima y loable, pero que para conseguirla no se pueden avasallar los 
principios que limitan el poder punitivo del Estado y que propenden por exaltar la 
dignidad del ser humano. La prevalencia del interés general no es un principio 
absoluto; tiene límites y es a través del test de proporcionalidad que las 
autoridades consiguen no rebasarlos. Como veremos, en el caso de “la sanción de 
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 Corte Constitucional, Sentencia C-939 de 2002. 
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inhabilidad para el ejercicio de funciones  públicas” que el legislador ha 
consagrado en el C.U.D., esos límites han sido traspasados.  
 
La medida más adecuada para cumplir el fin constitucional de proteger la función 
pública de conductas graves contrarias a “los principios de eficiencia, economía y 
trasparencia propios de la Administración Pública”, es el derecho penal. Si se trata 
de conductas tan graves que merecen una sanción que afecta de manera 
importante derechos fundamentales de los procesados, entre ellos los derechos a 
su participación política, sus libertades a la elección de profesión y oficio, el buen 
nombre, su derecho al mínimo vital, etc.,  el legislador debe optar por la medida 
más apropiada que existe en el ordenamiento jurídico para restringir los derechos 
que afectan el normal desarrollo en condiciones de dignidad a las personas.  
 
Para guardar el equilibrio que exigen los principios de igualdad material y justicia, 
al establecer sanciones de implicaciones graves sobre “los derechos de las 
personas, se requiere que el legislador opte por el mecanismo que más proteja los 
derechos humanos”; en este caso ese mecanismo es el derecho penal. El derecho 
disciplinario no puede considerarse en este caso menos restrictivo a los derechos 
de los procesados, por cuanto, como hemos podido observar, su procedimiento es 
muy menguado en garantías para el procesado y es operado por autoridades sin 
función jurisdiccional, que por lo tanto tampoco ofrecen la garantía de autonomía e 
independencia que si tienen los jueces.   
 
Hemos podido estudiar en la primera parte de éste trabajo, como en el derecho 
disciplinario se morigeran esas garantías propias del derecho sancionador. La 
autoridad administrativa tiene un margen más amplio para calificar objetiva y 
subjetivamente las conductas disciplinables,  lo que disminuye “los principios de 
legalidad y tipicidad en desfavor del procesado”. “ Y en general, todos los 
principios que sirven de límite al poder punitivo del Estado sufren  una sustancial 
atenuación en el derecho disciplinario, comparados con el procedimiento penal. 
De manera que la medida menos restrictiva a los derechos de quienes puedan 
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estar incursos en conductas susceptibles de una inhabilitación para el servicio 
público, es el derecho penal y no el disciplinario”.  
 
Si el legislador decide que algunas conductas –por su gravedad- deben ser objeto 
de sanción penal, las que quedan que no revisten tanta gravedad pueden quedar  
bajo el ámbito del proceso disciplinario. En el orden jurídico no puede tener igual o 
mayor entidad las conductas sancionadas disciplinariamente que las previstas en 
el derecho penal, por cuanto la razón por la que las garantías procesales se 
reducen en el proceso administrativo, es precisamente que las sanciones que 
puede imponer no son tan aflictivas a los derechos como las que sí puede 
establecer el derecho penal. 
 
Los principios de igualdad y justicia material “implican que debe existir una 
relación directa de proporcionalidad entre la protección a los derechos de 
procesado y la sanción a imponer”. Cuanto mayor sea la sanción que se prevé 
para una conducta, mayores deben ser las garantías ofrecidas al sub judice. Por 
ello no tiene asidero la aceptación que hace la Corte Constitucional de la 
inhabilidad consagrada en el C.U.D., cuando es claro que el Código Penal prevé 
conductas objetivamente semejantes y les impone las correspondientes 
sanciones, brindando todas las garantías procesales.   
 
La sanción que se ha consagrado en el C.U.D, puede incluso llegar a ser más 
aflictiva a los derechos que la prevista en el Código Penal, porque mientras éste 
último establece una duración vinculada a la pena principal de privación a la 
libertad -que en muchos casos se traduce en inhabilidad para el servicio público 
inferior a los diez años-, las sanciones previstas en el Código disciplinario parten 
de 10 años de inhabilidad. Ello evidencia que tal como ha quedado el sistema de 
sanciones en Colombia el derecho disciplinario contempla una sanción que 
restringe los derechos de manera igual o más intensa que el derecho penal frente 
a conductas semejantes, lo cual es abiertamente contrario al principio de 
necesidad y proporcionalidad.  
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La Corte no repara en lo anterior, porque parte del supuesto según el cual la única 
sanción que aflige derechos de manera intensa es la privación de la libertad. Por 
eso considera, tácitamente, que cualquier otro tipo de sanción puede ser utilizada 
ilimitadamente por las demás disciplinas sancionatorias dentro del ordenamiento 
jurídico y aplicadas por autoridades sin función jurisdiccional. Con esa premisa la 
Corte Constitucional avala que el Legislador permita que a través de un proceso 
disciplinario administrativo se imponga “la sanción de inhabilidad para el ejercicio 
de funciones púbicas que parte de 10 años y puede llegar a ser intemporal 
(cuando se afecta el patrimonio público)”. Sin embargo, tal apreciación es 
enteramente equivocada porque, como hemos dicho el derecho administrativo no 
puede restringir derechos de manera intensa, porque ofrece mínimas garantías 
procesales.    
 
La postura de la Corte parte de la premisa falsa de considerar que la pena de 
privación de libertad es la única que puede resultar suficiente para prevenir 
conductas graves, propias del derecho penal. Planteamiento que es enteramente 
opuesto a las modernas teorías del derecho que impelen por un derecho penal de 
mínima intervención, en el que se busca aplicar las sanciones que menos aflijan 
los derechos y que consigan los fines de prevención, resocialización y 
rehabilitación. Incluso la doctrina relativa a la Política Criminal del Estado376 
recomienda que dentro de las sanciones previstas para los delitos se acuda a 
penas alternativas diferentes a la privación de la libertad, mediante las cuales se 
cumpla mejor la finalidad de reinsertar al individuo en al seno de la sociedad377. 
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 “Diagnóstico y Propuesta de Lineamientos de Política Criminal para el Estado Colombiano, Comisión 
Asesora de Política Criminal, Junio 2012, páginas 62 a 67”. 
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 “La Comisión Asesora de Política Criminal recomienda entre sus propuestas:  
“Existe una amplia gama de penas alternativas que se pueden diseñar e implementar en el sistema jurídico 
colombiano.  
Dentro de estas penas y medidas alternativas se encuentran: i) reparación a las víctimas del delito. ii) 
internamiento voluntario en establecimientos de terapia sico-social; iii) trabajo en medio rural; iv) libertad 
asistida por juez u otra autoridad o persona; ; v) pérdida de trabajo a favor de la comunidad; vi) prisión 
abierta; pérdida de licencia de conducción o inhabilitación para el ejercicio de una profesión, arte, oficio, 
industria o comercio; vii) arresto domiciliario; viii) reserva del fallo; ix) amonestación o apercibimiento; xi) 
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Nuestro legislador, con fundamento en un desatinado populismo punitivo, ha 
asumido la idea de que la única forma de conseguir “los fines del derecho penal es 
con la privación de la libertad, idea que la Corte parece avalar con su posición 
frente a la sanción de inhabilidad, porque considera que no es tan aflictiva a los 
derechos y que puede ser aplicada por la vía del derecho administrativo sin 
ninguna limitación. Postura que abiertamente desconoce los principios de 
proporcionalidad y necesidad”.  
 
De otro lado, lo ideal para conseguir un sistema que se ajuste a los parámetros de 
necesidad y proporcionalidad, es que no exista redundancia en la aplicación de los 
mecanismos sancionatorios. Un elemento del principio de necesidad es 
precisamente que no se repita un mecanismo, por cuanto ello contraría de un lado 
la justicia aplicada de cara a los afectados, y de otro lado contraría “los principios 
de eficiencia y economía que rigen la función pública”378.   
 
Cuando el legislador opta, como lo hace en nuestro ordenamiento, por establecer 
las mismas conductas para imponerles sanciones semejantes mediante dos 
procedimientos diferentes para conseguir el mismo fin (proteger la función pública 
y prevenir tales conductas), redunda innecesaria e injustamente.  
 
Lo más razonable entonces sería que el legislador elevara las conductas más 
graves que atentan contra la función pública, para ser tratadas bajo la égida del 
derecho penal, sacándolas de la órbita del derecho disciplinario (como hace el 
derecho español); a menos que el derecho disciplinario obre solamente como un 
mecanismo provisional mientras el proceso penal decide de fondo la 
responsabilidad del implicado.  En ese caso la sanción disciplinaria, como dijimos 
antes, no podría superar el tiempo que tarda el proceso penal en resolver.  
 
                                                                                                                                                                                 
liberación anticipada con fines laborales o educativos; xii) asistencia a cursos de formación; a cursos de 





Bajo el marco de la proporcionalidad, se puede afirmar adicionalmente, que las 
conductas que generen faltas disciplinarias y que no hayan sido elevadas a la 
categoría de delito, no podrán ser objeto de una sanción más intensa que la 
señalada para aquellas que se consideran tan graves que requieren tratamiento 
penal. Por ello, en nuestra consideración el legislador no puede consagrar una 
sanción disciplinaria de inhabilidad que rebase el tiempo que tarda el proceso 
penal. Una sanción que inhabilite por más tiempo por vía administrativa 




2.1.5. La sanción de inhabilidad disciplinaria frente al principio de 
Lesividad  
En su momento estudiamos el matiz que adquiere este principio en el derecho 
disciplinario, evidenciándose  su diferencia al compararlo con el sistema  penal. Es 
claro que mientras en éste último la responsabilidad se funda en la causación de 
un resultado que genere daño tanto formal como material, en la responsabilidad 
disciplinaria sólo se exige ilicitud sustancial, lo que significa, simplemente, un 
reproche por obrar en forma contraria al deber funcional, sin que se requiera un 
resultado concreto más allá del actuar contrariando los deberes y funciones o 
extralimitándose en ellos. De manera que las conductas disciplinables son todas 
de mera conducta379, sin que el juzgador deba atender a la existencia de un 
resultado dañino efectivo o al menos una puesta en peligro efectiva a un bien 
jurídico tutelado.   
 
Esa disminución al principio de Lesividad es aceptable en el derecho 
administrativo, cuando éste se enmarca dentro de los márgenes de su naturaleza, 
objeto y fines, los cuales se cumplen cuando las faltas previstas se dirigen a 
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 Gómez Pavajeau Carlos Arturo, Fundamentos del Derecho Disciplinario Colombiano, Ediciones Nueva 
Jurídica, Vol 4, 2012. Bogotá. Página  129. 
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precaver situaciones propias de “la relación de subordinación que existe entre el 
funcionario y la Administración”, y cuando las sanciones  se dirigen a corregir al 
funcionario público y a mantener la función pública bajo su cauce. Cuando el 
legislador permite exceso sobre esos límites, la reducción de la garantía es 
intolerable. 
 
El principio de Lesividad, concebido desde la perspectiva penal, es una limitación 
al poder de punición del Estado, que exige que para imponer la pena debe 
determinarse si realmente la conducta la amerita por el resultado dañino que ha 
generado tanto al orden jurídico como al bien jurídico. Lo cual implica que es el 
resultado lo que determina la gravedad de la conducta, y a su vez, que la 
gravedad de la conducta conduce a la mayor o menor intensidad de la sanción.  
Como la falta disciplinaria no puede concebirse igual de grave que una conducta 
elevada a la condición de delito (lo cual permite reemplazar el concepto de 
antijuridicidad material y formal por el de simple ilicitud sustancial), lo lógico es 
concluir que la sanción disciplinaria no puede tener la misma intensidad que una 
pena del ámbito criminal.  
 
Por ello, bajo el marco de los valores del “Estado Social y democrático de 
Derecho”, es inaceptable que se imponga una sanción en sede disciplinaria, si 
esta resulta excesiva –como hemos demostrado resulta la inhabilidad estatuida en 
el C.U.D.-, teniendo en cuenta las condiciones de menguadas garantías que 
ofrece el proceso administrativo.  
 
2.1.6. La sanción de inhabilidad disciplinaria frente al principio del 
Derecho Penal de Acto. 
El principio según el cual se debe sancionar en razón de la materialización de un 
acto y no de lo que el sujeto es, opina o piensa, tiene su fundamento en la 
dignidad del hombre. Con ello se busca impedir que se castigue a las personas en 
razón de su carácter, personalidad o supuesta peligrosidad.   
 
220 
Pusimos de presente en su momento que tanto en el derecho disciplinario como 
en el penal,  el principio de imponer la sanción en virtud del acto y no en razón de 
la calidad del autor, sufre una disminución manifiesta en favor del propósito de 
proteger a la Administración Pública y evitar la corrupción de sus funcionarios, por 
cuanto a quienes tienen el deber de cumplir función pública el orden jurídico les 
hace una exigencia mayor, con fundamento en el principio de igualdad material y 
en la prevalencia del interés general de mantener una Administración Pública 
proba y eficiente.  
 
En ese sentido, la disminución de esta garantía es semejante en las dos 
disciplinas y se justifica en los mismos criterios; sin embargo, es necesario resaltar 
que la reducción a las garantas sustanciales solo se justifica en cada disciplina 
sancionatoria en la medida que éstas se enmarquen dentro de su propia 
naturaleza y sin que se rebasen su objeto y fines.  
 
Hemos demostrado que al imponer una sanción de inhabilidad disciplinaria 
excesiva en tiempo de duración en aras de conseguir el interés general de 
prevención, con reducción de “las garantías (especialmente de los principios de 
legalidad y de tipicidad)”, “se instrumentaliza al hombre para conseguir un fin ajeno 
a sí mismo, sin que él lo haya consentido. Lo que abiertamente contradice el 
principio de dignidad humana”.  
 
Conforme a lo anterior, se puede concluir que al imponerse una sanción de 
inhabilidad que desborda los márgenes propios del derecho administrativo, se 
afecta desproporcionadamente la dignidad del ser humano que funge como 
servidor público. La mayor exigencia que se hace al servidor público debe 
acompasarse ofreciendo las garantías procesales suficientes, las cuales deben ser 
proporcionales a la intensidad de las sanciones que se prevé imponer. Ello por 
cuanto, la restricción “al principio de derecho penal de acto y no de autor” en aras 
de hacer prevalecer el interés general, no puede desdibujarse tanto hasta negar la 
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dignidad del hombre que habita bajo la investidura de servidor público, por cuanto 
se atentaría contra un valor esencial del Estado.  
 
La inhabilidad disciplinaria que consagra el C.U.D. es  muy intensa en relación con 
las garantías procesales del derecho disciplinario, afectando de manera 
desproporcionada la dignidad del hombre que funge como servidor público. 
Permitir que una autoridad administrativa imponga sanciones desmedidas en 
relación a su naturaleza, con sustento únicamente en que se trata de un servidor 
público, es abrir una puerta para que arbitrariamente se persiga a quienes opinan 
diferente, lo que contraría los principios de separación de poderes y los principios 
de democracia, de pluralismo y de participación.   
 
2.1.7. La sanción de inhabilidad disciplinaria frente al principio de 
Culpabilidad  
Recordemos que al analizar el matiz que toma el “principio de tipicidad en el 
derecho disciplinario”, pudimos constatar que a diferencia del juez penal, el 
operador disciplinario, cuenta con un amplio margen para calificar la falta en el 
aspecto objetivo y además queda a su criterio determinar la modalidad subjetiva 
de la falta -esto es, si se actuó a título de culpa gravísima, grave o leve,  o de dolo- 
lo que repercute en la determinación de la sanción a imponer.  
 
Se evidencia en ello una reducción manifiesta en el principio de culpabilidad (en su 
noción laxa), en el marco del derecho disciplinario comparado con el derecho 
penal.  Y en cuanto a la culpabilidad entendida bajo la noción de exigibilidad y 
conciencia de la antijuridicidad, hemos visto que el derecho disciplinario es 
también más abierto, pues no se hace distinción frente a la clase de error.  
 
Tales diferencias confieren al juzgador disciplinario mayor discrecionalidad para 
valorar las conductas, lo que es aceptable cuando la sanción prevista se ajusta a 
la naturaleza administrativa del proceso disciplinario. Pero si la sanción genera 
una afectación intensa a los derechos de los implicados (como hemos demostrado 
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produce la inhabilidad disciplinaria consagrada en el C.U.D.) -afectación que 
debería avocarse por el procedimiento penal que es más adecuado en términos de 
proporcionalidad- tal discrecionalidad se torna en arbitrariedad y contradice los 
límites al poder punitivo que deben existir en un “Estado Social y democrático de 
Derecho”.  
 
2.2. La sanción disciplinaria de inhabilidad  frente al Derecho al Debido 
Proceso adjetivo. 
En la primera parte del trabajo estudiamos cómo opera el proceso disciplinario y 
concluimos que en éste se disminuyen “las garantías adjetivas del derecho al 
debido proceso”: no se aplica el principio de jurisdiccionalidad propiamente dicho, 
el procedimiento es prevalentemente inquisitivo y el derecho a la defensa y 
contradicción se reduce en relación al procedimiento penal.  
 
Recordemos que  hemos podido observar que el disciplinario no es un juicio sino 
un trámite administrativo, justificado en razón de la naturaleza, objeto y finalidad 
que tiene el derecho disciplinario, que lo hacen una disciplina distinta y autónoma 
en relación con el derecho penal380. El proceso disciplinario se cumple en el marco 
de reglas de la propia Administración, como quiera que su objeto son las faltas de 
naturaleza interna a la Administración y ello lo diferencia del procedimiento 
adecuado para establecer la responsabilidad penal381. Es por eso que la actuación 
administrativa disciplinaria generalmente se encuentra bajo la égida de un 
funcionario de la propia entidad a la que está vinculado el servidor  público 
procesado; aunque, en el ordenamiento jurídico colombiano ha quedado dispersa 
“la competencia para el ejercicio de la acción disciplinaria” en diferentes órganos, 
unos de naturaleza administrativa, otros entes de control cuyas actuaciones son 
también administrativas. Salvo contadas excepciones la actuación disciplinaria es 
de índole administrativo. 
                                                          
380
 Sentencia C-948 de 2002. 
381
 “Forero Salcedo José Rory, Principios y Garantías Constitucionales en el ámbito Disciplinario de los 
Servidores Estatales Ediciones Nueva Jurídica, 2003. Páginas 56, 57, 58.”  
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Tal observación nos ha llevado a concluir que en el marco del derecho 
disciplinario, se restringe la independencia y autonomía del operario que resuelve 
la acción disciplinaria, por cuanto generalmente hace parte de la estructura 
funcional de la propia entidad a la que pertenece el procesado y guarda relación 
jerárquica con sus superiores. La Procuraduría también se encuentra jerarquizada, 
de manera que el operador disciplinario no cuenta con la misma autonomía que se 
puede predicar de los jueces en los procesos de índole penal.   
 
Cuando el legislador faculta a la autoridad administrativa para imponer “la sanción 
de inhabilidad para el ejercicio de funciones  públicas”, le confiere un poder que el 
Estado de derecho ha reservado a la autoridad judicial, que es desde los albores 
de esta clase de Estado el poder que está facultado para aplicar la ley e imponer 
las sanciones que afectan de manera intensa los derechos fundamentales que la 
misma ley prevé. No puede el Legislador asignar un poder desproporcionado en la 
autoridad administrativa, porque genera un desequilibrio en el ejercicio del poder 
del Estado, contrariando el presupuesto de la separación de poderes y los 
principios de legalidad procesal y de juez natural.   
 
De otro lado, es claro que el proceso disciplinario mantiene instituciones 
semejantes a la Ley 600 de 2000, ajenas al principio acusatorio en las que se 
combina el trámite escrito y las audiencias verbales y no existe diferencia entre la 
función de investigación-acusación y la de juzgador, etc.   
 
Y en cuanto al principio de verificación que implica los de “presunción de inocencia 
e in dubio pro reo”, pudimos constatar en la primera parte de la presentante 
investigación,  que el trámite administrativo disciplinario permite que los elementos 
recaudados tengan carácter de prueba desde la misma indagación preliminar y 
son acopiados por el funcionario de conocimiento -quien cumple la función de 
investigar, formular cargos y decidir-. De tal manera que en dicho procedimiento, a 
diferencia del penal, la defensa no cuenta con la garantía plena para 
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contrainterrogar a los testigos de cargo en audiencia concentrada y con aplicación 
estricta del principio de inmediación. 
 
La disminución en las garantías que conforman los postulados propios del 
juzgamiento más garantista, puede aceptarse para el proceso disciplinario sólo  si 
la sanción se enmarca dentro de los límites de proporcionalidad y razonabilidad 
propios del derecho administrativo, es decir, sin que con éste se invada  de 
manera intensa los derechos fundamentales, socavando “los principios fundantes 
del “Estado Social de Derecho”. Si la sanción administrativa genera excesos sobre 
tales presupuestos,  la reducción a las garantías del procesado disciplinable no 
puede justificarse.  
 
Hemos podido estudiar el “alcance de la inhabilidad de 10 a 20 años para el 
ejercicio de funciones públicas” prevista como sanción disciplinaria, y concluimos 
que genera un gravamen intenso sobre los derechos fundamentales del 
sancionado, tanto los de carácter político como los de orden inmanente al ser 
humano.  Al contrastar dicho alcance de la sanción con los diferentes límites que 
debe cumplir el ““Estado Social y democrático de Derecho””para ejercer su 
facultad de punición, pudimos determinar  que la consagración de una inhabilidad 
de efectos tan intensos no se ajusta a los márgenes del derecho administrativo. 
Conclusión que se afirma aún más al evidenciarse que las garantías adjetivas que 
ofrece el proceso administrativo son lánguidas comparadas con el proceso 
acusatorio penal.  
 
 
3 Critica al proyecto de modificación al Código Único Disciplinario. 
En el mes de agosto del año 2014, “la Procuraduría General de la Nación” 
presentó al “Congreso de la República” un proyecto de modificación al Código 
Único Disciplinario, originado en una Comisión Redactora integrada por delegados 
de la propia Procuraduría, así como delegados de “la Sala Disciplinaria del 
Consejo Superior de la Judicatura, de la Defensoría del Pueblo, del Ministerio de 
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Justicia, de la Personería de Bogotá, del Colegio de Abogados en Derecho 
Disciplinario y del Instituto Colombiano de Derecho Disciplinario”.382 El proyecto, 
fue discutido y aprobado por el Congreso y el texto definitivo  quedó en los 
proyectos de ley números 195 de 2014 de la Cámara y 55 de 2014 del Senado, los 
cuales al terminar este trabajo se encuentran en su trámite final de conciliación y 
sanción presidencial.   
 
En relación con las sanciones disciplinarias y en especial la de “inhabilidad para el 
ejercicio de cargos públicos, el proyecto trae como reforma a lo que establecía la 
Ley 734 de 2002, las siguientes sanciones”:  
 
“Artículo 48. Clases y límites de las sanciones disciplinarias. El servidor 
público está sometido a las siguientes sanciones”:  
 
“1. Destitución e inhabilidad general de diez (10) a veinte (20) años para las 
faltas gravísimas dolosas”.  
“2. Destitución e inhabilidad general de cinco (5) a diez (10) años para las 
faltas gravísimas realizadas con culpa gravísima”.  
“3. Suspensión en el ejercicio del cargo de tres (3) meses a cuarenta y ocho 
(48) meses e inhabilidad especial hasta por el mismo término para las faltas 
gravísimas realizadas con culpa grave”. 
“4. Suspensión en el ejercicio del cargo de tres (3) a veinticuatro (24) meses 
e inhabilidad especial hasta por el mismo término para las faltas graves 
dolosas”. 
“5. Suspensión en el ejercicio del cargo de uno (1) a dieciocho (18) meses 
para las faltas graves culposas”.  
“6. Multa de veinte (20) a noventa (90) días de salario básico devengado 
para la época de los hechos para las faltas leves dolosas”.  





“7. Multa de cinco (5) a veinte (20) días de salario básico devengado para la 
época de los hechos para las faltas leves culposas”.  
 
“Parágrafo. Conversión de la suspensión”. “En el evento en que el 
disciplinado haya cesado en sus funciones para el momento de la ejecutoria 
del fallo o durante su ejecución, cuando no fuere posible ejecutar la sanción, 
se convertirá el término de suspensión o el que faltare, según el caso, en 
salarios de acuerdo al monto de lo devengado para el momento de la 
comisión de la falta, sin perjuicio de la inhabilidad especial”. 
 
El artículo 46 clasifica las faltas disciplinarias, como lo hacía el Código que se 
pretende modificar, en  faltas gravísimas, graves y leves. Y el artículo 47 mantiene 
criterios semejantes a los que antes se preveían  “para determinar la gravedad o 
levedad de la falta disciplinaria”. “El mismo artículo indica que las faltas gravísimas 
son las taxativamente señaladas en la ley”383. 
 
Podemos apreciar que el proyecto distingue dos inhabilidades: “una entre 10 y 20 
años para faltas gravísimas dolosas”, y “otra entre 5 y 10 años para faltas 
gravísimas realizadas con culpa gravísima”. Dividiendo así la sanción de 
inhabilidad que trae el C.U.D. que se pretende derogar, de tal manera que se 
sanciona con más intensidad las conductas dolosas gravísimas y de manera más 
benévola las conductas gravísimas cometidas con culpa gravísima. En el Estatuto 
disciplinario hoy vigente se contemplaba una sola sanción para esas faltas.  
 
Del mismo modo, la sanción de inhabilidad especial que impide el ejercicio de toda 
función pública y que acompaña a “la suspensión en el ejercicio del cargo 
desempeñado por el sancionado, la divide el proyecto en dos”: “Una suspensión 
de 3 meses a 48 meses para faltas gravísimas cometidas con culpa grave, y otra 
suspensión de 3 a 24 meses para faltas graves dolosas”384.  







Consagra  el proyecto una sanción de simple suspensión de  1 a 18 meses para 
reemplazar la de 30 días a 12 meses que establecía la norma anterior para las 
faltas graves culposas. “Pero la sanción de multa la separa en dos”: “para las 
faltas leves dolosas impone sanción de multa de 20 a 90 días de salario, y para las 
faltas leves culposas establece multa de 5 a 20 días de  salario. Desaparece en el 
proyecto la sanción de amonestación”.    
 
En cuanto a la tipificación de las faltas gravísimas el Proyecto hace una nueva 
distribución de las mismas, prescindiendo de algunas. Entre los artículos 52 y 65 
se enlistan las faltas gravísimas dividiéndolas por títulos, así: “Faltas relacionadas 
con la infracción al derecho internacional de los derechos humanos y al derecho 
internacional humanitario; faltas relacionadas con la libertad y otros derechos 
fundamentales; faltas relacionadas con la contratación pública; faltas relacionadas 
con el servicio o la función pública; faltas relacionadas con el régimen de 
incompatibilidades, inhabilidades, impedimentos y conflictos de intereses; faltas 
relacionadas con la hacienda pública; faltas relacionadas con la acción de 
repetición; faltas relacionadas con la salud pública, los recursos naturales y el 
medio ambiente; faltas relacionadas con la intervención en política; faltas 
relacionadas con el servicio, la función y el trámite de asuntos oficiales; faltas 
relacionadas con la moralidad pública; faltas relativas a los funcionarios judiciales 
y a los jueces de paz; faltas relacionadas con el régimen penitenciario y carcelario; 
faltas que coinciden con descripciones típicas de la ley penal”385. 
 
Se deduce de la modificación que plantea el Proyecto, la intensión de distinguir 
entre la modalidad dolosa y la culposa para las diferentes clases de faltas, y 
distinguir entre las diferentes clases de culpa, a fin de que el operador disciplinario 
determine la sanción de manera más adecuada a la clase de falta tanto en su 
aspecto subjetivo como objetivo.  
 




No obstante esa intención, el proyecto no se aparta de la condición exacerbada 
que tiene el C.U.D. que se pretende derogar frente a los valores del “Estado Social 
de Derecho” y los límites que conciernen al poder sancionador de las autoridades 
administrativas. La distinción que se hace de las faltas y de la calificación subjetiva 
de las mismas, en nada cambia la calidad de la autoridad que la impone, la cual 
no puede rebasar los límites del principio de necesidad, proporcionalidad y 
razonabilidad. Las sanciones que el proyecto establece son las mismas que prevé 
la norma hoy vigente “para las faltas dolosas cometidas con culpa gravísima (de 
10 a 20 años de inhabilidad)”, y siguen siendo, por lo tanto, exageradas analizadas 
frente a los derechos fundamentales que se afectan con su imposición y teniendo 
en cuenta las garantías sustanciales y adjetivas que se reducen en el trámite 
administrativo. Y la nueva regulación que impone una sanción de inhabilidad de 5 
a 10 años para faltas gravísimas culposas es también exagerada de cara a los 
citados principios.  
 
El operador disciplinario mantiene un margen amplio de discrecionalidad, propio 
del derecho disciplinario, para determinar si una falta que objetivamente está 
prevista como falta, ha sido cometida dolosa o culposamente, o si la culpa con que 
se obro es gravísima, grave o leve, lo que incide definitivamente en la clase de 
sanción que se impondrá. La diferencia con el C.U.D. vigente es que ese margen 
de discrecionalidad se acrecienta. Según el proyecto, el operador disciplinario 
podrá imponer una inhabilidad superior a diez años si cataloga la falta como 
gravísima dolosa; y podrá imponer una sanción inferior a diez y mayor de cinco 
años, si cataloga la falta como gravísima cometida con culpa gravísima. Esa 
discrecionalidad del operador disciplinario es justificada cuando las sanciones que 
impone no afectan de manera grave los derechos fundamentales, pero no lo es si 
dichos derechos son afligidos más allá de los  límites del propio derecho 
disciplinario.   
 
Es evidente que los argumentos presentados a lo largo del trabajo frente a la 
sanción prevista en el actual C.U.D., siguen siendo válidos para cuestionar el 
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Proyecto de reforma. Una sanción prevista por vía administrativa disciplinaria, 
contradice “los principios de necesidad, proporcionalidad y razonabilidad, por 
cuanto su efecto genera un gravamen muy intenso sobre derechos fundamentales 
y la dignidad del ser humano”. Reduce el ser político y social del sancionado al 
mismo tiempo que afecta sus libertades a escoger profesión y oficio, al libre 
desarrollo de la personalidad, mínimo vital, buen nombre, etc. Tales afectaciones 
sólo son posibles en “el marco de un Estado Social de Derecho”,” cuando las 
impone el poder jurisdiccional y con el cumplimiento de las máximas garantías 
procesales, de lo contrario se afectan los derechos del implicado, por las dos vías: 
con la sanción y con la mengua en sus garantías procesales”.  
 
De otro lado, el proyecto no cambia en nada la redundancia que existe en el 
sistema sancionatorio colombiano, por cuanto establece conductas que además 
son previstas como delito, donde también se prevé “la sanción de inhabilidad para 
el ejercicio de funciones  públicas”, con el agravante de que la sanción prevista 
bajo el sistema disciplinario administrativo puede resultar más intensa que la 
establecida en el Estatuto Penal. Esto se evidencia al estudiar el listado de faltas 
gravísimas; prácticamente todas “las faltas relacionadas con la infracción al 
derecho internacional de los derechos humanos y al derecho internacional 
humanitario y  faltas relacionadas con la libertad y otros derechos fundamentales”, 
“se encuentran tipificadas en el Código Penal”, y a lo largo del listado pueden 
distinguirse muchas otras conductas que también se repiten por estar previstas en 
los dos sistemas. Además mantiene el proyecto lo que preveía el Código anterior 
en cuanto a que constituye “falta gravísima realizar objetivamente una descripción 
típica consagrada en la ley como delito sancionable a título de dolo, cuando se 
cometa en razón, con ocasión o como consecuencia de la función o cargo, o 
abusando de él”.  De ese modo el sistema colombiano contradice el postulado 
básico del principio de necesidad,  según el cual debe evitarse la aplicación de 
mecanismos repetidos que persigan el mismo fin.  
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El nuevo proyecto en nada cambia la situación y, como el régimen disciplinario 
que pretende modificar, no supera el test de proporcionalidad, pues al analizar el 
medio que puede cumplir el fin constitucional válido de prevenir la corrupción 
administrativa y conseguir una administración proba y eficiente, restringiendo 
menos los derechos de los procesados, sigue siendo el Derecho Penal el 
mecanismo más adecuado, por cuanto, en este no se rebajan las garantías 
procesales. El proceso disciplinario, en ambas regulaciones, por su naturaleza no 
puede asegurar  la autonomía, imparcialidad e independencia que ofrece un juez 
adscrito a la rama jurisdiccional y tampoco puede garantizar un proceso que 
diferencie las funciones de investigación-acusación de las de juzgamiento. El 
sistema penal reconoce al máximo todas las garantías del debido proceso 
sustanciales y adjetivas; mientras el disciplinario las simplifica. Por ello, mientras 
se mantenga la misma sanción disciplinaria tan intensa, el medio más adecuado 
para conseguir el fin de proteger la Administración y la Función Públicas, es el 
derecho penal, y no hay razón para establecer la misma  sanción a través del 
medio más gravoso para el procesado. 
 
Como expresamos en su momento, una sanción  de inhabilidad prolongada hace 
muy remota la función de prevención especial o de corrección de la conducta, por 
cuanto impide al sancionado demostrar que ha emendado su actuar frente a la 
Administración. Cuanto mayor es ese tiempo de inhabilidad menor es la función de 
prevención especial. De tal manera que la función prevalente que cumple una 
sanción tan intensa es la de prevención general y protección a la función pública 
(es decir, la de disuadir al conglomerado social para que se abstenga de cometer 
tales faltas que afecten la función pública). Se trata de un fin ajeno al hombre. Un 
fin de interés general. Cuando se utiliza al hombre para conseguir un fin ajeno a sí 
mismo, se requiere su consentimiento, de lo contrario se instrumentaliza al hombre 
violando su dignidad. “En el derecho disciplinario el “principio de legalidad” y de 
tipicidad son fuertemente desplazados por la regla de “numerus apertus” que da 
un margen amplio de discrecionalidad al operador disciplinario para valorar la 
conducta”. Sistema que se traduce en que las faltas previstas no son 
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suficientemente claras e inequívocas para el servidor público, como lo son las 
conductas previstas como delito. Se colige de lo dicho, que si se impone una 
sanción disciplinaria tan intensa, cuyo fin prevalente es la prevención general -
sanción establecida para faltas que el sub judice no conoce con precisión- se 
vulnera su derecho a “la dignidad humana”, por cuanto se le instrumentaliza sin su 
consentimiento.  
 
Con base en lo anterior, podemos llegar a la misma conclusión que expresamos al 
estudiar los principios de justicia y “non bis in ídem” en relación con “la sanción de 
inhabilidad prevista en el C.U.D. vigente”. Lo único que justificaría prever las 
mismas conductas en los dos sistemas sancionatorios (penal y disciplinario), para 
conseguir el mismo fin de prevención general, sería que la sanción disciplinaria 
fuera menos aflictiva a los derechos del sancionado (menos intensa que la 
contemplada en el derecho penal), y para cumplir algún fin diferente al de proteger 
la función pública mediante la prevención disuasoria general. Ello, por cuanto el 
sustrato que fundamenta “el principio de non bis in ídem” es precisamente la 
Justicia, que impide que a una persona se le sancione dos veces por una misma 
conducta. La única situación que permitiría que se impusiera una sanción de 
inhabilidad por la misma conducta mediante ambos procesos, sería que el derecho 
disciplinario cumpliera una finalidad provisional y transitoria, entre tanto el derecho 
penal impone la sanción definitiva. En ese caso, bajo el parámetro de justicia y 
proporcionalidad, la inhabilidad que imponga el proceso disciplinario no podría 
superar el tiempo que tarde el proceso penal en resolver de fondo; de lo contrario 
se afectaría el principio de non bis in ídem sancionando dos veces a una persona 
por los mismos hechos y con el mismo fin. Ese tiempo en nuestra consideración 
no puede ser mayor a tres años. Un proceso penal que no termine antes sería 
abusivo.   
 
En ese orden de ideas, la sanción de inhabilidad que se proyecta para “las faltas 
gravísimas cometidas con culpa gravísima (de 5 a 10 años)”386, es también 




desproporcionada, pues si para las faltas disciplinarias más graves -que lo son 
tanto que han sido tipificadas además dentro del Estatuto Penal-, hemos 
demostrado que no pueden ser objeto de sanción de inhabilidad disciplinaria 
mayor al tiempo de duración del proceso penal, las faltas culposas que por 
naturaleza son menos graves, no podrían tener una consecuencia sancionatoria 
más gravosa.   
 
Conforme a lo expresado, en nuestra opinión urge sí una reforma al Estatuto 
disciplinario, pero esa reforma debe ser para establecer uno que se pliegue a los 
presupuestos del “Estado Social y democrático de Derecho”. “No una reforma 
como la que se ha aprobado y está a punto de ser sancionada y promulgada,  
contraria a esos valores –como también lo es la norma vigente-. Lo que se 
requiere es una reforma estructural que se ajuste al principio de necesidad, 
proporcionalidad y razonabilidad”.  
 
Es verdad que nuestro sistema sancionatorio precisa un cambio, pero esté debe  
dirigirse a  ajustar el derecho disciplinario a sus límites y estos se encuentran 
cuando las  sanciones disciplinarias se imponen frente a conductas relacionadas 
con la “subordinación existente entre el funcionario y la administración”387, para 
cumplir la finalidad de asegurar una  Administración Pública proba y eficiente, 
mediante sanciones que prevalentemente persigan un fin de corrección.  Si el 
legislador considera que se requiere atacar la corrupción administrativa 
imponiendo sanciones severas como la “inhabilidad para el ejercicio de funciones  
públicas” de periodo prolongado, con un fin prevalentemente de prevención 
general y afectando los derechos fundamentales y “la dignidad humana”, debe 
realizar un ejercicio juicio para expedir las normas que superen el test que la 
propia Corte Constitucional ha enseñado, en que se elija el medio sancionatorio 
más benévolo para los derechos del procesado. Un Estatuto que diseñe un 
mecanismo que impida redundar en la imposición de la misma sanción, de modo 




que  las conductas que se eleven a la calidad de delito no sean tenidas en cuenta 
en el derecho disciplinario.  
 
La reforma debe también tener en cuenta la necesidad de ajustar el sistema 
sancionatorio colombiano a los presupuestos del “Bloque de Constitucionalidad, 
en especial al artículo 23 de la Convención Interamericana de Derechos 
Humanos”, a fin de evitar las consecuencias que ante los organismos 
internacionales genera la consagración de la inhabilidad por vía disciplinaria, por 
cuanto con ella se afectan los derechos políticos mediante un mecanismo 
diferente al de la jurisdicción  penal. Sobre ese asunto ya el Estado ha sido 
advertido con las medidas cautelares otorgadas por “la Comisión Interamericana 
de Derechos humanos al Alcalde de Bogotá Gustavo Petro Urrego”388.  
 
Tal labor del legislador no puede entonces restringirse a una reforma al C.U.D., 
sino que debe incluir una reforma al Código Penal, para articular las dos 
disciplinas sancionatorias en cuanto a las sanciones necesarias para proteger la 
Administración y la Función públicas, y ajustarlas a los valores del “Estado Social 
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Después de llevar a cabo los análisis que se pretendían con el presente estudio, 
estamos en la capacidad de emitir las conclusiones que surgen.  
 
En el primer capítulo abordamos el estudio de los límites del poder punitivo del 
Estado. Partimos de estudiar los fundamentos filosóficos racionalistas que 
sustentaron el Estado liberal de Derecho y que dieron lugar a los principios de 
legalidad y de separación de poderes. Recordamos cómo estos principios 
edificados en el presupuesto de la racionalidad y libertad del hombre, perfilaron la 
noción del Estado liberal -opuesto al Estado absolutista- en el cual se propugna 
por la construcción de la voluntad general con el voto de los ciudadanos, bajo la 
premisa de la igualdad de todos ante la Ley. Esa voluntad se expresa mediante los 
representantes elegidos para conformar el órgano que emite la Ley a la que todos 
deben someterse; incluso quienes ejercen autoridad. Solamente el órgano 
legislativo está facultado por la soberanía popular para restringir los derechos 
individuales de manera intensa. De lo contrario se retornaría al Estado absolutista.  
 
Bajo esa perspectiva, se entienden los principios de legalidad y de separación de 
poderes, los cuales constituyen el cimiento del Estado de Derecho.  
 
Seguidamente pudimos constatar el desarrollo histórico del “Estado Social y 
democrático de Derecho acogido en nuestro país por la Constitución de 1991”. 
Vimos cómo influyeron en su instauración, las tesis socialistas y la necesidad de 
atender a los requerimientos de la población menos favorecida, que llevó a la 
implantación del intervencionismo económico del Estado.  
 
El primer capítulo también expuso que el devenir histórico suscitó en la comunidad 
internacional, la necesidad de exaltar al ser humano y contemplarlo como el fin 
principal que debe tener la organización política, de donde se desprenden valores 
como la justicia material  -no meramente formal-, el pluralismo y la participación.  
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A partir de esos valores, estudiamos los límites a los que debe someterse el 
“Estado Social y democrático de Derecho” al aplicar sanciones, entre los que 
sobresale el respeto a la  dignidad humana como principio autónomo,  así como 
los principios de justicia, de legalidad, de proporcionalidad, de lesividad, de 
derecho penal de acto, de culpabilidad, y  los principios adjetivos que limitan el 
poder punitivo del Estado.  
 
En el mismo primer capítulo, estudiamos comparativamente los mencionados 
principios -surgidos de la dogmática penal- al ser aplicados bajo la égida del 
derecho disciplinario. Encontramos que existen diferencias entre “el Derecho 
Penal y el Derecho Disciplinario en cuanto a la naturaleza jurídica, el objeto y la 
finalidad que cada una de las disciplinas tiene, pero que también tienen similitudes 
y puntos de coincidencia”. El análisis nos llevó a comprender que en el sistema 
sancionatorio del Estado, el Derecho penal tiene una categoría superior y está 
destinado a prevenir y corregir las conductas reprobables más graves y que 
afectan los intereses que la sociedad más quiere proteger. 
 
En ese análisis, logramos establecer que las disciplinas penal y disciplinaria vistas 
de manera global se diferencian por cuanto la primera tiene como objeto el delito, 
es decir la tipificación de las conductas más graves a las que el legislador les 
impone las sanciones más severas dentro de ordenamiento jurídico. Pero también 
observamos que las dos disciplinas tienen coincidencias, cuando se atiende de 
manera más específica a las conductas típicas que pretenden proteger el buen 
desempeño de la función pública. En este tema las dos disciplinas tienen 
elementos,  funciones y finalidades coincidentes que persiguen la prevención 
general prevalentemente.  
 
Comprendimos que el Derecho disciplinario es una disciplina de menor grado cuyo 
objeto se restringe a “las conductas que afectan el buen desempeño de la función 
pública”, y “las sanciones que ella prevé deben ser de menor intensidad que las 
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previstas en el derecho penal, en razón de la autoridad administrativa que las 
aplica y en razón de la morigeración que sufren los derechos procesales”.    
 
Con base en la doctrina y jurisprudencia, pudimos establecer que la naturaleza del 
derecho administrativo disciplinario, la relación de subordinación que sustenta la 
posibilidad de imponer sanciones en esta disciplina a quienes ejercen función 
pública, el principio de prevalencia del interés general y la mayor responsabilidad 
que les atañe a los servidores públicos, justifican la morigeración que sufren los 
principios en el derecho disciplinario.  
 
En ese sentido, se puede destacar el viso que toma el “principio de legalidad”, 
respecto del cual vimos que las faltas disciplinarias se conciben como tipos 
abiertos cuya descripción debe ser completada –en lo que tiene que ver con las 
funciones del servidor público- por otras normas incluso reglamentarias, que no 
profiere el Legislador.  Del mismo modo, nos referimos a la manera como se 
morigera el “principio de tipicidad”, en razón del sistema de numerus apertus que 
maneja el derecho disciplinario, donde se le otorga al operador que decide sobre 
las sanciones, un amplio margen para establecer la adecuación de la conducta 
tanto en el aspecto objetivo como subjetivo.  
 
Constatamos, en un análisis de cada uno de “los principios que sustenta el 
derecho sancionador, que al comparar la manera en que se aplican en el derecho 
penal, con el matiz que toman en el derecho disciplinario”, aparecen evidentes  
limitaciones que sufren las garantías procesales en éste último, tanto sustanciales 
como adjetivas. 
 
De otro lado, en el capítulo segundo estudiamos el alcance que tiene la sanción 
disciplinaria de inhabilidad prevista en el orden jurídico colombiano. Partimos de 
estudiar en éste capítulo los derechos que afecta dicha inhabilidad, la finalidad y 




Logramos determinar que “la sanción disciplinaria de inhabilidad para el ejercicio 
de funciones  públicas prevista en el C.U.D. colombiano”, “constituye una 
limitación intensa a los derechos políticos que priva al ciudadano que la padece de 
su ser social, de su derecho a la participación y del ejercicio de la democracia”; 
“pero también lo limita en derechos inherentes a la persona” “como el derecho a 
escoger trabajo, al mínimo vital, al libre desarrollo de su personalidad. 
Limitaciones que entre todas las inhabilidades previstas por el ordenamiento 
jurídico, son las más gravosas, considerando su extensa duración y el hecho de 
que tal sanción disciplinaria es de carácter general”.  
 
En este capítulo estudiamos también el alcance teleológico de la sanción de 
inhabilidad y logramos colegir que tanto la sanción de inhabilidad penal como la 
disciplinaria conducen a una misma finalidad, esta es la de prevenir las conductas 
que atentan contra el buen desempeño de la función pública. Nuestro 
razonamiento llevó a la conclusión de que cuanto más extensa sea “la inhabilidad 
para el ejercicio de la función pública, se cumplirá menos la función de corrección  
o de prevención especial, por cuanto se hace más remota la posibilidad para el 
implicado de demostrar su cambio conductual”389.  
 
Adicionalmente, en el segundo capítulo analizamos el alcance comparado entre 
las disciplinas penal y disciplinaria de la sanción de inhabilidad. Al estudiar la 
forma como se encuentran consagradas las sanciones de inhabilidad en nuestro 
ordenamiento jurídico pudimos establecer que mientras la sanción disciplinaria de 
inhabilidad parte de 10 años, la sanción de inhabilidad penal puede partir de 
menos tiempo de duración, dependiendo de la pena principal que tenga señalado 
el delito de que se trate o la que de manera específica se establezca en el tipo. En 
ambos regímenes la sanción no puede superar los 20 años, a menos que se trate 
de “delitos que hayan afectado el patrimonio económico del Estado”390. De lo cual 






pudimos deducir que, en nuestro país,  el derecho penal puede resultar más 
benévolo que el disciplinario en la restricción a los derechos políticos al aplicar una 
sanción de inhabilidad, máxime cuando en lo penal las pena principal de privación 
de la libertad puede tener morigeraciones mediante subrogados, libertad 
condicional y otros mecanismos, que no son posibles de aplicar para la sanción de 
inhabilidad.  
 
Analizamos además en el segundo capítulo, la manera en que es concebida la 
sanción de inhabilidad desde la perspectiva del Bloque de Constitucionalidad, 
teniendo en cuenta que se trata de una limitación al ejercicio de los derechos 
políticos. Encontramos que tanto el “Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos como la Convención Interamericana de Derechos Humanos”, contemplan 
los derechos políticos y de participación democrática como derechos humanos 
dignos de protección de los Estados y establecen su restricción excepcional, 
señalando claramente que sólo pueden limitarse por vía de una condena emitida 
por juez penal dentro de un procedimiento de esa índole. Descubrimos, además, 
que “la Corte Interamericana de Derechos Humanos, se ha pronunciado 
condenando a los Estados que mediante sanciones emitidas por autoridades y 
trámites administrativos han impedido el ejercicio de los derechos políticos”.  
 
También estudiamos en este capítulo, el tratamiento que se le da a la mencionada 
sanción en el Derecho comparado.  A propósito nos referimos a las legislaciones 
de Argentina, Perú, Chile y España y encontramos que ninguno de esos Estados 
ha consagrado en sus sistemas disciplinarios una “inhabilitación para el ejercicio 
de la función pública general mayor a seis años”391. Dos de ellos optan por la 
inhabilidad de 5 años para las faltas más graves, Argentina ha consagrado como 
inhabilidad más intensa una sanción que impide el acceso al servicio público de 4 
años y España consagra una sanción de seis años.   
 




El tercer capítulo ha consistido en contrastar las premisas construidas en los dos 
primeros capítulos.   De un lado, la manera como deben ser concebidos “los 
valores del Estado Social y democrático de Derecho” “y, en especial, las garantías 
procesales en el derecho disciplinario”, atendidas las restricciones que sufren 
comparadas con el derecho penal –que fue el tema abordado en el primer 
capítulo-, y de otro lado, la manera en que ha sido consagrada la inhabilidad 
disciplinaria en Colombia –tema del segundo capítulo-, para, por medio de esa 
contrastación, establecer si la inhabilidad consagrada en el derecho colombiano 
rebasa los presupuestos esperados para el “Estado Social y democrático de 
Derecho”.   
 
Tal confrontación consistió en un examen de cada uno de los valores y garantías 
que sustentan el “Estado Social de Derecho” y que limitan su poder sancionador, 
enfrentados al alcance que se le ha dado en Colombia a la “inhabilidad para el 
ejercicio de funciones  públicas”, de lo cual surgen las siguientes conclusiones:   
 
El Estado social y democrático se ha construido y desarrollado a partir de los 
preceptos de separación de poderes y del “principio de legalidad”, como primeros 
elementos necesarios para limitar la arbitrariedad de las autoridades. Cuando se 
permite a una autoridad administrativa facultades excesivas sancionatorias se 
vulneran esos valores, nacidos desde el Estado Liberal. El legislador actúa como 
representante de los ciudadanos que ceden parte de su voluntad a fin de que 
emita las leyes que aseguraran el orden público y la convivencia pacífica. Pero el 
legislador no puede abdicar de sus facultades en favor de una autoridad 
administrativa entregando la potestad que el Estado le ha dado generando un 
desequilibrio que atenta contra los derechos fundamentales de los asociados. 
Cuando el legislador permite que una autoridad administrativa imponga una 
sanción disciplinaria que resulta excesiva en relación con los derechos humanos, 
quebranta el principio de soberanía popular, base del principio democrático.  
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Son valores que sustentan el “Estado Social de Derecho”, los principios 
democrático, pluralista y de participación que impelen a que los ciudadanos en 
igualdad de condiciones, accedan al ejercicio de funciones públicas e intervengan 
activamente en la consecución de los fines del Estado. Valores que se afectan 
sustancialmente con “la sanción de inhabilidad  para el ejercicio de los derechos 
políticos”, perturbándose también derechos inherentes a la persona como son “el 
derecho al libre desarrollo de la personalidad, el buen nombre, el derecho al 
trabajo y mínimo vital, etc.”. Ante tal quebrantamiento a valores que sustentan el 
“Estado Social y democrático de Derecho” y derechos humanos, lo lógico es 
considerar escoger el derecho penal como medio para prevenir que los 
ciudadanos que ejercen función pública incumplan sus funciones o se extralimiten 
en su ejercicio. Esto, por cuanto la sanción que deshabilita los derechos políticos 
es demasiado aflictiva a los valores que protege el Estado, y bajo el principio de 
proporcionalidad, cuanto más severa sea la sanción mayores deben ser las 
garantías procesales.   
 
De la contrastación entre los dos primeros capítulos  surgió como corolario  que 
“en el marco del Estado Social y democrático de Derecho”, las sanciones que el 
orden jurídico consagra deben someterse a los valores y principios que cimientan 
tal tipo de Estado, los cuales constituyen límites al poder de punición y garantías a 
los derechos individuales. Por ello, al consagrar e imponer sanciones, las 
autoridades deben escoger el mecanismo que menos aflija los derechos y que 
consiga los fines que se persiguen con la sanción, lo cual se traduce en “el respeto 
a la dignidad del hombre y a los principios de necesidad y proporcionalidad”.  
 
Así, al enfrentar “la intensidad de la sanción de inhabilidad disciplinaria prevista en 
el orden jurídico colombiano”, “con el principio de respeto a la dignidad humana”, 
logramos demostrar que el derecho disciplinario al imponer una sanción de 
inhabilidad que cumple preferentemente una función de prevención general, 
instrumentaliza al procesado cuando con dicha sanción se afectan los derechos 
políticos y otros derechos fundamentales del sancionado restringiendo además de 
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manera severa sus garantías procesales. Se demuestra esa instrumentalización 
que se hace del hombre al imponerse tal sanción de índole administrativa, en que 
al reducirse las garantías del “principio de legalidad” y de tipicidad, es una 
autoridad que no representa la voluntad del procesado la que ha definido la 
conducta a sancionar. De modo que con la sanción disciplinaria se utiliza al 
hombre para conseguir el fin de interés general de prevenir conductas que afecten 
la función pública, sin que el procesado hubiera consentido previamente en ello.  
 
Concluimos al analizar el principio de justicia o retribuidad, que si derecho penal y 
derecho disciplinario, en lo que tiene que ver con “la sanción de inhabilidad para el 
ejercicio de funciones  públicas”, persiguen los mismos fines y cumplen la misma 
función de interés general consistente en prevenir conductas que afecten la 
función pública, al imponerse la misma sanción en ambos regímenes sobrepasa el 
parámetro de justicia.  
 
También observamos en nuestro análisis, que el procesado a disciplinar sufre una 
afectación a su persona desmedida y contraria al principio de proporcionalidad, 
por cuanto se afectan sus derechos fundamentales por dos vías: por un lado, con 
la evidente reducción a sus derechos procesales y, de otro lado, con la afectación 
que genera la propia sanción a derechos inherentes al ser humano tanto en su 
aspecto naturalistico como social.   
 
Bajo el análisis del principio de necesidad, dedujimos que se requiere ponderar los 
valores de manera que se proteja a la persona humana sin renunciar a conseguir 
el fin de combatir la corrupción administrativa y que la forma en que se consigue 
guardar ese  equilibrio es optar por el mecanismo que más proteja los derechos 
del hombre que subyace bajo la investidura del servidor público, con el cual se 
consiga el propósito de asegurar una función administrativa proba y eficiente. 
Como el derecho disciplinario y su procedimiento, morigera las garantías que 
sirven de límite al poder sancionador del Estado (en función de dar prevalencia al 
interés general de protección a “la función pública y en consideración a que los 
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servidores públicos” asumen una posición de subordinación ante la Administración 
que permite la restricción de sus derechos), es el derecho penal el mecanismo 
idóneo para cumplir ese fin constitucional de prevención, cuando se requiera 
imponer una sanción que afecta de manera tan intensa los valores a proteger por 
el propio Estado, por cuanto ésta es la disciplina concebida para imponer las 
sanciones más severas. Es precisamente por ello, que  en el trámite penal las 
garantías procesales no sufren las restricciones que se evidencian en el proceso 
administrativo.  
 
En el análisis del principio de necesidad, concluimos, además, que cuando el 
legislador opta, como lo hace en nuestro ordenamiento, por establecer las mismas 
conductas para imponerles sanciones semejantes mediante dos procedimientos 
diferentes para conseguir el mismo fin (proteger la función pública y prevenir tales 
conductas), redunda innecesaria e injustamente.  
 
En síntesis, hemos podido estudiar el alcance de “la inhabilidad de 10 a 20 años 
para el ejercicio de funciones públicas” prevista como sanción disciplinaria en 
Colombia, y concluimos que genera un gravamen intenso sobre los derechos 
fundamentales del sancionado, tanto los de carácter político como los de orden 
inmanente al ser humano.  Al contrastar dicho alcance de la sanción con los 
diferentes límites que debe cumplir el “Estado Social y democrático de Derecho” 
para ejercer su facultad de punición, pudimos determinar que la consagración de 
una inhabilidad de efectos tan intensos no se ajusta a los márgenes del derecho 
administrativo.  
 
A modo de aporte conceptual que pueda servir de medio para delimitar el alcance 
al que debe ceñirse el Derecho disciplinario para establecer la sanción de 
inhabilidad disciplinaria,  concluimos que, en razón a que algunas conductas son 
consideradas tanto delito como falta disciplinaria susceptibles de sanción de 
inhabilidad en ambas disciplinas, bajo el parámetro de justicia y proporcionalidad, 
la inhabilidad que imponga el proceso disciplinario no podrá superar el tiempo que 
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tarde el proceso penal en resolver de fondo, de lo contrario se afectaría el principio 
de non bis in ídem sancionando dos veces a una persona por los mismos hechos 
y con el mismo fin de prevención general. En relación con la sanción de 
inhabilidad (prevista en las dos disciplinas), el derecho disciplinario debe cumplir 
una finalidad provisional y transitoria, entre tanto el derecho penal impone la 
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